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Introducción 

 

 

 

 

 

La versatilidad de contextos en los que se inscriben las migraciones conlleva diversos 

escenarios en los cuales se reproducen dinámicas con implicaciones políticas, econó-

micas y socioculturales que aluden y repercuten en las políticas estatales, regionales e 

internacionales, así como en las propias personas migrantes. En el corredor Centroa-

mérica-Norteamérica, las problemáticas en torno a las migraciones se manifiestan en 

las vivencias y experiencias de quienes migran a Estados Unidos, país en el que em-

prenden acciones de resiliencia para sostenerse tanto económica como físicamente ante 

los embates de la política migratoria desplegada por el gobierno, y cuyo alcance in-

fluye en el quehacer de la diplomacia en dicha región. En ésta, en los espacios regio-

nales y locales, se encuentran también situaciones que demarcan las dinámicas migra-

torias en las que se inscribe la inmigración, por ejemplo, la de africanos en México, la 

inseguridad y las medidas de control migratorio en países centroamericanos y, entre 

otras situaciones, las circunstancias por las que pasan estudiantes migrantes universi-

tarios en sus propias casas de estudio. 

Sin ir muy lejos, el presente libro, titulado Dinámicas migratorias, retos de política 

y acciones locales en el corredor Centroamérica-Norteamérica, busca proporcionar al 

lector una mirada de los contextos migratorios que se presentan en esta región a partir 

de los análisis y resultados de investigaciones de profesores e investigadores que estu-

dian el fenómeno migratorio desde perspectivas particulares. Este libro parte de la ini-

ciativa de quienes participaron en el 5.º Congreso Internacional de la Red Acciones 

Locales en Materia Migratoria, realizado en conjunto con el 5.º Congreso Internacional 

de Ciencias Sociales “Nuevas perspectivas de análisis para realidades complejas”, en 

la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad Autónoma de Chiapas, los días 4, 

7 y 8 de noviembre de 2024. También es resultado de las actividades que emprenden 

el cuerpo académico consolidado Estudios Interdisciplinarios en Ciencias Sociales 

(UNACH-CA-87) de la Universidad Autónoma de Chiapas; el cuerpo académico con-

solidado Procesos transnacionales y migración (BUAP CA 230) de la Facultad de 

Ciencias Políticas y Sociales de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla; y el 

cuerpo académico consolidado Estudios políticos, sociales y culturales de la región 

Golfo-Sureste de México (UV-CA-404) de la Universidad Veracruzana. 

A la participación de miembros de tales cuerpos académicos se suma la de investi-

gadores y estudiantes de posdoctorado, doctorado y licenciatura del Centro de Inves-

tigaciones sobre América del Norte y de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales 

de la Universidad Nacional Autónoma de México, de la Universidad Autónoma 
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Metropolitana, de la Universidad de Guadalajara, de la Universidad Veracruzana y del 

Instituto de Administración Pública de Puebla. 

El libro está compuesto por doce capítulos, en los que se abordan diversos escena-

rios y problemáticas que enfrentan las personas migrantes en la actualidad. El primero 

de ellos atañe a “El emprendimiento étnico como vía de resiliencia económica y cul-

tural: consideraciones sobre la población migrante mexicana en Estados Unidos”, y es 

de la autoría de Daniel Arturo Romero León, Mauricio Lascuráin Fernández y Diana 

Estela López Rincón. En éste se resalta el fenómeno del emprendimiento étnico como 

una estrategia económica adoptada por la población migrante mexicana en Estados 

Unidos; se revisan sus ventajas y desafíos en medio del contexto socioeconómico que 

lo impulsa, así como los motivos que conducen a los migrantes mexicanos a autoem-

plearse y establecer negocios asociados a sus costumbres y tradiciones, los cuales pue-

den verse obstaculizados por barreras estructurales del mercado estadounidense. 

La problemática de “La salud mental de los dreamers mexicanos en Estados Unidos 

en la era antiinmigrante” es abordada en el capítulo de María Isabel Medina Ruíz, 

Ana Marcela Pérez Sánchez y Camelia Tigau, quienes resaltan cómo la inseguridad 

derivada de circunstancias de irregularidad migratoria, que deja a los jóvenes “dre-

amers” en un limbo legal, los lleva a situaciones de estrés que afectan su salud mental 

y física al estar sujetos a desafíos emocionales por no tener certeza sobre su situación 

migratoria, circunscrita al programa de Acción Diferida para los Llegados en la Infan-

cia (DACA), que los protege de la deportación, les da acceso a educarse en escuelas 

de nivel superior y les proporciona un permiso de trabajo temporal. 

Otra de las problemáticas que encaran los descendientes de inmigrantes en Estados 

Unidos es la planteada en el capítulo “Hijos de inmigrantes mexicanos en Estados Uni-

dos. Ni mexicanos ni americanos: una reexaminación del concepto de segunda gene-

ración”, de Leonel Hernández Polo. El capítulo parte de la idea de que el concepto 

de segunda generación no es adecuado para aludir a los hijos de inmigrantes nacidos 

en Estados Unidos y se desarrolla con base en el levantamiento de datos, cuyos resul-

tados muestran que estos se ven como una primera generación de mexicanos-america-

nos e incluso desconocen el concepto de “segunda generación”. 

El cuarto capítulo del libro, titulado “Vivencias de migrantes poblanos en Nueva 

York ante las políticas de Trump. Entre la vulnerabilidad y la resiliencia”, de Cristina 

Cruz Carvajal y Claudia Anait Ocman Azueta, parte de una serie de entrevistas 

estructuradas y semiestructuradas aplicadas a personas migrantes que se encuentran en 

Nueva York. En él se resalta cómo los migrantes poblanos y mexicanos han logrado 

mantenerse, en la medida de lo posible, en Estados Unidos y cómo, a partir de las 

medidas migratorias implementadas por Donald Trump durante su segundo mandato 

como presidente de Estados Unidos, las estrategias y conocimientos que los ayudan a 

ser resilientes se han visto vulnerados ante el constante temor de ver dañada la econo-

mía de sus familias al ser posiblemente deportados a México. 

El quinto capítulo concierne, como indica su título, a “La política migratoria del 

segundo mandato de Donald Trump y sus posibles efectos en Estados Unidos”, cuyo 
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autor, Luis Miguel Morales Gámez, se centra en la contención de la inmigración de 

personas indocumentadas a este país mediante deportaciones masivas con la intención 

de revitalizar el empleo para ciudadanos estadounidenses, sin, al parecer, percatarse 

de que dicha contención podría traer riesgos legales, así como efectos negativos en la 

economía –sobre todo ante la expansión comercial de China– y en la sociedad, al oca-

sionar la desintegración de familias. 

En el capítulo “Diplomacia y migración: un análisis ético de sus contradicciones y 

desafíos”, Erick Nava Galindo examina los discursos y prácticas de diplomacia mi-

gratoria en contextos de migración forzada, centrándose en el acuerdo migratorio Mé-

xico-Estados Unidos de 2019 a 2021 que, lejos de ofrecer protección, fortaleció meca-

nismos de contención y subordinación geopolítica que vulneran el derecho al asilo y 

refrendan el discurso de la seguridad compartida. En este capítulo se ponen de relieve 

las contradicciones existentes entre los principios éticos de los derechos humanos y la 

racionalidad estratégica de la cooperación bilateral. 

Por su parte, en el capítulo “Doble externalización del control migratorio en el 

marco de la Cumbre sobre Migración en Palenque”, Víctor Villarreal Cabello expone 

cómo, a través de la Cumbre sobre Migración que tuvo lugar en Palenque, Chiapas, en 

2023, México buscó externalizar la lógica de sus discursos mediante la cooperación 

para la deportación de migrantes, en medio de lo que el autor identifica como doble 

externalización del control migratorio, así como de los discursos y estrategias diplo-

máticas emprendidos mediante programas de cooperación para el desarrollo, como 

Sembrando Vida y Jóvenes Construyendo el Futuro. 

El siguiente capítulo del libro, redactado por Lucett Guadalupe Jiménez Martí-

nez y Luis Ochoa Bilbao, lleva por título “Respuestas y desafíos de la movilidad hu-

mana africana en México: retos en la pospandemia en el marco de la Agenda 2030”. 

En él se efectúa un análisis crítico de los desafíos de la movilidad humana africana que 

ha enfrentado México en el último lustro ante los compromisos adquiridos por la co-

munidad internacional y por México con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible 

y sus 17 Objetivos, así como durante la recuperación social y económica pos-COVID-

19. Los autores argumentan que México, al securitizar su agenda migratoria por pre-

siones de Estados Unidos y por razones derivadas de la pandemia, se alejó de sus com-

promisos internacionales, lo que, en el caso de la movilidad de africanos hacia México, 

se vio reflejado en el racismo, último aspecto que demuestra el fracaso de una política 

migratoria de seguridad humana en México. 

En el noveno capítulo del libro, titulado “Centroamérica: planes de desarrollo, se-

guridad alimentaria y control migratorio. Lecciones y desafíos (2001-2019)”, María 

de los Angeles Blandón Salinas muestra cómo los esquemas de cooperación imple-

mentados en Centroamérica han estado más dirigidos a la liberalización económica, a 

frenar la migración y a velar por la seguridad hemisférica. En este sentido, examina el 

Plan Puebla Panamá, el Proyecto de Integración y Desarrollo de Mesoamérica, la Ini-

ciativa Mérida y el Plan Frontera Sur, exponiendo hasta qué punto han cumplido sus 

compromisos y cómo han fragmentado y externalizado fronteras a favor de Estados 
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Unidos, utilizando a México como muro fronterizo y enfatizando conflictos migrato-

rios e incluso de seguridad alimentaria en la región de Centroamérica. 

En el décimo capítulo, titulado “Remesas en Chiapas: patrones atípicos y su posible 

asociación con el lavado de dinero (2018-2023)”, Jorge Alberto López Arévalo ex-

plica cómo los impactos del neoliberalismo impulsan la emigración en Chiapas y cómo 

ésta, a su vez, propicia el incremento de las remesas, las cuales son importantes para 

la economía estatal, pero cuyo aumento arroja indicadores económicos atípicos en los 

que se ve involucrado el lavado de dinero. López Arévalo da cuenta de cómo Chiapas 

se ha convertido en exportador de mano de obra no calificada y también de cómo el 

aumento de las remesas no puede explicarse a través de movimientos migratorios re-

gulares o incluso irregulares. 

El undécimo capítulo de este libro corresponde al trabajo realizado por José Luis 

Sánchez Gavi y Adriana Sletza Ortega Ramírez, el cual lleva por título “Movilidad 

humana, tránsito migratorio por territorio poblano en el contexto de la 4.ª Transforma-

ción, 2019-2024”. En éste se analiza cómo se ha enfrentado la migración en tránsito 

en el estado de Puebla a partir de la observación del volumen de migrantes, el registro 

de capturas que se producen en la entidad y la problemática que enfrentan. Se destaca 

el papel desempeñado por las autoridades estatales emanadas del Movimiento de Re-

generación Nacional (MORENA) y la aplicación de la normatividad para atender, pro-

teger y garantizar los derechos humanos de los migrantes en tránsito, apegándose a la 

normatividad nacional y a los estándares internacionales. Asimismo, se resalta cómo 

la política federal, que se trasladó a los espacios locales bajo la presión y amenaza de 

Estados Unidos, fue seguida por la aparición de la emergencia sanitaria por COVID-

19, justificándose así el endurecimiento de la contención migratoria. 

El último capítulo concierne al texto que Carlos Alberto Garrido de la Calleja y 

Alexa López Hernández titularon “Estudiantes universitarios en situación de movili-

dad humana en México: migrantes de retorno, desplazados, refugiados, internacionales 

y foráneos. Análisis, críticas y propuestas. El caso de la Universidad Veracruzana”. 

Este capítulo se centra en destacar las dificultades que enfrentan las personas que, por 

motivos de movilidad humana, encuentran obstáculos para ingresar o emprender sus 

estudios en instituciones de educación superior, tal es el caso de la Universidad Vera-

cruzana, a pesar de que ésta cuenta con un programa de atención a estudiantes migran-

tes de retorno. No obstante, existen áreas que podrían fortalecerse para atender las 

vulnerabilidades a las que se encuentra sujeto este sector estudiantil integrado por re-

fugiados, desplazados, internacionales y estudiantes foráneos. 

En resumen, el libro Dinámicas migratorias, retos de política y acciones locales en 

el corredor Centroamérica-Norteamérica nos remite a estudios que, desde el presente, 

plantean problemas que constantemente enfrentan las personas migrantes desde distin-

tos orígenes y en contextos diferentes, al tiempo que invitan a la reflexión y a la acción 

en torno a la creación de políticas públicas que favorezcan a las poblaciones migrantes. 

Los diferentes capítulos que lo conforman muestran la migración en su dimensión hu-

mana a través de sus diversas aristas, que van desde lo político hasta lo social, y que permi-

ten comprender la movilidad humana a partir de su constante transformación. 
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Finalmente, como coordinadoras, agradecemos el apoyo a todos quienes respon-

dieron a la convocatoria para darle contenido y a aquellos que, mediante su arbitraje, 
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Claudia Anait Ocman Azueta 

Cristina Cruz Carvajal 
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Capítulo 1 

 
El emprendimiento étnico como vía de resiliencia económica  

y cultural: consideraciones sobre la población migrante  

mexicana en Estados Unidos 

 

Daniel Arturo Romero León• 

Mauricio Lascurain Fernández 

Diana Estela López Rincón 

 

 

 

 

Introducción 

El emprendedurismo se entiende como la oportunidad que tienen las personas para 

generar oportunidades de crecimiento y ganancias económicas, tanto en sus países de 

origen como en el extranjero. Este representa una fuente primordial de ingreso y desa-

rrollo para migrantes en el extranjero, quienes emprenden desde actividades “básicas”, 

como vender comida para sus vecinos, hasta el establecimiento de puestos ambulantes 

o locales. En su mayoría, emprenden con productos representativos de su lugar de ori-

gen, destinados tanto a migrantes afines a sus costumbres como a personas que buscan 

probar algo diferente. 

Con todo lo mencionado anteriormente, surge el llamado emprendedurismo étnico 

que, en el caso de los migrantes mexicanos y como fuente de ingresos económicos en 

su nuevo lugar de residencia, suele centrarse en productos relacionados con aspectos 

culturales y sociales propios de la cultura mexicana, orientados a nichos de mercado 

específicos. Este fenómeno, conocido como “emprendimiento étnico”, ha sido defi-

nido como un conjunto de conexiones y patrones de interacción entre personas que 

comparten antecedentes nacionales o experiencias migratorias comunes (Waldinger et 

al., 1990). Esta dinámica se ve influida también por los procesos de integración económica 

 
• Investigador de Tiempo Completo de la Universidad Veracruzana. Correo de contacto: daro-

mero@uv.mx 

 Investigador de Tiempo Completo de la Universidad Veracruzana. Correo de contacto: mlas-

curain@uv.mx 

 Estudiante de la Especialización en Administración del Comercio Exterior de la Universidad 

Veracruzana. Correo de contacto: dianaestela30@hotmail.com 
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entre países, como el T-MEC, que crean condiciones estructurales más favorables para 

el desarrollo de negocios étnicos en contextos transnacionales. 

Resulta importante el estudio del emprendedurismo étnico como agente económico 

efectivo para los migrantes mexicanos en Estados Unidos, ya que estos, según Bata-

lova (2024), representaban para 2023 el 23% de la totalidad de inmigrantes en Estados 

Unidos, siendo así el grupo más numeroso en dicho país, lo que provoca mayores retos 

y dificultades a la hora de buscar empleos formales. Por ello, optan por el autoempleo, 

como es el caso del emprendimiento étnico, generando empleos para personas de su 

mismo grupo y bienestar económico. 

Por este interés en la temática surge la siguiente interrogante: ¿el emprendedurismo 

étnico funge como estrategia económica para los migrantes mexicanos en Estados Uni-

dos? Se tiene como hipótesis que efectivamente funge como una estrategia económica 

para los migrantes mexicanos en Estados Unidos, siendo una alternativa de fuente de 

ingresos y generación de empleos para dicho grupo. 

El presente trabajo se estructura como una revisión de literatura, cuyo objetivo es 

analizar el emprendimiento étnico de la población mexicana en Estados Unidos. Para 

ello, se adoptó una metodología cualitativa basada en el análisis documental y la revi-

sión teórica. Se recurrió al uso de fuentes secundarias, incluyendo informes de orga-

nismos internacionales, estadísticas oficiales, literatura académica y estudios previos 

sobre migración y emprendimiento étnico. El objetivo fue identificar y examinar las 

características, ventajas y desafíos que enfrentan los migrantes mexicanos en el ámbito 

empresarial estadounidense. 

Este enfoque permitió contextualizar el fenómeno del emprendimiento étnico desde 

una perspectiva sociocultural y económica, incorporando conceptos clave como encla-

ves étnicos, redes sociales y economía étnica. A partir de la revisión y contraste de diversas 

teorías y evidencias empíricas, se construye un marco interpretativo que explica las 

razones por las cuales los migrantes mexicanos optan por el autoempleo y la creación 

de negocios asociados a su identidad cultural, subrayando tanto los factores que faci-

litan como las barreras estructurales que condicionan su experiencia emprendedora. 

 

Contextualización del emprendedurismo étnico 

La migración se debe a diversos factores. Como lo menciona Sánchez: “la migración 

es generada principalmente por problemas sociales, políticos, económicos, personales, 

culturales, entre muchos más, con los que se enfrenta el hombre día a día” (2002, p. 

1). La existencia de cualquiera de estos puede ser el móvil principal para que las per-

sonas sientan la necesidad de migrar de su lugar de origen. 

Por otro lado, es importante remarcar el hecho de que México es el segundo país 

con más emigrantes del mundo, con un total de 12.3 millones, después de la India con 

15.6 millones y seguido por Rusia con 10.6 millones, conforme a lo establecido por la 

Secretaría de Gobernación de México (2018) en el Panorama migratorio (2018). 
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Además, resulta relevante tener en cuenta que el país con más inmigrantes mexica-

nos es Estados Unidos, donde, conforme a lo emitido por Statista Research Department 

(2023), para el año 2022 el 77.2% de los emigrantes mexicanos tuvieron como país de 

destino Estados Unidos. Lo anterior se comprueba con datos del Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía (INEGI, 2023), emitidos en el seminario “La información es-

tadística de la población mexicana en el exterior”, donde se establece que, para inicios 

de la segunda década del siglo XXI, la población mexicana dentro del territorio esta-

dounidense equivalía a un aproximado de 37.2 millones de personas. 

Considerando que la actividad laboral es el incentivo principal para migrar y te-

niendo en cuenta que Estados Unidos es el principal país de destino para los migrantes 

mexicanos, el ámbito laboral suele ser un aspecto complicado para muchos de ellos. 

Más aún si se considera que a la totalidad de migrantes mexicanos en Estados Unidos 

se les debe sumar aquellos indocumentados y no registrados, elevando así la dificultad 

para encontrar oportunidades laborales. 

Entonces, se plantea la problemática de la población migrante mexicana, principal-

mente indocumentada, al momento de buscar trabajos formales en el país de destino, 

lo que muchas veces la orilla a buscar otras alternativas, como el emprendedurismo. Éste 

puede definirse como cualquier intento de crear un nuevo negocio, incluyendo el au-

toempleo, una nueva empresa o la expansión de una empresa ya existente; proceso que 

puede ser puesto en marcha por una o varias personas, de forma independiente o dentro 

de una empresa en funcionamiento (Autio et al., 2014). En este marco, la integración 

económica regional facilita el acceso a mercados, insumos y redes comerciales, lo que 

puede potenciar las oportunidades de emprendimiento para los migrantes mexicanos. 

En el caso de la población mexicana que emprende fuera del país, esta suele dife-

renciarse por el hecho de que la mayoría de los productos que decide comercializar 

están apegados a los aspectos culturales y sociales de su país de origen, ya que se dirigen 

principalmente a este nicho de mercado específico. Es entonces cuando surge el lla-

mado “emprendedurismo étnico”, el cual está ligado a lo establecido por Waldinger et 

al. (1990) como el conjunto de conexiones y patrones regulares de interacción entre 

personas que comparten antecedentes nacionales comunes o experiencias migratorias. 

Para afianzar lo anterior, se maneja el modelo teórico de enclaves étnicos, lo cual, 

según Portes y Wilson (1980), en su estudio del enclave inmigrante cubano en Miami, 

se refiere a la concentración geográfica de inmigrantes pertenecientes a la misma etnia 

dentro de un mismo territorio, usualmente localizados en “barrios” donde se forman 

estructuras sociales y económicas distintas a las de su entorno, principalmente por sus 

actividades económicas, propiedad de la comunidad migrante y manejadas por miem-

bros del mismo grupo. 

 

Definición del emprendedurismo étnico: aproximaciones conceptuales 

Los migrantes pueden optar por diversas modalidades de emprendimiento, entre las 

que se incluyen el internacional, transnacional, de repatriados y étnico (Malerba y João, 

2020). Estas opciones han llevado a concebir el emprendimiento como un mecanismo de 
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supervivencia para inmigrantes con baja calificación y como una herramienta de desa-

rrollo para aquellos altamente calificados (Salamanca y Vargas, 2022). Según el Global 

Entrepreneurship Monitor (GEM, 2023), la decisión de iniciar un negocio es profun-

damente personal y está influenciada por la motivación individual. Este proceso tiene 

lugar en un contexto determinado por valores sociales y condiciones económicas, fac-

tores que juegan un papel fundamental en las perspectivas de éxito de nuevos empren-

dimientos. 

El concepto de “emprendimiento étnico” ha sido ampliamente estudiado, y Wal-

dinger et al. (1990) lo definen como la red de conexiones y patrones de interacción que 

se forman entre personas con antecedentes nacionales o experiencias migratorias co-

munes. Este enfoque se complementa con la definición de Banyuls et al. (2006, p. 

171), quien lo describe como “el proceso mediante el cual grupos étnicamente marca-

dos se especializan en actividades económicas específicas, a menudo vinculadas al 

autoempleo”. De manera similar, puede asociarse con la creación de empresas que 

ofrecen productos o servicios “étnicos”, orientados principalmente a consumidores del 

mismo grupo cultural (Díaz y González, 2005). 

Por otro lado, es posible ampliar esta idea al vincular el emprendimiento étnico con 

la existencia de una “economía étnica”, caracterizada por enclaves donde empleadores 

y trabajadores comparten la misma etnicidad. Estos enclaves reflejan una concentra-

ción geográfica de negocios propiedad de inmigrantes que suelen emplear a personas 

de su misma comunidad (Güell et al., 2015). Por su parte, la Comisión Económica para 

América Latina y el Caribe (CEPAL, 2003) introduce el concepto de “productos étni-

cos”, definidos como bienes y servicios estrechamente vinculados a las tradiciones y 

hábitos de consumo de un grupo étnico. Aunque están profundamente arraigados en la 

cultura de un país, estos productos pueden penetrar mercados internacionales y ser 

consumidos por personas tanto de la misma etnia como de otros grupos. 

Para autores como Kloosterman et al. (1996), es destacable el hecho de que muchas 

empresas étnicas son negocios familiares que dependen en gran medida de un mercado 

y de productos específicos relacionados con su etnia. Este tipo de economía se ve fa-

vorecida por marcos de integración económica que permiten la circulación de produc-

tos culturales y la expansión de mercados étnicos más allá de las fronteras nacionales. 

El emprendimiento étnico no está restringido únicamente a los países en desarrollo, 

como se creía anteriormente. También prospera en países desarrollados, promovido por 

inmigrantes que, originarios de países en desarrollo, impulsan el crecimiento econó-

mico de diversas ciudades (Assudani, 2009). Un ejemplo destacado es el impacto de 

los inmigrantes en Estados Unidos, donde en ciudades como Nueva York representan 

aproximadamente un tercio de la población. La inmigración ha estimulado el espíritu 

emprendedor, generando un desarrollo significativo en estas urbes. Cerca de la mitad 

de las empresas creadas en Estados Unidos han sido iniciadas por extranjeros prove-

nientes de países en desarrollo (Saxenian, 2002). Asimismo, el impacto del emprendi-

miento inmigrante es evidente en Silicon Valley, donde más de un tercio de las empre-

sas fueron fundadas por inmigrantes y el 53% de los trabajadores son extranjeros (Sa-

xenian, 2006). 
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Finalmente, con base en estas perspectivas y en el análisis de sus elementos y ca-

racterísticas comunes, el emprendimiento étnico puede definirse como la práctica de 

inmigrantes que inician negocios en mercados internacionales con productos y servi-

cios que reflejan su cultura, tradiciones y etnicidad. Estos negocios no solo fortalecen 

la identidad cultural de su grupo, sino que también atraen a consumidores de otras 

comunidades, ampliando su alcance y relevancia. Ésta es la definición propia del con-

cepto de estudio, sobre la cual recae la percepción que se tiene del significado del 

emprendedurismo étnico. 

 

Características del emprendedurismo étnico 

La principal característica del emprendedurismo étnico radica en la interacción de un 

grupo étnico que comparte un origen y una cultura comunes, lo que les permite iden-

tificarse como un segmento dentro de la sociedad (Santos y Le, 2019). Según Díaz 

Bretones y González González (2005), las personas que practican este tipo de empren-

dimiento perciben claras oportunidades de negocio que favorecen el desarrollo econó-

mico, aprovechando factores como la accesibilidad al mercado y a los consumidores 

debido a su pertenencia al mismo grupo, así como la existencia de un nicho étnico que 

permite controlar la oferta de productos de acuerdo con las características del grupo. 

Este tipo de emprendimiento suele surgir cuando un grupo o etnia se desplaza a 

otro territorio, frecuentemente como resultado de migraciones entre países. En este 

contexto, el emprendimiento étnico aparece especialmente cuando los migrantes llegan 

al nuevo territorio, donde el autoempleo se presenta como una fuente de ingresos. San-

tos y Le (2019) destacan que esta necesidad de trabajo y generación de recursos es una 

de las principales motivaciones para emprender. 

Rettab (2001) señala que emprender como trabajador autónomo tiene varias venta-

jas, tanto para el inmigrante como para su grupo étnico y para la economía local. Ade-

más, se considera una alternativa de empleo para los migrantes y sus familias, contri-

buyendo a mejorar la situación personal y social del inmigrante, a fortalecer la posición 

social del grupo y, eventualmente, a facilitar su integración en la sociedad. 

Por su parte, Contreras et al. (2012) identifican la presencia del emprendimiento 

étnico en la oferta y demanda del mercado, en las tradiciones laborales y en las redes 

familiares, comunitarias y regionales. La Comisión Económica para América Latina y 

el Caribe (CEPAL, 2003) menciona que los productos étnicos en Estados Unidos son 

aquellos con los que los migrantes están familiarizados y con los que tienen afinidad 

cultural. Aunque estos productos no se asocian a tendencias de moda, son percibidos 

como bienes diferenciados debido a su vínculo con la cultura de los migrantes y sus 

países de origen, lo que les otorga una ventaja comparativa. 

A pesar de los costos de importación de insumos, el emprendimiento étnico puede 

resultar rentable gracias a la demanda establecida por este grupo de consumidores. 

A su vez, Faster Capital (2024) destaca que la diversidad cultural desempeña un 

papel fundamental en el emprendimiento étnico, ya que ofrece un valor agregado al 

adoptar diversas perspectivas y tradiciones. Una de sus principales ventajas es la 
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capacidad de innovación, pues adaptar un producto étnico a un mercado internacional, 

aunque dirigido principalmente a su propio grupo étnico, requiere estrategias creativas 

para preservar su esencia sin perder competitividad. Además, este tipo de emprendi-

miento disfruta de la ventaja de penetrar más fácilmente en mercados internacionales 

al contar con una base de consumidores potenciales dentro de la comunidad migrante. 

Un aspecto que puede ser tanto una ventaja como una desventaja es el idioma. Los 

productos que incorporan elementos lingüísticos específicos refuerzan la identidad y 

la nostalgia de los miembros de la etnia, pero este enfoque puede limitar la compren-

sión de los consumidores locales. En el contexto internacional, la adaptación del idioma es 

clave para garantizar la claridad en las negociaciones y la accesibilidad del producto. 

Las diferencias culturales también pueden generar malentendidos, por lo que es nece-

sario comprender cómo se perciben los mensajes en distintos contextos. Otra desventaja 

importante, según The Food Tech (2024), es el acceso a ingredientes o proveedores 

específicos. Para crear productos con características culturales distintivas, a menudo 

se requieren insumos propios de la región de origen, los cuales pueden ser difíciles de 

encontrar o costosos de importar, lo que podría incrementar los costos de producción. 

Resulta esencial comprender el proceso del emprendimiento étnico, que involucra 

ventajas y desafíos como los mencionados anteriormente. En 2024, Faster Capital se-

ñaló que el capital cultural es la base del emprendimiento étnico, ya que los productos 

se diferencian por estar arraigados en los valores, la cultura y las tradiciones del grupo 

étnico. Además, es importante identificar el tamaño del grupo destinatario en el nuevo 

país y realizar un estudio de mercado que indique la disposición de otras etnias o de la 

población local a adquirir el producto. El sentido de pertenencia a una comunidad tam-

bién juega un papel clave, ya que el uso de mano de obra de la misma cultura contri-

buye a garantizar que los productos sean fieles a sus tradiciones. Asimismo, la integra-

ción en redes de apoyo empresarial y programas de financiamiento para empresas de 

minorías resulta crucial. 

En resumen, el emprendimiento étnico se basa en el capital cultural de las etnias, 

con un enfoque en productos o servicios dirigidos al mercado internacional. Este tipo 

de emprendimiento tiene la capacidad de generar una gran conexión emocional con los 

consumidores de la misma etnia, al tiempo que puede atraer a personas de otras culturas 

interesadas en conocer estas tradiciones. Las ventajas del emprendimiento étnico se 

derivan de la nostalgia y el sentido de pertenencia que los productos generan, así como 

de la curiosidad de los consumidores internacionales por explorar nuevas culturas. 

 

Barreras del emprendedor étnico 

Es importante reconocer que los emprendedores inmigrantes enfrentan ciertas barreras 

y obstáculos dentro del mercado internacional, debido a que se encuentran en un en-

torno totalmente diferente al de origen, donde el comportamiento del consumidor y la 

generación de oportunidades que propician el emprendimiento son distintos a los de 

su país de origen, por lo que resulta difícil replicarlos. 
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Para autores como Ramos (2020), las barreras a las que se enfrenta un emprendedor 

inmigrante pueden diferenciarse en distintos rubros, como las barreras del entorno econó-

mico, las culturales y sociales, y las financieras. En cuanto a las barreras del entorno eco-

nómico, destacan aspectos relacionados con la alta competencia y la competencia directa 

que suele existir en el mercado, puesto que es común que los emprendedores étnicos bus-

quen poner en marcha negocios con características similares, ya que suelen dirigirse al 

mismo consumidor final. También se reconoce como parte de estas barreras “la falta de 

asistencia del Gobierno, la falta de conocimiento de las regulaciones fiscales y legales, y 

las dificultades para obtener un local por ser inmigrante” (Ramos, 2020, p. 73). 

Respecto a las brechas culturales y sociales, Ramos (2020) indica que la cultura de 

los individuos está estrechamente relacionada con el nivel de educación académica y 

familiar que poseen los agentes propios de cada etnia, lo cual influye significativa-

mente en su habilidad para relacionarse con los demás, aspecto que repercute directa-

mente en el desarrollo de sus actividades. De igual manera, la existencia de discrimi-

nación, prejuicios o sentimientos de rechazo por parte de consumidores extranjeros 

hacia los productos o servicios étnicos, así como las dificultades derivadas de la dife-

rencia lingüística –al pasar de la lengua materna al idioma del país de acogida–, difi-

cultan su desenvolvimiento. 

Dentro de las barreras financieras se hace especial énfasis en los factores que de-

terminan la puesta en marcha y el desarrollo de un proyecto de emprendimiento para 

un migrante, principalmente para quienes provienen de regiones menos desarrolladas. 

Como complemento de lo anterior, el acceso a fuentes de financiamiento para la 

creación de una empresa es una de las limitantes más comunes e importantes que en-

frentan los emprendedores étnicos y, en parte, depende de sus países de origen, puesto 

que la cantidad de recursos necesarios suele ser menor cuando el emprendedor pro-

viene de un país donde se considera que la población pertenece a la clase media o alta. 

Esto contrasta con la situación de personas procedentes de países de clase baja o en 

vías de desarrollo, como los de Latinoamérica. Se estima que el tiempo promedio trans-

currido entre el momento en que se concibe una idea empresarial y aquel en que ésta 

se establece es de 4.4 años, lo que convierte a este grupo en una comunidad con me-

nores posibilidades al momento de emprender; caso contrario al de los emprendedores 

coreanos, cuya espera promedio es de 1.5 años, lo que deriva en una amplia diferen-

ciación de oportunidades entre las distintas etnias migrantes (Castellani, 2015). 

Cuando se identifica una falta de apoyo financiero hacia los emprendimientos, tanto 

de nacionales como de inmigrantes, se eleva la probabilidad de fracaso durante la aper-

tura del negocio (Hessels et al., 2010). En muchos casos en los que se aborda el finan-

ciamiento de empresas étnicas para la puesta en marcha de sus actividades, se identi-

fica el apoyo gubernamental como una posible fuente de recursos; sin embargo, mu-

chas empresas perciben que aceptar la asistencia del Gobierno está ligado a una mayor 

interferencia en sus operaciones y lo consideran una carga más que un apoyo (Benzing 

et al., 2009). Por ello, buscan otras alternativas de financiamiento, como los préstamos 

bancarios, aunque estos no suelen ser elevados debido a las restricciones que enfrentan 
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las personas inmigrantes, quienes no cuentan con las mismas oportunidades que los 

negocios locales. 

Al puntualizar las barreras que enfrentan los empresarios inmigrantes mexicanos 

en Estados Unidos, Salamanca y Vargas señalan lo siguiente: 

 

Una de las barreras más importantes para los empresarios inmigrantes es la falta de fami-

liaridad con las regulaciones gubernamentales, en particular con los permisos y las licencias. 

Otro desafío común es la fijación de precios, la comprensión y asimilación de las reglas, los 

códigos de conducta, las obligaciones y los deberes que caracterizan a la sociedad estadou-

nidense (2022, p. 190). 

 

Sin embargo, también se destaca que actualmente los empresarios inmigrantes mexi-

canos comienzan a progresar cada vez más en el territorio estadounidense gracias al 

tiempo que llevan en el país y a que, como consecuencia de ello, han perfeccionado 

sus prácticas de gestión, fortalecido sus vínculos empresariales y ampliado su partici-

pación en asociaciones comerciales y gubernamentales (Jacoby, 2020). 

A partir de las barreras identificadas, puede determinarse que las personas inmi-

grantes que buscan emprender de forma étnica enfrentan mayores obstáculos que las 

personas locales al momento de poner en marcha sus negocios, lo que resulta crucial 

para su desarrollo y para el éxito que puedan alcanzar en el mercado internacional de 

acogida. Existen, por tanto, áreas de oportunidad que pueden fortalecerse mediante 

asociaciones, políticas públicas gubernamentales o redes de apoyo entre migrantes. 

 

El panorama de la diversidad étnica empresarial en Estados Unidos 

El entusiasmo empresarial de los migrantes se presenta como una fuente significativa 

para la creación de nuevos negocios, ya que son considerados emprendedores destaca-

dos debido a una formación distinta de la del país receptor, combinada con un conjunto 

de creencias, valores, habilidades, diferencias étnicas y una visión particular de las 

oportunidades de mercado (Ramos, 2020). Es importante destacar que el surgimiento 

de empresas étnicas en el país de acogida puede explicarse a través de procesos de 

sustitución o reemplazo de la población residente y de las empresas de los nativos. A 

medida que los migrantes se integran a una nueva sociedad, la interacción con los na-

tivos se intensifica, lo que conduce a la creación de empresas que reflejan las caracte-

rísticas propias de su etnia y generan una recomposición étnica de las zonas urbanas 

en las que residen (Aldrich y Reiss, 1976). 

Además, el origen del empresario inmigrante o étnico puede asociarse con las mi-

norías intermediarias, utilizándose el término “empresario étnico” para designar a aquellos 

propietarios, administradores u operadores de negocios cuya pertenencia a un grupo 

está vinculada a una herencia o un origen cultural común (Bonacich, 1973). Este fenó-

meno se desarrolla en contextos de mercado y entornos laborales considerados hostiles 

y fragmentados, donde la exclusión laboral de los inmigrantes los lleva a buscar opor-

tunidades en el comercio, ya sea mediante el autoempleo o la creación de un 
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emprendimiento propio basado en su cultura. En este sentido, Estados Unidos presenta 

un panorama diverso en cuanto a la diversidad étnica empresarial, con varios grupos 

migrantes, como asiáticos, latinos, judíos y afroamericanos, que han optado por el em-

prendimiento étnico. 

Según datos citados por Forbes México (2016), provenientes del Informe de la So-

ciedad de las Américas de 2014, los migrantes constituyen alrededor del 28% de los 

empresarios registrados en Estados Unidos, a pesar de representar solo el 16% de la 

población total. Además, se estima que los inmigrantes tienen entre un 10% y un 15% 

más de probabilidades de crear sus propios negocios en comparación con los nativos 

estadounidenses. En la misma línea, un estudio realizado por Edwards (2023) para Pew 

Research Center, con datos del Annual Business Survey, enfocado en el análisis de 

cómo ven los afroamericanos el éxito financiero, reveló que uno de cada cinco adultos 

afroamericanos en Estados Unidos considera que ser propietario de un negocio es cru-

cial para alcanzar el éxito financiero. 

Por otro lado, el análisis realizado por Manes et al. (2023) para Small Business, con 

datos del Small Business Credit Survey de 2023, mostró que los negocios de personas 

de color aumentaron un 13% durante la pandemia, un crecimiento inesperado dado el 

contexto de la crisis sanitaria por COVID-19. Aunque estas empresas planeaban con-

tratar más empleados al año siguiente, eran menos propensas que las empresas de per-

sonas blancas a recibir financiamiento de instituciones financieras. Finalmente, según 

Hollander (2013), las empresas familiares desempeñan un papel fundamental en la 

prosperidad económica de Estados Unidos y, de acuerdo con Samir (2024), represen-

tan alrededor del 90% de todas las empresas en el país, incluidas aquellas cuyo propie-

tario no es de origen estadounidense. 

Con toda la información expuesta y mediante su análisis, puede evidenciarse que 

las actividades empresariales impulsadas por migrantes o grupos minoritarios en Esta-

dos Unidos constituyen una realidad vigente y forman parte de los barrios o zonas 

donde estos grupos se establecen, integrándose así a la economía de sus comunidades. 

 

Factores socioeconómicos del emprendedurismo étnico 

Ahora bien, es fundamental identificar las causas principales que impulsan la intención 

de emprender, las cuales, según autores como Quintero y Ramos (2012), están relacio-

nadas con factores socioeconómicos relevantes al momento de tomar la decisión de 

iniciar un negocio. Entre estos factores se encuentran la edad, el género, la categoría 

ocupacional, la educación y el nivel de ingresos de la persona. 

En este contexto, Quintero y Ramos (2012) realizaron un estudio en el que analiza-

ron las razones principales que motivan a las personas a emprender, revelando que estas 

suelen relacionarse con la posibilidad de mejorar un producto o servicio, las necesida-

des económicas y la creación de un puesto de trabajo propio (autoempleo). Además, 

se observó que la influencia de la familia y de experiencias previas en empresas fami-

liares desempeña un papel importante en el estímulo al emprendimiento. Finalmente, 
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se determinó que las empresas emergentes suelen iniciarse con recursos personales y 

que la principal motivación para emprender es la generación de ingresos económicos. 

Este panorama se complementa con los hallazgos de la investigación de Izar et al. 

(2010), quienes identificaron factores endógenos y exógenos que influyen en hombres 

y mujeres al momento de emprender. Entre los factores endógenos, la oportunidad de 

mejorar el estatus fue el principal; entre los exógenos, el desempleo resultó el más signifi-

cativo. Por otro lado, según García Avilés (2021), los factores que impulsan el empren-

dimiento varían según el contexto, destacando que, en los países en vías de desarrollo, 

aspectos como la globalización, la edad, la educación y la economía ejercen una in-

fluencia mayor. 

A partir de todo lo mencionado, es posible identificar ciertos factores y condiciones 

comunes que motivan a las personas a emprender. Entre las principales razones socia-

les destacan las condiciones laborales actuales y la necesidad de mejorar las perspec-

tivas de empleo, junto con el reconocimiento social, especialmente en el caso de los 

migrantes en el extranjero (Moriano, 2005). Del mismo modo, Arana et al. (2023) afirman 

que los factores económicos son los impulsores más importantes del emprendimiento 

y que, alineados con el ODS 8, orientado a promover el empleo y el crecimiento eco-

nómico, han tenido un impacto significativo en la promoción del emprendimiento en 

diversos países. 

En conclusión, los factores socioeconómicos que influyen en el emprendimiento 

étnico están relacionados principalmente con la necesidad de generar recursos econó-

micos y con las dificultades laborales que enfrentan muchas personas, especialmente 

los migrantes. Estos se ven motivados, en numerosas ocasiones, a buscar el autoem-

pleo a través del emprendimiento de productos o servicios vinculados con su propia 

cultura, dirigidos a personas que comparten su etnia, experiencias o intereses. Todo 

ello se complementa con experiencias propias o ajenas que sirven como referencia para 

adquirir una mejor comprensión de cómo emprender. 

 

Consideraciones sobre el desempeño de emprendedores étnicos 

En 1990, Waldinger y Aldrich afirmaron que el éxito de las empresas étnicas no puede 

explicarse a partir de una sola característica, sino que involucra una interacción com-

pleja entre las estructuras de oportunidades, las características grupales y las estrate-

gias propias de cada grupo inmigrante. Esta interacción permite la creación de nichos 

de mercado y vías de acceso para los empresarios potenciales. Además, los empresa-

rios inmigrantes cuentan con la capacidad de movilizar los recursos a su disposición, 

lo que los fortalece, especialmente a través de la solidaridad, el parentesco y las insti-

tuciones étnicas. La interacción entre estos elementos genera un entorno propicio para 

el surgimiento de estrategias adaptativas entre los empresarios migrantes. Estados Uni-

dos, al ser el país con la mayor cantidad de inmigrantes en el mundo, constituye un 

terreno fértil para el emprendedurismo étnico, ya que muchos migrantes lo consideran 

una forma de autoempleo en busca de mejores oportunidades y calidad de vida. 
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De acuerdo con Dayana Abreu, entre las personas de origen mexicano que residen 

en Estados Unidos, aproximadamente 1.2 millones son emprendedores. Abreu destacó, 

en el mismo análisis correspondiente a 2021, que el emprendimiento femenino en Es-

tados Unidos se disparó durante la pandemia, con un crecimiento significativo entre las 

mexicanas, de las cuales el 49% (alrededor de 600,000) son empresarias de negocios 

exitosos con tendencia a seguir creciendo (El Economista, 2022). Por su parte, López 

(2022) señala que el emprendimiento mexicano en Estados Unidos ha tomado forma 

no solo mediante la creación de negocios propios, sino también a través de la expansión 

de franquicias mexicanas, especialmente en estados como Texas, Florida y California, 

que destacan por su alto índice de emprendimiento. 

En un análisis realizado por el economista Robert Fairlie (2024), contenido en el 

informe Indicator of Entrepreneurial Activity, 2023, se comentan diversas conclusio-

nes, entre las que destaca que 350 de cada 100,000 personas de origen estadounidense 

(0.35%) crearon una nueva empresa cada mes durante ese año. En el caso de los lati-

nos, la cifra fue de 0.6%, es decir, 600 de cada 100,000 personas abrieron un negocio 

cada mes en 2023. Para emprendedores de otras etnias, como los negros, asiáticos y 

blancos no hispanos, las cifras fueron de 0.34%, 0.31% y 0.28%, respectivamente. En 

general, los inmigrantes en Estados Unidos mostraron una tasa de creación de nuevos 

negocios de 0.67% mensual en 2023. También resulta relevante destacar los datos so-

bre las empresas hispanas en Estados Unidos, que registraron un crecimiento de 8.2% 

entre 2019 y 2020, representando el 6.5% del total de negocios en el país (Fairlie, 

2024). Además, Benítez (2024) señaló que los migrantes de ascendencia asiática tienen 

un 51% más de probabilidades de poseer un negocio propio en comparación con el resto 

de la población estadounidense. Asimismo, mencionó que el 20% de todas las empre-

sas propiedad de mujeres en Estados Unidos pertenecen a mujeres afroamericanas. 

En cuanto a los mexicanos, los restaurantes de comida mexicana destacan como 

uno de los tipos de negocio más comunes fundados por mexicanos en Estados Unidos. 

La gastronomía mexicana es un símbolo cultural de México, reconocido por la UNESCO 

como Patrimonio Cultural Inmaterial de la Humanidad, lo que refleja la importancia 

de la comida en la identidad nacional. Un estudio citado por El Financiero (2018), 

sobre “El perfil del viajero mexicano”, mostró que más del 80% de los mexicanos que 

viajan al extranjero sienten nostalgia por elementos de México, siendo la comida uno 

de los aspectos más destacados. 

Esto explica la popularidad de la comida mexicana en Estados Unidos y el éxito de 

numerosos restaurantes que han logrado posicionarse, tal como lo expone Nájar (2016) 

con el restaurante “Cosme”, en Nueva York, dirigido por Enrique Olvera, que se ha 

ganado la reputación de ser uno de los mejores restaurantes mexicanos del país. Otros 

ejemplos exitosos incluyen “Guelaguetza”, en Los Ángeles, especializado en comida 

oaxaqueña, y “Fonda San Miguel”, en Austin, enfocado en la comida casera mexicana. 

Finalmente, resulta relevante mencionar el caso de la familia Ortiz, cuyos integrantes, 

originarios de México, llegaron a California en la década de 1980. El primer hermano 

fundó el restaurante “El Pescador”, especializado en mariscos y platillos mexicanos, y 

el éxito de este negocio motivó a otros miembros de la familia a abrir sus propios 
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restaurantes. A pesar de no contar con documentos migratorios, enfrentaron las difi-

cultades legales y operaron sus negocios en la informalidad, generando empleo dentro 

de su comunidad. 

Por lo tanto, a partir de los datos y casos presentados, puede concluirse que el em-

prendimiento étnico en Estados Unidos, particularmente el impulsado por migrantes 

mexicanos, ha representado una actividad económica viable y exitosa. Por ello, no se 

descarta su adopción como alternativa de generación de ingresos por parte de otros mexi-

canos, incluso como forma de trabajo informal dentro de sus lugares de residencia. 

 

Políticas públicas y programas de incentivos 

Se sabe que los gobiernos de la mayoría de los países buscan incentivar la generación 

de negocios dentro de su territorio debido a factores como la creación de empleos y la 

globalización. Por lo tanto, resulta importante identificar los programas y políticas gu-

bernamentales disponibles en Estados Unidos para los emprendedores pertenecientes 

a minorías migrantes. Según Marc (2023), existen programas federales de apoyo a em-

prendedores inmigrantes que buscan iniciar negocios en territorio estadounidense, mu-

chos de ellos gratuitos y con la capacidad de proporcionar recursos y contactos a mi-

grantes refugiados y empresas propiedad de minorías. Estos programas ofrecen opor-

tunidades que van más allá del financiamiento, incluyendo capacitación, marketing, 

tecnología y suministros. 

Por otro lado, existen asociaciones como SCORE, financiada parcialmente por la 

Administración de Pequeñas Empresas de Estados Unidos, cuyo objetivo es conectar 

a propietarios de empresas pertenecientes a minorías con mentores experimentados 

para apoyar el éxito de los empresarios inmigrantes de manera gratuita (Marc, 2023). 

En México, programas como PROSEC (Programas de Promoción Sectorial), IM-

MEX (Programa de la Industria Manufacturera, Maquiladora y de Servicios de Expor-

tación) y PYMEX, entre otros, han favorecido el comercio exterior para las empresas 

mexicanas. De igual manera, el T-MEC (Tratado entre México, Estados Unidos y Ca-

nadá) ha adquirido un papel muy importante en la promoción del comercio entre los 

países miembros, generando beneficios significativos, principalmente para Estados 

Unidos y México, y facilitando el acceso de los empresarios mexicanos a los insumos 

y productos necesarios para sus emprendimientos étnicos. 

En este contexto, resulta pertinente considerar el fenómeno del regionalismo como 

un marco estructural que potencia o limita las oportunidades para los emprendedores 

étnicos. El regionalismo, entendido como un proceso de integración económica entre 

países de una misma región, ha cobrado gran relevancia en la era de la globalización. 

La proliferación de acuerdos regionales, como el T-MEC, responde a la necesidad de 

facilitar el comercio y superar los obstáculos de las negociaciones multilaterales en la 

Organización Mundial del Comercio (OMC), debido al elevado número de países in-

volucrados. En contraste, los acuerdos regionales o bilaterales resultan más ágiles de 

negociar y concretar por el menor número de actores implicados (Baldwin, 2006). 
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Desde una perspectiva de economía política, algunos analistas explican esta expan-

sión mediante el “efecto dominó” que generan dichos acuerdos. Según Baldwin (2006), 

“la reciprocidad es la clave porque hará que los exportadores de cada nación pasen de 

ser espectadores en el debate arancelario a oponerse a la protección en su propia na-

ción” (p. 8). Esta lógica de reciprocidad incentiva a los países a liberalizar aún más sus 

economías, ya sea de forma unilateral o mediante esquemas regionales. 

Un ejemplo ilustrativo es el caso de México, que, tras su adhesión al GATT en 

1986, emprendió un proceso de apertura económica unilateral que le permitió estable-

cer diversos tratados comerciales y acuerdos bilaterales. Estos posicionaron al país 

como una de las economías más abiertas del mundo. 

En este sentido, el regionalismo puede constituir una herramienta clave para el 

desarrollo y la cohesión social y, a su vez, un complemento al sistema multilateral de 

comercio (UNCTAD, 2007). Cuando los acuerdos buscan una integración más pro-

funda y coherente con los principios de la OMC, contribuyen al fortalecimiento del 

sistema multilateral. Sin embargo, si se orientan hacia ventajas asimétricas o mecanis-

mos de exclusión, terminan socavando el espíritu de cooperación internacional, espe-

cialmente en perjuicio de los países en desarrollo (Gilpin, 2000). 

Dentro del T-MEC, el capítulo 25, “Pequeñas y medianas empresas”, estipula di-

versos rubros para la promoción y apoyo a las PyMES, reconociendo el papel funda-

mental de éstas como parte indispensable del dinamismo y mejoramiento de la com-

petitividad económica dentro de los países que conforman el tratado, mediante el fo-

mento de la cooperación, el crecimiento y el empleo. Así, el regionalismo no solo con-

figura el entorno macroeconómico en el que se insertan los emprendimientos étnicos, 

sino que también puede convertirse en una herramienta clave para su fortalecimiento, 

siempre que se acompañe de políticas públicas que garanticen equidad y acceso real a 

los beneficios del comercio regional. 

 

Conclusiones 

El análisis del emprendedurismo étnico como estrategia económica y fuente de ingre-

sos para los migrantes mexicanos pone de manifiesto la relevancia de este fenómeno 

en la integración económica y social de esta comunidad, particularmente en el contexto 

estadounidense. El texto destaca que, pese a los múltiples retos que enfrentan los em-

prendedores étnicos, como el acceso limitado al financiamiento, la intensa competen-

cia en mercados saturados y las brechas culturales y sociales existentes, su capacidad 

de adaptación y su enfoque en mercados específicos –generalmente dirigidos a perso-

nas de su misma etnia– les otorgan una ventaja competitiva. 

Estos negocios no solo proporcionan estabilidad económica y una fuente de ingre-

sos para sus familias, sino que también revitalizan áreas urbanas, generan empleo y 

fomentan la integración social en las comunidades receptoras. En este sentido, la inte-

gración económica regional actúa como un marco estructural que puede fortalecer la 

resiliencia de estos emprendimientos al facilitar su inserción en cadenas de valor más 

amplias y su acceso a mercados binacionales. 
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Asimismo, se resalta el papel crucial de las redes comunitarias y del capital cultural 

en el éxito de estos emprendimientos. Los migrantes mexicanos logran transformar sus 

conocimientos, tradiciones y valores en productos y servicios que no solo satisfacen 

las necesidades del mercado, sino que también refuerzan el sentido de pertenencia y 

cohesión dentro de la comunidad migrante. 

En conclusión, el emprendedurismo étnico, de la mano del modelo de enclaves ét-

nicos, se configura como una estrategia clave para la integración y el empoderamiento 

de los migrantes mexicanos. Los resultados económicos positivos de las empresas me-

xicanas evidencian que estos negocios tienen la capacidad de beneficiar tanto a las 

comunidades locales como a la economía regional, además de contribuir al enriqueci-

miento cultural y social del país receptor. 

Es importante destacar que, aunque existe evidencia de los resultados positivos del 

emprendedurismo étnico dentro de la comunidad mexicana en territorio estadouni-

dense, aún es posible fortalecer las áreas de oportunidad identificadas mediante la im-

plementación de políticas gubernamentales que propicien el crecimiento económico 

de las empresas mexicanas, así como la adopción de herramientas administrativas que 

generen mayores beneficios. Entre ellas destaca el benchmarking, mediante la obser-

vación e imitación de decisiones y procesos empresariales de otras etnias migrantes 

que hayan demostrado ser casos de éxito. 

Esto resulta relevante para que los nuevos migrantes emprendedores tomen como 

referencia las prácticas de negocios mexicanos ya consolidados o las de otras comuni-

dades étnicas exitosas, identificando los elementos diferenciadores que los han llevado 

al éxito, de manera que puedan ser adaptados, valorados e incorporados a sus propias 

estrategias empresariales para la puesta en marcha de sus negocios y, así, tener mayor 

noción de un actuar que los encamine hacia los beneficios que persiguen. 
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Introducción 

La inmigración indocumentada es un tema controvertido que ocupa un lugar destacado 

en la agenda política estadounidense. Entre los más de 11 millones de inmigrantes 

indocumentados que residen en Estados Unidos, más de un millón son jóvenes indo-

cumentados que fueron llevados a este país por sus padres durante la infancia y que 

cumplen con los requisitos de la Ley de Desarrollo, Alivio y Educación para Menores 

Extranjeros (DREAM Act). Bajo dicha ley, estos jóvenes inmigrantes, a menudo cono-

cidos como dreamers, reciben un permiso temporal para permanecer en Estados Uni-

dos, ingresar a la educación superior y trabajar legalmente. Aunque su nivel de vida 

ha cambiado notablemente gracias a estos beneficios, los dreamers a menudo enfren-

tan una variedad de desafíos emocionales debido a la incertidumbre sobre su estatus 

migratorio, el estrés relacionado con la discriminación, el miedo a la separación por la 

deportación de algún miembro de la familia y la preocupación por el futuro. Además, 

el programa DACA no brinda una vía para obtener la ciudadanía. El estatus es reno-

vable y se otorga por dos años. 
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Los antecedentes de DACA se remontan al año 2001, cuando se introdujo por pri-

mera vez en el Congreso de Estados Unidos una propuesta titulada Dream Act (Deve-

lopment, Relief, and Education for Alien Minors Act). El Dream Act proponía que los 

estudiantes indocumentados pagaran las mismas tarifas universitarias que el resto de 

los estudiantes que eran residentes permanentes o ciudadanos de Estados Unidos, evi-

tando asumir cuotas triples o dobles como extranjeros. 

Asimismo, el Dream Act proponía que los jóvenes en situación migratoria irregular 

pudieran obtener una visa de residencia temporal durante su periodo de estudios y, una 

vez graduados, optar por la residencia legal permanente (LPR, por sus siglas en inglés) 

en Estados Unidos. Sin embargo, esta primera versión del Dream Act fue desechada 

por el Congreso y posteriormente se volvieron a presentar distintas versiones del 

Dream Act en los años 2006, 2007, 2009 y 2011 (Díaz-Strong et al., 2010). Después 

de años de espera para lograr la aprobación del Dream Act, el entonces presidente 

Barack Obama, mediante una acción ejecutiva, implementó el Programa de Acción 

Diferida para los Recién Llegados (Deferred Action for Childhood Arrivals, DACA) 

el 15 de junio de 2012. 

Sin embargo, la legitimidad del programa DACA ha sido constantemente cuestio-

nada. En septiembre de 2017 fue rescindido parcialmente y, desde entonces, solo se 

consideran solicitudes de renovación, ya que se cancelaron las nuevas aplicaciones. 

Para septiembre de 2018, aproximadamente 690,000 inmigrantes no autorizados esta-

ban inscritos en DACA, 70,000 no renovaron o su solicitud fue denegada, y 40,000 

habían obtenido residencia legal permanente (green card) (López y Krogstad, 2017). 

En esta investigación, se demuestra cómo la rescisión completa del programa podría 

afectar la salud mental de los jóvenes inmigrantes no autorizados de múltiples mane-

ras, colocándolos en un limbo legal. 

Cabe mencionar que, si bien ha habido más de 800,000 beneficiarios de DACA, no 

todos los dreamers califican debido a sus estrictos requisitos. Para recibir DACA, se 

debe cumplir con lo siguiente: 1) haber ingresado a Estados Unidos antes de los 16 

años; 2) haber residido continuamente en Estados Unidos desde el 15 de junio de 2012 

hasta el momento de solicitar DACA; 3) haber estado físicamente presente en Estados 

Unidos tanto el 15 de junio de 2012 como al momento de solicitar DACA; 4) no tener 

otro estatus migratorio legal al 15 de junio de 2012; 5) haberse graduado u obtenido 

un diploma de escuela preparatoria o una certificación GED, estar inscrito en una es-

cuela o ser un veterano con una baja honorable de las Fuerzas Armadas o la Guardia 

Costera de Estados Unidos; 6) no haber sido condenado por delitos graves, delitos 

menores o representar una amenaza para la seguridad nacional o la seguridad pública; 

7) haber nacido el 15 de junio de 1981 o después –no podían ser mayores de 31 años 

al momento de solicitar DACA– y debían tener al menos 15 años al momento de la 

solicitud (Federal Register, 2022). 

Debido a estos requisitos, muchos dreamers que no son beneficiarios de DACA quedan 

excluidos y continúan enfrentando oportunidades laborales limitadas, salarios bajos y 

oportunidades educativas restringidas. Algunos de ellos deciden no aplicar por miedo 
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a la deportación de algún miembro de su familia al entregar datos personales al Servi-

cio de Ciudadanía e Inmigración de Estados Unidos (USCIS, por sus siglas en inglés). 

Las circunstancias de irregularidad migratoria experimentadas por los dreamers re-

presentan un contexto estresor que trae consigo efectos en la salud mental y física de 

las personas bajo esta condición, que pueden traducirse en trastornos psicológicos o 

enfermedades crónicas asociadas al estrés prolongado en el tiempo. En virtud de lo ante-

rior, surge la siguiente pregunta: ¿cuáles son los principales factores o estresores que 

afectan la salud mental de los dreamers mexicanos en Estados Unidos y cuáles son sus 

efectos? La hipótesis es demostrar que los dreamers enfrentan múltiples factores de 

estrés que afectan su salud mental y emocional, incluyendo el estatus migratorio, el 

miedo a la deportación y la separación familiar, la discriminación, la falta de acceso a 

servicios básicos, así como políticas antiinmigrantes y excluyentes, causando en los 

dreamers estrés, ansiedad, depresión, baja autoestima, así como deterioro de su salud 

física (diabetes, asma, hipertensión, entre otras). 

Por lo tanto, el objetivo de este capítulo será estudiar y analizar los retos de salud 

mental y emocional de los dreamers mexicanos en Estados Unidos, con base en una 

encuesta cualitativa original aplicada en 2024 y 2025 (Tigau y Medina, 2024). El 

cuerpo del texto está estructurado en tres partes: revisión de literatura sobre migración 

y salud mental; resultados de la encuesta y discusión final. 

 

Revisión de literatura sobre migración y salud mental 

En una revisión del Journal of Behavior, Health & Social Issues, revista de sociología 

médica de referencia publicada por la Asociación Americana de Sociología (ASA, por 

sus siglas en inglés), se encontró que, en un periodo de 55 años, de 1960 a 2014, fueron 

publicados un total de 1,786 artículos. Apenas 38, o el 2%, de estos artículos se enfo-

caron en inmigrantes y su salud, y menos de la mitad de estos artículos (18.1%) in-

cluían temas de salud mental (Takeuchi, 2016). 

De acuerdo con Takeuchi (2016), si bien ha habido un ligero aumento en el número 

de artículos sobre inmigrantes y salud en el pasado más reciente, no hay un aumento 

perceptible en los artículos sobre salud mental. Los artículos que incluyeron un resul-

tado de salud mental se centraron en el desplazamiento cultural, creencias y valores 

como el control externo y el fatalismo, sesgos de respuestas, posiciones contextuales, 

resistencia, aculturación y asimilación, dominio del idioma y bilingüismo, identidad 

étnica y estrés, incluyendo discriminación y aculturación. 

Dado que la salud mental, incluida la depresión, se identifica como uno de los prin-

cipales problemas de salud en el mundo y la inmigración sigue siendo un importante 

campo de estudio de diversas disciplinas, la proporción de artículos sobre inmigrantes 

y su salud mental parece baja. Más recientemente, destacan las tesis de estudiantes de 

maestría y doctorado de diversas universidades de California, que han realizado im-

portantes contribuciones referentes al tema (Sánchez, 2019; Morales Hernández, 2024; 

Lee, 2023), así como los trabajos académicos de Miller et al. (2024) y Ojeda y Puma-

ccahua (2024). 
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Los estudios realizados a principios del siglo XX tendían a concluir que los inmi-

grantes tenían mayor probabilidad de sufrir problemas de salud mental o dificultades 

psicológicas que los nacidos en Estados Unidos (Vega y Rumbaut, 1991). La situación 

empeora cuando se trata de inmigrantes indocumentados. Es problemático evaluar su 

salud mental porque su estatus legal dificulta la selección de un marco de muestreo 

adecuado para obtener una muestra representativa. Incluso si se elaborara una lista, no 

es seguro que los inmigrantes en situación irregular estuvieran dispuestos a participar 

en una encuesta. Algunas investigaciones muestran que el estatus legal indocumentado 

de los inmigrantes latinos se asocia con un alto nivel de angustia emocional, mala ca-

lidad de salud y bajo acceso y utilización de la atención médica (Vargas Bustamante 

et al., 2012). 

La literatura previa ha identificado que el estatus migratorio influye en la determi-

nación de los resultados en materia de salud mental (Gonzales et al., 2013; Suárez-

Orozco y López Hernández, 2020). Específicamente, las leyes y políticas migratorias 

determinan el acceso a recursos para los inmigrantes indocumentados porque no son 

reconocidos formalmente como residentes legales, lo que a su vez los somete a vulne-

rabilidades legales (Menjívar y Kanstroom, 2013). Un ejemplo de exclusión de recur-

sos es que la falta de estatus legal puede impedir que las personas indocumentadas 

accedan a la atención médica y a los servicios de salud mental (Berk et al., 2000). Como 

tal, experimentar vulnerabilidad legal genera estresores estructurales que tienen con-

secuencias negativas para la salud mental y física de los inmigrantes indocumentados. 

Los problemas de salud mental pueden afectar la capacidad de una persona para 

realizar actividades cotidianas, ya que interfieren con su capacidad para funcionar e 

interactuar con los demás (Substance Abuse and Mental Health Services Administra-

tion [SAMHSA], 2015). Asimismo, los problemas de salud mental no solo interfieren 

con el estado de ánimo y el comportamiento, sino que también se han vinculado a 

diversas enfermedades crónicas, como trastornos cardiovasculares, diabetes, obesidad, 

asma, epilepsia y cáncer (Centers for Disease Control and Prevention [CDC], 2011). 

Un factor estresante notable asociado con la vulnerabilidad legal es el miedo a la 

deportación. Las personas indocumentadas experimentan temor a la deportación o a la 

posibilidad de ser deportadas al no ser reconocidas como residentes legales, lo que las 

convierte en personas susceptibles de ser expulsadas del Estado (Morales Hernández, 

2024). Esta exclusión genera una mayor sensación de vigilancia policial y miedo a la 

expulsión entre los inmigrantes indocumentados. Entre las familias latinas, la antici-

pación y la amenaza de que un miembro de la familia sea detenido o deportado generan 

un mayor miedo y angustia emocional (Ayón y Becerra, 2013). En otras palabras, para 

los beneficiarios de DACA, el miedo a la deportación se debe principalmente a sus 

familiares que no tienen estatus legal, más que a su propia deportación. 

Los factores estresantes de la deportación se manifiestan en su vida cotidiana, ya 

que las personas toman precauciones para minimizar el riesgo de ser deportadas. Estas 

acciones incluyen limitar su participación en actividades sociales o negarse a viajar 

(Menjívar y Kanstroom, 2013). Los dreamers y sus familias sienten un gran temor por 

las redadas, a salir un día de casa para ir a trabajar y no regresar; la angustia de no 
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volver a ver a sus hijos; el temor de que sus padres sean detenidos y queden desampa-

rados; y el miedo ante la perspectiva de regresar a un lugar del que huyeron (El País, 

2024). La gran mayoría de los inmigrantes indocumentados, por miedo a ser deporta-

dos, regularmente tiene una vida muy monótona: se desplazan de sus casas a sus tra-

bajos y viceversa. Las personas con estatus migratorio irregular no realizan actividades 

como cualquier otra persona que tiene la posibilidad de moverse libremente y sin miedo. 

No acuden a citas médicas, no realizan actividades recreativas y rara vez socializan. 

Las personas que no reciben DACA también experimentan miedo a la deportación. 

Por ejemplo, en un estudio cualitativo, los inmigrantes indocumentados temían inter-

actuar con las fuerzas del orden locales (Valentin-Cortés et al., 2020). Las posibles 

interacciones con la policía local simbolizaban la posible interacción con agentes de 

inmigración. Estos encuentros con las fuerzas del orden generaron miedo y preocupa-

ción por la deportación y la separación familiar (Valentin-Cortés et al., 2020), provo-

cando estrés, miedo y aislamiento de estos jóvenes y sus familias. 

Además, las leyes y políticas de inmigración también restringen las vidas de los 

inmigrantes indocumentados, ya que no pueden acceder a un empleo legal. Cuentan 

con mecanismos limitados para obtener formalmente un número de seguridad social, 

lo que dificulta su acceso al empleo. En el caso de los dreamers que residen en estados 

proinmigrantes como California, se les permite acceder a la educación superior; sin 

embargo, una vez que terminan sus carreras no pueden ejercerlas debido a la falta de 

permiso de trabajo, lo cual puede resultar sumamente frustrante, ya que regresan a empleos 

de baja calificación y mal pagados. Estas dificultades económicas pueden manifestarse 

a través de múltiples factores de estrés y, en última instancia, comprometer su salud. 

Las oportunidades educativas para las personas indocumentadas también son limi-

tadas. Un ejemplo de barrera académica persistente es el limitado o nulo acceso a la 

ayuda financiera debido al estatus migratorio irregular (Teranishi et al., 2015). Tam-

bién es importante señalar el desaliento o las medidas nativistas por parte de algunos 

consejeros escolares, quienes frenan las aspiraciones de los dreamers al intentar aplicar 

a las universidades y mejorar sus condiciones de vida a través de la educación, por 

considerarlos inmerecedores de este privilegio. 

Las actuales políticas migratorias que enfatizan la criminalización de los inmigran-

tes indocumentados no solo producen angustia, sino que también resultan en hostili-

dades hacia ellos (Aranda et al., 2015). Independientemente de su estado de salud men-

tal antes de su llegada, los inmigrantes indocumentados pueden experimentar un dete-

rioro más rápido de su bienestar psicológico debido al estigma asociado con su estatus 

migratorio y a las dificultades relacionadas (Gonzales et al., 2013). 

Cada historia de los jóvenes soñadores es única. Algunos de ellos incluso ya pre-

sentan traumas o problemas mentales desde antes de cruzar la frontera, debido a la 

separación familiar que se produce cuando uno de los miembros de la familia decide 

emigrar hacia el norte en busca de mejores oportunidades. Anteriormente, era el padre 

quien emprendía la travesía migratoria, se establecía en el país de acogida y posterior-

mente mandaba a traer al resto de la familia. Actualmente, muchas veces es la madre 
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quien decide emigrar y dejar bajo el cuidado de la abuela, hermanas, tías o algún otro 

pariente a sus hijos mientras puede obtener los recursos necesarios para que estos via-

jen y se establezcan en Estados Unidos, lo que causa tristeza, ansiedad, depresión y la 

impresión de abandono por parte de su progenitora. 

De igual modo, por medio de pláticas informales con dreamers, entrevistas previas, 

conversatorios y la encuesta realizada, que será descrita más adelante, se pudo detectar 

que algunas de las principales causas por las cuales la familia decidía desplazarse a 

Estados Unidos eran cuestiones de inseguridad, violencia de género, narcotráfico, di-

vorcio o separación de los padres. Aunado a lo anterior, para algunos de ellos, el hecho 

de cruzar la frontera puede resultar un suceso traumático en sus vidas. 

Algunos de ellos tienen la fortuna de cruzar con documentos de otros niños, tal vez 

con una visa o a edades muy tempranas y sin complicaciones. Otros se ven en la nece-

sidad de contratar los servicios de coyotes o adultos que los separan de sus familias y 

los preparan para que aprendan datos e información de otros niños, con el fin de ha-

cerlos pasar como ciudadanos estadounidenses y, una vez que se encuentran en Esta-

dos Unidos, entregarlos a sus parientes, lo cual puede llevar días o semanas. En el peor 

de los casos, hay quienes tienen que cruzar el desierto o el río Bravo, ser perseguidos 

y/o aprehendidos por la patrulla fronteriza, encerrados en estaciones migratorias, se-

parados de su familia o deportados. Asimismo, algunas veces no todos logran cruzar 

en el primer intento.  

Una vez establecidos en Estados Unidos, se enfrentan a la barrera del idioma, al 

hecho de tener que adaptarse a una nueva cultura y valores, a la discriminación, al 

bullying, al miedo a la deportación y a la inseguridad derivada de su estatus migratorio, 

situaciones que afectan de manera considerable su autoestima y salud mental. 

 

La salud de los dreamers: resultados de una encuesta cualitativa 

Si bien el tema de los dreamers ha sido abordado tanto desde la perspectiva política 

como emocional, consideramos necesaria una revisión permanente del estado de la cues-

tión, dado que las restricciones y amenazas políticas suelen impactar la salud física y 

emocional de jóvenes que fueron llevados a Estados Unidos sin su consentimiento, 

pero que no tienen la posibilidad de regresar a México por haber hecho su vida en ese 

país. El lado optimista de la situación destaca su biculturalidad –el pertenecer a dos países 

y dos culturas–, pero en ciertas ocasiones muchos no sienten que pertenecen a ninguna. 

Se aplicó una encuesta cualitativa en inglés, titulada Dreamers in the U.S. Challen-

ges, Integration, and Discrimination, entre junio de 2024 y enero de 2025. Las res-

puestas fueron recopiladas en la plataforma SurveyMonkey y se difundieron en las 

redes sociales del Centro de Investigaciones sobre América del Norte (CISAN), el Se-

minario Universitario de Estudios sobre Desplazamiento Interno, Migración, Exilio y 

Repatriación (SUDIMER) y el Global Research Forum on Diasporas and Transnatio-

nalism (GRFDT); asimismo, la encuesta se compartió con los dreamers que asistieron 

y participaron en cuatro conversatorios organizados por el CISAN. 
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A su vez, se siguió un diseño de encuesta deductivo, con información recolectada 

en los siguientes rubros: a) introducción y presentación de la encuesta; b) datos perso-

nales/sociodemográficos que incluyen las razones de emigración y el estatus migrato-

rio y laboral; c) información sobre la familia en cuanto a ocupación, nivel socioeconó-

mico, escolaridad e influencia que esta tuvo sobre la educación de los hijos; d) discri-

minación, xenofobia y prejuicios generados por las condiciones de ser migrante indo-

cumentado, raza, género, religión, etc.; y e) una última página con preguntas prospec-

tivas que aluden a emociones sobre el miedo a ser deportados y las posibles soluciones 

políticas a su estatus. 

Si bien las preguntas ofrecen algunas opciones de respuesta, en la mayoría de los 

casos se incluye la opción de comentarios para obtener nuevas perspectivas que no 

habían sido contempladas a priori en la investigación. El cuestionario consistió en 55 

preguntas, con un tiempo estimado de respuesta de 23 minutos. En un periodo de siete 

meses, se obtuvieron 97 respuestas de dreamers, de los cuales 73% eran mujeres y 27% 

varones, con una edad promedio de 33 años. Tres cuartas partes (75%) son profesio-

nistas y cuentan con estudios de licenciatura o posgrado, lo que demuestra que muchos 

canalizan su frustración y el sentido de la emigración en la educación, el trabajo y la 

superación personal. La encuesta incluyó una pregunta abierta tipo “completar la his-

toria” con cuatro opciones: 1) Estados Unidos debería legalizar a los dreamers por-

que…; 2) mi contribución a la sociedad estadounidense es…; 3) para mí, ser dreamer 

significa…; y 4) nunca imaginé ser indocumentado/a porque…. 

La encuesta comprobó que las razones de su malestar empiezan por el proceso de 

emigración (el pasado), la situación de exclusión permanente (el presente) y la falta de 

perspectivas sobre su futuro legal. Vivir con miedo e incertidumbre permanente pro-

duce individuos fuertes, resilientes y combativos, pero también malestar, según pudi-

mos notar en los casi 100 dreamers que respondieron la encuesta. 

En cuanto al pasado, notamos que situaciones extremas como la pobreza y la vio-

lencia generalizada en sus comunidades están entre las principales razones de emigra-

ción de las familias de los dreamers (véase Figura 1). Pero, al haber aplicado una en-

cuesta cualitativa, también mencionan factores como la violencia doméstica y el haber 

emigrado con una familia uniparental –generalmente liderada por la madre–, quien se 

va a Estados Unidos para escapar de los abusos de la pareja y poder criar a los hijos en 

un ambiente diferente. Otros mencionan el sueño americano como una especie de ilu-

sión: “Mi papá no tenía trabajo y mi hermano necesitaba aparato para escuchar, pero 

era difícil de conseguir porque era muy caro” (agente de atención al cliente, 37 años, 

30 años vividos en Estados Unidos). 

Otros no recuerdan los motivos de su salida; por haber emigrado a una edad muy 

joven (la mayoría antes de los cinco años), no tienen recuerdos de su primera infancia, 

lo que es en sí un motivo de trauma y desapego forzado. Uno de cada cinco piensa que 

su vida hubiera estado en peligro si se quedaban en México, y la mitad tiene dudas al 

respecto. Por estas razones, muy pocos culpan a sus padres por haberlos llevado a Es-

tados Unidos. 
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Figura 1. Principales razones de emigración de los dreamers mexicanos 

 
Fuente: Adaptado de “Dreamers in the US: Challenges, Integration  

and Discrimination”, por C. Tigau y M. I. Medina Ruiz, 2025. 

 

El presente de estos jóvenes incluye tanto satisfacción por sus logros profesionales 

como la angustia permanente porque podrían ser deportados. El 67% teme ser “regre-

sado” a México, donde muchos no tienen familia cercana ni amigos. La discriminación 

y la exclusión –tanto a nivel individual como institucional– son barreras diarias. 

A nivel individual, cuentan cómo algunas personas les hablan en lenguaje denigrante, 

se sorprenden cuando se enteran de que son profesionistas y los excluyen de ambientes 

escolares y competitivos. Por ejemplo, alguien relata que los vecinos se sorprenden al 

verlo vestido con bata médica y piensan que es un disfraz, no que esté ejerciendo como 

personal de salud. En algunas situaciones, denuncian maltrato físico, ser escupidos o 

sufrir empujones, así como abuso sexual, más común en mujeres que en hombres. 

A nivel institucional, el no poder acceder a una licencia de manejo y a un número 

de seguridad social tiene al menos dos significados: uno inmediato, el no poder aplicar 

a becas para estudiar y, por lo tanto, tener que trabajar para sostenerse. Esto significa 

que los jóvenes dreamers viven entre el cansancio y el miedo, y algunos tienen que trabajar 

de noche para estudiar de día. El significado menos inmediato, pero más simbólico, es 

vivir en un estado de exclusión permanente, lo que afecta su sentido de pertenencia. 
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Figura 2. Problemas de salud más recurrentes en los dreamers 

 
Fuente: Adaptado de “Dreamers in the US: Challenges, Integration  

and Discrimination”, por C. Tigau y M. I. Medina Ruiz, 2025. 

 

Casi todos declaran sufrir tristeza, estrés y ansiedad, lo que puede entenderse por el 

cansancio de trabajar y estudiar al mismo tiempo (véase Figura 2). Además, la persis-

tente situación de inestabilidad que experimenta el núcleo familiar puede afectar de 

manera directa el estado de salud mental, como indica el siguiente testimonio de una 

persona que evidencia haber experimentado sensaciones de ansiedad:  

 

Todo es resultado de un trauma generacional que se ve agravado por mi situación y la de 

mi familia (coordinador del Programa de Servicios Juveniles de las Bibliotecas del Valle de 

Yakima, edad 26, 21 años vividos en Estados Unidos). 

 

Las experiencias vividas por el núcleo familiar afectan al grupo generacional de los 

dreamers, lo cual puede explicarse debido a dos factores: por un lado, la edad de los 

jóvenes, niños y niñas al momento de reconocer situaciones de discriminación, ya que 

en la infancia y en la adolescencia se cuenta con pocas herramientas para superar estos 

eventos, por lo que la discriminación puede manifestarse a través de síntomas de in-

ternalización de problemas de salud mental (Ayón et al., 2011, p. 8), tales como baja 

autoestima, estrés, ansiedad y aislamiento social, entre otros. Además, los niños pre-

fieren, en muchas ocasiones, no contar nada a sus padres sobre situaciones de acoso 

escolar y bullying para no preocuparlos más. Por otra parte, influyen las pocas herra-

mientas con las que pueden contar los padres de familia a la hora de acompañar a sus 
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hijos en la comprensión de estos procesos emocionales. Como se evidencia en el si-

guiente relato: 

 

Antes de DACA (que solicité cuando salió, durante mi primer año de universidad), mi au-

toestima y mi autovaloración eran terribles. Me sentía inferior a mis compañeros, amigos e 

incluso hermanos menores que eran ciudadanos estadounidenses. El complejo de inferiori-

dad no ha desaparecido, solo ha disminuido desde que al menos puedo trabajar con DACA 

(ingeniero de software, edad 31, llegó a Estados Unidos con menos de 5 años). 

 

En este sentido, se puede observar cómo experimentar el proceso migratorio a tem-

prana edad y dejar atrás las redes familiares y sociales construidas en el país de origen 

tiene efectos significativos en los estados emocionales de las personas encuestadas. 

Ello se refleja en el siguiente testimonio: 

 

En todo caso, me sentía muy triste por haber dejado a una familia numerosa y amorosa en 

casa. La depresión era uno de esos sentimientos, pero no es algo que siga experimentando. 

Sin embargo, pasar por esa experiencia a tan temprana edad me afectó mental y emocional-

mente (gerente de Alimentos y Bebidas, edad 38, 25 años en Estados Unidos). 

 

Además de la internalización de síntomas de salud mental, las personas expresan haber 

padecido algún trastorno de este tipo. Un 30% de la población encuestada afirma haber 

experimentado síntomas de depresión como consecuencia de la inestabilidad vivida 

por ellos y su grupo familiar. Así se refleja en estas palabras: 

 

Desarrollé depresión, ansiedad y TOC1 graves desde 2016. Temía por mi sustento y el de 

mis padres. Me aterraba imaginar a mis padres esposados y torturados, ya que circulaban 

historias sobre agentes de ICE que abusaban de los detenidos (barista, edad 21, más de 16 

años en Estados Unidos). 

 

El deterioro de la salud mental y el desarrollo de trastornos psicológicos pueden aso-

ciarse con lo que Menjívar (2006) ha denominado legalidad liminal, bajo la cual no se 

define con precisión la situación migratoria de las personas. Esta situación de insegu-

ridad trae consigo un contexto estresor que se perpetúa en el tiempo, puede ocasionar 

estrés crónico o anticipatorio (Patler et al., 2021) y desencadenar afectaciones graves 

a la salud mental, tales como depresión crónica, trastornos de ansiedad o trastorno 

obsesivo compulsivo. En tal sentido, expresa una de las personas entrevistadas: 

 

Sufro de mucha ansiedad y del síndrome del impostor. Vivir indocumentado en Estados 

Unidos ha afectado mi autoestima y me ha causado depresión, ya que, como beneficiario 

 
1 Trastorno Obsesivo Compulsivo. 
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de DACA, no tengo ninguna posibilidad de obtener la residencia ni la ciudadanía (científico 

de laboratorio farmacéutico, edad 32, llegó a Estados Unidos con menos de 5 años). 

 

La separación familiar y la inestabilidad con respecto a la documentación desencade-

nan emociones de tristeza y frustración que pueden variar con el tiempo, como se in-

dica en el siguiente testimonio:  

 

Siento cierta frustración por las limitaciones que implica ser indocumentado. También 

siento tristeza ocasional por la separación familiar (trabajador social, edad 30, 23 años en 

Estados Unidos). 

 

Frente a la separación familiar, también se evidencian dificultades en los casos en los 

que algún miembro de la familia tiene que retornar al país de origen, como es el caso 

de Valeria Serna, originaria de Coahuila y residente desde los 9 años en Estados Uni-

dos. Serna brinda su testimonio en el conversatorio sobre dreamers en la UNAM2, en 

enero de 2025, acerca de los costos emocionales que implicó la deportación de su her-

mano para su núcleo familiar, situación que generó un estado de depresión tanto para 

ella como para su madre. 

Los efectos en la salud mental pueden diferenciarse de acuerdo con el género, pues 

tienen implicaciones específicas para hombres y mujeres, así como para jóvenes y ado-

lescentes. El estudio realizado por Ayón et al. (2011) demuestra que las mujeres iden-

tifican mayores efectos psicológicos debido a situaciones relacionadas con la construc-

ción de la identidad y la adaptación a espacios de socialización, como expresa el si-

guiente relato: 

 

Me diagnosticaron TEPT (trastorno por estrés postraumático –n.a.–) complejo debido a to-

dos los desafíos que enfrenté por ser una niña y mujer inmigrante en los Estados Unidos 

(coordinadora de Desarrollo, edad 27, 21 años en Estados Unidos). 

 

Según Landa y Varela Huerta (2021), la experiencia de las personas migrantes también 

está atravesada por su género y su raza. Las mujeres migrantes enfrentan barreras aso-

ciadas al rol que la cultura de origen y la de destino determinan para ellas, así como 

dificultades relacionadas con la construcción identitaria en un contexto que es expulsor 

y, al mismo tiempo, receptor de la persona. Las prácticas que incluyen y excluyen a 

los dreamers también están vinculadas a las posibilidades de acceso a la salud. En este 

sentido, es preciso resaltar que las afectaciones a la salud mental pueden agravarse al 

no recibir los servicios adecuados y/o diagnósticos específicos que permitan delimitar 

 
2 Conversatorio con dreamers, sesión invierno de 2025, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 

UNAM, organizado a través del CISAN, proyecto PAPIIT IN302324 y Seminario Universitario de 

Estudios sobre Desplazamiento Interno, Migración, Exilio y Repatriación (SUDIMER).  
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tratamientos y apoyos para las personas que padecen algún trastorno psicológico o 

afectaciones en la salud emocional. Así se ve reflejado en el siguiente testimonio: 

 

No he sido diagnosticado formalmente, pero tengo antecedentes de depresión y ansiedad 

(terapeuta ambulatoria de drogas y alcohol, edad 33, llegó a Estados Unidos con menos de 

5 años). 

 

La ausencia de un diagnóstico puede tener relación con las dificultades de acceso a los 

servicios de salud mental derivadas de la condición de irregularidad que viven estas 

personas, como indica Marinho (2024, p. 2): “Aunque ciertas personas y comunidades 

intentan que los inmigrantes asistan a clínicas o busquen atención médica, inmigrantes 

se sienten incómodos y tienen miedo de lo que puede pasar”. Esto indica que existe 

poca información y acceso al sistema de salud, lo que provoca que no se realicen diag-

nósticos ni tratamientos adecuados para cada situación particular. Como expresa uno 

de los entrevistados: 

 

Falta de atención médica para personas indocumentadas, especialmente en estados conser-

vadores (consultor de finanzas, edad 24, llegó a Estados Unidos con menos de 5 años). 

 

Los costos de la atención también representan un factor determinante al hablar del 

acceso a los servicios de salud, debido a la falta de un seguro médico que garantice 

dicho acceso, como lo afirma una de las personas encuestadas: 

 

Gracias a Dios estoy bastante bien, pero para una emergencia es caro ir al hospital sin seguro 

(chef, edad 40, 27 años en Estados Unidos). 

 

Por otra parte, el exceso de trabajo que deben realizar para lograr su manutención y, al 

mismo tiempo, desarrollar sus actividades escolares no les permite hacerse cargo ade-

cuadamente de su salud física, por lo que pueden presentar afectaciones en su bienes-

tar. Esto se refleja en el siguiente testimonio: 

 

En el pasado recuerdo que tuve que trabajar tanto para pagar la escuela que descuidé mi 

salud y, como consecuencia, me dio diabetes (gerente de operaciones, edad 30, llegó a Es-

tados Unidos con menos de 5 años). 

 

Muy pocos afirman no tener ninguna enfermedad, aunque en las entrevistas y conver-

satorios realizados en paralelo a la encuesta notamos que también les cuesta recono-

cerlo, ya sea por vergüenza o por no causar preocupaciones a sus familias. Algunos 

reconocen que recurren al alcohol para olvidar la tristeza. 

Finalmente, lo que el futuro les depara es otra fuente de estrés. Muchos señalan que 

tienen que vivir su vida en periodos de dos años (el lapso por el que normalmente 
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deben renovar su DACA), sin poder hacer un plan de vida, lo que afecta decisiones 

concretas relacionadas con los estudios, las carreras elegidas, la posibilidad de casarse 

e incluso de hacer amistades. Dadas las restricciones en el acceso a becas, muchos 

optan por carreras “viables” desde el punto de vista financiero, es decir, aquellas que 

pueden pagar o que les permitirán obtener mayores ingresos, pero no necesariamente 

las que habrían querido estudiar, o bien carreras similares a sus aspiraciones originales: 

quien estudió anestesia debido a que por su estatus migratorio no podría ser cirujano 

plástico, o quien quería ser ingeniero y tuvo que estudiar tecnología automotriz en un 

colegio comunitario. Esta negación de su personalidad e identidad, aunada a la discri-

minación por parte de pares latinos, población nativa u otras minorías, también puede 

afectar la salud emocional y, en ocasiones, convertirse en problemas de salud mental. 

Muchos señalan barreras a su libertad y es muy común la metáfora de sentirse atrapa-

dos en una jaula de oro. 

Otro tipo de discriminación es la de género, presente tanto en hombres como en 

mujeres y personas con identidades sexuales diversas. Más allá del repudio hacia las 

personas LGBTQ+, pudimos comprobar que el matrimonio es una de las pocas opcio-

nes para regularizar su estatus migratorio (Mosqueda et al., 2023), lo que significa que 

muchos podrían verse forzados a buscar una pareja con documentos migratorios en 

regla, más que una pareja de vida. Sin embargo, después del estudio a profundidad de 

este tema, notamos que la probabilidad de que recurran a esta vía de legalización es 

muy baja o casi inexistente. Ninguna de las personas que contestó la encuesta, ni si-

quiera de forma anónima, mostró interés en un matrimonio arreglado. 

En general, ser personas con estatus migratorio irregular genera un fuerte estrés, 

que traducen en términos de vulnerabilidad, falta de derechos, miedo, imposibilidad 

de estudiar y frustración constante respecto a su proyecto de vida. No obstante, traba-

jan con empeño para alcanzar sus metas: 

 

Quiero continuar mi educación para obtener una maestría. Trabajé duro en la preparatoria 

para conseguir becas que me brindaran educación universitaria gratuita y obtener un título 

en salud pública (coordinador del Programa de Servicios Juveniles de las Bibliotecas del 

Valle de Yakima, edad 26, 21 años vividos en Estados Unidos). 

 

Además de los retos que implica la inserción laboral y las dificultades para acceder a 

la seguridad social, también reconocen la frustración experimentada respecto a las po-

sibilidades de financiar sus proyectos educativos y aportar al grupo familiar al mismo 

tiempo, debido a las barreras que impone la situación de irregularidad migratoria que 

viven, como se evidencia en el siguiente testimonio: 

 

No puedo continuar mi educación para una maestría porque pagarla sería imposible. No 

puedo pedir préstamos, la ayuda financiera ya no aplica para mí y no podría estudiar mien-

tras trabajo. Como persona indocumentada, detesto no poder ayudar al resto de mi familia 

indocumentada en Estados Unidos, incluso con la educación y el trabajo que tengo. Me 

siento impotente al verlos sufrir y envejecer en Estados Unidos sin ninguna protección. Es 
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triste verlo pasar, pero también me recuerda lo que me depara el futuro sin ninguna reforma 

o cambio migratorio. Me pueden retirar el permiso de trabajo en cualquier momento y sim-

plemente vivo el día a día (coordinador de Programa de Librerías, 26 años, llegó a Estados 

Unidos con menos de 5 años). 

 

Por último, además de tener un acceso limitado a derechos, también se enfrentan a 

controles migratorios y a la persecución dirigida hacia la población migrante, asociada 

con la estigmatización de la migración generada por los gobiernos y la sociedad en 

general, que imponen barreras culturales y sociales para continuar sus proyectos de 

vida en Estados Unidos, como expresa el siguiente testimonio: 

  

Aparte de tener derechos limitados, siempre me siento perseguido. Por suerte, vivo en Ca-

lifornia, el estado más favorable a los inmigrantes. Sin embargo, la sociedad ha estado de-

monizando a mi comunidad mucho más que en otras ocasiones. Casi parece desesperanza-

dor: años de trabajo duro y la mayoría de nosotros siendo buenos samaritanos, contribu-

yendo tanto a este país; sin embargo, se nos señala por las fallas de nuestra sociedad y 

nuestro país (barista, edad 21, más de 16 años en Estados Unidos). 

 

La falta de oportunidades, la complejidad del proceso migratorio previo de la familia 

y la ausencia de regularización migratoria durante largos periodos conllevan afecta-

ciones en la salud mental y física que son de difícil diagnóstico y tratamiento debido a 

las barreras en el acceso a los servicios de salud. Esto trae consigo dificultades de 

integración al medio social, lo que conduce al aislamiento y a la perpetuación de con-

diciones de riesgo para la salud física y psicológica. 

 

Conclusiones 

Los resultados arrojados por la encuesta realizada confirman en gran medida la hipó-

tesis presentada y los planteamientos desarrollados por los autores citados en la revi-

sión de literatura de este documento. Los puntos de coincidencia se relacionan con el 

estrés experimentado por los dreamers debido a la vulnerabilidad legal que enfrentan 

por su estatus migratorio, la preocupación por tener encuentros con policías de migra-

ción por miedo a ser deportados, el temor a ser separados de sus núcleos familiares, las 

dificultades en el acceso a la salud y a servicios básicos, así como los riesgos que esto 

implica para la salud física y mental, y el acceso limitado a oportunidades educativas. 

De acuerdo con la literatura (Morales Hernández, 2024), las personas experimentan 

miedo a ser deportadas al no ser reconocidas por el Estado, lo cual concuerda con las 

respuestas de los sujetos encuestados. A partir de ellas, se puede identificar cómo la 

condición migratoria genera sensaciones de estrés debido a la falta de acceso a opor-

tunidades y a las tensiones asociadas con la posibilidad de ser devueltos a México. 

Además, vinculan esta situación con la estigmatización que viven como personas mi-

grantes, la cual se acrecienta por las leyes migratorias restrictivas y los imaginarios 

sociales negativos presentes en la sociedad. 
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Esto conlleva temores relacionados con la separación familiar (Valentin-Cortés et 

al., 2020), que las personas entrevistadas asocian con sensaciones de tristeza o ansie-

dad ante la posibilidad de ser separadas de su grupo familiar. Asimismo, se ven afec-

tadas por la falta de redes familiares como consecuencia de la migración. 

Por otra parte, la falta de documentos migratorios que generen un estatus legal se-

guro se asocia con altos niveles de angustia emocional y un acceso limitado a los sis-

temas de salud (Vargas Bustamante et al., 2012). Este resultado coincide con los datos 

obtenidos en nuestra encuesta, debido a que se evidencian dificultades relacionadas 

con el acceso a seguros médicos que garanticen los servicios de salud necesarios, así 

como los altos costos del sistema de salud y las restricciones derivadas de la condición 

de indocumentado. Esto trae consigo dificultades para acceder a diagnósticos que per-

mitan determinar los riesgos para la salud física y psicológica que experimentan las 

personas migrantes. 

La salud física y mental de los dreamers también se ve afectada por las oportunidades 

educativas, ya que pueden verse limitadas debido a la escasa ayuda financiera asociada 

al estatus migratorio irregular (Teranishi et al., 2015). Con el fin de encontrar una manera 

de costear sus estudios, es común que estas personas descuiden su estado de salud, ya 

que no cuentan con suficiente tiempo de descanso y además experimentan frustración 

al no poder financiar sus estudios y apoyar económicamente a su núcleo familiar. 

Otros aspectos relevantes que pueden resaltarse del estudio cualitativo son los efec-

tos diferenciados del género en la salud mental y física de las personas encuestadas, en 

la medida en que las mujeres experimentan de manera distinta a los hombres los pro-

cesos de exclusión debido a los roles sociales construidos en los países de origen y 

destino. Cabe también resaltar la manera en que se ve afectada la autoestima de los y 

las jóvenes dreamers. Al no contar con una situación migratoria regular en Estados 

Unidos, reconocen tener una baja autoestima debido a que no se sienten iguales que 

sus compañeros e incluso que sus propios hermanos, quienes cuentan con ciudadanía 

estadounidense. 

Claramente, los retos que viven los dreamers están asociados con su estatus migra-

torio irregular en Estados Unidos y tienen efectos en su salud mental, en tanto cuentan 

con menor acceso a servicios de salud, enfrentan limitaciones en los espacios educati-

vos y viven en condiciones de inestabilidad. La falta de regularización los mantiene en 

un estado permanente de alerta que deviene en malestares emocionales, lo que a su vez 

puede conducir al deterioro de la salud mental. Reconocer los efectos en la salud física 

y mental de los dreamers es fundamental al analizar las nuevas políticas restrictivas y 

persecutorias implementadas a partir de 2025; por ello, resulta de gran importancia visibi-

lizar este tema y buscar incidir en favor de las personas que atraviesan este proceso. 
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Introducción 

El objetivo de este capítulo es argumentar que el concepto de segunda generación, 

para referirse a los hijos de los inmigrantes, no parece ser el más adecuado. Puesto que 

ellos ya han nacido en Estados Unidos y, técnicamente, no son inmigrantes, ¿por qué 

se insiste en señalarlos como tales? Lo que aquí se presenta son las primeras reflexio-

nes derivadas de una investigación en proceso acerca de las aspiraciones de futuro de 

hijos de inmigrantes mexicanos en Estados Unidos. Se encontró que las aspiraciones 

de futuro están ligadas a las percepciones y autopercepciones como procesos de cons-

trucción de la identidad y, en estos procesos, ellos no se identifican como segundas 

generaciones. 

En casi todos los casos, las personas de este estudio se autodefinen y se identifican 

mejor con el concepto de “primera generación de mexicanos-americanos”; incluso, 

algunos ignoran que “segunda generación” sea una denominación aplicada para ellos. 

Aquí se pone en cuestionamiento la pertinencia del concepto, no solo porque ellos no 

se asumen como segunda generación, sino también porque contiene una carga ideoló-

gica, social y cultural (Portes & Rumbaut, 2011; García Borrego, 2003) que ya debe 

superarse. Ser “segunda generación” no cubre la gama de formas en que las personas 

expresan lo que son, particularmente al remarcar que no son ni completamente mexi-

canos ni completamente americanos. 

El capítulo está dividido en dos partes. En la primera, se hace una revisión general 

de la comunidad hispana/latina en Estados Unidos y se describen algunas de las vici-

situdes en sus procesos de integración, que incluyen el concepto de “asimilación seg-

mentada” (Bloemraad et al., 2023) y de “separación” (Antman et al., 2023, p. 189). En 

la segunda parte, se presentan las características de este estudio y cómo los hallazgos 
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han permitido reexaminar y repensar la pertinencia del concepto de segunda genera-

ción. Se trata de un estudio cualitativo basado en entrevistas en profundidad, un grupo 

focal y charlas informales con jóvenes y sus padres inmigrantes durante 2024 en la 

ciudad de Chicago, IL. 

 

La segunda generación: una visión general de la comunidad hispana/latina 

En el caso de la emigración de México hacia Estados Unidos, el concepto de segunda 

generación ha servido para destacar que los hijos de los inmigrantes mantienen rasgos 

culturales de tradiciones, valores comunitarios, idiosincrasia, gastronomía, cosmovi-

siones, ética, creencias, formas de trabajo, etc., que tienen un sentido positivo y que se 

denominan “legados” (Portes & Rumbaut, 2011). Pero, al mismo tiempo, el concepto 

también contribuye a que permanezcan y se reproduzcan aspectos negativos de la in-

migración, tales como las desigualdades sociales, las desventajas socioeconómicas o 

la pertenencia a ciertos grupos minoritarios que puedan ser sujetos de racismo o dis-

criminación y que dificultan la integración. 

Elementos heredados, como la religión, la posición de clase, la región de origen de 

los padres en México (norte, sur, sureste, etc.) o la pertenencia a comunidades indíge-

nas o a grupos minoritarios vulnerables, pueden participar, de alguna manera, en la 

integración, la separación o la marginación de las siguientes generaciones (Bloemraad 

et al., 2023). Del mismo modo, las condiciones heredadas también influyen en la de-

cisión de estudiar o no estudiar el nivel terciario y, cuando ya se ha decidido estudiar, 

influyen definitivamente en el tipo de aspiraciones y en la selección de la carrera e 

institución a la que se accede (Pérez & Ceja, 2015). 

De aquí se desprende, como se verá más adelante, un intento de superar algunas de 

las implicaciones negativas usando el concepto primera generación de mexicanos-

americanos en lugar de segunda generación de inmigrantes. No obstante, dado que en 

la literatura académica el concepto segunda generación es de uso generalizado, tam-

bién se usará aquí durante las referencias. 

A continuación, se presenta una revisión sobre la comunidad hispana/latina en ge-

neral para ubicar ahí a las segundas generaciones. 

 

La comunidad hispana/latina en Estados Unidos 

Las discusiones teóricas e investigaciones empíricas sobre los procesos de integración 

giran en torno a las características y cualidades de “ser inmigrante”, aunque los térmi-

nos migrante, emigrante o inmigrante tampoco se han usado adecuadamente. La per-

sona migrante es aquella que se encuentra en un proceso de migración (está emigrando 

o inmigrando). Por ello, una persona que ya ha llegado a un país de destino, en el caso 

de la migración internacional, ya no es un inmigrante, sino un inmigrado. La etiqueta 

de inmigrante, siendo así, tendría menos sentido para aquellos y aquellas que ya han 

nacido en el país de destino. Hablar de segundas, terceras o más generaciones de 
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inmigrantes parece sugerir que la característica o la cualidad de ser inmigrante también 

se hereda a los hijos (García Borrego, 2003). 

La Organización Internacional para las Migraciones (OIM) define a la persona in-

migrante de la siguiente manera: “Desde la perspectiva del país de llegada, persona 

que se traslada a un país distinto al de su nacionalidad o de residencia habitual, de 

manera que el país de destino se convierte efectivamente en su nuevo país de residencia 

habitual” (OIM, 2019, p. 109). Desde este punto de vista lógico, la persona que ha 

emigrado de México a Estados Unidos es un inmigrante mexicano, pero no lo serían 

sus hijos ni sus nietos, que ya han nacido en Estados Unidos. Por ello, el centro de 

atención de este trabajo serán las características que definen como sujetos sociales a 

jóvenes con antecedentes migrantes mexicanos. Para la OIM, una persona con antece-

dentes migrantes “[…] nació de progenitores entre los que al menos uno entró en el 

país de residencia actual como inmigrante” (OIM, 2019, p. 167). Esta categoría, no 

obstante, parece sugerir que los hijos de los inmigrantes tienen atributos o cualidades 

propios de la migración que vivieron sus padres. De hecho, parece que se asume que 

los hijos nacidos en el país de destino también son inmigrantes solo porque sus padres 

lo fueron. Estas reflexiones han generado estudios y debates que han configurado el 

concepto de segunda generación y sus procesos de integración. 

La comunidad hispana o latina es la más numerosa de todas las comunidades de 

inmigrantes en Estados Unidos y se estima que el 81% es de origen mexicano (CNN 

Español, 2021). Dos tercios de las personas que se definen como hispanos o latinos 

nacieron en este país en las últimas dos décadas, por lo que se trata de una población 

con enorme participación e impacto en la economía y en diversas esferas de la vida en 

Estados Unidos: desde la productividad laboral, el pago de impuestos, el consumo de 

productos y servicios, hasta la participación en la política, en los sistemas educativos, 

en las actividades religiosas y en la generación de movimientos de lucha social. 

De hecho, económicamente hablando, un estudio de la UCLA sugiere que “si los 

latinos en Estados Unidos conformaran un país”, su PIB representaría la quinta econo-

mía mundial, solo después de EUA, China, Japón y Alemania, y la riqueza generada y 

puesta en movimiento por ellos supera la de otras potencias. No solo aportan trabajo, 

sino que generan grandes movimientos de capital en el comercio, la industria, las fi-

nanzas, los seguros y los bienes raíces. “Los 62 millones de latinos en Estados Unidos 

produjeron una economía más grande que toda la economía del Reino Unido, más 

grande que la economía de Francia, más grande que España, más grande que Italia, 

más grande que India” (Hayes-Bautista, 2023). 

De los 60.5 millones de personas que se autoidentificaron como hispanos o latinos 

en Estados Unidos en 2021, el 33% (19.8 millones) son inmigrantes y el 67% (40.6 

millones) son nacidos en Estados Unidos (inmigrantes de segunda o de más genera-

ciones). En 2023 se reportan cerca de 62 millones (Hayes-Bautista, 2023). 

Asimismo, se estima que “aproximadamente 17.8 millones de niños y jóvenes me-

nores de 18 años descienden de por lo menos un padre inmigrante y ellos conforman 

el 26% del total de la población infantil y juvenil en Estados Unidos. La mayoría de 
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estos niños y jóvenes (el 88%, que son 15.6 millones), han nacido en Estados Unidos; 

el resto, 2.2 millones, nacieron fuera de EUA, por lo que llegaron durante la juventud 

o la infancia” (Esterline & Batalova, 2022). Para los fines de esta investigación, es 

importante considerar que el 45% de esos 17.8 millones de niños y jóvenes inmigrantes 

de segunda o más generaciones son de familias que pertenecen al cuartil más bajo en 

la escala de ingresos económicos (Esterline y Batalova, 2022). 

Es por ello que el estudio y comprensión de la forma en que estos jóvenes se han 

integrado a la vida americana ha adquirido mayor importancia. 

Aun con todas las vicisitudes que se puedan documentar, los analistas e investiga-

dores concuerdan en que la integración es beneficiosa para las economías y para el 

funcionamiento de los países de origen y de destino, así como de las propias familias 

(Hayes-Bautista, 2023). También se menciona que todo tipo de diferencias y experien-

cias en la integración que puedan ser documentadas no tienen bases objetivas, sino que 

son producto de percepciones: “puentes y barreras construidos política e institucional-

mente” y que la “integración exitosa no se caracteriza por la asimilación cultural, ni 

por la convergencia cultural”, sino por una diversidad de vivencias que son combina-

ciones de muchos elementos de la temporalidad, de las experiencias colectivas y per-

sonales tanto de los migrantes como de sus hijos (Bloemraad et al., 2023). 

Diversos estudiosos del tema han sugerido que la integración, ya sea laboral, edu-

cativa o cultural, depende en gran medida de la cultura que los inmigrantes traen con-

sigo desde sus países de origen y de la forma en que se asumen dentro del país de 

destino (Figlio & Özek, 2020), del SES que los acompaña (Rumbaut, 2006), del éxito 

educativo por grupo étnico (The Pell Institute, 2021) y de la forma en que “tienden a 

agruparse” entre ellos mismos. Sobre esto último, se afirma que las comunidades de 

latinos en Estados Unidos tienden a agruparse con más frecuencia y probabilidad con 

las personas de sus mismos países o grupos culturales de origen (Fletcher et al., 2019; 

Lomeli Carrillo, 2016). 

Sin embargo, Bloemraad et al. (2023) sugieren analizar estos procesos también 

desde las percepciones de los nativos del país de destino, ya que muchas veces las 

percepciones que ellos tienen de los inmigrantes son las que definen las barreras, los 

obstáculos o las oportunidades. Para el caso de los jóvenes hijos de inmigrantes me-

xicanos, es interesante este punto de vista, ya que permite observar si sus procesos de 

construcción de aspiraciones, de logro educativo, laboral, etc., dependen de sus pro-

pias percepciones como “latinos”, “hispanos”, “mexicanos”, “chicanos”, etc., o de-

penden de la forma en que son percibidos por los nativos “autóctonos”.  

Dicha percepción también puede cambiar de acuerdo con las políticas o con las 

circunstancias del momento, como ocurrió durante la pandemia de la covid-19, donde 

pareció observarse un aumento del nacionalismo y una desconfianza hacia los inmi-

grantes (Esses et al., 2021). Sin embargo, la desconfianza no se aplica igual para todos 

los inmigrantes, ya que no son percibidos de la misma manera (Bloemraad et al., 2023) 

y ciertos grupos pueden ser vistos como “culturalmente cercanos” o “culturalmente 

distantes”, según el criterio que domine: 
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Consideremos una variedad de grupos de inmigrantes en Estados Unidos. Si un grupo com-

parte una misma religión, pero habla un idioma diferente –digamos, inmigrantes protestan-

tes que hablan alemán–, ¿son culturalmente distantes o culturalmente cercanos? Si un grupo 

no comparte una religión común ni tampoco un lenguaje, pero son “occidentales” –digamos, 

inmigrantes ortodoxos de Grecia–, ¿son culturalmente cercanos o culturalmente distantes? 

Si un grupo es racialmente distinto de la mayoría de la población –digamos, negros jamai-

quinos– que hablan inglés y son protestantes, ¿son culturalmente cercanos o distantes? Es 

plausible, incluso probable, que un grupo de inmigrantes visto racialmente como negro sea 

considerado como más problemático por algunos americanos que uno visto como blanco, 

incluso si éste habla una lengua diferente y practica una religión diferente (se diría que es 

más culturalmente distinto), con reacciones divergentes que se vuelven aún más notorias en 

la segunda generación, nacida en Estados Unidos (Bloemraad et al., 2023, p. 5).1 

 

Esta consideración hecha por los autores es de notoria importancia porque permite 

prever que las experiencias de los hijos de inmigrantes mexicanos pueden ser muy 

divergentes, incluso entre grupos similares, aparentemente en los mismos contextos, 

no solo en función de las circunstancias particulares que les tocó vivir, sino en función 

de cómo son percibidos: culturalmente cercanos o lejanos. Jóvenes latinos que nacie-

ron en Estados Unidos como hijos de inmigrantes pueden heredar algunos estigmas, 

temores o barreras que vivieron fuertemente sus padres. 

Por ejemplo, algunos aún expresan temores y ansiedades ante las políticas antiin-

migrantes, ya que crecieron recibiendo el remolino de la incertidumbre y el miedo 

vivido por sus padres. Pero se observa también que, con la maduración, alrededor de 

los 20 años en adelante, desarrollan confianza y se mueven con mayor competencia en 

el medio, y empiezan a cultivar su resiliencia, no solo para superar la ansiedad o el 

temor, sino para enfrentarse y luchar contra esas políticas (Getrich, 2016). 

Estos jóvenes desarrollan habilidades para resolver problemas propios de estar en 

otro país, para ayudar a sus familias en los asuntos diarios y también para ayudar a sus 

familiares indocumentados en la realización de trámites. Con su participación activa y 

con el apoyo de sus familias, se mantienen en la escuela y establecen redes sociales 

más amplias que les permiten tener horizontes más amplios que sus padres. Getrich 

observa que la participación de los jóvenes en las protestas antiinmigrantes les enseña 

a tomar un papel activo contra la desigualdad que sufren sus familiares inmigrantes e 

indocumentados y a saber cómo movilizarse para apoyarlos (Getrich, 2016, p. 42). 

También se ha observado el legado de las protestas y de la participación política de 

los dreamers en estas nuevas segundas generaciones. Es usual que los jóvenes que 

llegan a la universidad o al college sean activistas en organizaciones sociales a partir 

de las manifestaciones y experiencias de los dreamers. Getrich narra el caso de una 

joven que estudió leyes y se dedica a apoyar a mexicanos inmigrantes que tienen pro-

blemas con su estatus. Gran parte de los jóvenes de segunda generación estudian ca-

rreras relacionadas con las ciencias políticas, el trabajo social o con oficios orientados 

 
1 Traducción del autor (T.A.). 
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a ayudar a la comunidad, como bomberos, cuidadoras de niños, educadores o cuida-

dores del bienestar social y de la salud de los trabajadores.  

También hay experiencias de jóvenes que ayudan a sus propios padres a obtener la 

legalización mediante la realización de trámites, la forma de efectuar los pagos, etc., y 

posteriormente también les ayudan a cruzar las fronteras de manera legal para visitar 

a sus familiares en México y poder volver. Enseñan a sus padres a moverse por inmi-

gración, a negociar y a hablar, para que puedan transitar sin complicaciones. Getrich 

llama a estos jóvenes “rompe fronteras” (border brokers) (Getrich, 2016, p. 43). 

En otros casos, hijas e hijos de inmigrantes viajan a México, a los pueblos de origen 

de sus padres, para asistir a las fiestas familiares (bodas, quince años, bautizos, etc.) y 

a las festividades religiosas del pueblo. De esta manera, sostiene Sánchez (2008), se 

mantiene un vínculo muy fuerte con los antecedentes familiares en México de sus pa-

dres, que llegaron a Estados Unidos mediante el programa Bracero. 

En el caso de una comunidad rural del estado de Jalisco, se hace visible la presencia 

de los padres en la zona cuando sus hijos asisten a las celebraciones que son muy impor-

tantes para la gente de esa región. “Los padres y otros miembros de la familia no pue-

den viajar por impedimentos legales y por cuestiones financieras. Los hijos juegan un 

papel de ‘enlace’ de la familia con la comunidad de origen” (Sánchez, 2008, p. 192). 

Esta capacidad de las hijas de padres inmigrantes mexicanos les permite moverse 

en los entornos de “exigencias sociales” de Estados Unidos y en los entornos de “exi-

gencias sociales” de las comunidades de origen. “Hay una especie de equilibrio entre 

las raíces familiares y las exigencias de la sociedad de acogida que les hace tener dis-

tintos modos de ser” (Sánchez, 2008, p. 192). En estos distintos modos de ser, se ob-

servan también las diferentes formas en que desarrollan su vida. 

 

Adaptación cultural e integración 

Todas las generaciones de hijos (incluso la denominada generación 1.5)2 desarrollan 

capacidades para integrarse a la vida americana y sus objetivos van más allá de un 

análisis del costo-beneficio económico de vivir en Estados Unidos. Existe una serie de 

aspiraciones que van más allá de lo económico y material y que tienen que ver con una 

elección de vida influida por los antecedentes de los padres, quienes emigraron para 

escapar de situaciones difíciles y cuyos hijos y nietos posiblemente no contemplarían 

regresar a aquellas condiciones (Fraga et al., 2019). Otros autores sostienen que los 

hijos, si bien no ven a sus países de origen como extraños, sí pueden tener un sentimiento 

 
2 Población de inmigrantes que llegaron (o fueron traídos) al país de destino, en este caso a 

Estados Unidos cuando eran niños y por lo tanto tienen nacionalidad extranjera. Sin embargo, 

tienen una vida similar a los niños de segunda generación nacidos en Estados Unidos, compar-

ten experiencias escolares, sociales y culturales, pero no tienen los mismos derechos y son 

categóricamente diferentes en cuanto al estatus legal y deben adquirir la ciudadanía mediante 

procesos de naturalización. 
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de que “no es su casa” (Soehl et al., 2020, p. 1225). Esto hace que las capacidades de 

adaptación cultural y de integración sean esenciales en el país de destino. 

En el estudio de Fraga et al. (2010) se reporta que, en los procesos de integración 

y de acercamiento con la vida americana, los hijos:  

 

Pueden ser exitosos fuera de su enclave cultural, pero también pueden mantener la reten-

ción de su idioma nativo y mantenerlo con una alta valoración […]. Los padres están 

profundamente conscientes de que han tenido problemas de integración y de logro debido 

a la falta de habilidades para comunicarse adecuadamente en inglés, y muchos de ellos 

expresan el deseo de que sus hijos no pasen por los mismos problemas que ellos han tenido 

con el idioma. Los padres entrevistados consideran que sus hijos deben ser mejores en el 

idioma y hablar mejor el inglés (p. 42). 

 

Así como el idioma desempeña un papel importante en la decisión de vivir la “vida 

americana” o de “hacer de América” su hogar (americanización), parece que también 

lo es la noción y la persecución del denominado sueño americano. El sueño americano 

de los latinos es más cercano al sueño americano de los estadounidenses trabajadores 

que no ocupan puestos directivos o de supervisión, que tienen baja escolaridad y se 

ubican generalmente en la industria de los servicios (Fraga et al., 2010). Y una de las 

barreras para lograr el sueño americano mencionada por los latinos de primeras y se-

gundas generaciones es precisamente el dominio del idioma: “[…] hubo un consenso 

general en todo el grupo focal de que una deficiencia en el dominio del inglés dismi-

nuye la posibilidad de alcanzar el éxito con respecto al ámbito laboral y al tratamiento 

equitativo” (Fraga et al., 2010, p. 37). 

Este mismo estudio también destaca la importancia de la educación y los niveles 

de escolaridad para la consecución del sueño americano y para una mejor vida en Es-

tados Unidos: 

 

Un tema común en sus participaciones fue el reconocimiento, tanto de padres latinos como 

de sus hijos, de que ‘financieramente [los hijos] lo han hecho mejor’ porque ellos fueron 

capaces de ir al colegio y que ‘lograron grandes éxitos en sus vidas porque pudieron ir al 

colegio’ (Fraga et al., 2020, p. 38). 

 

Otra de las capacidades para la integración cultural es el mantenimiento de las creen-

cias religiosas sin entrar en conflicto con la religión dominante en Estados Unidos. No 

se ha explorado mucho acerca de las prácticas religiosas y su relación con los procesos 

de integración de la comunidad latina, pero se han encontrado ligeros cambios de afi-

liación religiosa en las segundas, terceras y más generaciones. La religión es uno de 

los componentes culturales menos propensos al cambio, dado que tiende a ser incul-

cada y transmitida generación tras generación como parte de la herencia familiar. 

Sin embargo, los cambios en la afiliación y práctica religiosa –la cual es católica 

para los latinos– al protestantismo (la identidad religiosa predominante de la sociedad 
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americana) pueden ser vistos como una medida de adaptación cultural. Krogstad et al. 

(2023) reportaron que el 43% de latinos adultos se identifica con la religión católica 

(mucho más bajo que lo reportado en 2010 por el mismo instituto, que era de 67%, y 

que a su vez es más bajo que lo reportado por Fraga et al. en 2006, que fue de 73.6%). 

En contraste, el 30% de latinos se define como “no afiliados”, refiriéndose a ellos mis-

mos como “agnósticos” o “ninguna en particular”, misma afiliación que en 2010 era 

del 10%. Pero los latinos que se identifican como protestantes o evangélico-protestan-

tes han aumentado poco, pasando del 12% en 2010 al 15% en 2022 (Krogstad et al., 

2023), por lo que no necesariamente puede asumirse como una estrategia generalizada 

de integración, como lo considera Fraga. 

Finalmente, respecto de la integración de los hijos de inmigrantes latinos en Estados 

Unidos, se pueden considerar otros elementos interesantes para su análisis posterior: 

 

1) El crecimiento de la población hispana en Estados Unidos es mayor que el cre-

cimiento de la población blanca estadounidense; 

2) La población hispana creció 26%, lo que es mucho mayor al 8% del crecimiento 

medio nacional; 

3) En 2022, uno de cada cinco habitantes en Estados Unidos es hispano (19%); 

comparado con 2010, la población hispana ha crecido 53%, la asiática 20%, la 

negra 8% y otras razas 34%, mientras que la población blanca no hispana tiene 

crecimiento negativo; 

4) En las regiones metropolitanas del Midwest (Chicago-Naperville-Elgin), el 77% 

de la población hispana es de origen mexicano; 

5) Cuatro de cada cinco latinos son ciudadanos estadounidenses; en 2022, el 81% 

de los latinos moradores en Estados Unidos son ciudadanos (incluye población 

que nació en Estados Unidos y sus territorios, gente que nació en el extranjero 

de padres americanos e inmigrantes que son ciudadanos naturalizados); 

6) Solo el 15% de los mexicanos en Estados Unidos tiene un bachelor degree o 

mayor, que es mucho menor que el de los venezolanos (57%), los argentinos 

(46%) y los chilenos (42%)3;  

7) El 74% de latinos de origen mexicano domina el inglés; el otro 24% sigue te-

niendo problemas con el idioma; 

8) El 81% de latinos de origen mexicano ya tiene la ciudadanía, obtenida mediante 

proceso de naturalización o de nacimiento; 

9) Los ciudadanos de origen mexicano tienen ingresos de $59,200 en promedio; 

los argentinos, de $80,000; los costarricenses, de $76,000; los españoles, de 

$74,000; y los colombianos y peruanos, de $69,000; 

 
3 N.A. No se menciona si son inmigrantes de primera, segunda o más generaciones, por lo que 

el dato es impreciso. 
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10) El 18% de ciudadanos de origen mexicano vive en la pobreza (comparado con 

solo el 7% de los de origen argentino); 

11) El 20% de ciudadanos de origen mexicano tiene acceso a seguro médico (surge 

entonces la pregunta, ¿cómo hace ese 80% que no tiene seguro médico?); 

12) El 53% de ciudadanos de origen mexicano son propietarios de su propio hogar 

(Krogstad, 2023).4  

 

Estos datos se incorporan aquí como elementos del contexto. El comportamiento ge-

nérico descrito por Fraga et al. (2010) y por Krogstad et al. (2023) puede ayudar a tener 

una idea muy general. Se requieren estudios particulares para cada grupo o comunidad.  

 

Nociones de “asimilación segmentada” y “separación” 

 

a) Asimilación segmentada 

La investigación sobre las segundas generaciones de inmigrantes ha estado influen-

ciada por la hipótesis de la “asimilación segmentada” (prefiero decir integración seg-

mentada), una noción unidireccional que atribuía la responsabilidad de la integración 

a las personas migrantes mediante lo que también se denominaba “aculturación”. La 

asimilación segmentada significa que unos grupos “sí se integran exitosamente”, mien-

tras que otros “se mantienen segregados”. La hipótesis sugiere que, mientras unos ejer-

cen poder de “agencia” para evitar la marginación, otros no logran aceptar las nuevas 

condiciones, entran en conflicto y “se marginan” (Bloemraad et al., 2023). 

La asimilación segmentada propone cuatro caminos para los inmigrantes y sus des-

cendientes y, en todos ellos, los inmigrantes son los responsables: 

 

1) Asimilación - Alto deseo de olvidar la herencia cultural y de aceptar y adoptar la 

nueva cultura de la sociedad de acogida; 

2) Separación - Alto deseo de mantener la herencia cultural y bajo deseo de adoptar 

la nueva cultura; 

3) Integración - Alto deseo de mantener la herencia cultural y, a la vez, integrarse a 

la nueva cultura haciendo un equilibrio entre ambas; 

4) Marginación - Bajo deseo de ambas opciones: no mantiene la herencia cultural 

heredada ni asume la nueva cultura de la sociedad de acogida (Bloemraad et al., 

2023).5  

 

 
4 Traducción y formato de viñetas pertenecen al autor. 
5 T. y cambio de párrafo a viñetas hecho por el autor. 



Leonel Hernández Polo 

56 

Las cuatro posibilidades planteadas también tienen matices y dependen de diversas 

circunstancias. Por ejemplo, las personas pueden movilizarse y expresarse de maneras 

diferentes si están en el dominio público o privado, familiar o social, escolar o laboral, 

etc. También hay diferencias entre lo que pueden expresar en una situación formal o 

en una charla informal. Las expresiones políticas y religiosas no siempre son del ám-

bito público para las personas que están en una sociedad diferente, y tienden a reser-

varse opiniones o creencias. 

Para Bloemraad et al. (2023), “los inmigrantes altamente valorados son aquellos 

que tienden a tener más similitudes en comportamientos, actitudes, valores y etnicidad 

con los miembros de la sociedad de destino” (p. 9).6 Entonces, ¿quién está dentro o 

fuera de la sociedad de acogida en los procesos de integración? La respuesta es com-

pleja. Las investigaciones referidas parecen documentar esa línea que distingue a quie-

nes se integran de quienes no. Estas líneas divisorias, definidas como “marcadores de 

diferencia” (Bloemraad et al., 2023), requieren investigaciones actualizadas que docu-

menten situaciones concretas y tomen en cuenta también las capacidades y las eleccio-

nes individuales en función de las circunstancias como actos de agencia. 

 

b) Separación 

En un seguimiento que Antman et al. (2023) hicieron del último American Community 

Survey de 2019, aparecen datos interesantes. Por ejemplo, ellos encuentran que los 

inmigrantes de origen mexicano tienen 4.02 años menos de escolaridad que los blancos 

no hispanos y que los mexicanos nacidos en Estados Unidos tienen 1.28 años menos 

que los blancos no hispanos, lo que aún representa una desigualdad educativa con res-

pecto a los blancos nativos no hispanos a través de las generaciones. 

Los autores también describen que el nivel de escolaridad de quienes se han iden-

tificado como de origen mexicano es muy parecido al de los demás hispanos centroa-

mericanos, pero muy por debajo de los niveles educativos de los asiáticos y sudameri-

canos. Por ejemplo, los migrantes de origen chileno y argentino tienen 0.29 años me-

nos de escolaridad que los blancos no hispanos de Estados Unidos, y los nacidos en 

Estados Unidos cuyos padres son de origen chileno y argentino tienen 0.25 años menos 

de escolaridad que sus pares norteamericanos, cifra muy similar a la de sus padres.  

Esto es interesante, ya que sugiere que los sudamericanos tienen niveles de escola-

ridad muy cercanos a los nativos blancos no hispanos y que se distinguen, en cuanto a 

condiciones de migración, de los mexicanos y centroamericanos (Antman et al., 2023, 

p. 176). Estos autores también encuentran que los hispanos tienden a agruparse en las 

mismas áreas, lo que provoca un “déficit” en la integración y americanización, así 

como menores ingresos y menores oportunidades de asistir a otros tipos de colegios o 

de tener otro tipo de redes que les permitan integrarse más fluidamente a la vida ame-

ricana, dando como resultado un proceso de separación. Descripción basada en la tabla 

mostrada por Antman et al. (2023, p. 187). 

 
6 T.A. 
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La separación no se da solo con respecto a la “cultura americana”, sino también con 

respecto a la “cultura de origen”. “Los hallazgos revelan un considerable debilita-

miento étnico [ethnic attrition] a través de las generaciones de hispanos. El porcentaje 

de individuos que no se identifican con antecedentes hispanos va creciendo enorme-

mente conforme avanzan las generaciones, desde solo el 3% de la primera generación 

y el 8% de la segunda hasta el 23% de la tercera generación y el 50% de aquellos que 

son de las cuartas generaciones o más” (Antman et al., 2023, p. 189). 

Estos autores denominan el proceso como “debilitamiento étnico” y “progreso ge-

neracional”. Las siguientes afirmaciones sirven para propiciar el debate por su carácter 

controversial: 

 

a) Las segundas, terceras y más generaciones se identifican menos con el origen his-

pano; 

b) Los hispanos de niveles socioeconómicos bajos se identifican más con el origen 

hispano que los de niveles socioeconómicos más altos, quienes se identifican más 

con la sociedad americana; 

c) Padres con mayor educación dan más ventajas a sus hijos y los integran más a la 

“vida americana”, dado que tienen más recursos y los hijos tienen más posibili-

dades de participar en actividades escolares y extraescolares; 

d) Hijos de padres hispanos “endogámicos”, es decir, que se casaron con personas 

de la misma nacionalidad, se identifican más con lo hispano que los hijos de ma-

trimonios que se unieron con personas de diferentes nacionalidades (interma-

rriage); 

e) Los hispanos de primera y segunda generación se casan más entre ellos mismos, 

es decir, entre personas del mismo país o región de origen, que los de las terceras 

y más generaciones; por lo que hay más matrimonios o uniones con personas de 

diferentes nacionalidades en estas generaciones. En el caso de hombres hispanos 

de primera generación, solo el 6.6% se casaba con mujeres de otros países no 

hispanos; de la segunda generación, el 27.8%; y de la tercera generación, el 

37.7%. En el caso de las mujeres, el 8.6% de hispanas de la primera generación 

se casaba con hombres de otras nacionalidades no hispanas; el 28.8% de la se-

gunda generación; y el 38% de la tercera (Antman et al., 2023, pp. 189-192).7 

 

La revisión hecha para este trabajo no cubre todas las posibilidades e implicaciones de 

los procesos de integración, pero da pie para reexaminar a continuación el concepto de 

segunda generación, dadas sus complejidades. 

 

 

 
7 Traducción, síntesis y viñetas pertenecen al autor. 
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Nuevo examen del concepto de segunda generación 

Quien ha nacido en Estados Unidos es americano, fácil de definir legalmente. Bastaría 

con tener y mostrar el documento de identidad de nacimiento para indicar que se es 

americano o extranjero. Sin embargo, tanto en el ámbito social y político como en los 

ámbitos culturales y académicos, las clasificaciones y denominaciones, además de ser 

confusas algunas veces, tienen efectos en las vidas de las personas al ser clasificadas 

como “diferentes”. Cuando las clasificaciones por grupos provienen desde los ámbitos 

políticos e institucionales, pueden complicar las vidas de los hijos, aunque estos hayan 

nacido en Estados Unidos. Y entonces ya no es fácil una clasificación identitaria, aun-

que institucionalmente se sostenga dicha clasificación por medio de censos o de en-

cuestas gubernamentales y de organizaciones como el Census Bureau, Current Popu-

lation Survey, el Pew Hispanic Center, NCES, Latino National Survey, etc., y de tra-

bajos con fines académicos de investigadores como Antman et al. (2023), Liu et al. 

(2015) o Fraga et al. (2006), entre otros que se han mencionado en este trabajo. Se 

brinda tan solo un ejemplo de definición aceptada académicamente:  

 

La primera generación de hispanos son los nacidos en un país hispano. La segunda genera-

ción de hispanos son los individuos nacidos en Estados Unidos con un padre nacido en un 

país hispano. La tercera-plus generación son aquellos quienes nacieron en Estados Unidos, 

tienen los dos padres también nacidos en Estados Unidos, pero que se autoidentifican como 

hispanos en respuesta a las preguntas sobre el origen hispano. Hay que notar que tanto la 

primera como la segunda generación de hispanos son identificados por preguntas relativa-

mente “objetivas”8 acerca del lugar de nacimiento, mientras que la tercera-plus generación 

se identifica subjetivamente como hispana (Antman et al., 2023, p. 173).9 

 

Estas “convenciones” parecen buscar una permanente separación. Pero, en el otro ex-

tremo, las posturas que intentan argumentar que la participación plena y activa en la 

vida americana de las subsecuentes generaciones les hará perder sus antecedentes mi-

grantes (ethnic attrition) tampoco se sostienen. Los antecedentes no se diluyen fácil-

mente con el paso del tiempo en ningún grupo social, pero ello no debe significar un crite-

rio de clasificación. Algunos autores, como García Borrego (2003), cuestionan fuerte-

mente el concepto de “segunda generación de inmigrantes”, puesto que el concepto no 

tiene un uso neutral o inocente, sino que posee una carga ideológica que busca distin-

guirlos y separarlos de los “nativos”, “blancos” o “autóctonos”, e intenta establecer 

una especie de separación entre un “nosotros” y un “ellos”. En tal sentido, sugiere que: 

 

En el caso que nos ocupa, la línea que separa a los inmigrantes de sus hijos […] viene 

marcada por la relación de filiación entre ellos. El término “generación” remite aquí a su 

sentido más puramente biológico […], pues implica la idea de que la condición de inmi-

grante se transmite de padres a hijos junto con el resto de rasgos naturales (viejo racismo 

 
8 Las comillas pertenecen al autor. 
9 T. A. 
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biologicista) y sociales (nuevo racismo culturalista). El hecho de que los hijos de inmigran-

tes sigan siendo identificados como hijos de nos lleva a plantearnos una pregunta: ¿qué es 

lo que la sociedad tiene necesidad de destacar en los hijos de inmigrantes para señalarlos 

como tales? O, dicho de otra manera: ¿qué será eso tan importante que los hijos de inmi-

grantes heredan de sus padres? (García Borrego, 2003, p. 4). 

 

Las preguntas de García Borrego (2003) son tomadas aquí como advertencia acerca 

del uso indiscriminado de la categoría “segunda generación”. Por ello, tanto en este 

trabajo como en otros que se emprendan sobre este grupo social, es necesario no so-

breponer o anteponer la categoría “inmigrante de segunda generación” a cualquier otro 

rasgo, como la identidad personal, las elecciones personales y familiares, las capaci-

dades de aspiración, las ideas, propuestas y acciones para mejorar la vida social, los 

emprendimientos, los logros, la realización como persona, etc., que definen a los indi-

viduos primero como personas y luego como ciudadanos. 

 

Características del estudio 

Las reflexiones que se presentan en este trabajo son resultado de un proyecto de inves-

tigación acerca de las experiencias vitales y procesos de escolarización de hijos de 

inmigrantes mexicanos en Estados Unidos. Una de las preguntas de investigación es: 

¿de qué manera sus experiencias vitales, condiciones, creencias y autopercepciones 

están conectadas con sus capacidades de aspiración para estudiar el nivel terciario? 

Como parte de los hallazgos, se encontró que las creencias, percepciones y autodefi-

niciones están fuertemente vinculadas con sus aspiraciones de futuro. Tanto en su de-

finición identitaria como en sus aspiraciones, las personas entrevistadas no se identifi-

can de ninguna manera con el concepto de segunda generación.  

 

a) Metodología 

Se trata de una investigación cualitativa realizada en 2024 en la ciudad de Chicago, IL. 

La metodología combina el método de relatos de vida (Bertaux, 2005) y el enfoque del 

curso de vida (Giele y Elder, 1998). Se usó el método de entrevista en profundidad 

(Taylor y Bogdan, 1992) y de entrevista dialógica (Arfuch, 1995). Se entrevistó a 18 

estudiantes del nivel terciario en el área de Chicago. Además, se entrevistó a cinco 

jóvenes no estudiantes que se dedican a diversas actividades: tres son artistas plásticas, 

uno es fotógrafo y una de las entrevistadas es agente de seguros. La mayoría de las 

entrevistas se realizaron en español, aunque en diversos momentos las personas entre-

vistadas preferían expresar algunas ideas en inglés, por lo que saltaban constantemente 

del español al inglés y viceversa. Solo dos entrevistas fueron completamente en inglés. 

También se realizó un grupo focal (GF) con 14 jóvenes no estudiantes.  
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b) Delimitación 

Se eligió la ciudad de Chicago porque es una ciudad con larga historia de migración 

mexicana y con varias generaciones ya establecidas. En general, Illinois es uno de los 

estados con mayor número de latinos en Estados Unidos, con 2.3 millones que repre-

sentan el 18.2% de su población (Serrato, 2021). De ellos, solo el 37% de jóvenes de 

18 a 24 años de edad ingresa a una institución postsecundaria (The Pell Institute, 2021). 

Aquí hay mayores posibilidades de afianzar contactos con familias mexicanas que lle-

van más de una generación viviendo en Estados Unidos y cuyos descendientes se en-

cuentran en el grupo poblacional bajo estudio. La consolidación de varias generaciones 

de mexicanos en este estado permite distinguir la diversidad de experiencias y caminos 

seguidos por las generaciones. 

 

Ni mexicana ni americana: primeros hallazgos 

Una de las preguntas de la entrevista fue: ¿cómo te autoidentificas? ¿Como mexicano, 

americano, segunda generación, primera generación, o alguna otra? En las respuestas, 

las personas entrevistadas se autoidentifican de la siguiente manera: 19 lo hacen como 

primera generación mexicano-americana; una se define como texana-mexicana; una 

como mexicana-puertorriqueña; un joven se define como pocho y también mexicano-

americano; y una entrevistada que no sabe cómo autodefinirse afirma que no es mexi-

cana, ni americana ni texana. 

El primer acercamiento que tuve con el concepto de primera generación de mexi-

canos-americanos fue antes de comenzar formalmente el trabajo de campo. Empezaba 

a establecer contactos y tuve una entrevista por Zoom, en agosto de 2023, con una hija 

de mexicanos que vive en Los Ángeles, y durante la entrevista ella mencionó: 

 

[…] no, a ver, es que nosotros somos la primera generación porque somos los primeros que 

ya nacimos aquí… por eso no te entendí cuando me dijiste que buscabas a personas de la 

segunda generación, porque esos son ya los nietos, son los… por ejemplo mis hijos, ellos 

son ya la segunda generación, ¿me entiendes?, nosotros somos la primera” (Dafne, 32). 

 

Esta idea fue reforzada por 19 de las 23 personas entrevistadas en Chicago, quienes se 

definen como primera generación de mexicanos-americanos. Ellos no se consideran ni 

mexicanos ni americanos, sino ambas cosas, aunque con diferencias y matices. En las 

entrevistas se destaca que ellos, al ser “los hijos” de los inmigrantes, son “la primera 

generación” de nacidos en Estados Unidos y no la segunda, dado que sus padres fueron 

los inmigrantes, no ellos, de la misma forma que lo sostiene García Borrego (2003). 

Sin embargo, en coincidencia con las complejidades de los procesos de integración de 

los hijos de los inmigrantes, mencionadas anteriormente, ellos tampoco se definen 

como personas americanas. 

Una de las entrevistadas hablaba de su pueblo en Illinois:  
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So, donde yo crecí… la mayoría fueron gente blanca, americanos (Meriam, 21). 

 

Otra entrevistada narraba acerca de un mercado mexicano en Chicago, donde había 

mucha gente mexicana con quien ella podía hablar sin dificultad, pero le llamó la aten-

ción que su hermano no podía:  

 

[…] especialmente porque fui con mi hermanito y a él sí se le sale lo americano (Adeline, 22).  

 

Otra estudiante hablaba de una universidad previa en la que estudió durante un año, 

pero después se cambió a otra universidad porque:  

 

La mayoría eran… este… americanos. Sí había un poco de diversidad, pero no era tanto, 

así es (Andrea, 19). 

 

De la misma manera, Liliana hablaba de su escuela primaria:  

 

[…] los niños, la mayoría eran… eran güeros, eran gringos americanos, y eso se me hacía 

muy difícil porque… o sea, soy gringa por nacer acá, pero soy chicana, soy mexicana” 

(Liliana, 19).  

 

Billy, por otro lado, simplemente dice: “Yo soy pocho” (Billy, 22). No se asume ame-

ricano porque no habla bien el inglés y tampoco se define como mexicano porque 

considera que habla mal el español y afirma hablar un español pocho; por ello, se au-

todefine como pocho. 

Además, no solo expresan la distinción entre un “ellas las personas americanas” y 

un “nosotras las personas mexicanas”, sino que ésta tiene su origen en la discrimina-

ción y, a la vez, es fuente de discriminación. Por ejemplo, una estudiante de posgrado 

expresa:  

 

Por ejemplo, mi pareja es un hombre blanco, pero igual él tiene el privilegio de ser hombre, 

de ser blanco y es muy diferente a veces: él sin abrir la boca tiene el respeto y conmigo… 

ummm… (Elsie, 30). 

 

En otros casos, se manifiestan dificultades de identidad no solo por la autoidentifica-

ción, sino por lo que sus padres dicen de ellos: 

 

Como me dijo mi mamá: ‘no eres mexicana porque no naciste en México’, ahmmm, y aquí 

no puedes ser americana como… los ejemplos que dije de mi universidad porque soy latina, 

¿verdad? Ahmmm, y yo tengo un poco de miedo si me muevo a México, que me van a ver 
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como americana o que no soy mexicana o… que de otra manera todavía voy a ser diferente, 

que voy a ser otra (Alice, 23). 

 

Jimena expresa una especie de intimidación cuando intenta enfrentarse al mundo de la 

abogacía, que es un “mundo blanco” y difícil para ella:  

 

[…] pienso: ¿por qué no puedo yo ser lo que yo quiero ser ahora? Y sí, yo pienso que todavía 

estoy con… pues obviamente lo económico; desafortunadamente, es importante. Entonces, 

la abogacía se me hace muy tradicional, muy rígida, muy, muy como en cajas, categorías muy 

blancas, muy dominadas también por hombres. Entonces son muchas cosas, pero pues ob-

viamente eso me intimida, no siendo americana, americana, lo que se considera; no me considero 

así tampoco. Entonces como que hay una crisis de identidad, entonces sí (Jimena, 21). 

 

Es notable esta última consideración de “no siendo americana, americana, lo que se 

considera”: ¿qué se supone que se considera ser americana, americana? En el lenguaje 

coloquial, la doble mención de la palabra expresa una reafirmación de que algo o al-

guien “es realmente americano”. Entonces, Jimena se considera americana, pero no 

realmente americana. 

El sentimiento de pertenencia y de no pertenencia a ambos lugares ocurre al mismo 

tiempo, en la misma temporalidad. En Estados Unidos se sienten y son tratados como 

mexicanos y, en México, se sienten y son tratados como gringos. Esos sentimientos 

encontrados ya están internalizados y forman parte de su identidad. 

Este también es el caso de Adeline, quien dice: 

 

Cuando la primera vez que fui a México y platiqué con parientes de allá, ellos sí me dijeron: 

‘Nooo, ¿de qué hablas? Tú eres americana, eres de los Estados Unidos, tu experiencia es 

muy distinta y no creo que puedas reclaim México, no puedes decir que eres mexicana por-

que no eres de aquí’. Entonces se me hizo un poco complicado tratar de explicar ese tipo de 

orgullo que tengo de ser mexicana, en el contexto de acá, porque acá no me ven como 

americana; obviamente no me ven como una güera, entonces es difícil decir: ‘Oh, sí soy 

americana’ (Adeline, 22). 

 

Adeline justifica por qué es difícil para su familia en México entender que ella no se 

siente americana en Estados Unidos. 

 

Conclusiones 

Las narraciones son extraídas aquí como ejemplos de las diversas formas en que los 

hijos de mexicanos en Estados Unidos no se definen como segundas generaciones ni 

tampoco como americanas o americanos. El estudio aún está en proceso, pero queda 

abierta la discusión para repensar el concepto de segunda generación y valorar qué 

implicaciones puede tener en términos de identidad si se sigue sosteniendo. Denominar 
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a los hijos de los inmigrantes como inmigrantes de segunda generación, tercera, cuarta 

o subsecuentes generaciones corresponde al mundo de las convenciones y no al sentir 

ni a las apreciaciones de los propios hijos ni de los padres. El término puede influir en 

las trayectorias, pero no tanto como lo hacen la historia familiar y las experiencias 

personales en determinados contextos, por lo que conviene reexaminar su valor de uso 

en la vida cotidiana de las personas que han sido agrupadas en esta categoría. 

Además, conviene preguntarse si las clasificaciones identitarias tales como hispa-

nos, latinos, chicanos, blaxicans, afrochicanos, californios, neomexicanos, indigenous 

Mexican Americans o mexicano-americanos están teniendo efectos adversos que pro-

pician que los hijos de inmigrantes mexicanos, aun habiendo nacido en Estados Unidos 

y teniendo toda la documentación legal, no se definan como “americanos”. ¿Dichas 

clasificaciones fueron creadas con el fin de evitar que se identifiquen como americanos 

o de impedir que sean considerados americanos? ¿Quiénes han creado estas clasifica-

ciones y con qué finalidades? 

Aún siguen en el tintero preguntas interesantes para futuras investigaciones: ¿qué 

es lo que la sociedad, la política o la academia tratan de destacar de “los hijos de” 

inmigrantes para señalarlos como tales? ¿Qué será eso tan importante que los hijos de 

inmigrantes heredan de sus padres? 

Recuerdo que, en mi pueblo, cuando era niño (no dudo que siga ocurriendo), era 

común preguntar a un niño “desconocido”: ¿hijo de quién eres? De esta manera se 

sabía a qué familia pertenecía el niño cuando no se le reconocía o no se le había visto 

antes. Dicho de la manera más correcta, los adultos lograban saber “hijo de quién era” 

ese niño desconocido. 

¿Ocurre esto mismo a nivel internacional, donde los “nativos” de un país de destino 

tienen la necesidad de preguntar a quienes se ven “diferentes”, “nuevos” o “no vistos 

antes”: ¿hijos de quién son? 
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Introducción 

La migración de poblanos hacia Estados Unidos data de los años 80, aunque hay tes-

timonios recabados por nosotras que indican que, desde el fin del Programa Bracero, 

empezaron a sentarse estas bases. Asimismo, los flujos migratorios han tendido a va-

riar en el tiempo dependiendo de la región expulsora. Las formas de migrar, así como 

los lugares de destino, han ido cambiando con el tiempo. Incluso, los perfiles y, por 

ende, las actividades de las personas migrantes han presentado transformaciones. Por 

ejemplo, de un perfil masculino, originario de comunidades rurales, se ha observado 

una feminización de la migración, así como la presencia de migrantes con estudios de 

licenciatura concluidos e incluso de posgrado, además de personas originarias de zonas 

urbanas. Sin embargo, un destino importante ha sido Nueva York. Por ello, para el 

desarrollo del presente capítulo, nos referiremos principalmente a los migrantes pobla-

nos que habitan en la Gran Manzana, así como a aquellos que residen en Nueva Jersey.  

Los migrantes poblanos en ambos estados se han dedicado a actividades como la 

jardinería, la construcción y distintas labores en restaurantes; además, debido a la pre-

sencia de mujeres migrantes, han surgido actividades marcadas por el sesgo de género, 

como la limpieza y el cuidado de personas de la tercera edad, niños y mascotas, entre 
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otras (Parella y Reyes, 2019). Asimismo, han establecido sólidas redes migratorias, ya 

que primero migraron los pioneros, es decir, los padres de familia, y poco a poco la 

red se fue ampliando con la migración de los hijos, la esposa y las hijas, dando lugar 

al nacimiento de mexicanos de primera y segunda generación (Franco García, 2021).  

Esta presencia de migrantes poblanos cuenta ya con aproximadamente cuarenta años y 

se ha mantenido estable gracias a las redes migratorias, así como a las estrategias y 

conocimientos que han desarrollado, los cuales han contribuido a prolongar su estan-

cia. Los migrantes saben cómo extender su tiempo de permanencia en Estados Unidos 

y, por ende, cómo mejorar su economía y la de sus familiares. También llevan a cabo 

planes para fortalecer su conocimiento del inglés y de sus derechos en Estados Unidos; 

saben cómo evitar una deportación, así como qué actos violan las leyes de ese país.  

En suma, los migrantes poblanos, a pesar de que la mayoría se encuentra en situa-

ción de indocumentación y, en general, los migrantes mexicanos, se han mantenido de 

la mejor forma posible en Estados Unidos. Sin embargo, en los últimos meses, desde 

la segunda toma de posesión de Donald Trump como presidente, estas estrategias y 

conocimientos no han sido del todo útiles, lo que ha generado tristeza, miedo y frus-

tración entre los migrantes, quienes tienen el constante temor de ser deportados a Mé-

xico, truncando con ello sus sueños y afectando la economía de sus familias y comu-

nidades. Por ello, el presente texto presentará, en una primera parte, las políticas y 

acciones que ha llevado a cabo Trump; posteriormente, las políticas implementadas 

por el Estado mexicano como respuesta a Estados Unidos; después, las políticas del 

estado de Puebla; y, finalmente, la situación y los testimonios de las personas migran-

tes en Nueva York y Nueva Jersey ante estas políticas, aunado al papel de las organi-

zaciones de migrantes.  

 

Políticas de Estados Unidos 

Desde el primer día de su segundo mandato, Donald Trump (21 de enero de 2025) ha 

firmado acciones ejecutivas para llevar a cabo deportaciones masivas, como la expul-

sión acelerada, mediante la cual es posible expulsar a alguien de quien se sospeche que 

ha permanecido menos de dos años en ese país. La principal característica es que la expul-

sión acelerada se lleva a cabo sin que se realice una audiencia ante un juez. Asimismo, 

amenazó con recortar los recursos económicos dirigidos a las ciudades santuario, con 

el fin de proteger al pueblo estadounidense, o llevar a cabo auditorías a organizaciones 

acusadas de realizar acciones de apoyo a inmigrantes. A través de órdenes ejecutivas, 

se han tomado medidas más drásticas en torno a la migración: desde rechazar a solici-

tantes de asilo hasta negar la nacionalidad a niños nacidos de padres extranjeros.  

Estas políticas han provocado diversas reacciones a nivel mundial, sobre todo entre 

las comunidades con trayectoria migratoria en México y Estados Unidos, afectando 

con ello a las personas migrantes que habitan actualmente en ese país. Asimismo, han 

centrado la relación México-Estados Unidos en el tema migratorio y el tráfico de dro-

gas, y una forma de imponerlas ha sido mediante aranceles. Entre sus primeras accio-

nes se encuentra declarar la alerta en la frontera con México y, con ello, una serie de 
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políticas encaminadas a detener la migración indocumentada, generando a su vez un au-

mento de la confusión y el temor entre las personas migrantes de todos los orígenes, así 

como un incremento del racismo y la discriminación hacia este sector de la población.  

Estas políticas significan que al migrante se le considerará culpable de delitos gra-

ves, lo cual aumentará su vulnerabilidad y muestra una amenaza de convertir, de facto, 

a todos los inmigrantes en delincuentes. Además, exponen a las personas a una posible 

deportación sin audiencia, privándolas de la oportunidad de demostrar que cumplen 

los requisitos para obtener un estatus legal. Asimismo, se otorga poder a las agencias 

policiales para llevar a cabo estas deportaciones, lo cual conducirá a una mayor perfi-

lación racial. También se intimida a las ciudades santuario y a las organizaciones de 

apoyo a los migrantes.  

Una de estas políticas es el programa “Quédate en México”, mediante el cual el 

Gobierno de Estados Unidos ha llevado a cabo el despliegue de extensos cuerpos mi-

litares en la frontera con México. “Recientemente, el Gobierno de Estados Unidos 

anunció el despliegue de 1,500 soldados adicionales en la frontera con México, un 

aumento del 60% respecto a los 2,500 soldados ya presentes en la zona, con el objetivo 

de reforzar el control migratorio (Quevedo, 2025)”, lo cual ha repercutido en el au-

mento de detenciones por día. El endurecimiento en la frontera mediante la implemen-

tación del programa Quédate en México “concuerda con las declaraciones que hizo el 

mismo día la presidenta mexicana Claudia Sheinbaum, quien confirmó que México 

aceptaría a personas en espera de sus audiencias de asilo por razones ‘humanitarias’” 

(American Immigration Council, 2025). Esta acción ha cambiado el panorama migra-

torio de Estados Unidos y de México como país de tránsito.  

Aunque Trump ha declarado a la frontera sur de Estados Unidos en situación de 

emergencia y ha señalado que la soberanía está en peligro debido a la invasión de 

grupos criminales, terroristas, cárteles, traficantes de personas y contrabandistas, sin 

hacer referencia explícita a la migración, el endurecimiento de su política se ha llevado 

a cabo mediante el despliegue de personal y recursos militares en torno a las activida-

des del secretario de Seguridad Nacional.  

Trump proclama que la soberanía de Estados Unidos está bajo ataque, ya que la 

frontera sur está invadida por cárteles, bandas criminales, terroristas conocidos, trafi-

cantes de personas, contrabandistas, hombres en edad militar provenientes de países 

adversarios y narcóticos ilícitos. En consecuencia, ordena el despliegue de personal y 

recursos militares apropiados para apoyar las actividades del secretario de Estado, 

Marco Rubio, y de la secretaria de Seguridad Nacional, Kristi Noem –quienes han 

emitido declaraciones contundentes sobre la presencia de migrantes en Estados Uni-

dos–, así como para obtener el control operativo completo de la frontera sur.  

También Trump ha cancelado el asilo en Estados Unidos, poniendo con ello en 

jaque a la Ley de Refugiados de 1980, así como el fin del parole o permiso de entrada 

condicional para venezolanos, haitianos, cubanos y nicaragüenses. En ese sentido, no 

queda claro si revocará únicamente las nuevas entradas o también cancelará los permi-

sos anteriores, incluidos los del programa Unidos por Ucrania, así como los otorgados a 
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afganos. Asimismo, ha suspendido la llegada de refugiados a partir del 27 de enero de 

2025, ordenando un nuevo proceso para promover su asimilación a Estados Unidos. 

Finalmente, ha habido restricciones sobre las nuevas llegadas, al tiempo que ha orde-

nado al secretario de Estado limitar los programas de visados para excluir a extranjeros 

que no apoyen los valores ideológicos específicos de ese país.  

La migración mexicana ha sido una de las más afectadas. Al respecto, de acuerdo 

con los datos de Batalova (2024), en ese país hay 11.3 millones de personas migrantes 

en situación irregular, lo que equivale al 3.3% de la población total. De acuerdo con 

Passel y Krogstad (2024), el principal país de origen es México, del cual proviene el 

37% de ese total. Otros países de origen son El Salvador, Guatemala, India, Honduras 

y China. De acuerdo con datos de El Colef, en Estados Unidos residen 13.5 millones 

de personas no autorizadas, de las cuales 36.4% son mexicanos, lo que los convierte 

en el grupo más numeroso y el que podría verse más afectado por la política migratoria 

de deportación (Vázquez Correa, 2025, p. 4).  

Las deportaciones provocarían grandes costos no solo económicos, sino también 

sociales, debido a la separación de familias, lo cual aumentaría la pobreza y la vulne-

rabilidad de los hogares migrantes. “El Colef estima, con datos de la Current Popula-

tion Survey, Annual Social and Economic Supplement (ASEC) 2024, que 3.4 millones 

de hogares estarían en riesgo de que alguno de sus integrantes sea deportado, de los 

cuales, en 1.7 millones de hogares hay menores de 18 años de origen mexicano y, de 

estos, en 1.2 millones de hogares habitan niñas, niños o adolescentes menores de 13 

años” (Vázquez Correa, 2025, p. 4).  

Ante el riesgo de expulsión de los migrantes irregulares, también se suman 1.5 mi-

llones de personas que ingresaron a Estados Unidos mediante los programas CBP One 

y Parole Humanitario (Vallejo, 2025), lo cual coloca en una situación de mayor inde-

fensión y vulnerabilidad a estas poblaciones, ya de por sí expuestas a tales condiciones. 

CBP One fue cancelado, a pesar de que la plataforma en línea otorgaba alrededor de 

1,500 citas diarias, lo cual provocó afectaciones a aproximadamente 30,000 migrantes.  

El 23 de enero de 2025, el Congreso de Estados Unidos, liderado por el Partido 

Republicano, envió al presidente el proyecto denominado Ley Laken Riley (Laken fue 

una estudiante de enfermería asesinada por José Ibarra, inmigrante indocumentado con 

antecedentes de una citación por hurto en una tienda). Por ello, la ley firmada por 

Trump el 29 de enero de 2025 “ordena a las autoridades migratorias la detención de 

inmigrantes no autorizados que cometan robos menores u otros delitos no violentos” 

(Vázquez Correa, 2025).  

Hay un punto que genera mucha preocupación entre las familias de migrantes: la 

revocación de la ciudadanía estadounidense por nacimiento. De acuerdo con la Deci-

mocuarta Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos, se garantiza que todo 

niño o niña nacido dentro de la jurisdicción de ese país es ciudadano, independiente-

mente del estatus de sus padres. Los migrantes poblanos, y en particular los mexicanos, 

a través de sus redes migratorias se informaron de que una forma de obtener una es-

tancia más prolongada en Estados Unidos era teniendo hijos en ese país.  



Cristina Cruz Carvajal /  

Claudia Anait Ocman Azueta 

70 

Sin embargo, desde el 21 de enero de 2025, Trump revocó esta disposición, infor-

mando que ya no se reconocerá la ciudadanía estadounidense de las personas nacidas 

posteriormente al 19 de febrero de 2025 en ese territorio si la madre o el padre se 

encuentran en situación de indocumentación o cuentan con un estatus legal temporal, 

o si el padre es titular de una Green Card. Esto se implementó como una forma de 

proteger el valor de la ciudadanía estadounidense. Incluso, en ese sentido, se restringirá 

la expedición de visados o se procederá a su revocación para quienes lleven a cabo 

“turismo de nacimiento”.  

Asimismo, planea negar la prestación de beneficios públicos a cualquier extranjero 

indocumentado y contratar a más agentes y oficiales para realizar tareas migratorias. 

Esta propuesta trumpista todavía se encuentra en discusión.  

En ese sentido, “el presidente Trump ordenó a las agencias federales retener los 

documentos de ciudadanía de los hijos de madres que son inmigrantes no autorizadas 

o tienen visas temporales, a menos que el padre sea ciudadano estadounidense o resi-

dente permanente legal. Esta orden, prevista para entrar en vigor el 19 de febrero de 

2025, exige detener la emisión de pasaportes, tarjetas de Seguro Social y otros docu-

mentos a estos niños” (American Immigration Council, 2025). A la fecha (corte al 17 

de febrero de 2025), tres jueces habían suspendido el decreto ejecutivo de Trump en 

esta materia (Vázquez Correa, 2025). Sin embargo, existe una problemática respecto 

al funcionamiento de esta medida desconocida por la ciudadanía estadounidense: cada 

estado de la Unión Americana desempeña un papel importante en la emisión de actas 

de nacimiento. “El esfuerzo por revocar unilateralmente la ciudadanía por derecho de 

nacimiento ya enfrenta varias demandas, y la implementación de este esfuerzo puede 

detenerse en los tribunales” (American Immigration Council, 2025).  

Además, el gobierno de Trump ha llevado a cabo redadas en grandes centros urba-

nos para deportar a migrantes irregulares, implementando vuelos militares de deporta-

ción y negociando con Nayib Bukele, presidente de El Salvador, para que su país fun-

cione como tercer país seguro y traslade migrantes a la base militar de Guantánamo 

(Cantú, 2025). Esta situación pone a México en una posición compleja, debido a que 

se convierte en país de refugio ante la amenaza de deportación de migrantes, pero tam-

bién ante la recepción de connacionales retornados de forma voluntaria o forzada.  

 

Políticas de México 

Como se mencionó anteriormente, el presidente Donald Trump ha utilizado la estrate-

gia de imponer aranceles a distintos productos de exportación como una forma de pre-

sión política que, para el caso mexicano, se vincula directamente con el tema migrato-

rio. Desde inicios de febrero de 2025, ha impuesto aranceles al aluminio y al acero sin 

exenciones, afectando a países como México, uno de sus principales exportadores. 

Como se observa, esta medida tiene un efecto de presión política para que los países 

cooperen en la recepción de sus ciudadanos deportados e incluso de migrantes de otras 

nacionalidades. Esta presión es especialmente relevante para nuestro país, debido a 

que históricamente los mexicanos y centroamericanos constituyen la mayoría de las 
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deportaciones. “Entre 2021 y 2024, México, Guatemala, Honduras y El Salvador re-

presentaron 87% de todas las repatriaciones, de las cuales 63% fueron de mexicanos 

(Migration Policy Institute [MPI], 2025) (Vázquez Correa, 2025)”.  

Sin embargo, para México no es clara la cifra de deportaciones recibidas. “De 

acuerdo con la presidenta Claudia Sheinbaum, México recibió 6,244 migrantes depor-

tados en las primeras dos semanas de la administración del presidente Donald Trump, 

incluyendo al menos 1,371 de otras nacionalidades (corte al 30 de enero de 2025) (DW, 

2025). Posteriormente, el 17 de febrero de 2025, la titular del Ejecutivo Federal in-

formó que se han deportado 14,470 migrantes, de los cuales 11,379 son mexicanos. 

Por su parte, la Unidad de Política Migratoria de la Secretaría de Gobernación reportó 

las siguientes estadísticas migratorias relativas al periodo de enero a diciembre de 

2024: de acuerdo con cifras del Instituto Nacional de Migración (INM), hasta el 15 de 

octubre de 2024, México recibió 122 vuelos de connacionales provenientes de Estados 

Unidos mediante el Procedimiento de Repatriación al Interior de México: nueve al 

Aeropuerto Internacional de Morelia, ocho al Aeropuerto Internacional de Guadalajara 

y 105 al Aeropuerto Internacional Felipe Ángeles (AIFA). Mediante este procedi-

miento se realizó la recepción de 14,959 personas repatriadas, de las cuales 11,404 

fueron hombres y 3,555 mujeres. Respecto al acompañamiento, se registraron 226 uni-

dades familiares: 37 biparentales y 189 monoparentales. Dentro de estas unidades fa-

miliares se identificó la presencia de 350 niñas, niños y adolescentes (160 niñas y 190 

niños) (INM, 2024)” (Vázquez Correa, 2025).  

Esas deportaciones van a requerir la aplicación de recursos no solo para atender 

necesidades básicas, que van desde un traslado seguro hasta un adecuado proceso de 

reinserción en las comunidades de origen. Sin embargo, esto es difícil debido al control 

de cárteles y grupos criminales en las fronteras y rutas de tránsito. Sobre todo, estas 

deportaciones resultarían graves debido a la afectación económica derivada de la dis-

minución de remesas, la cual el Banco de México calculó en 64,745 millones de dóla-

res para el año 2024, cifra superior a los 63,319 millones registrados en 2023.  

Al respecto, Li Ng (2025) expresó: 

 

En marzo, el flujo de remesas a México creció 2.7%; llegaron 5,150 millones de dólares. 

Durante el primer trimestre de 2025, México recibió 14,269 millones de dólares por reme-

sas, lo que equivale a un crecimiento del 1.3% en comparación con el mismo trimestre de 

2024. En marzo de 2025, la tasa de desempleo nacional en Estados Unidos se mantuvo 

relativamente baja en 4.2%, nivel similar a los registrados en los últimos 10 meses.  

 

Asimismo, el Gobierno debe atender a los migrantes en tránsito, ya sea a causa de la 

deportación o porque quedaron en México durante su trayecto hacia Estados Unidos. 

En este aspecto es importante no solo el papel del Gobierno, sino también el de las 

organizaciones, las cuales se están preparando ante estas deportaciones. Por su parte, 

Stiftung (2025) manifestó lo siguiente: 
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En diciembre de 2024, las organizaciones de la sociedad civil enviamos una carta a la pre-

sidenta de México con nuestras preocupaciones y recomendaciones al respecto, y ofrecimos 

nuestra colaboración para diseñar una política migratoria acorde con principios constitucio-

nales y de derecho internacional. También elaboramos una propuesta con 11 ejes para el 

diseño de una política migratoria y de asilo.  

 

Resulta importante también el impacto del Título 8 del Departamento de Seguridad de 

Estados Unidos, que faculta al Departamento de Seguridad Nacional para imponer 

sanciones a las personas que crucen la frontera de forma indocumentada. Por ello, mu-

chos migrantes en tránsito hacia Estados Unidos se ven obligados a permanecer en 

México de forma indefinida y en condiciones precarias. En este sentido, Espinoza Or-

tiz (2025) propone la necesidad de crear una agenda binacional que respete los dere-

chos humanos y promueva movilidades seguras. Sin embargo, la actual política de 

Estados Unidos no prioriza este objetivo, dejando a México en distintas situaciones de 

dificultad que van desde lo económico hasta lo social.  

La presidenta Claudia Sheinbaum ha anunciado medidas de apoyo a cargo de los 

consulados mexicanos en Estados Unidos para la atención y asistencia de connaciona-

les que puedan tener algún problema debido a su situación migratoria irregular. Estas 

medidas cuentan también con el respaldo de los gobiernos estatales que, para el caso 

poblano, han anunciado la apertura de espacios para el recibimiento de migrantes, apo-

yando su reinserción en las comunidades de origen.  

 

Políticas en Puebla 

El estado de Puebla ocupa el quinto lugar a nivel nacional en materia migratoria. Ade-

más, es un importante receptor de remesas. De acuerdo con datos del Banco de México, 

de enero a septiembre de 2024 las remesas enviadas al estado ascendieron a 3,366.8 

millones de dólares (Banxico, 2025). En este marco, cabe señalar que la migración de 

poblanos está motivada por factores económicos de diversa índole, pero también por 

causas de reunificación familiar.  

De acuerdo con diversos reportes de prensa, se tiene registrado que, desde que 

inició el gobierno de Donald Trump y hasta el momento de escribir estas líneas (mayo 

de 2025), se ha deportado aproximadamente a 2,239 migrantes, de los cuales solo 13% 

han sido atendidos por el gobierno estatal poblano. Según datos de la Secretaría de 

Gobernación de Puebla, únicamente se ha tenido contacto con 301 migrantes deporta-

dos originarios de la entidad, la mayoría procedentes de los municipios de Izúcar de 

Matamoros, Palmar de Bravo, Domingo Arenas, Tehuacán, Tecamachalco, Chiautla 

de Tapia, Tlacotepec, Ajalpan, Zacapoaxtla y Chignahuapan. A los migrantes que se 

han acercado al Gobierno de Puebla o que han sido contactados se les han brindado 

servicios de salud, vivienda, trabajo y educación, así como orientación para la regula-

rización de trámites y servicios. Sin embargo, la problemática radica en que muchos 

migrantes desconocen la existencia de estos apoyos.  
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Debido a la importancia de la migración para Puebla, el Gobierno estatal tiene la 

intención de implementar medidas ante las políticas de Donald Trump, considerando 

la relevancia de Puebla como estado receptor de remesas. El gobernador Alejandro 

Armenta Mier anunció, el miércoles 22 de enero, el reforzamiento de las Casas Puebla 

del Migrante en Nueva York y Nueva Jersey. Asimismo, se anunció una inversión cercana 

a 10 millones para la Casa Puebla en Los Ángeles y la apertura de una Casa Puebla en 

Chicago, con la finalidad de acercar el apoyo a los connacionales de ese estado.  

Asimismo, para el caso poblano, existen apoyos para personas repatriadas mediante 

el programa “Migrante Emprende”, del Instituto Poblano de Asistencia al Migrante 

(IPAM). Este brinda apoyos económicos para el establecimiento de distintos tipos de 

negocios, como plomerías, tortillerías, autolavados, venta de bienes y productos diver-

sos, así como proyectos agropecuarios, de riego y de siembra.  

Por su parte, San Pedro Cholula creará un Centro de Atención a Migrantes que 

comenzará a operar en abril, con el objetivo de brindar apoyo tanto a los migrantes 

repatriados como a sus familias. Este espacio ofrecerá asistencia en trámites como la 

obtención de visas y pasaportes, así como orientación sobre servicios de salud, vi-

vienda, empleo y educación. Además, el Gobierno de Puebla ha identificado al menos 

20 municipios con terrenos disponibles para la construcción de vivienda social desti-

nada a migrantes repatriados, incluyendo Acatlán de Osorio, Tepexi de Rodríguez, 

Tepeaca y Acajete. Para garantizar su integración, las autoridades trabajan en coordi-

nación con los gobiernos municipales para dotar de servicios básicos, como agua po-

table, electricidad y drenaje, a estas futuras viviendas.  

A tales efectos, se discute la viabilidad de estas propuestas, ya que muchos migran-

tes y sus familiares no están informados al respecto o suelen enterarse después de que 

ha concluido determinada convocatoria, las cuales tienden a tener una duración muy 

corta, como ocurre con el programa de Reencuentro Familiar. Además, de este pro-

grama surge la crítica de que, en la actualidad, muchos migrantes poblanos indocu-

mentados desean mantener un bajo perfil y evitar ser notados; por ello, ante las difi-

cultades actuales, no desean ser reunificados. También vale la pena discutir la con-

gruencia de estas políticas, ya que, en la mayoría de las ocasiones, muchos de estos 

programas no tienden a apoyar realmente a las personas migrantes.  

 

Metodología 

Para el desarrollo del presente capítulo utilizamos como parte de nuestra metodología 

la entrevista estructurada y semiestructurada a personas migrantes que se encuentran 

en Nueva York. Cabe mencionar que las entrevistas fueron realizadas por medios elec-

trónicos, mediante WhatsApp, Facebook Messenger e iMessage. Algunas se llevaron 

a cabo por llamada telefónica, mientras que otras se realizaron mediante mensajes de 

texto; en ocasiones, ambas partes compartían noticias de lo acontecido, recomendacio-

nes y fotografías de su estancia en Estados Unidos.  

Los migrantes entrevistados son originarios de las ciudades de Atlixco, Izúcar de 

Matamoros y Puebla, pertenecientes todos al estado de Puebla, y eran previamente 
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conocidos por nosotras. Se entrevistó a 10 mujeres y a 8 hombres; además, se observó 

una mayor apertura para brindar su testimonio por parte de las mujeres. Sus edades 

oscilan entre los 28 y los 56 años. También se observó que, dependiendo de la edad de 

la persona entrevistada, varía la forma de obtener la entrevista. Nos referimos a que, si 

una persona tiene más de 38 años, prefiere las llamadas o videollamadas; en cambio, 

si es más joven, suele preferir los mensajes de texto.  

Debido al uso de tecnologías de la información que el propio estilo de vida adqui-

rido en Estados Unidos promueve entre ellos, es muy frecuente el uso de computadoras 

personales, tabletas y, principalmente, teléfonos celulares. Asimismo, todos los mi-

grantes entrevistados cuentan con internet doméstico y plan de datos móviles, lo cual 

facilitó la comunicación. Durante estos meses han compartido en sus redes sociales 

mensajes de ánimo para la comunidad migrante, consejos para mantener la salud, men-

sajes e imágenes de carácter religioso, recomendaciones para evitar una deportación, 

tácticas para responder en caso de detención, información sobre los derechos que po-

seen en Estados Unidos, así como noticias de lo que ocurre en sus comunidades de 

Nueva York y Nueva Jersey; un ejemplo son las noticias sobre el paso del ICE (Immi-

gration and Customs Enforcement) por sus calles. De ahí que la comunicación con los 

migrantes entrevistados se haya realizado por medios electrónicos, especialmente a 

partir de la pasada pandemia.  

Los temas de las preguntas giraron en torno al temor que perciben ante la deporta-

ción, el endurecimiento de las políticas de Estados Unidos en materia migratoria, el 

cuidado al desenvolverse en entornos públicos, la discriminación y el racismo deriva-

dos de estas políticas, el acercamiento con organizaciones y, finalmente, la idea del 

retorno a México. Cabe mencionar que todos los nombres de las personas fueron mo-

dificados debido a consideraciones éticas y también porque las propias personas entre-

vistadas lo solicitaron, a fin de preservar su anonimato. 

 

Testimonios de migrantes 

La migración es una de las cuatro principales preocupaciones entre la población esta-

dounidense, la cual deposita su confianza en Donald Trump para resolver esa proble-

mática. Los otros temas de preocupación son la seguridad nacional, la economía y la 

inflación. Gallup, empresa de análisis y asesoría, muestra que una parte importante de 

la población estadounidense está a favor de una reducción de la población migrante 

debido al récord de cruces registrado en 2023. De ahí el respaldo de la opinión pública 

estadounidense a las medidas implementadas por Trump para contener la migración 

indocumentada, como el aumento del control en la frontera, la deportación o la prohi-

bición de las solicitudes de asilo. Sin embargo, apoyan el otorgamiento de ciudadanía 

a quienes hayan nacido en ese territorio y cumplan con ciertos requisitos. A esto se 

refiere el que ninguna agencia o departamento gubernamental emitirá o aceptará do-

cumentos emanados de los tres órdenes de autoridad en torno a: “1) cuando la madre 

estaba presente ilegalmente y el padre no era ciudadano o residente permanente legal, 
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o 2) cuando la presencia de la madre era legal pero temporal y el padre no era ciuda-

dano estadounidense o residente permanente legal” (Jones, 2024).  

Pew Research Center muestra datos similares a los de Gallup, ya que, de acuerdo 

con la investigación de Baxter Oliphant y Copeland (2025), la población estadouni-

dense que apoya al Partido Republicano y que se autoidentifica como blanca aprueba 

la deportación de personas indocumentadas, así como los recortes federales a ciudades 

y estados que no colaboren con dichas deportaciones, lo cual afecta a las ciudades santua-

rio. Asimismo, respaldan las deportaciones asociadas a conductas delictivas. Ante es-

tas políticas, muchos migrantes poblanos han experimentado temor, miedo y frustra-

ción, pues comentan que, durante todo su tiempo de estancia en Estados Unidos, han 

tratado de no violar la ley ni cometer acciones que puedan conducir a su deportación.  

En primer lugar, mencionamos el caso de Angélica Contreras, de 51 años, dado que 

fue quien mostró mayor apertura al brindar su testimonio. Angélica es una migrante 

poblana originaria de Atlixco que lleva más de 15 años continuos en Estados Unidos. 

Vive en Monmouth, Nueva Jersey, con su esposo, originario del Estado de México, y 

sus hijos; dos de ellos también son originarios de Atlixco y una hija nació en Nueva 

Jersey. Angélica se dedica a actividades de limpieza de oficinas. Debido a su larga 

estancia en Estados Unidos, ha presentado problemas de salud de carácter renal deri-

vados de su alimentación en ese país. A causa de estos problemas, desea retornar a 

México; sin embargo, aún permanece en Estados Unidos.  

Angélica nos comenta que, durante el primer mandato de Trump, ella y los migran-

tes que la rodean –amigos y familiares– tenían temor ante la deportación debido al 

rechazo de este presidente hacia la población migrante; sin embargo, no habían expe-

rimentado hasta ahora un miedo tan generalizado. Comenta sentirse con miedo ante la 

separación familiar, debido a que tiene una hija menor de edad nacida en Estados Uni-

dos, así como por la posibilidad de que a su hija se le retire la ciudadanía.  

 

Con el presidente Obama y Biden no habíamos tenido tanto miedo, pero ahora sí. Y eso no 

solo yo, sino que mi familia, mis amigas y conocidas también lo tienen. Hablando por telé-

fono con mi mamá [que vive en Atlixco], dice que ella también tiene miedo, porque las noticias 

de Trump pasan mucho por la tele, y le preocupa que no quiera a los migrantes. Como si 

este país no se hubiera construido con base en los migrantes […] Entonces, a todos nos 

preocupan los malos tratos, aun cuando igual cooperamos para que este país esté bien (en-

trevista realizada a Angélica Contreras vía videollamada de Facebook, 3 de mayo de 2025).  

 

La hermana de Angélica, Alejandra Contreras, también lleva viviendo 15 años en Es-

tados Unidos. Tiene 47 años y se desempeña en actividades de cuidado de personas de 

la tercera edad en una casa hogar. Sin embargo, siente más temor que su hermana 

Angélica debido a que ya fue enjuiciada una vez por violencia intrafamiliar, tras haber 

golpeado a sus hijos; la trabajadora social de la escuela donde estudiaban los niños 

descubrió la situación. Por ello, fue aprehendida durante ocho meses. Debido a esa 

experiencia, su mayor preocupación es la deportación, ya que existe un registro oficial 

por un delito de carácter familiar.  
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Ella menciona: “Ahora sí me preocupa, y me ando con mucho cuidado para evitar 

que me regresen. Aunque mis hijos nacieron aquí y ya están grandes, no quisiera que 

me alejaran de ellos”. Asimismo, comenta percibir un aumento del racismo y la discri-

minación originados por las duras políticas de Trump: “Antes la gente nomás te mal 

veía, pero ahora se atreven a gritarte, quitarse de tu lado en el camión, a voltear feo 

cuando ven tu casa, e igual cuando ven a los niños. Una señora me gritó que apestaba, 

pero yo no estaba sucia, y creo que es por culpa de Donald Trump” (entrevista reali-

zada vía WhatsApp a Alejandra Contreras, 24 de marzo de 2025). Señala que, debido 

a ese temor, permanece atenta tanto a las noticias de la prensa de su comunidad como 

a los avisos emitidos por organizaciones de personas migrantes sobre operativos de 

vigilancia por parte del ICE (Immigration and Customs Enforcement), con el fin de evitar 

una deportación. También expresa que sigue con atención las recomendaciones, sobre 

todo de dichas organizaciones, acerca de cómo responder en caso de una detención.  

Por su parte, Saúl Corona, esposo de Angélica, originario de Iztapalapa, Estado de 

México, de 48 años de edad, quien lleva más de 17 años continuos en Estados Unidos 

trabajando en Nueva Jersey en el sector de la construcción, comenta que también ex-

perimenta temor. Sin embargo, una forma en la que él y su familia enfrentan esa situa-

ción es mediante el acercamiento a la Iglesia católica. En Nueva Jersey existen varias 

parroquias que ofrecen lo que denominan ministerios hispanos, es decir, misas en es-

pañol, así como la impartición de sacramentos como bodas, bautizos o unción de los 

enfermos. En este caso destaca la parroquia de Santa Ana, perteneciente a la Diócesis 

de Trenton, en Browns Mills, debido a la considerable cantidad de personas que acu-

den a ella. En sus redes sociales y durante las entrevistas realizadas, mostró que efec-

tivamente encuentra refugio en su fe, al tiempo que mantiene contacto constante con 

amigos y conocidos en torno a la religión y a las actividades organizadas por la iglesia, 

como retiros o kermeses.  

Saúl menciona que ha presenciado actos de racismo y discriminación hacia la po-

blación latina, sin importar el estatus migratorio de las personas. Por ello, considera 

muy importante el acercamiento a la iglesia y a su fe, no solo como una manera de 

mantenerse tranquilo, sino también de relacionarse con otras personas que comparten 

los mismos sentimientos ante la oleada antiinmigrante. Así pues, Saúl comenta:  

 

Efectivamente sí sucede que aumentaron los malos tratos. Los patrones se mantienen un 

poco más cortantes, y hasta las personas de otros países, como los chinos, incluso nos dis-

criminan. En el transporte público, llegué a ver el caso de que el chofer le gritó a una mu-

chacha por la confusión de que supuestamente ella no había pagado su pasaje. Entonces, 

esas cosas que dice Trump es increíble cómo pueden afectar de muchas maneras la vida de 

las personas (entrevista realizada vía WhatsApp a Saúl Corona, 13 de abril de 2025).  

 

Se ha observado, mediante las redes sociales y las entrevistas, que, a pesar del temor 

–que es el sentimiento predominante–, también persisten razones para mantenerse 

tranquilos y seguir adelante. Tal es el caso de Mariana Reyes, originaria de Izúcar de 

Matamoros, de 55 años, quien habita en New Rochelle, Nueva York, y trabaja en la 
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limpieza de casas y el cuidado de mascotas desde hace más de 20 años. Ella constan-

temente se ha sentido preocupada, ya que, a pesar de su larga estancia, no ha regulari-

zado su estatus migratorio. Comenta que su principal preocupación es la deportación, 

pues perdería todas sus pertenencias y, además, no tiene casa propia en Izúcar debido 

a su prolongada residencia junto con sus hijos en Nueva York. Para ella, a su edad, 

regresar significaría empezar de nuevo; aun así, se mantiene serena y procura no hacer 

algo indebido. 

Mariana Reyes señala lo siguiente:  

 

[…] para nosotros los migrantes es muy importante obtener comunicación con otros mi-

grantes. Saber qué es lo que puede violar la ley o lo que no. Aquí dejar basura mal puesta o 

dejar que se te prenda la alarma de incendio puede ser causa de que llegue la policía a tu 

casa y, por lo tanto, promover una deportación, porque ya funges en sus registros de ellos. 

Entonces, hay que actuar con cuidado, para vivir tranquilos, para estar más tiempo y mejor 

aquí (entrevista realizada a Mariana Reyes vía Facebook Messenger, 24 de abril de 2025).  

 

Ante estas políticas, existe también otra preocupación entre todos los migrantes, inde-

pendientemente de su edad o situación personal y familiar: la eliminación de la ciuda-

danía para hijos nacidos de personas migrantes. Muchos de nuestros entrevistados tie-

nen uno o más hijos nacidos en Estados Unidos o conocen a algún infante o adolescente 

que nació en ese país y es descendiente de migrantes mexicanos. Entre las personas 

migrantes entrevistadas, no solo es común el temor a la deportación y el rechazo a las 

políticas de Trump, sino también la preocupación ante la posible eliminación de la 

ciudadanía por nacimiento.  

Para ilustrar esta situación retomamos el caso de Blanca Villegas, originaria de 

Atlixco, de 30 años de edad, quien trabaja en un restaurante realizando actividades que 

van desde la limpieza hasta la cocina. Vive en Nueva York desde hace 12 años. Tiene 

tres hijos; dos de ellos nacieron en Estados Unidos. El mayor migró con Blanca cuando 

tenía apenas cinco años. Los dos hijos menores gozan de los privilegios de la ciudada-

nía estadounidense, donde resulta evidente la diferencia de trato respecto a su hermano 

nacido en México. Actualmente está embarazada nuevamente y comenta sentirse con-

fundida, pues su principal preocupación no es únicamente que el bebé nazca sano o 

que su propio embarazo transcurra adecuadamente, sino que a su hijo no le reconozcan 

la ciudadanía.  

Al respecto, Blanca comenta que esa situación no solo dejaría al bebé en la inde-

fensión, sino que también le genera dudas sobre qué nacionalidad tendría entonces el 

recién nacido. En tal sentido, señaló: 

 

[…] la verdad, muchas mujeres y familias aprovechamos estar aquí para tener nuestros hi-

jos. No es lo mismo la situación de acá que la de México. En seguida que nacieron mis 

niños, les saqué su pasaporte, como una forma de decir que son de aquí. A ellos, al nacer, 

el hospital les dio su pañalera con cosas; me dieron tickets de despensa para bebés de 
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acuerdo con su edad, solo por ser americanos. Me preocupa que vayan a quitar eso, porque 

no solo los niños, sino en general las familias, nos veremos afectadas económicamente. Y 

es todavía más preocupante la deportación. ¡Imagínate que me deportan y me alejan de mis 

criaturas! Ay no, yo creo que me muero de la tristeza por ese alejamiento (entrevista reali-

zada a Blanca Villegas vía videollamada de Facebook Messenger, 16 de marzo de 2025).  

 

Sobre la idea del retorno, tomamos el caso de Mariela Campos, de 47 años de edad, 

originaria de San Jerónimo Coyula, Atlixco. Ella se dedica al cuidado de personas de 

la tercera edad en una casa de descanso desde hace ocho años. Comenta que su activi-

dad es muy extenuante debido a la vigilancia constante que requieren las personas 

mayores, aunque señala que suelen ser amables y amistosas, lo que hace menos difícil 

su trabajo. Mariela emigró a Estados Unidos con la intención de reunir recursos para 

establecer un negocio propio y afirma haber alcanzado esa meta. Por ello, está consi-

derando regresar a Puebla. Al respecto comentó: 

  

Pensaba juntar cierta cantidad para poder poner una tortillería, porque las máquinas son 

caras, pero ya lo tengo. Además, estas políticas de rechazo, que nunca había visto tan fuer-

tes, me quitan las ganas de estar aquí. Veo a gente que es más aguantadora que yo, a lo 

mejor porque llevan más tiempo que yo. Yo nunca he desobedecido la ley, pero me daría 

mucha pena que me deporten, por eso mejor pienso regresar por mi propio pie, aunque, 

siendo sincera, no sé cómo hacerlo; qué tal si voy a comprar mi boleto de avión y en el 

aeropuerto me detienen, ¡qué miedo! (entrevista realizada a Mariela Campos vía iMessage, 

7 de mayo de 2025). 

 

La última entrevista que realizamos fue a Jorge Novoa, en la ciudad de Puebla, quien 

fue deportado por pandillerismo. Su deportación ocurrió hace cuatro años. Él se dedi-

caba a la jardinería o landscaping en Nueva Jersey. A pesar del tiempo transcurrido 

desde entonces, comenta que resulta vergonzoso vivir esa experiencia, porque significa 

que la persona no logró mantener la conducta necesaria para prolongar su estancia en 

Estados Unidos.  

 

El hecho de que te deporten ya habla mal de ti, y ahora con las políticas de Trump, que es 

más fácil, creo que hace que te aumente la vergüenza, porque ya gastaste para ir, estuviste 

poco tiempo, te cacharon por violar la ley, y a tu regreso, la familia, la gente que sabe, te 

critica porque para ellos significa que no puedes concretar algo (entrevista realizada a Jorge 

Novoa, en la ciudad de Puebla, 2 de marzo de 2025).  

 

Así, considera que la deportación, además de representar vergüenza, implica frustra-

ción por no haber podido cumplir sus metas económicas. Para él, la migración no solo 

tiene connotaciones económicas, sino también una dimensión simbólica asociada al 

éxito derivado de haber trabajado en Estados Unidos.  
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El papel de las organizaciones 

Las organizaciones de migrantes, en el caso específico de Nueva York y Nueva Jersey, 

han desempeñado un papel muy activo. Destacan organizaciones como Mixteca Orga-

nization, Inc., Mujeres en Movimiento, Coalición Mexicana, Fuerza Migrante y Casa 

Freehold, en Nueva Jersey. Estas organizaciones han compartido en sus redes sociales 

información sobre cómo proceder en caso de una detención.  

Dichas organizaciones surgieron como una forma de resistencia ante modos de vida 

distintos a los de sus lugares de origen y contribuyen a transformar el espacio y, por 

ende, la existencia de los migrantes en Estados Unidos. En la actualidad, han ayudado 

a sobrellevar las dificultades derivadas de las políticas de Donald Trump, las cuales 

han incrementado la persecución y el temor en un entorno ya de por sí adverso. Las 

organizaciones constituyen un apoyo para enfrentar el choque cultural y, mediante 

ellas, no solo se entretejen redes, sino que también se apropian y recrean los espacios 

(Bravo Sosa, 2024).  

Para el caso de Nueva Jersey, destaca el papel de Casa Freehold, no únicamente 

porque cuenta con muchos años de activismo bajo la dirección de Marguerita Jane 

Dentino, sino porque actualmente la organización ha estado sumamente activa frente 

a la ola de deportaciones de migrantes. Casa Freehold fue fundada en 2004 como res-

puesta a las necesidades de una creciente población inmigrante, con el objetivo de 

ayudar a los migrantes recién llegados a integrarse y convertirse en miembros produc-

tivos de su nueva comunidad, mediante el empoderamiento a través de conocimientos 

y recursos relacionados con migración, educación, vivienda y salud, entre otros aspec-

tos. Según palabras de Dentino: “Nuestro objetivo es mejorar el bienestar de la comu-

nidad inmigrante a través del servicio y del activismo para que puedan encontrar una 

vida mejor en los Estados Unidos de América”.  

Desde el inicio del segundo mandato de Trump, Casa Freehold, en sus instalaciones 

ubicadas en la calle Jackson, en Freehold, Nueva Jersey, se ha encargado de difundir 

noticias sobre deportaciones, reportes de presencia de agentes del ICE y estrategias de 

respuesta en caso de detención. También presenta historias de éxito de migrantes de 

diversos orígenes que habitan en Nueva Jersey, como una forma de fortalecer la resi-

liencia de la población migrante, así como videos de reunificación familiar después de 

detenciones realizadas por el ICE. Casa Freehold también ha convocado y participado 

en manifestaciones en Washington D. C., frente a la Corte Suprema, para protestar contra 

las medidas antiinmigrantes y apoyar el Birthright Citizenship. Asimismo, ha partici-

pado en protestas relacionadas con la detención de integrantes de organizaciones y del 

alcalde Ras Baraka, de Newark, arrestado en un centro de detención del mismo con-

dado tras acudir a inspeccionar instalaciones del ICE en Nueva Jersey. También se ha 

encargado de enseñar a los migrantes, independientemente de su estatus migratorio, los 

derechos que poseen por encontrarse en Estados Unidos. Finalmente, difunde noticias 

sobre las acciones emprendidas por el Gobierno de México en materia migratoria.  

Para el caso neoyorquino, en Brooklyn, destacamos a Mixteca Organization, creada 

en el año 2000 con la finalidad de atender problemáticas de los migrantes en temas de 
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salud, educación y asuntos legales, entre otros. Ante la situación actual, también brinda 

apoyo emocional, talleres y presentaciones sobre los derechos de las personas migran-

tes. Su misión es empoderar a los migrantes mexicanos y latinoamericanos, proporcio-

nando acceso a servicios y conocimientos que favorezcan su desarrollo.  

Asimismo, lleva a cabo actividades como talleres de siembra o de cuidado gineco-

lógico, conmemoraciones como el Día de la Tierra (22 de abril), terapias psicológicas para 

promover la salud mental entre mujeres migrantes derivadas del alejamiento de sus fami-

liares, clases gratuitas de inglés, apoyo para la inscripción al NYCare, exámenes bási-

cos de salud –como pruebas de VIH, glucosa y presión arterial–, así como asesorías 

sobre los derechos adquiridos por residir en Nueva York.  

El papel de éstas y otras organizaciones ha sido vital para la resistencia, la integra-

ción, la comunicación y el establecimiento de relaciones entre los migrantes mexicanos 

en Estados Unidos. Estas no solo coadyuvan al mantenimiento de la identidad y la cultura 

de mexicanos y latinoamericanos en ese país, sino que también evidencian su capaci-

dad de organización y consolidación como comunidad. Finalmente, contribuyen al for-

talecimiento de lazos transnacionales, ya que quienes permanecen en los lugares de origen 

mantienen comunicación y conocimiento de las actividades desarrolladas por estas y 

muchas otras organizaciones de migrantes.  

 

Conclusiones 

Sin duda, la política y el panorama en general en torno a la migración México-Estados 

Unidos han cambiado. El continuo discurso del presidente Trump, que asocia la mi-

gración con una actividad criminal, ha provocado discriminación y racismo, pero tam-

bién ha puesto en riesgo los derechos humanos y la seguridad de las personas. No obstante, 

de acuerdo con el Migration Policy Institute, las acciones iniciales del segundo man-

dato de Trump podrían estancarse en la Corte Suprema, ya que estas enfrentan desafíos 

legales vinculados a la resistencia de las entidades federativas y a la necesidad de un 

mayor financiamiento por parte del Congreso. También existe oposición por parte de in-

tereses comerciales, así como falta de cooperación de los países receptores de personas 

deportadas (Migration Policy Institute, 2025). Al respecto, la Corte Suprema desaprobó la 

deportación de venezolanos mediante el uso de la Ley de Enemigos Extranjeros, por 

lo que varias de sus políticas podrían ser rechazadas.  

Con los constantes cambios en la política exterior de Estados Unidos, la migración 

se ha complejizado, sobre todo para el caso mexicano, considerando su situación res-

pecto a las distintas fases migratorias, pero también en torno a los recursos económicos 

y a la relación con otros países. Estados Unidos visualiza la migración como una pro-

blemática de seguridad nacional: 

 

[…] y se ha inscrito la misma en lógicas de disputa geopolítica a escala regional y global. Por 

otra parte, desde otros países como México, comienza a promoverse una visión alternativa 

del fenómeno reconociendo la migración como derecho humano, los aportes que los y las 
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migrantes realizan en las sociedades receptoras, así como la incidencia de elementos de 

orden geoeconómico y geopolítico entre las lógicas de expulsión (Ortiz et al., 2025, p. 5).  

 

Ante la actual situación de los migrantes mexicanos en Estados Unidos, así como los 

elementos ligados a la política de ese país en torno a esta temática, es necesario man-

tener e incrementar las acciones del Gobierno federal y estatal –en este caso, el de 

Puebla–, pero también las de las organizaciones, pese a las dificultades que puedan 

enfrentar, para beneficiar a esta población. Tales acciones incluyen la creación de po-

líticas orientadas a prevenir la trata de personas en situación de movilidad y a promover 

la eliminación de la perspectiva que considera al migrante como delincuente. Por ello, 

es necesario involucrar a actores como las organizaciones de la sociedad civil, las uni-

versidades y, por supuesto, a los propios migrantes a través de sus experiencias y ac-

ciones, con el fin de diseñar políticas que los reconozcan y promuevan sus derechos 

humanos.  

Asimismo, es necesaria una mayor difusión de las acciones, leyes y proyectos del 

Gobierno de México en materia migratoria, por lo que sería conveniente establecer un 

diálogo entre distintos actores, incluidos la sociedad, la academia y los propios mi-

grantes, con el fin de debatir, reflexionar y legislar a favor de las personas en contexto 

de movilidad. Del mismo modo, en el marco de estos diálogos y políticas, resulta per-

tinente combatir la discriminación, el racismo y la xenofobia, con la finalidad de pro-

mover una migración segura.  
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Capítulo 5 

 
La política migratoria del segundo mandato de Donald  

Trump y sus posibles efectos en Estados Unidos 

 

Luis Miguel Morales Gámez• 

 

 

 

 

Introducción 

El presente trabajo tiene por objetivo analizar cómo el presidente Donald Trump pre-

tende emprender deportaciones masivas de personas en situación migratoria irregular 

que se encuentran en Estados Unidos para mejorar la economía y el bienestar laboral 

de las personas desempleadas. El presidente considera que los inmigrantes les han qui-

tado oportunidades a los ciudadanos y que la mejor manera de recuperarlas es depor-

tarlos del país y fortalecer la economía. 

Este objetivo tiene implicaciones en diversos ámbitos: económico, internacional y 

social, especialmente para las familias que serían deportadas. El impacto en estos te-

mas será abordado en este trabajo. El propósito es conocer y entender cómo la idea de 

una “Gran América” no resultará como la anunció Trump en su campaña, porque com-

prometerse a realizar un gran número de deportaciones de personas que entraron al 

país de forma ilegal, sin especificar cómo lo hará, implica que no se ha planeado una 

implementación para efectuar esta política ni las consecuencias que implicaría llevarla 

a cabo (De la Cruz, 2024; Kraut, 2016). 

Para el análisis de las implicaciones de esta acción se tomaron como casos de estu-

dio los siguientes temas: la militarización de la frontera con México, la separación familiar 

y el impacto económico que implica la retirada de la mano de obra en diversos sectores 

de la economía que realizan los inmigrantes, quienes se arriesgan a desempeñar labores 

que los ciudadanos estadounidenses no desean realizar. Se escogieron estos tres temas 

de impacto como parte del proceso de la política de Trump de deportar a los migrantes. 

Se dejaron fuera otras cuestiones que el presidente mencionó durante su campaña. 

La idea de hacer grande al país no explica cómo se logrará ni en qué área específica 

se recobrará esa grandeza, porque los compromisos internacionales y el desarrollo en 
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diferentes ámbitos generan efectos tanto en Estados Unidos como en otros países, de-

bido a que se trata de una nación interconectada con el resto del mundo. 

 

Militarización de la frontera con México 

La plataforma política del presidente Trump para las elecciones de 2024 volvió a cen-

trarse en expulsar a los inmigrantes ilegales, porque consideraba que se trata de una 

emergencia nacional y que, por tal motivo, se debe utilizar a la milicia en este tema. 

Desde su punto de vista, asegurar la frontera con México sería la mejor forma de com-

batir el ingreso de personas en situación irregular. Su idea de militarizar la frontera con 

México respondería a que la consideraba el punto más vulnerable del país, por donde 

ingresaban personas sin autorización. Además, sostenía que el Gobierno mexicano no 

quiere hacer nada para impedirlo y consideraba que los agentes fronterizos no son su-

ficientes para implementar las deportaciones, por lo que se propuso integrar a los mi-

litares en esta tarea. 

Su objetivo de utilizar a los militares para deportar personas va en contra de las 

leyes internas. Además, estos no estaban calificados para llevar a cabo dicha labor, 

porque su función es proteger al país de amenazas potenciales y existentes en diferen-

tes partes del mundo. 

Este objetivo de utilizar militares para las deportaciones significa que su presencia 

se concentraría en la frontera con México, principal socio comercial de Estados Unidos 

y país con el que mantiene una relación profunda en diversas áreas. Esto implicaría un 

fuerte impacto en la relación bilateral. El presidente Trump señaló que la utilización 

de militares para la deportación de personas se implementaría incluso trayendo efectivos 

que actualmente se encontraban en el extranjero, porque consideraba que se trata de 

una cuestión de seguridad nacional y una prioridad para él y sus electores (Groves, 2024). 

Utilizar a los militares podría hacerse si se modifican sus prioridades y obligaciones 

para orientarlas hacia la deportación de inmigrantes; sin embargo, esto puede traer 

consecuencias para el país debido a sus compromisos internacionales de mantener 

alianzas y tratados que requieren el despliegue de tropas en tareas de seguridad. Por 

otro lado, la militarización de la frontera con México implicaría no solo una presión 

para el país vecino, sino también una amenaza a su seguridad, pues podría interpretarse 

como una tentativa de invasión. 

La deportación masiva que quiere llevar a cabo el presidente Trump estaría a cargo 

de Tom Homan, a quien designó como el “zar de la frontera” porque tiene experiencia 

en este tema, pues ha sido director del Servicio de Inmigración y Control de Aduanas 

(ICE, por sus siglas en inglés). En sus declaraciones, Homan ha dicho que no sería 

necesaria la separación de las familias, como ocurrió en el pasado, cuando los menores 

eran enviados a refugios mientras sus padres eran deportados (Narea, 2024; Savage et 

al., 2023). 

También mencionó que la deportación requerirá solicitar más recursos al Congreso 

para emprender dicha labor. En una entrevista, Homan señaló que se necesitarían 

100,000 camas adicionales para los deportados; actualmente solo cuentan con 40,000. 



Capítulo 5. La política migratoria del segundo mandato  

de Donald Trump y sus posibles efectos en Estados Unidos 

85 

Este cálculo ni siquiera era aproximado, porque no sabía cuántas personas serían de-

tenidas para deportarlas (Bradner, 2024). Esta declaración refleja que no existía una 

idea clara de cuántas personas pretendían deportar, dónde las alojarían y, sobre todo, 

cuál sería el costo de emprender dicha acción. 

Por otro lado, la militarización de la frontera y la deportación masiva de personas 

se basarían legalmente en la Ley de Extranjeros y Sedición de 1798. Cuando se im-

pulsó esta ley, su propósito era responder al conflicto con Francia y a la posibilidad de 

que hubiera simpatizantes franceses dentro del país; se pensaba que podrían actuar como 

espías y traidores. 

Durante la Segunda Guerra Mundial, Estados Unidos se enfrentó a Alemania, Japón 

e Italia después del ataque a Pearl Harbor en 1941; por tal motivo, se declaró que los 

inmigrantes de esos países serían deportados por representar una posible amenaza para 

la seguridad nacional. El acta emitida en 1798 tenía por objetivo deportar a las personas 

que el presidente considerara una amenaza para la paz y la seguridad del país cuando exista 

una guerra, invasión o incursión en el territorio (National Archives, 2023). 

Para extender la vigilancia en la frontera con México, el presidente Trump men-

cionó que contrataría 10,000 agentes más para el servicio de la Patrulla Fronteriza; su 

financiamiento pretende obtenerlo de recursos de la milicia. Sin embargo, esta propuesta 

probablemente no sería aprobada por las cortes y generaría conflictos legales tan 

pronto como intentara impulsarla. No solo porque los recursos ya fueron asignados, 

sino también porque afectaría la seguridad nacional e internacional del país. 

Además, la Patrulla Fronteriza cuenta con 19,000 agentes que vigilan toda la ex-

tensión de la frontera. Por ello, el presidente Trump solicitaría al Congreso que auto-

rice un aumento del 10% para contratar agentes. De esta manera, podrían reforzar la 

vigilancia de una zona que considera vulnerable por ser la vía de entrada de miles de 

personas (Kanno-Youngs, 2024). 

El objetivo de esta política de militarizar la frontera con México era impedir la 

entrada de personas de forma ilegal, quienes en el pasado han marchado en caravanas 

para lograr su objetivo, asegurando su traslado. El presidente consideraba la deporta-

ción como una situación equiparable a un estado de guerra, aunque no existía una de-

claración formal contra ningún país. 

La militarización no sería la panacea para impedir la inmigración ilegal; por el con-

trario, traería múltiples riesgos legales, logísticos y de capacitación para los militares 

encargados de detener o deportar personas. Se produciría un enfrentamiento legal entre 

quienes rechazan que esta idea se traduzca en acciones concretas y quienes presionan 

para implementarla, pues buscarán demostrar a los electores que se está haciendo todo 

lo posible en este tema. El propósito de utilizar a la milicia para esta labor parece res-

ponder más a una estrategia política orientada a mostrar que se impulsó un amplio 

movimiento en ese sentido, aunque las leyes, el presupuesto y la preparación militar 

terminen impidiendo su desarrollo (Suter, 2024). 
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Desintegración de familias 

La deportación de miles de personas propuesta por el presidente Donald Trump impli-

caría que numerosas familias pudieran ser separadas, dado que en muchos casos los 

padres ingresaron sin documentos o con algún permiso temporal para permanecer le-

galmente, mientras que sus hijos adquirieron la ciudadanía por haber nacido en el país 

(Narea, 2024). 

Esto ya ocurrió durante el primer mandato del presidente Trump: las deportaciones 

afectaron el núcleo familiar de muchas personas, causando estragos en los menores ante la 

pérdida de sus padres y al ser enviados a centros de detención como si fueran crimina-

les. El presidente no considera las críticas de quienes han señalado que este tipo de 

acciones afecta psicológicamente a los menores, al grado de ser considerado una forma 

de tortura (Levine, 2024). 

Tom Homan ha mencionado que no sería necesario separar familias para evitar críticas. 

Consideraba que el objetivo de esta medida era deportar el mayor número posible de per-

sonas de Estados Unidos, porque, si los menores son el ancla de las familias, deportar úni-

camente a los padres los dejaría solos en el país, generando otra serie de problemas. 

Sin embargo, esta acción enfrentaría demandas en las cortes de los estados que 

protegen a los inmigrantes y de aquellos que promuevan litigios contra el Gobierno 

federal. Los inmigrantes, ante los anuncios de Trump, se han preparado para enfrentar 

legalmente las detenciones y deportaciones que pretende implementar el presidente, 

quien incluso permitiría realizar detenciones con base únicamente en la sospecha de 

que una persona es inmigrante ilegal. 

Deportar a una persona cuesta, en promedio, entre 13,000 y 18,000 dólares, lo que 

significaría entre 2% y 6% del PIB del país. Resulta pertinente preguntarse cuánto 

costaría deportar familias completas de al menos cuatro integrantes, considerando que 

los 11 millones de personas que el presidente propone expulsar implicarían una enorme 

suma de dinero que el Congreso tendría que aprobar y destinar desde otras partidas ya 

comprometidas (Caro, 2024). 

Homan no especificó la forma en que se implementaría la deportación de familias 

completas, tanto en términos logísticos como presupuestales, porque el presidente 

Trump ha argumentado que su objetivo es realizar deportaciones masivas sin explicar 

el procedimiento. En la práctica, muchas decisiones tendrían que tomarse sobre la mar-

cha, recurriendo a experiencias previas. 

Para poder deportar a las familias, también tendría que enfrentarse a las ciudades 

santuario, cuyos gobiernos han señalado que no aplicarían la política presidencial por-

que reconocen la importancia de estas personas para sus comunidades, no solo en el 

ámbito económico, sino también en los ámbitos social, educativo y de consumo (Cali-

fornia, Colorado, Connecticut, Illinois, Massachusetts, Nueva Jersey, Nueva York, Oregón 

y Washington) (Jordan, 2025). Estas ciudades se han convertido en un refugio para 

quienes saben que su estancia en el país no es legal. Asimismo, los abogados especia-

lizados en inmigración han comenzado a prepararse para ayudar a las familias a solicitar 
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asilo, enfrentar detenciones arbitrarias y combatir deportaciones injustas, ya que la se-

paración familiar resulta traumática para todos sus integrantes. 

A su vez, Archi Pyati, del Centro de Justicia Tahirih, dijo: 

 

Sabemos que se necesitarán muchos abogados inteligentes para frenar las peores violacio-

nes de derechos humanos que puedan ocurrir, para proteger las estructuras legales que per-

miten a los inmigrantes y refugiados encontrar seguridad en Estados Unidos y ejercer sus 

derechos humanos fundamentales a nivel nacional e internacional, y nos estamos prepa-

rando para las batallas legales que se avecinan (Ward y Woodruff Swan, 2024). 

 

Como parte de esta protección a los inmigrantes, la alcaldesa de Los Ángeles, Karen 

Bass, afirmó que “la comunidad inmigrante es el corazón de nuestra ciudad y, en vista 

de las amenazas y el miedo, Los Ángeles se mantendrá unido. Nadie deberá vivir con 

miedo debido a su estatus migratorio. Continuaremos apoyando políticas locales y es-

tatales que protejan a los inmigrantes y provean recursos vitales” (Flores et al., 2024). 

Si se comparan las administraciones de Barack Obama, Donald Trump y Joe Biden, 

el primero es quien más personas deportó en comparación con los dos presidentes si-

guientes. Esto lleva a plantear varias preguntas: ¿por qué Obama no generó tantas crí-

ticas de la sociedad y de la opinión pública en este tema? ¿Por qué no anunció una 

política de deportación tan amplia como la que posteriormente propuso Trump? Es decir, 

¿cuál es la diferencia entre un presidente que no convierte este asunto en el eje de su 

plataforma política y otro para quien fue el tema central con el que lanzó dos veces su 

candidatura (véase Figura 1)? 

 

Figura 1. Retiro, devolución o expulsiones de no ciudadanos. 

 

Fuente: Tomado de Office of Homeland Security Statistics.  

U.S. Department of Homeland Security, 2024, (https://ohss.dhs.gov/). 
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A pesar de ello, durante su primer mandato, el presidente Trump no deportó tantas 

personas como Obama, como puede observarse en la gráfica, debido tanto a los obs-

táculos legales internos como al rechazo de sectores de la sociedad estadounidense y 

de la comunidad internacional. Además, presionó a México para que aceptara a los 

inmigrantes mientras se resolvían sus solicitudes de asilo, pues, como señaló Mike 

Pompeo en sus memorias, era necesario mostrar resultados a los electores, por lo que 

ejerció presión sobre Marcelo Ebrard. 

Una posible respuesta a estas preguntas es que el presidente Trump aborda este 

tema con un discurso de tintes xenófobos y de odio, dirigido hacia una población vul-

nerable debido a su condición legal en Estados Unidos. A pesar de la importante con-

tribución de los inmigrantes a la economía y a otros ámbitos de la sociedad, ha reite-

rado en diversas ocasiones que los empleos que ellos ocupan regresarán a los ciudada-

nos estadounidenses, cuando en realidad muchos de esos trabajos no son buscados ni 

aceptados por estos. Además, los inmigrantes representan un sector relevante para el 

futuro electoral del país, porque los menores que sean separados de sus familias recor-

darán estos hechos y eventualmente podrían ocupar cargos dentro de la administración 

pública, desde los cuales combatirían este tipo de políticas. La separación familiar ge-

nera traumas en los menores, quienes pueden reaccionar de distintas maneras, ya sea 

mediante conductas violentas o mediante formas de resiliencia y participación social 

(McNeil, 2024).  

Ahora bien, como parte de este discurso xenofóbico, el presidente Trump también 

ha mencionado que aboliría legalmente el derecho que tienen los niños de adquirir la 

ciudadanía por el hecho de nacer en el país; de esta forma, sería más fácil su deporta-

ción. Esta ha sido la manera en que los padres de niños con ciudadanía han podido 

permanecer en el país, pues al tener un familiar ciudadano pueden legalizar su estancia. 

Esta acción de suspender legalmente y de forma permanente la ciudadanía de quie-

nes nacen en el país tendría implicaciones no solo para la comunidad latina, que cons-

tituye su principal objetivo, sino también para todas las personas que lleguen al país 

por otras razones y tengan hijos. El sentimiento xenofóbico se explica porque la ideo-

logía de los republicanos retoma planteamientos como los expuestos por Samuel P. 

Huntington en su libro ¿Quiénes somos?: Los desafíos a la identidad nacional esta-

dounidense, donde sostiene que los latinos no se integrarán a la sociedad estadouni-

dense. Esto genera miedo y enojo en ciertos sectores de la sociedad, sentimientos que 

podrían reflejarse a largo plazo en una descomposición social y en mayores dificulta-

des para la integración. Asimismo, afectaría a la economía, como ya se ha mencionado, 

porque los inmigrantes realizan trabajos que los ciudadanos no desean desempeñar en 

diferentes áreas de la producción. Su ausencia provocaría un deterioro perceptible en 

diversos sectores productivos, considerando que generan cerca de 100 billones de dó-

lares al año (Levine, 2024; Huntington, 2004). 

Las ciudades santuario son la amenaza que Homan identifica para la implementa-

ción de políticas jurisdiccionales para deportar a las familias migrantes, ya que impi-

den obligar a las policías locales a cooperar con las autoridades federales para expulsar 

a los inmigrantes que se encuentran de forma ilegal en el país. Este es un reto importante 
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para los propósitos de Trump, porque, desde su punto de vista, estos lugares sirven de 

refugio para criminales que deberían ser deportados. Una de las medidas propuestas 

para presionarlas consiste en recortar los recursos federales que reciben, los cuales pueden 

ascender a millones de dólares. Sin embargo, no se sabe con exactitud qué programas 

sufrirían dichos recortes. Esto provocaría tensiones entre el Gobierno federal y los es-

tados, enfrentados por una cuestión que no consideran de la misma manera (Collins y 

McCullough, 2024). 

La ciudad de Nueva York, al igual que Los Ángeles, cuenta con leyes locales que 

impiden que las autoridades locales contacten a las autoridades federales en procesos 

de deportación. El alcalde Eric Adams ha señalado que su administración desea modi-

ficar estas leyes para excluir a quienes cometen delitos violentos; sin embargo, por 

ahora cualquier cooperación de la ciudad continúa siendo limitada. Manuel Castro, comi-

sionado para las comunidades de inmigrantes, afirmó que “estamos trabajando con to-

das las agencias que interactúan con las comunidades de inmigrantes para asegurarnos 

de que comprendan cuáles son nuestras leyes santuario y que se espera que las sigan” 

(Flores et al., 2024). 

Esta disputa entre las autoridades federales y locales podría dificultar que el Go-

bierno de Estados Unidos alcance su objetivo de deportar y separar familias. Tanto el 

presidente Trump como Homan consideran que deben modificarse las leyes federales 

en esta materia para hacer posible la deportación de personas en situación irregular; 

sin embargo, esto tendría consecuencias importantes para el sistema jurídico estadouni-

dense, dado que los estados forman parte de la federación por decisión propia y no bajo 

una estructura centralizada que los someta, como ocurre en otros sistemas políticos. 

También debe considerarse que 26 estados, además de Washington, ofrecen matrí-

cula estatal a beneficiarios del programa DACA (Acción Diferida para los Llegados 

en la Infancia) y a otros inmigrantes indocumentados. Este programa fue creado por el 

presidente Obama para que los hijos de inmigrantes pudieran asistir a las universidades 

sin enfrentar obstáculos legales y, de este modo, contribuir a la creación de capital 

social y económico para fortalecer al país. El programa beneficia a 535,000 jóvenes, 

por lo que su eliminación volvería a plantear la posibilidad de deportar familias sin 

posibilidades reales de defensa legal, como ocurrió en el pasado. 

Durante el primer periodo presidencial de Trump, la Suprema Corte bloqueó la eli-

minación de este programa e impidió la deportación de los jóvenes beneficiarios. Ahora, 

la propuesta del presidente consiste en atacarlo y eliminarlo definitivamente. La ven-

taja que tiene Trump es que actualmente los integrantes de la Suprema Corte tienen 

una orientación más conservadora, por lo que podrían dejar de obstaculizar sus inicia-

tivas y permitir la eliminación del programa (Council on Foreign Relations, 2024; Sa-

vage et al., 2024; Watson y Zars, 2024). 

Especialistas en el tema consideran que la política de deportación de Trump provo-

cará imágenes en televisión y periódicos de familias separadas, niños llorando por la 

ausencia de sus padres y el traslado de estos últimos a centros de refugio. No existe un 

plan concreto para ejecutar las deportaciones, por lo que podrían producirse acciones 
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agresivas contra familias en todo el país, aunque posteriormente estas logren defen-

derse en los tribunales y permanecer en Estados Unidos. De esta manera, estas accio-

nes podrían fortalecer tanto las leyes destinadas a proteger a los inmigrantes como 

aquellas orientadas a expulsarlos, a medida que surjan nuevos casos que tomen como 

referencia las resoluciones emitidas por la Suprema Corte, siempre que los inmigrantes 

consigan prevalecer frente al Gobierno. 

 

Impacto económico de la política de deportación 

La deportación masiva de personas, como la ha planteado el presidente Trump, signi-

ficará un impacto grave y profundo en la economía de Estados Unidos, no solo porque 

los inmigrantes aportan su mano de obra en sectores que difícilmente serán cubiertos 

por ciudadanos estadounidenses. Las consecuencias de esta medida también podrían 

afectar la capacidad del país para competir con la expansión económica de China en el 

escenario internacional. 

Al analizar las cifras y porcentajes estimados sobre el impacto de la deportación de 

mano de obra indispensable, deben considerarse dos aspectos señalados por diversos 

autores especializados en el tema: las deportaciones no ayudarían a la economía del 

país porque no han funcionado en el pasado y tampoco lo harán en el futuro cercano. 

Las características más relevantes que menciona Robert Lynch en su estudio sobre 

“El impacto económico de la deportación masiva de los ciudadanos y los inmigrantes 

autorizados” permiten dimensionar los posibles efectos sobre la economía nacional: 

 

• Casi 11 millones de inmigrantes no autorizados viven en Estados Unidos, lo que 

representa poco más del 3% de la población total del país; 

• La población de inmigrantes no autorizados se encuentra mayoritariamente en 

edad laboral: dos terceras partes tienen entre 25 y 54 años, en comparación con 

menos del 40% de los ciudadanos estadounidenses; 

• Alrededor de 8 millones de inmigrantes no autorizados están empleados, lo que 

representa aproximadamente el 5% de la fuerza laboral estadounidense; 

• Los inmigrantes no autorizados constituyen una proporción particularmente im-

portante de trabajadores en varias industrias: representan el 22% de los trabaja-

dores agrícolas, el 15% de los trabajadores de la construcción y el 8% de los tra-

bajadores manufactureros, incluidos sectores alimentarios como el procesamiento 

de carne; 

• El 79% de los inmigrantes no autorizados ha vivido en el país durante más de 10 

años (Lynch y Ettlinger, 2024). 

 

Si se toman en cuenta estas características señaladas por Lynch, resulta evidente que 

el apoyo de una parte de la población estadounidense a la propuesta de Trump responde 

más a factores xenofóbicos que a una evaluación objetiva de sus consecuencias 
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económicas. Aspectos como la edad productiva de los inmigrantes y su peso dentro de 

la fuerza laboral deberían ser elementos centrales en cualquier discusión sobre políti-

cas de deportación. 

Por otro lado, la experiencia de deportaciones anteriores en la historia de Estados 

Unidos demuestra que los empleos abandonados por los inmigrantes no han sido ocu-

pados posteriormente por ciudadanos estadounidenses, ya sea porque no desean reali-

zarlos o porque se trata de trabajos extenuantes y riesgosos. 

También debe considerarse lo ocurrido en Arizona con la aprobación de la ley SB1070, 

conocida como Show Your Papers, que permitía a los policías solicitar documentos a 

personas sospechosas de encontrarse ilegalmente en el país. Esta medida redujo la po-

blación de inmigrantes indocumentados y produjo importantes consecuencias sociales, 

económicas, laborales y de consumo en el estado. 

El caso de Arizona muestra que la salida del 40% de los inmigrantes no autorizados 

provocó una reducción anual del 2% del PIB estatal. Este antecedente ofrece una idea 

de lo que podría ocurrir a nivel nacional si Trump cumple su promesa. El crecimiento 

económico del estado se vio afectado por la deportación de miles de personas y la 

producción disminuyó; por ello, las consecuencias a escala nacional podrían ser aún 

más profundas, implicando una reducción significativa del crecimiento económico du-

rante los próximos años si se implementa una deportación masiva como la que propone 

Trump (Caro, 2024). 

El ejemplo de Arizona también resulta útil para comprender la magnitud del pro-

blema. En un estudio realizado por Lynch y Ettlinger se menciona que existen alrede-

dor de 18 millones de trabajadores sin papeles que representan aproximadamente el 5% de 

la fuerza laboral. En algunos sectores, su presencia es indispensable: ocupan el 22% 

de los empleos agrícolas, el 15% de los empleos en construcción y el 8% de los puestos 

manufactureros. Estas cifras son aproximadas porque, al preferir mantenerse fuera de 

los registros oficiales, resulta difícil medir con exactitud su participación económica. 

Lynch plantea la siguiente pregunta: si se deportara al 22% de la fuerza laboral 

agrícola, ¿los trabajadores estadounidenses acudirían a los campos de algodón en Te-

xas, a las plantaciones de azúcar en Florida o a las granjas de maní en Georgia, donde 

las condiciones laborales son difíciles y los salarios relativamente bajos? La respuesta 

más probable es negativa. Por ello, sostiene que la idea de recuperar empleos para los 

ciudadanos mediante la deportación masiva no logrará los resultados prometidos. 

Asimismo, Lynch argumenta que, además de los puestos que quedarían vacantes, 

la pérdida de mano de obra provocaría una reducción del empleo para el resto de la 

población debido a la contracción de la demanda. Es decir, habría un fuerte impacto 

en la economía estadounidense que afectaría tanto su crecimiento interno como su ca-

pacidad para competir internacionalmente. Estados Unidos tendría que importar ali-

mentos que ya no pudiera producir y reduciría su capacidad exportadora. 

También señala que: 
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Si se eliminan 11 millones de personas de la economía estadounidense, ocho millones de 

las cuales trabajan y ganan cientos de miles de millones de dólares al año y gastan cientos 

de miles de millones de dólares cada año en alimentos, ropa, vivienda, atención médica, 

entretenimiento y miles de otros bienes y servicios, lo que sucederá es que las ventas de las 

empresas estadounidenses caerán en miles de millones de dólares. Las empresas recortarán 

lo que producen, despedirán trabajadores, reducirán salarios y la economía estadounidense 

se contraerá (Lynch y Ettlinger, 2024, p. 6). 

 

Esta es una consideración que el presidente Trump no parece tomar en cuenta, ya que 

su objetivo central es deportar personas sin analizar plenamente el impacto económico 

que esta medida tendría en el corto y mediano plazo. Si esta tendencia continúa, las 

consecuencias para el país podrían ser aún más graves. 

Por otro lado, las promesas de una economía más fuerte y de un mayor crecimiento 

económico difícilmente podrán cumplirse, porque el trabajo de los inmigrantes cons-

tituye un pilar fundamental de las finanzas nacionales. Se estima que contribuyen con 

alrededor de 100,000 millones de dólares anuales en impuestos, mientras que no reci-

ben beneficios equivalentes de muchos programas públicos. 

Los partidarios de las deportaciones sostienen que los inmigrantes representan una 

carga insostenible para las finanzas públicas debido a los gastos en educación y aten-

ción médica. Sin embargo, diversas estadísticas muestran que aportan más recursos de 

los que reciben. Otro efecto económico de las deportaciones sería la pérdida de apro-

ximadamente 44,000 empleos para ciudadanos estadounidenses, debido a la estrecha 

relación existente entre producción, costos y consumo (American Immigration Coun-

cil, 2025). 

El Gobierno de Trump debe reconocer que buena parte del crecimiento y de la for-

taleza económica del país durante más de dos décadas se ha sustentado en la participación 

de trabajadores inmigrantes. Algunos economistas estiman que las pérdidas derivadas 

de deportaciones masivas podrían oscilar entre 2.6% y 6.2% del PIB. Con base en los 

niveles económicos de 2023, esto representaría pérdidas de entre 711,000 millones de 

dólares y 1.7 billones de dólares para la economía estadounidense (Caro, 2024). 

En la Figura 2 puede observarse que Estados Unidos continúa siendo la economía 

más grande del mundo, seguido por China. Aunque otros países también aparecen en 

el índice, se encuentran todavía lejos del nivel de crecimiento estadounidense. Sin em-

bargo, si se concreta la política de deportaciones anunciada por Trump, el crecimiento 

económico podría desacelerarse en los próximos años, permitiendo que China y otras 

economías aprovechen la pérdida de una parte importante de la fuerza laboral del país. 

También se observa en la misma Figura la distancia existente en el PIB entre los 

distintos países. En gran parte de las economías emergentes, el crecimiento podría ace-

lerarse al aprovechar las consecuencias que tendría para Estados Unidos la deportación 

de inmigrantes. Parte de ese crecimiento podría concentrarse en la producción que de-

jaría de realizar Estados Unidos, ya que la economía mundial podría encontrar ventajas 

en otros países que actualmente no las ofrecen, pero que con el tiempo y ante una 

posible disminución de la productividad estadounidense podrían desarrollarlas. 
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Figura 2. Ranking de países con mayor Producto Interior Bruto  

(PIB) estimado de 2022 a 2028 (en miles de millones de dólares) 

 

Fuente: Adaptado del Fondo Monetario Internacional  

(https://www.imf.org/external/datamapper/NGDPD@WEO/OEMDC/ADVEC/WEO-

WORLD/AUS/BRA/CAN/CHN/FRA/DEU/ITA/KOR/JPN/IND/RUS/USA/GBR). 

 

Aunque la ventaja de Estados Unidos es de 29 billones de dólares sobre el resto de las 

economías, a largo plazo China podría acercarse e incluso sustituirlo en algunas áreas, 

aprovechando sectores económicos que la nación norteamericana deje de atender. Esto 

podría ocurrir mediante inversiones en otros países para la producción manufacturera, la 

producción de alimentos, entre otras actividades. Aunque Estados Unidos disponga de 

los insumos, estos deben transformarse mediante mano de obra, algo que ya no podría 

hacerse en la misma medida si se redujera significativamente la fuerza laboral disponible. 

Esto favorecería la producción en otros países que cuenten con trabajadores suficientes 

y resulten atractivos para el capital interesado en invertir y producir esos bienes. 

Para que Estados Unidos recupere ese liderazgo en la producción de bienes y ser-

vicios podría transcurrir un largo periodo, ya que las personas podrían temer una polí-

tica permanente de deportaciones o la posibilidad de que ésta vuelva a aplicarse en el 

futuro. Aunque algunos analistas estiman que la reducción del PIB estadounidense os-

cilaría entre 2% y 6%, ésta no alcanzaría niveles superiores a 20%, ni colocaría al país 

cerca de las demás economías; sin embargo, sí podría acercarlo más a China, con quien 

ha mantenido una competencia económica constante durante las últimas décadas. 

 

Conclusiones 

El presidente Donald Trump prometió durante su campaña, y como eje central para 

alcanzar nuevamente la presidencia, impulsar una política de deportación masiva en 

todo el país. Los políticos, como candidatos a cargos públicos, suelen prometer dife-

rentes acciones orientadas a favorecer a sectores importantes del electorado. Sin em-

bargo, muchas veces esas promesas no llegan a concretarse por razones presupuestarias, 

https://www.imf.org/external/datamapper/NGDPD@WEO/OEMDC/ADVEC/WEOWORLD/AUS/BRA/CAN/CHN/FRA/DEU/ITA/
https://www.imf.org/external/datamapper/NGDPD@WEO/OEMDC/ADVEC/WEOWORLD/AUS/BRA/CAN/CHN/FRA/DEU/ITA/
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legales, diplomáticas o por las implicaciones que tendrían en sus relaciones bilaterales 

con otros países, entre otros factores. 

Asimismo, los políticos pueden decidir no llevar a cabo determinadas promesas de 

campaña debido a la presión de grupos de interés, a la forma en que éstas podrían afectar 

a su partido político o a la existencia de programas y políticas públicas consolidadas, 

cuya eliminación tendría costos elevados para los mismos ciudadanos que los apoya-

ron electoralmente. En otros casos, simplemente dejan de formar parte de la agenda 

gubernamental porque, conforme avanza la administración, se concluye que el costo 

de implementarlas sería mayor que el beneficio político de cumplirlas. 

Durante su primer mandato, Trump impulsó diversas acciones para deportar inmi-

grantes en situación irregular e impedir su ingreso por la frontera con México. Sin 

considerar plenamente la relación con otros países, por cercana que ésta fuera, ni los 

costos de implementación, mantuvo esta política a lo largo de su presidencia, aunque 

el número de deportaciones no fue particularmente elevado en comparación con el de 

otros presidentes. Incluso afirmó haber construido una extensión significativa del muro 

fronterizo con México, cuando en realidad gran parte de las obras consistieron en re-

forzar tramos previamente existentes. 

En esta ocasión, y con la experiencia acumulada de su primer mandato, es posible 

que Trump emita decretos para implementar una política de deportación a escala na-

cional. Sin embargo, se enfrentará a las ciudades santuario, a la necesidad de contar con 

mayores recursos presupuestales para incrementar el número de agentes fronterizos y 

a las limitaciones de utilizar a las fuerzas armadas en tareas para las cuales no han sido 

entrenadas. Aunque ha afirmado que reasignará recursos para poner en marcha estas 

acciones, encontrará obstáculos legales y legislativos que podrían impedirlo. 

Si para el presidente Trump la militarización de la frontera con México constituye 

una prioridad, deberá enfrentar dificultades presupuestarias, legales y operativas, ade-

más del problema que supondría retirar militares desplegados en el extranjero, donde 

actualmente cumplen compromisos de seguridad con países aliados o participan en regio-

nes consideradas estratégicas para los intereses estadounidenses. 

La militarización tampoco podría justificarse mediante la declaración de una situa-

ción de guerra, como ocurrió cuando se creó la Ley de Extranjeros y Sedición de 1798, 

porque la inmigración irregular que Trump pretende combatir no constituye una inva-

sión ni una guerra contra Estados Unidos. Más bien, busca presentar el problema en 

esos términos para atraer atención pública y fortalecer políticamente su propuesta de 

deportación. 

Al momento de escribir estas líneas, existe la posibilidad de que el Gobierno mexi-

cano vuelva a aceptar el papel de tercer país receptor para migrantes deportados y, con 

ello, tenga que implementar acciones destinadas a atenderlos. Si el Gobierno da este 

paso, miles de personas permanecerían en territorio mexicano esperando solicitar asilo, 

obtener una resolución sobre sus casos o intentar regresar a Estados Unidos. Si las 

deportaciones se realizan sin separar familias, el número de personas que permanezcan 

en México podría incrementarse considerablemente, generando mayores desafíos para 
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el país, que tendría que proporcionar refugio, alimentación, atención médica y otros 

servicios básicos. 

Por otro lado, la deportación de personas que constituyen una parte importante de 

la fuerza laboral en sectores clave para el consumo interno y las exportaciones afectaría 

negativamente a Estados Unidos. A largo plazo, esta medida podría contraer la econo-

mía y reducir el crecimiento económico, pues, como se ha señalado anteriormente, el 

presidente parece concentrarse en las deportaciones sin considerar plenamente sus 

efectos económicos. 

El PIB es un indicador fundamental para medir el crecimiento económico de los 

países, pero existen otros sectores igualmente relevantes, como la manufactura, la pro-

ducción de alimentos, los servicios y el consumo. Si estos sectores experimentan una 

desaceleración significativa, China podría acercarse aún más a Estados Unidos gracias 

a su capacidad productiva y a su estrategia de inversión internacional. De esta manera, 

si en el futuro llegara a desplazar a Estados Unidos como principal economía mundial, 

su crecimiento económico también se traduciría en una mayor influencia política y 

geopolítica. 

Trump se ha impuesto un desafío considerable incluso antes de comenzar formal-

mente su presidencia. Sus electores consideraron que podía resolver diversos proble-

mas que, a su juicio, no fueron atendidos por la administración anterior, y nuevamente 

eligió la deportación de personas como uno de los ejes centrales de su plataforma po-

lítica. Los gobernadores de los estados del sur han sido quienes más se han quejado de 

la llegada masiva de migrantes, fenómeno asociado a la violencia, la inestabilidad po-

lítica en algunos países latinoamericanos y el deseo de millones de personas de mejorar 

sus condiciones económicas y sociales. 

Diversos analistas han señalado que la mano de obra inmigrante resulta fundamen-

tal para el crecimiento económico del país. Desde esta perspectiva, la seguridad nacio-

nal debería abordarse también mediante políticas orientadas a mejorar la situación de 

las personas en condición migratoria irregular, ya que se ha demostrado que tienen un 

impacto positivo tanto en el ámbito económico como en el social. Según esta interpre-

tación, la postura del presidente se basa en una visión xenófoba hacia los inmigrantes, 

quienes únicamente buscan mejorar sus condiciones de vida mediante el trabajo y no 

representan una amenaza para el país. 

Queda por ver cuáles serán los resultados de impulsar una política de deportación 

masiva. Si Trump logra implementarla, podría generar efectos negativos para Estados 

Unidos, aun cuando consiga imponerla legalmente. Si no lo logra, es posible que res-

ponsabilice a otros actores políticos y presente los obstáculos encontrados como prueba de 

la falta de apoyo a sus propuestas. En cualquiera de los dos escenarios, difícilmente 

quedará mal ante sus electores, mientras que uno de los efectos más visibles podría ser 

el fortalecimiento de actitudes xenófobas hacia los inmigrantes. 

La pregunta central sigue siendo la siguiente: ¿podrá emprenderse una deportación 

masiva sin provocar consecuencias económicas derivadas de la pérdida de una parte 

importante de la fuerza laboral estadounidense y sin generar impactos sociales asociados 
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a la separación de familias o al desplazamiento de personas hacia ciudades santuario 

que buscan protegerlas? 

Por último, al momento de escribir estas líneas, el presidente Trump aún no había 

asumido formalmente el cargo, por lo que el análisis presentado constituye una pro-

yección sobre posibles escenarios futuros derivados de su política de deportación. Al-

gunos de los efectos analizados podrían manifestarse a largo plazo, incluso después de 

que concluya su mandato; otros, en cambio, podrían hacerse visibles en el corto plazo 

y con mayor intensidad. 

Lo cierto es que no existe certeza sobre lo que ocurrirá con las políticas que Trump 

pretende impulsar. Su visión respecto a la inmigración parece impedirle considerar 

plenamente las consecuencias potenciales de estas medidas, pues para él existen dos 

prioridades fundamentales: cumplir con las expectativas de sus electores y llevar a la 

práctica las propuestas que formuló durante su campaña. 
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Introducción 

En el devenir diplomático de las últimas décadas, la práctica de la diplomacia se ha 

consolidado como un pilar fundamental en la resolución pacífica de conflictos, al ci-

mentar la cooperación internacional para la gestión de consensos ante los desafíos de 

un mundo cada vez más interdependiente. Sin embargo, cuando se analiza su actuación 

frente al fenómeno de la migración forzada, surgen profundas tensiones entre sus ob-

jetivos estratégicos y los principios éticos que deberían guiar la acción internacional. 

Lejos de actuar únicamente como canal de solidaridad y defensa de los derechos hu-

manos, la diplomacia ha sido utilizada con frecuencia como un instrumento para con-

tener flujos migratorios, negociar acuerdos de “tercer país seguro” o externalizar el 

control fronterizo, incluso a costa de los derechos de poblaciones desplazadas. 

Esta investigación parte de un cuestionamiento central: ¿cómo se manifiestan las 

contradicciones éticas en las prácticas diplomáticas frente a la migración forzada y en 

qué medida estas contradicciones revelan tensiones estructurales entre la lógica estatal 

de la soberanía y los compromisos normativos en materia de derechos humanos? 

El objetivo principal de este artículo es analizar críticamente el actuar diplomático 

en contextos de movilidad humana forzada, particularmente en el caso del acuerdo 

migratorio entre México y Estados Unidos durante el periodo 2019-2021, a fin de iden-

tificar las contradicciones éticas que surgen entre la protección de los derechos huma-

nos y el acatamiento de intereses geoestratégicos. La hipótesis que orienta este análisis 

sostiene que la diplomacia, cuando se subordina a la lógica de la coacción del poder 

político y de la contención de seguridad, reproduce esquemas de vulnerabilidad y opre-

sión, a pesar de los compromisos internacionales en materia de derechos humanos asu-

midos por los Estados. En consecuencia, los discursos de cooperación, protección y 
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responsabilidad compartida se convierten en narrativas vacías si no se acompañan de 

prácticas consistentes con los principios éticos de justicia global, hospitalidad y digni-

dad humana. 

La justificación temática de esta investigación radica en la urgencia de someter a 

juicio ético las formas en que se articula la diplomacia contemporánea frente a uno de 

los fenómenos más desafiantes de la actualidad: la movilidad humana forzada. Este 

análisis cobra especial relevancia en un momento en que los Estados se enfrentan al 

dilema de preservar su soberanía o acatar sus obligaciones internacionales de seguri-

dad, y en el que las vidas humanas dependen de decisiones que rara vez se transparen-

tan o se someten a rendición de cuentas pública. 

Desde una justificación metodológica, se opta por una aproximación cualitativa que 

combina el análisis documental crítico de marcos normativos y discursos diplomáticos 

con un estudio de caso crítico centrado en el acuerdo entre México y Estados Unidos 

de América durante el periodo 2019-2021. Esta combinación metodológica permite no 

solo identificar los principios éticos en juego, sino también contrastar la distancia entre 

el discurso normativo y las prácticas reales de la diplomacia migratoria. 

El enfoque ético se construye a partir de aportes conceptuales de autores como Jo-

seph Carens (1987, 2013) y Seyla Benhabib (2004), quienes debaten sobre la justicia 

global; las teorías del reconocimiento de Axel Honneth (1992), Iris Marion Young 

(1990) y Sally Haslanger (2012); y el concepto de hospitalidad en Jacques Derrida 

(1997). Para conceptualizar la diplomacia, se retoman los aportes de autores como Ha-

rold Nicolson (1950), quien la define como la gestión de las relaciones internacionales 

mediante la negociación; Henry Kissinger (1994), que subraya su dimensión estraté-

gica y de poder; y Costas Constantinou (1996), quien propone una visión posmoderna 

de la diplomacia como práctica performativa y relacional, ofreciendo así un marco 

robusto para problematizar las decisiones diplomáticas en contextos de desplaza-

miento forzado. 

Este artículo propone una relectura crítica de la diplomacia no como un espacio 

neutral de negociación entre Estados, sino como un campo en disputa donde se dirime 

la validez y efectividad de los principios éticos en un mundo crecientemente desigual 

e interdependiente. Al situar la diplomacia como un terreno en disputa, se hace visible 

la tensión entre intereses estatales y obligaciones éticas globales. Reconocer esta di-

mensión conflictiva exige repensar las prácticas diplomáticas desde la justicia y el re-

conocimiento. Solo así será posible avanzar hacia formas de cooperación más respon-

sables y solidarias frente a la migración forzada. 

 

Planteamiento del problema 

En los últimos 15 años, el desplazamiento forzado se ha incrementado considerable-

mente, pasando de 44 millones de personas en 2010 a más de 122 millones en 2024. 

Esto significa que se triplicó el número de personas desplazadas en poco más de una 

década en todo el mundo. La proporción global de personas afectadas pasó de 0.8% a 

1.5% (ACNUR, 2024a). Esta trayectoria refleja el agravamiento de múltiples conflictos y 
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crisis en todo el mundo, impulsado por una multiplicidad de factores: conflictos arma-

dos, persecución política, violencia estructural, desastres ambientales, crisis económi-

cas y conflictos internos en diversas regiones (OIM, 2023). Tal circunstancia consti-

tuye no solo una emergencia humanitaria, sino también un reto para el sistema inter-

nacional de derechos humanos y la gobernanza global, pues no es coyuntural, sino reflejo 

de un orden global profundamente desigual en el que millones de personas se ven obli-

gadas a abandonar sus países de origen en busca de seguridad y dignidad (Betts, 2010). 

Las cifras en Centroamérica resultan especialmente preocupantes. En tan solo 15 

años, el número de desplazados se ha multiplicado por más de cuarenta en términos 

proporcionales. En 2011 se registraron 18,400 personas desplazadas, principalmente 

del Triángulo Norte Centroamericano; para el segundo semestre de 2024 se documentó 

la cifra de 778,800 personas forzadas a desplazarse y solicitar la condición de refugio 

y asilo en la región (ACNUR, 2024b). Este crecimiento exponencial del desplaza-

miento forzado pone bajo una intensa lupa crítica las respuestas estatales e internacio-

nales para atender este fenómeno migratorio (Sassen, 2014). 

En este contexto, la diplomacia, que en teoría debería operar como una herramienta 

para coordinar respuestas multilaterales y proteger a las poblaciones desplazadas, ha 

adoptado con frecuencia un enfoque centrado en la seguridad nacional, la disuasión y 

la contención migratoria. La firma de acuerdos bilaterales o multilaterales destinados 

a externalizar fronteras, establecer “terceros países seguros” o condicionar la coopera-

ción económica a políticas restrictivas revela una profunda contradicción entre los 

principios éticos y jurídicos del derecho internacional, como el principio de no devo-

lución o el derecho a solicitar asilo, y las estrategias diplomáticas realmente empleadas 

por los Estados (Benhabib, 2005; Carens, 1987). 

Esta contradicción es especialmente evidente en el caso de la relación México-Es-

tados Unidos, donde la diplomacia migratoria ha oscilado entre el discurso de corres-

ponsabilidad y la subordinación a intereses geoestratégicos. A partir de 2019, bajo pre-

sión del Gobierno estadounidense, México implementó políticas de control fronterizo 

y de contención en su propio territorio, afectando gravemente los derechos de personas 

migrantes y solicitantes de asilo (Human Rights Watch, 2020). Tales prácticas, aunque 

revestidas de lenguaje diplomático y acuerdos internacionales, han sido duramente cri-

ticadas por organismos de derechos humanos por comprometer el acceso efectivo a la 

protección internacional (CIDH, 2021). 

El problema central que se plantea, por tanto, es la tensión estructural entre una 

diplomacia que debería estar al servicio de la protección ética y jurídica de las personas 

desplazadas y una diplomacia que, en la práctica, responde a lógicas de poder estatal, 

control territorial y administración del riesgo. ¿Puede la diplomacia actual reconciliar 

su vocación humanitaria con las restricciones impuestas por los intereses soberanos? 

¿O estamos ante un modelo de diplomacia que ha abandonado su dimensión ética en 

favor de una racionalidad instrumental? Este cuestionamiento se sitúa en el corazón 

del presente análisis, que busca no solo identificar las contradicciones entre discurso y 

práctica, sino también problematizar el papel de la diplomacia como posible reproduc-

tora de injusticias globales, en lugar de constituirse en una herramienta para mitigarlas. 
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Marcos teóricos para una crítica ética de la diplomacia migratoria 

En el plano general del pensamiento, la diplomacia se concibe como la dimensión ope-

rativa mediante la cual los Estados gestionan sus relaciones exteriores a través de re-

presentantes oficiales, persiguiendo la negociación pacífica de intereses. No obstante, 

la diplomacia también desempeña un papel activo en la resolución de conflictos y la 

promoción de objetivos estratégicos en el sistema internacional. Según Nicolson (1950), 

la diplomacia consiste en “la gestión de las relaciones internacionales por medio de la 

negociación, el método mediante el cual estas relaciones se ajustan y se manejan por 

embajadores y enviados especiales” (p. 17). En este sentido, la diplomacia es, a la vez, 

una técnica, una institución y una forma de poder simbólico que permite al Estado 

actuar más allá de sus fronteras. 

Lo anterior significa que la diplomacia se encuentra íntimamente ligada al concepto 

de soberanía estatal, en tanto constituye el mecanismo privilegiado mediante el cual el 

Estado ejecuta su política exterior. La política exterior es el conjunto de decisiones y 

acciones que un Estado toma en el ámbito internacional para defender sus intereses, y 

la diplomacia es su instrumento operativo fundamental (Aron, 1984). La estructura 

institucional de la diplomacia está basada en los ministerios de relaciones exteriores, 

las embajadas y los consulados, que actúan como interfaz entre el Estado y el sistema 

internacional, permitiendo proyectar, comunicar y negociar posiciones nacionales 

frente a otros actores globales (Watson, 1982). 

Si trasladamos esta conceptualización y esta estructura operativa al tema de la mo-

vilidad humana forzada, la práctica diplomática adquiere una dimensión compleja y 

ambivalente. Esta ambivalencia no es nueva en el campo de las relaciones internacio-

nales; ha sido señalada, aunque desde otra perspectiva, por figuras influyentes del pen-

samiento estratégico. En 2012, el diplomático estadounidense Henry Kissinger escri-

bió, a modo de analogía política, que uno de los grandes problemas de las democracias 

liberales reside en su incapacidad para responder coherentemente a “las violaciones siste-

máticas de los derechos humanos durante los conflictos internacionales” (Kissinger, 

2012, p. 21). No obstante, el interés de Kissinger no estaba centrado en las víctimas de 

esas violaciones, sino en cómo tales eventos repercutían en el equilibrio de poder y en 

la arquitectura del sistema político internacional. Desde su visión realista, lo funda-

mental era entender qué actores tenían la capacidad de transformar dicho sistema. 

En su célebre diagnóstico, Kissinger (2012) sostenía que “en cada siglo parece sur-

gir un país con el poderío, la voluntad y el ímpetu intelectual y moral necesarios para 

modificar todo el sistema internacional” (p. 68). Y, en efecto, la historia de las relacio-

nes internacionales parece confirmar esta hipótesis: en el siglo XVII, Francia, bajo la 

dirección del cardenal Richelieu, introdujo el modelo moderno de relaciones interes-

tatales fundamentado en la soberanía nacional; en el siglo XVIII, Gran Bretaña pro-

movió el principio del equilibrio de poder; en el XIX, Austria y Alemania moldearon 

la política europea a través del Concierto de Europa y el realismo bismarckiano, res-

pectivamente; y en el XX, Estados Unidos se convirtió en el actor más influyente y 

ambivalente del orden internacional (Aron, 1984). 
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Sin embargo, en el siglo XXI este papel transformador no parece haber recaído en 

un solo Estado, sino en un fenómeno global: las migraciones internacionales. Los flu-

jos de personas desplazadas por conflictos, crisis ambientales, desigualdades estructu-

rales o persecuciones políticas han desafiado los cimientos normativos del liberalismo 

político, tensionando los principios de soberanía, derechos humanos y hospitalidad 

(Sassen, 2014). En palabras de Benhabib (2005), estas tensiones revelan un “paradojo 

del liberalismo democrático”, el cual promete derechos universales, pero administra la 

ciudadanía de manera excluyente (p. 19). En este contexto, la diplomacia se ha visto obli-

gada a reconfigurarse: ya no puede limitarse a ser una herramienta de negociación entre 

élites estatales, sino que se ve interpelada por la urgencia de gestionar, y muchas veces 

contener, la movilidad humana en un mundo crecientemente desigual e interconectado. 

Así surge lo que podríamos denominar diplomacia migratoria, una práctica que 

combina intereses geoestratégicos, exigencias humanitarias y disputas normativas so-

bre la justicia global. Lejos de ser neutral, esta forma de diplomacia está atravesada 

por relaciones de poder y racionalidades estratégicas que, como advierte Young (2011), 

“pueden reproducir estructuras de opresión bajo el ropaje de la cooperación” (p. 45). 

A su vez, el llamado de Derrida (2000) a una hospitalidad incondicional nos invita a 

pensar críticamente los límites morales de una diplomacia construida sobre el cálculo 

y la exclusión. 

La conceptualización de la diplomacia migratoria como categoría analítica especí-

fica es relativamente reciente y surge en la intersección de los estudios sobre relaciones 

internacionales, políticas migratorias y gobernanza global. Aunque la práctica de ne-

gociar temas migratorios entre Estados tiene una larga historia, el uso sistemático del 

concepto de diplomacia migratoria comenzó a consolidarse a partir de la década de 

1990 y, especialmente, durante los años 2000, en el contexto del aumento de los flujos 

migratorios internacionales, la creciente securitización de las fronteras, la externaliza-

ción fronteriza –como en el caso de la Unión Europea o Estados Unidos– y la necesidad 

de cooperación multilateral para gestionar flujos mixtos de refugiados y migrantes eco-

nómicos (Geiger y Pécoud, 2013). 

Uno de los autores clave que contribuye al desarrollo del concepto de diplomacia 

migratoria es Hollifield (2004), quien introduce la noción de migration state para des-

cribir cómo los Estados contemporáneos integran la gestión migratoria en el núcleo de 

sus estrategias de gobernanza, utilizando herramientas diplomáticas para regular la 

movilidad humana “dentro del marco de sus intereses nacionales” (p. 25). Esta dimen-

sión estatal se complementa con el papel creciente de organismos internacionales e insti-

tuciones de gobernanza global, que han promovido una diplomacia con un enfoque 

marcadamente estratégico. Tanto la Organización Internacional para las Migraciones 

(OIM, 2019) como el Pacto Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regular 

(ONU, 2018) han contribuido a configurar un marco normativo en el que la diplomacia 

migratoria se vuelve parte esencial del discurso político global, integrando nociones 

de derechos humanos, cooperación internacional y control fronterizo.  

Esta evolución institucional y discursiva muestra que la diplomacia migratoria no 

puede entenderse únicamente como un instrumento técnico de coordinación entre Estados, 
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sino como un campo en disputa, atravesado por tensiones entre los imperativos de se-

guridad nacional, la búsqueda de legitimidad internacional y las exigencias de justicia 

global. Su estudio exige ir más allá de un enfoque operativo para incorporar una pers-

pectiva crítica que articule el derecho internacional, la ética política y las teorías del 

reconocimiento. En un escenario marcado por desplazamientos masivos, crisis huma-

nitarias y un endurecimiento generalizado de los regímenes fronterizos, la diplomacia 

participa activamente en la producción de jerarquías globales, racionalidades de segu-

ridad y formas institucionalizadas de exclusión. De ahí que este análisis proponga un 

marco teórico integral que combine la justicia global, la teoría del reconocimiento y 

una crítica a la opresión estructural, con el fin de problematizar aquellas prácticas di-

plomáticas que, lejos de garantizar derechos, terminan por consolidar desigualdades 

estructurales y exclusión normativa. 

En esta lógica, resulta insostenible seguir conceptualizando la diplomacia, especial-

mente en contextos de movilidad humana, como una herramienta neutral de coordina-

ción interestatal. Su práctica concreta revela una implicación profunda en relaciones 

de poder, racionalidades estratégicas y mecanismos de exclusión, que exigen un abor-

daje no solo técnico, sino ético y teórico. Estas dinámicas nos obligan a pensar la di-

plomacia no como un simple medio, sino como un dispositivo de poder que opera en 

la intersección entre soberanía, contención migratoria y asimetría internacional. Desde 

esta perspectiva, el siguiente apartado se propone analizar la diplomacia como tecno-

logía política al servicio de intereses geoestratégicos, revelando cómo se articulan prácticas 

diplomáticas con lógicas de control, externalización y subordinación. 

 

Soberanía, contención y asimetría: la  

diplomacia como dispositivo de control estatal 

Durante los últimos cinco años se ha acumulado evidencia empírica que demuestra la 

operatividad, por parte de algunos Estados, de una diplomacia internacional concebida 

como dispositivo estratégico de control migratorio, especialmente frente a la migra-

ción forzada. Esta operatividad no es meramente técnica o coyuntural, sino profunda-

mente política y normativa, pues devela cómo las relaciones exteriores entre Estados 

se ven atravesadas por lógicas de poder, asimetría y exclusión, más que por principios 

éticos de corresponsabilidad y reconocimiento del cuidado de las personas. La diplo-

macia está dejando de ser ese canal neutral de cooperación humanitaria para conver-

tirse, en muchos casos, en una diplomacia securitizada y selectiva (Lavenex, 2018). 

En este contexto, la diplomacia contemporánea se manifiesta a través de mecanis-

mos como la externalización de fronteras, la firma de acuerdos bilaterales de tercer 

país seguro y el condicionamiento de la cooperación económica a políticas de conten-

ción. Estas prácticas no solo reorganizan el mapa de responsabilidades internacionales, 

sino que “reconfiguran la noción misma de soberanía” (Boswell, 2003, p. 162), trasla-

dándola de una facultad de autodeterminación a una función subordinada a los intere-

ses de los Estados centrales, particularmente en lo que respecta a la gestión de la mo-

vilidad humana. 
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En el sur global, esta tendencia evidencia una soberanía tutelada y negociada, “en 

la que los Estados son inducidos a asumir el papel de gendarmes fronterizos a cambio 

de legitimidad diplomática o incentivos económicos” (FitzGerald, 2019, p. 87). Lejos 

de ser una anomalía, esta lógica constituye una expresión estructural de un orden in-

ternacional desigual, donde la diplomacia no media entre iguales, sino que reproduce 

jerarquías mediante dispositivos de contención legitimados en nombre de la seguridad. 

Así, la diplomacia migratoria revela un conflicto de fondo entre la ética de la hospita-

lidad, como horizonte filosófico y normativo de las relaciones internacionales (De-

rrida, 2000), y la realidad de una geopolítica fundada en el rechazo selectivo, la vigi-

lancia transnacional y la instrumentalización de la vulnerabilidad. Ante ello, resulta 

imprescindible repensar la práctica diplomática no como una técnica despolitizada, 

sino como un espacio de disputa sobre el sentido de la justicia global y el reconoci-

miento de los derechos humanos más allá de las fronteras (Benhabib, 2005). 

En lugar de promover la protección internacional de los migrantes forzados, la di-

plomacia contemporánea ha sido instrumentalizada para externalizar el control fronte-

rizo. Por ejemplo, la Unión Europea ha firmado acuerdos con Turquía (2016), Libia y 

Túnez (2023), entre otros países africanos, para contener migrantes antes de que lle-

guen a suelo europeo, delegando funciones de vigilancia y devolución a Estados con 

deficientes sistemas de derechos humanos (Guild, 2019; Panizzon y van Riemsdijk, 2019). 

Asimismo, la diplomacia contemporánea ha generado acuerdos bilaterales de “tercer 

país seguro”. Estados Unidos, durante la primera administración de Donald Trump 

(2019), firmó acuerdos con Guatemala, Honduras y El Salvador bajo el argumento de 

que los solicitantes de asilo debían pedir protección en el primer país seguro al que 

llegaran, sin garantías efectivas de seguridad (Kerwin, 2020). Por último, la diploma-

cia contemporánea ha promovido el condicionamiento de la ayuda internacional. 

En México, a partir del acuerdo con Estados Unidos en junio de 2019, se reforzó la 

política migratoria mediante la Guardia Nacional y se aceptó el programa Quédate en 

México (Migrant Protection Protocols, MPP), a cambio de evitar sanciones económi-

cas (Isacson et al., 2019). Estos ejemplos muestran cómo la diplomacia migratoria no 

ha sido orientada por principios éticos o humanitarios, sino por estrategias de disuasión 

y control que buscan impedir que los migrantes lleguen a los países centrales. 

La noción clásica de soberanía se ve alterada cuando los Estados periféricos son 

presionados para ejercer funciones de control en nombre de los Estados centrales. Esto 

ocurre con México respecto a Estados Unidos o con Marruecos respecto a España y la 

Unión Europea. En otras palabras, se configura una soberanía condicionada o dele-

gada, donde el país de tránsito debe demostrar su capacidad para controlar flujos mi-

gratorios a cambio de legitimidad internacional, asistencia financiera o condiciones 

comerciales favorables. Como señala Achille Mbembe (2019), se trata de un “gobierno 

de fronteras en el que la soberanía no es la capacidad de proteger, sino de seleccionar 

quién puede ser admitido y quién debe ser contenido o excluido” (p. 75). 

Estos comportamientos de poder reproducen jerarquías estructurales asimétricas e 

interestatales, donde los países económicamente más estables dictan las reglas del juego 

migratorio, mientras que los Estados económicamente dependientes asumen los costos 
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humanitarios y sociales derivados de dichas jerarquías y de la contención migratoria. 

Como resultado, se genera una cooperación condicionada a políticas migratorias res-

trictivas, como ocurrió con el Plan de Desarrollo Integral México-Centroamérica, 

cooptado para fines de contención. A esto, Saskia Sassen (2014) lo denomina “proce-

sos que configuran una expulsión diplomática”, donde las instituciones internacionales 

legitiman prácticas de control bajo un lenguaje tecnocrático de gobernanza (p. 211). 

El principio de soberanía ha sido históricamente invocado como legitimación del 

control estatal sobre las fronteras y el territorio. Sin embargo, en el marco de la gober-

nanza global contemporánea, este principio “se reconfigura; no desaparece, sino que 

se rearticula en clave cooperativa y asimétrica, donde los Estados más poderosos ex-

ternalizan sus fronteras hacia el sur global mediante acuerdos bilaterales y regionales” 

(Gammeltoft-Hansen y Hathaway, 2015, p. 9). De esta forma, “la soberanía moderna 

ya no se limita a la jurisdicción territorial, sino que opera también como una capacidad 

de decidir quién puede vivir, circular o ser excluido” (Mbembe, 2003, p. 28). Así, la 

diplomacia migratoria se vuelve un canal privilegiado para ejercer esta forma de sobe-

ranía extraterritorial. 

La contención se convierte, en este escenario, en uno de los objetivos estratégicos 

más relevantes. La firma de acuerdos tipo “tercer país seguro”, las medidas de exter-

nalización fronteriza y la cooperación condicionada al control migratorio son expre-

siones concretas de una diplomacia orientada no a proteger, sino a impedir el acceso a 

los territorios de asilo. Tal como ha señalado Alexander Betts (2011), “estas prácticas 

responden a un modelo de gobernanza que prioriza la seguridad nacional por encima 

de las obligaciones internacionales de protección, generando un régimen de movilidad 

altamente desigual” (p. 43). En otras palabras, la diplomacia migratoria actúa como un 

mecanismo de desplazamiento de responsabilidades, donde los Estados periféricos 

asumen funciones de contención que benefician a los Estados centrales. 

Este entramado da lugar a asimetrías estructurales en la toma de decisiones y en la 

distribución de cargas y beneficios. Mientras algunos Estados imponen las reglas del 

juego diplomático en materia migratoria, otros quedan subordinados a ellas bajo la 

presión de incentivos económicos, amenazas geopolíticas o promesas de legitimidad 

internacional. En este contexto, “la diplomacia migratoria contemporánea se encuentra 

cada vez más imbricada en las relaciones de poder norte-sur, reproduciendo lógicas 

coloniales bajo el lenguaje de la cooperación” (Geiger y Pécoud, 2020, p. 14). 

Ahora bien, concebir la diplomacia como dispositivo de poder permite visibilizar 

sus dimensiones normativas, estratégicas y jerárquicas. A través de acuerdos, discursos 

y prácticas multilaterales, los Estados y organismos internacionales no solo gestionan 

la migración, sino que producen subjetividades migrantes, definen quién es visible o 

invisible y distribuyen los umbrales de lo humano, lo político y lo digno de protección 

(Bigo y Guild, 2005). Esta perspectiva crítica permite problematizar el papel de la 

diplomacia más allá de su fachada técnica o funcional, mostrando cómo opera en la 

consolidación de una arquitectura de movilidad desigual. 
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La diplomacia debe entenderse no solo como negociación entre iguales, sino como 

un mecanismo de reproducción de jerarquías interestatales y fronteras asimétricas. En 

este sentido, Harold Nicolson (1950) define la diplomacia como “la gestión de las re-

laciones internacionales mediante la negociación” (p. 4), subrayando su carácter for-

mal e instrumental. Sin embargo, esta definición se muestra insuficiente frente al uso 

creciente de la diplomacia para fines de contención migratoria, externalización de fron-

teras y transferencia de responsabilidades de protección. 

A su vez, Henry Kissinger (2012) aporta una visión realista y estratégica al concebir 

la diplomacia como “una herramienta de poder estatal orientada a preservar el equili-

brio en un sistema internacional competitivo” (p. 29). Esta concepción explica por qué, 

en la práctica, la diplomacia no se orienta prioritariamente a proteger a las personas 

desplazadas, sino a garantizar la estabilidad geopolítica de los Estados receptores, mu-

chas veces a costa de los derechos de quienes migran. 

La firma de acuerdos con “terceros países seguros”, la condicionalidad de la coope-

ración al control fronterizo y la delegación de funciones represivas a países de tránsito 

no son prácticas excepcionales, sino manifestaciones estructurales de una soberanía 

selectiva que profundiza la desigualdad global (Guild et al., 2019). A su vez, Costas 

Constantinou (1996) ofrece una lectura posmoderna y relacional al conceptualizar la 

diplomacia “no como simple canal de negociación, sino como una práctica performa-

tiva que produce subjetividades y relaciones” (p. 3). Desde esta perspectiva, la diplo-

macia migratoria no solo administra flujos, sino que construye narrativas e identidades 

políticas: el migrante como amenaza, el Estado como víctima de presiones externas y 

el país de tránsito como gendarme periférico. Estas representaciones performativas permi-

ten a los actores diplomáticos movilizar legitimidades diferenciadas y justificar regí-

menes de excepción. 

En resumidas cuentas, la evidencia de los últimos años demuestra que la diplomacia 

migratoria no es un campo neutral, sino un instrumento estructurado por la asimetría 

entre Estados, la lógica de la soberanía defensiva y la priorización del control sobre la 

protección (Betts, 2011). En lugar de canalizar la solidaridad internacional, opera como un 

engranaje del sistema global de contención, donde el principio de hospitalidad es sus-

tituido por el cálculo estratégico. 

Esta constatación abre la puerta a una reflexión más profunda: si la diplomacia mi-

gratoria ha sido capturada por lógicas de exclusión y contención, ¿qué principios nor-

mativos deberían guiarla en su lugar? La respuesta exige desplazar el foco del poder hacia 

la ética, es decir, repensar la migración no solo como un fenómeno gestionable, sino 

como una cuestión de justicia global, hospitalidad y reconocimiento de los derechos 

de los otros (Benhabib, 2004). Desde esta perspectiva, es necesario examinar los fun-

damentos filosóficos y políticos que sostienen una ética de la migración más allá del 

interés estatal, orientada a la dignidad humana y la corresponsabilidad internacional. 
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Ética de la migración: hospitalidad, justicia global y derechos de los otros 

Para confrontar la lógica instrumental de la diplomacia migratoria, es necesario incor-

porar marcos normativos que prioricen la justicia global y la hospitalidad como prin-

cipios rectores. Joseph Carens (1987), desde una perspectiva liberal igualitaria, argu-

menta que las restricciones migratorias impuestas por los Estados democráticos no 

pueden justificarse moralmente en un mundo caracterizado por profundas desigualda-

des. Según Carens, “la libertad de movimiento debería ser considerada un derecho bá-

sico, y los Estados tienen la carga de la justificación si desean limitarlo” (p. 252). 

Seyla Benhabib (2004), por su parte, introduce una tensión fundamental entre el 

derecho de los Estados a controlar sus fronteras y los derechos morales de los indivi-

duos como “otros” en situación de vulnerabilidad. Propone un modelo de hospitalidad 

democrática que “exige que las prácticas migratorias se sometan a principios de uni-

versalidad, reconocimiento y justificación pública” (p. 179). Esta ética no niega la so-

beranía, pero la somete a estándares deliberativos y cosmopolitas. 

El concepto de hospitalidad es problematizado desde una perspectiva filosófica ra-

dical por Jacques Derrida (2000), para quien la hospitalidad verdadera es incondicional 

y, por ello, “está en tensión permanente con las estructuras legales e institucionales 

que necesariamente imponen condiciones” (p. 25). Derrida revela así el dilema ético 

de toda política migratoria: su necesidad de ordenar aquello que, desde un punto de 

vista ético, debería permanecer abierto. Dicho planteamiento nos obliga a repensar la 

migración no como una simple cuestión administrativa o de soberanía estatal, sino 

como una interpelación ética que desestabiliza los marcos tradicionales de pertenencia 

y exclusión. 

La migración, lejos de ser únicamente un desafío logístico o un problema de segu-

ridad, interpela directamente a los fundamentos morales que sostienen nuestras comu-

nidades políticas. En este sentido, una ética de la migración debe examinar cómo se 

distribuyen los derechos, las obligaciones y los criterios de admisión en un mundo 

marcado por la desigualdad estructural, la interdependencia y la movilidad humana. 

La pregunta ética fundamental no es solo quién puede entrar y en qué condiciones, 

sino qué les debemos a los otros como seres humanos más allá de las fronteras. 

Immanuel Kant (2003) sostiene que la hospitalidad no debe concebirse como un 

gesto voluntario o benévolo, sino como una “exigencia normativa fundada en la idea 

de una comunidad moral universal” (p. 45). En La paz perpetua, Kant articula el dere-

cho de hospitalidad como una manifestación del derecho cosmopolita: el deber de los 

individuos y de los Estados de reconocer al otro no como huésped ocasional, sino como 

sujeto de derechos por el solo hecho de habitar el mismo mundo. Según Kant, todo ser 

humano tiene derecho a no ser tratado con hostilidad al llegar a la tierra de otro, por 

tratarse de un “derecho de visita” que emana de la posesión común de la tierra. Este 

principio sienta las bases de una ética de la migración que trasciende la soberanía es-

tatal y reconoce deberes hacia los extranjeros por el solo hecho de compartir una hu-

manidad común. 
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El filósofo y politólogo canadiense Joseph Carens retoma y radicaliza esta intuición 

kantiana al afirmar que las fronteras heredadas son moralmente arbitrarias; por lo tanto, 

no pueden justificar por sí solas la exclusión de los migrantes. En su influyente ensayo 

“Aliens and Citizens”, Carens (1987) argumenta que “el principio de igual libertad, 

central en las democracias liberales, exige extender derechos de residencia y ciudada-

nía a los migrantes, especialmente a aquellos que ya forman parte activa de la comu-

nidad” (p. 254). Para Carens, negar el acceso a la movilidad o a la integración política 

constituye una forma de injusticia estructural equiparable a la discriminación. 

Por su parte, la filósofa Seyla Benhabib (2004) plantea la tensión entre el universa-

lismo moral de los derechos humanos y el particularismo de la ciudadanía estatal. Ana-

liza cómo las democracias constitucionales enfrentan el dilema de garantizar derechos 

universales en contextos institucionales particularistas. Según Benhabib, una ética de 

la migración debe basarse en el principio deliberativo de inclusión, en el que los 

“otros” no sean meros objetos de la ley, sino sujetos que puedan participar en la dis-

cusión sobre las normas que los afectan (p. 180). 

La filósofa Martha Nussbaum (2006) ha contribuido a este debate desde el enfoque 

de las capacidades humanas, el cual sostiene que cada ser humano, independiente-

mente de su estatus legal, tiene derecho a desarrollar las capacidades centrales que 

definen una vida digna. Así, “las políticas migratorias deben evaluarse no solo por 

criterios de seguridad o soberanía, sino por su impacto en la posibilidad real de las 

personas de florecer como agentes morales y sociales” (p. 33). 

Por último, si bien John Rawls no aborda directamente el tema de la migración en 

su obra El derecho de gentes, plantea una visión del orden internacional que ha sido 

criticada por su ambigüedad respecto al derecho de migrar. Rawls (1999) sugiere que 

los pueblos “bien ordenados” no tendrían razones para emigrar, lo que algunos autores 

han interpretado como una defensa implícita del derecho a no migrar, “antes que del 

derecho a cruzar fronteras” (p. 8). Sin embargo, esta posición ha sido cuestionada por 

Carens y otros teóricos, quienes sostienen que la justicia global no puede estar desli-

gada de la libertad de movimiento. 

La ética de la migración, entonces, nos obliga a repensar la justicia no solo dentro 

de los Estados, sino entre seres humanos globalmente considerados. Si aceptamos que 

los derechos no pueden depender exclusivamente de la ciudadanía o del azar del naci-

miento, entonces la hospitalidad, la apertura razonable de las fronteras y el reconoci-

miento de los derechos de los otros dejan de ser actos excepcionales para convertirse 

en exigencias normativas de una política ética. 

 

Reconocimiento y opresión estructural: cuando el derecho produce exclusión 

La teoría del reconocimiento permite revelar cómo ciertas prácticas diplomáticas y 

jurídicas no solo omiten, sino que activamente niegan el estatus moral de las personas 

desplazadas. Axel Honneth (1997) argumenta que la lucha por el reconocimiento no 

es solo simbólica, sino constitutiva de la identidad y la autonomía del sujeto, y que “la 



Capítulo 6. Diplomacia y migración: un  

análisis ético de sus contradicciones y desafíos 

109 

exclusión jurídica o política implica, en consecuencia, una forma de desprecio estruc-

tural” (p. 129). 

La filósofa Iris Marion Young (2011) propone una crítica a los modelos distributi-

vos de justicia para centrarse en las formas estructurales de opresión: explotación, mar-

ginación, violencia cultural y poder ejercido sin representación. Para Young, el dere-

cho internacional, incluido el régimen de asilo, “puede convertirse en un mecanismo 

de exclusión cuando reproduce estas formas de dominación estructural en lugar de 

combatirlas” (p. 53). 

La filósofa y académica estadounidense Sally Haslanger (2012) complementa esta 

visión al mostrar cómo las estructuras sociales y los conceptos jurídicos se articulan 

para mantener jerarquías de género, raza y ciudadanía. La diplomacia migratoria que 

invisibiliza a las mujeres desplazadas por violencia de género o que niega la racializa-

ción del control fronterizo “contribuye a reproducir categorías sociales opresivas” (p. 

413). Este enfoque no rechaza el derecho ni la diplomacia, pero sí exige su reconfigu-

ración crítica. Una diplomacia ética debe reconocer que no puede operar al margen de 

las relaciones estructurales de injusticia y que su legitimidad depende de su capacidad 

para cuestionar, y no reproducir, esas estructuras. 

Al articular los enfoques de la justicia global, la hospitalidad y el reconocimiento, 

se construye una crítica ética de la diplomacia migratoria que permite visibilizar sus 

contradicciones estructurales. La diplomacia no es un espacio neutro, sino un campo 

de disputa donde se configura la legitimidad de las decisiones frente a poblaciones 

desplazadas. Comprenderla críticamente exige superar tanto la lógica estatalista como 

el formalismo jurídico, integrando marcos éticos capaces de responder a la realidad 

interdependiente y profundamente desigual de nuestro tiempo. 

Resulta indispensable no solo problematizar teóricamente la diplomacia migratoria, 

sino también examinar empíricamente cómo se manifiestan sus contradicciones éticas 

en casos concretos. Para ello, la presente investigación recurre a un diseño metodoló-

gico de corte cualitativo e interpretativo que permite analizar críticamente las raciona-

lidades estratégicas, los discursos jurídicos y las prácticas diplomáticas en contextos 

de migración forzada. A través de un estudio de caso crítico, se busca revelar cómo se 

articulan y tensionan los principios éticos y normativos frente a decisiones tomadas 

bajo presión geopolítica, como ocurrió en el acuerdo migratorio entre México y Esta-

dos Unidos entre 2019 y 2021. 

 

Diseño metodológico: estudio de caso crítico y análisis documental 

A diferencia de los métodos cuantitativos, que priorizan la medición y correlación de 

variables observables, el enfoque cualitativo permite captar la complejidad del fenó-

meno en sus múltiples dimensiones simbólicas, institucionales y morales (Maxwell, 

2013). De esta forma, se exploran no solo los discursos oficiales, los tratados interna-

cionales y los marcos normativos, sino también las prácticas de exclusión, externali-

zación y condicionalidad que caracterizan muchas de las decisiones diplomáticas 

frente a poblaciones desplazadas (Creswell y Poth, 2018). Esta estrategia interpretativa 
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posibilita analizar cómo se construye la legitimidad del poder diplomático, qué valores 

orientan sus acciones y en qué medida estas prácticas reproducen o desafían las de-

sigualdades estructurales del sistema internacional. 

Una justificación central del diseño metodológico es el estudio de caso México-

Estados Unidos (2019-2021), concebido como ejemplo paradigmático para analizar 

críticamente las contradicciones éticas de la diplomacia en contextos de movilidad for-

zada. En este lapso, bajo la política de Migrant Protection Protocols (conocida como 

“Quédate en México”), impulsada por el Gobierno estadounidense y aceptada por el 

Gobierno mexicano, miles de solicitantes de asilo fueron obligados a esperar la reso-

lución de sus procesos en territorio mexicano, muchas veces en condiciones de extrema 

vulnerabilidad y desprotección (Human Rights Watch, 2021). 

Este acuerdo bilateral, formalizado sin debate público ni aprobación legislativa, ex-

pone con claridad cómo las decisiones diplomáticas pueden subordinar la protección 

de los derechos humanos a objetivos geoestratégicos y presiones exteriores, en parti-

cular cuando median asimetrías de poder entre Estados (Isacson et al., 2019). El caso 

resulta metodológicamente relevante por su riqueza documental –discursos oficiales, 

informes de organismos internacionales, declaraciones públicas y marcos normativos–

, así como por su potencial analítico para ilustrar la tensión entre hospitalidad y con-

tención, soberanía y solidaridad, derecho internacional y razón de Estado. 

En este sentido, el caso México-Estados Unidos permite observar de manera con-

creta cómo la diplomacia opera no solo como instrumento de negociación, sino como 

un campo de disputa ética donde se definen y limitan los derechos de las personas en 

movimiento. 

 

Estudio de caso crítico: México-Estados Unidos (2019-2021) 

El pacto migratorio que los gobiernos de México y de Estados Unidos alcanzaron en 

2019 fue un acuerdo diplomático mediante el cual México se comprometía a frenar el 

flujo migratorio proveniente de Centroamérica. Durante el periodo 2019-2021, la re-

lación bilateral estuvo marcada por una fuerte presión de la administración del presi-

dente Donald Trump para que México asumiera un papel más activo en la contención 

migratoria, particularmente ante el incremento de caravanas provenientes de Centroa-

mérica. Esta presión culminó en “un acuerdo bilateral alcanzado el 7 de junio de 2019, 

en el que se conjuró la amenaza de imponer aranceles a productos mexicanos a cambio 

de un compromiso del Gobierno mexicano de reforzar su frontera sur y ampliar su 

cooperación migratoria con Estados Unidos” (Meyer, 2019). 

Uno de los principales compromisos adquiridos por México fue el despliegue de 

6,000 elementos de la Guardia Nacional en su frontera sur con Guatemala, con el ob-

jetivo de frenar el tránsito de personas migrantes, muchas de ellas solicitantes de asilo 

que pretendían llegar a Estados Unidos. Como señalan diversos analistas, “esta deci-

sión transformó de facto a México en un país de contención migratoria, subordinando 

la protección de derechos humanos a objetivos de seguridad regional y presiones eco-

nómicas” (Amnistía Internacional, 2020). 
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El acuerdo permitió también la expansión del programa Migrant Protection Proto-

cols (MPP), conocido como “Remain in Mexico”, mediante el cual Estados Unidos co-

menzó a devolver a territorio mexicano a solicitantes de asilo mientras se resolvían sus 

casos en cortes migratorias estadounidenses. Para diciembre de 2019, más de 57,000 

personas habían sido retornadas a ciudades mexicanas fronterizas, muchas de ellas sin 

acceso efectivo a asistencia legal ni a condiciones mínimas de seguridad (Human 

Rights First, 2020). 

Si bien el programa MPP fue suspendido oficialmente al inicio del Gobierno de Joe 

Biden, en febrero de 2021, fue reinstaurado en agosto del mismo año por orden judicial 

(U.S. Department of Homeland Security, 2021). Diversas organizaciones documenta-

ron violaciones sistemáticas a los derechos de las personas retornadas, incluyendo se-

cuestros, extorsiones, violencia sexual y discriminación (Human Rights Watch, 2021). 

Paralelamente, el acuerdo migratorio se dio en un contexto de redefinición de la 

cooperación en seguridad bilateral. En octubre de 2021, ambas naciones anunciaron el 

fin de la Iniciativa Mérida –programa lanzado en 2007 con un enfoque centrado en el 

combate al narcotráfico– y firmaron el Marco Bicentenario de Cooperación en Segu-

ridad, Salud Pública y Comunidades Seguras, con una perspectiva más integral, aun-

que todavía bajo una lógica de seguridad compartida (Secretaría de Relaciones Exte-

riores, 2021). 

Este periodo ilustra un momento crítico en la diplomacia migratoria regional, donde 

la negociación entre Estados se realizó bajo una asimetría estructural que sacrificó 

principios éticos de protección y hospitalidad en favor de intereses geoestratégicos y 

comerciales. La subordinación de México a los objetivos de control fronterizo de Es-

tados Unidos revela la tensión persistente entre soberanía negociada y responsabilidad 

internacional de garantizar los derechos de las personas en movilidad forzada. 

 

Tabla 1. Línea del tiempo de los acontecimientos clave (2019–2021) 

Fecha Evento Descripción 

Octubre 

2018 
Inicio de caravanas 

Se intensifican las caravanas migrantes provenientes del 

Triángulo Norte (Honduras, El Salvador, Guatemala), 

rumbo a Estados Unidos 

Abril–

mayo 

2019 

Aumento en detenciones 
Se registran cifras récord de detenciones en la frontera sur 

de Estados Unidos, lo que provoca tensiones diplomáticas. 

Mayo 30, 

2019 
Amenaza de aranceles 

Trump anuncia aranceles del 5 % a las exportaciones me-

xicanas si México no detiene el flujo migratorio. 

7 de junio 

2019 

Firma del acuerdo  

bilateral 

México acuerda desplegar 6.000 elementos de la Guardia 

Nacional en su frontera sur y aceptar la implementación 

del programa MPP. 

Julio 

2019 

Inicio de Remain  

in Mexico 

México comienza a recibir solicitantes de asilo devueltos 

por Estados Unidos bajo el programa MPP. 

2019–

2020 

Denuncias y crisis  

humanitaria 

Organizaciones civiles documentan violaciones sistemáti-

cas de derechos a solicitantes de asilo retornados a Mé-

xico. 
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Fecha Evento Descripción 

20 de 

enero 

2021 

Cambio de administración 

en Estados Unidos 

Joe Biden asume la presidencia y anuncia la suspensión de 

nuevos ingresos al programa MPP. 

Febrero–

junio 

2021 

Fin parcial del MPP 

Inicia la reubicación de algunos solicitantes en Estados 

Unidos, aunque persisten rezagos en la atención y seguri-

dad. 

 

 

Tensión entre soberanía y derechos: México como tercer país seguro de facto 

La implementación del acuerdo entre México y Estados Unidos (2019-2021), en espe-

cial en su dimensión de tercer país seguro de facto, vulneró el marco jurídico tanto 

mexicano como interamericano en materia de protección de personas migrantes y so-

licitantes de asilo. Como resultado, miles de personas en búsqueda de protección in-

ternacional fueron retornadas o forzadas a permanecer en territorio mexicano sin las 

garantías procesales ni los mecanismos de salvaguarda exigidos por el derecho interno 

y los tratados internacionales suscritos por México. Esta práctica no solo contravino el 

principio de no devolución (non-refoulement), piedra angular del derecho internacio-

nal de los refugiados, sino que también evidenció una contradicción estructural en la 

política exterior mexicana: la subordinación de sus compromisos humanitarios a las 

presiones geoestratégicas impuestas por Estados Unidos (McAdam, 2020; Human 

Rights Watch, 2021). 

Aunque México no firmó un acuerdo formal que lo reconociera como “tercer país 

seguro”, la implementación del programa Migrant Protection Protocols (MPP) im-

plicó, en los hechos, una aceptación tácita de dicha categoría. Este actuar contradijo 

diversos principios constitucionales y tratados internacionales ratificados por el Estado 

mexicano, como se verá a continuación. 

 

I. Normativa constitucional e infraconstitucional 

Artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: “En los 

Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reco-

nocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales […] Las normas relativas 

a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con 

los tratados internacionales […] favoreciendo en todo tiempo a las personas la protec-

ción más amplia” (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2021, art. 1). 

 

Artículo 11, párrafo segundo: “Toda persona tiene derecho a buscar y recibir asilo. 

El reconocimiento de la condición de refugiado y el otorgamiento del asilo político se 

realizarán conforme a los tratados internacionales y a las leyes aplicables en la materia” 

(Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2021, art. 11). 

 



Capítulo 6. Diplomacia y migración: un  

análisis ético de sus contradicciones y desafíos 

113 

Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político (2011): “En 

ningún caso se podrá retornar a una persona solicitante de reconocimiento de la con-

dición de refugiado o de asilo político, o beneficiaria de protección complementaria, a 

otro país en donde su vida, integridad o libertad personal se vean amenazadas” (Ley 

sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, 2011, art. 6). 

 

La implementación del MPP, sin garantía de protección plena en territorio mexicano, 

vulneró de manera directa este principio de no devolución, reconocido tanto en el de-

recho interno como en el derecho internacional. 

 

II. Jurisprudencia relevante 

En el plano nacional, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha reiterado 

la obligación del Estado mexicano de respetar los principios del derecho internacional 

de los derechos humanos. En la tesis aislada 1a. CXCVII/2014, la Primera Sala esta-

bleció que: 

 

El principio de no devolución, previsto en tratados internacionales, debe aplicarse en todo 

procedimiento migratorio, incluso si la persona extranjera no ha solicitado expresamente el 

reconocimiento de la condición de refugiado (SCJN, 2014). 

 

De igual forma, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), en su 

Opinión Consultiva OC-21/14, subrayó que el principio de no devolución tiene carácter de 

jus cogens; es decir, constituye una norma inderogable del derecho internacional: 

 

La prohibición de devolución incluye tanto el retorno directo como indirecto, esto es, el 

traslado de una persona a un tercer Estado que no brinde protección adecuada” (Corte IDH, 

2014, p. 31). 

 

Por lo tanto, México, al aceptar el retorno masivo de personas bajo el MPP sin garantizar 

condiciones mínimas de seguridad, violentó de manera directa esta norma inderogable. 

 

III. Incompatibilidad con estándares del derecho internacional 

Diversas organizaciones internacionales, entre ellas ACNUR y la Comisión Interame-

ricana de Derechos Humanos (CIDH), han advertido sobre la incompatibilidad de estos 

acuerdos con el derecho internacional. La CIDH, en su Informe sobre la situación de 

derechos humanos en la frontera México-Estados Unidos (2021), concluyó que: 

 

El programa de Protocolos de Protección a Migrantes ha generado violaciones graves a los 

derechos humanos de las personas migrantes, incluyendo el derecho a la vida, la integridad 

personal y el acceso a procedimientos justos y eficaces (CIDH, 2021, p. 55). 
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Asimismo, ACNUR ha reiterado que México no reúne las condiciones para ser con-

siderado un país seguro para todas las personas retornadas, dada la violencia genera-

lizada, el colapso de los albergues y la falta de acceso efectivo a servicios legales y 

sanitarios (ACNUR, 2019a, 2019b, 2019c). 

En síntesis, el acuerdo diplomático México-Estados Unidos demuestra una pro-

funda disonancia entre los compromisos normativos del Estado mexicano y su actua-

ción en el plano diplomático. Al aceptar condiciones impuestas por un socio geopolí-

ticamente dominante, México actuó más como ejecutor de una política de contención 

externa que como garante de los derechos humanos. Este comportamiento genera una 

tensión no solo ética, sino también jurídica: pone en entredicho el principio de progre-

sividad de los derechos humanos e instrumentaliza la figura del migrante como mo-

neda de cambio diplomático. 

En términos filosófico-políticos, se trata de una diplomacia de la contención que 

renuncia a la hospitalidad kantiana y a la justicia distributiva cosmopolita para conso-

lidarse como una política fundada en el miedo, el cálculo y la subordinación estructu-

ral. Frente a ello, el derecho y la ética no deben operar como discursos meramente 

decorativos, sino como criterios radicales de evaluación del poder internacional. 

 

Las contradicciones éticas del acuerdo 

Desde una ética cosmopolita, como la formulada por Joseph Carens, la movilidad hu-

mana debe ser considerada dentro del “marco de derechos que trascienden las fronteras 

políticas, y no como una concesión soberana del Estado receptor” (1987, p. 252). Sin 

embargo, el actuar diplomático de México durante este periodo respondió menos a esta 

visión y más a una lógica de coacción internacional. La amenaza explícita de Estados 

Unidos de imponer aranceles progresivos a las exportaciones mexicanas si no se “con-

trolaba” la migración fue un elemento central en la negociación (García, 2020). 

Ante este escenario, la diplomacia mexicana optó por subordinar la defensa de los 

derechos humanos a intereses económicos y geoestratégicos. Esta decisión contraviene 

principios fundamentales del derecho internacional de los derechos humanos, en par-

ticular el principio de no devolución (non-refoulement), contenido en la Convención 

sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, así como en el 

artículo 22 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que protege el de-

recho de toda persona a buscar asilo (ONU, 1951/1967; OEA, 1969). De acuerdo con 

el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), el pro-

grama Remain in Mexico expuso a decenas de miles de personas a condiciones de in-

seguridad, extorsión, violencia sexual y falta de acceso a representación legal (AC-

NUR, 2020). 

En el marco conceptual de la hospitalidad como principio ético incondicional, pro-

puesto por Jacques Derrida, “el deber de acoger no puede estar subordinado a condi-

ciones estratégicas ni supeditado a lógicas utilitarias” (Derrida, 2000, p. 25). La diplo-

macia, al subordinar la hospitalidad al cálculo político, transforma el derecho de asilo 

en una herramienta de negociación geopolítica. De ahí que Seyla Benhabib haya 
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denunciado que los Estados modernos gestionan las fronteras como “zonas de excep-

ción, en las que el migrante es suspendido entre el derecho y su negación” (Benhabib, 

2004, p. 178). 

Por su parte, la teoría del reconocimiento, elaborada por Axel Honneth e integrada 

a la crítica de la injusticia estructural de Iris Marion Young, permite observar cómo las 

políticas migratorias no solo excluyen físicamente, sino que también niegan “el estatus 

moral y político de las personas migrantes, despojándolas de reconocimiento jurídico, 

simbólico y afectivo” (Honneth, 1997, p. 134; Young, 2011, p. 42). 

 

El impacto ético del acuerdo migratorio México-Estados  

Unidos: una crítica desde la justicia global y el reconocimiento 

El acuerdo migratorio suscrito entre México y Estados Unidos durante el periodo 

2019-2021 representa un caso ilustrativo en el que la diplomacia deja de ser un instru-

mento de protección internacional para convertirse en un mecanismo de cooperación 

coercitiva, en el que el poder estratégico de Estados Unidos se impone sobre el margen 

de decisión de México. Esta configuración da lugar a graves tensiones éticas que deben 

ser analizadas desde una perspectiva de justicia global y reconocimiento. 

Dentro del marco de la justicia global, la distribución arbitraria de derechos por 

lugar de nacimiento es moralmente indefendible en un mundo donde la movilidad y 

“la interdependencia son estructurales” (Sen, 2009, p. 142). En este sentido, los acuer-

dos que restringen el acceso a la protección internacional, como los Protocolos de Pro-

tección al Migrante (MPP), refuerzan una forma de apartheid global en la que los de-

rechos humanos se subordinan al control territorial. Carens (1987, p. 255) sostiene que 

la hospitalidad hacia el extranjero no debe ser una concesión estatal, sino una “obliga-

ción moral universal, anclada en la igualdad moral de todas las personas”. 

Este principio también es defendido por Seyla Benhabib, quien ha argumentado que el 

derecho a tener derechos, especialmente el de solicitar asilo, no puede depender exclu-

sivamente del arbitrio soberano. Desde una ética comunicativa y cosmopolita, Benha-

bib (2004) denuncia el déficit democrático del régimen internacional de fronteras, el 

cual convierte a los migrantes en “outsiders estructurales cuya voz no es reconocida” 

(p. 178). En el caso del acuerdo México-Estados Unidos, este déficit se manifiesta en 

la externalización del asilo a través del programa “Quédate en México”, donde miles 

de solicitantes fueron devueltos a contextos de inseguridad y exclusión legal sin ga-

rantías efectivas (CIDH, 2021). 

Las injusticias estructurales no solo se expresan por la ausencia de derechos forma-

les, sino por la opresión institucionalizada que deslegitima ciertas identidades y expe-

riencias. En este caso, la figura del migrante irregular es construida como una amenaza 

a la seguridad nacional, lo que facilita su exclusión material y simbólica. Tal narrativa 

despoja a las personas migrantes de su estatuto como sujetos de derecho, reprodu-

ciendo una forma de invisibilización moral (Young, 2011). 

El filósofo alemán Axel Honneth argumenta que el reconocimiento es condición de 

posibilidad para el desarrollo de la autonomía y la dignidad. Negar este reconocimiento, 
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como lo hacen las prácticas diplomáticas de contención y devolución, implica una “le-

sión moral que no puede ser reparada solo por medios jurídicos” (1997, p. 134). La 

vida en campamentos improvisados en la frontera norte de México, bajo condiciones 

de inseguridad, sin acceso a atención médica, legal ni psicológica, constituye una 

forma de desprecio institucionalizado que viola el principio mismo de humanidad (AC-

NUR, 2020). 

Por su parte, la filósofa Sally Haslanger (2012) ha elaborado una teoría crítica de 

la opresión estructural que permite analizar cómo los sistemas de poder producen y 

mantienen desigualdades a través de categorías sociales construidas, tales como el gé-

nero, la raza, la clase y, en este caso, el estatus migratorio. Desde esta perspectiva, el 

estatus legal de una persona no es simplemente una categoría jurídica neutral, sino un 

instrumento que estructura oportunidades desiguales y legitima formas de exclusión 

sistemática. La interseccionalidad, concepto desarrollado inicialmente por Kimberlé 

Crenshaw (1991), pero que Haslanger articula en un marco ontológico más amplio, 

revela cómo las personas migrantes no experimentan la injusticia de forma homogé-

nea, sino que su vulnerabilidad se intensifica cuando su identidad social se sitúa en 

múltiples ejes de subordinación. 

En el contexto de los Migrant Protection Protocols (MPP), estas categorías se en-

trecruzaron de forma alarmante. Las mujeres migrantes, las personas LGBT+ y la ni-

ñez no acompañada estuvieron particularmente expuestas a formas específicas de vio-

lencia estructural y simbólica. Informes de organizaciones internacionales documen-

taron casos sistemáticos de violencia sexual, acoso, trata de personas, explotación la-

boral y secuestros sufridos por estas poblaciones mientras esperaban la resolución de 

sus procesos de asilo en ciudades fronterizas mexicanas, sin garantías de seguridad ni 

acceso efectivo a la justicia (Human Rights Watch, 2021). Lejos de ser un “protocolo 

de protección”, el MPP representó un régimen de contención que desprotegió activa-

mente a quienes ya se encontraban en situación de extrema vulnerabilidad. 

Desde el marco teórico de Sally Haslanger, estas experiencias no deben interpretarse 

como fallas aisladas o accidentes administrativos, sino como expresiones de una ar-

quitectura social que naturaliza la subordinación de ciertos cuerpos y experiencias. El 

estatus migratorio irregular, en combinación con el género o la orientación sexual, opera 

como una marca de inferioridad ontológica que justifica el trato diferenciado y la in-

visibilidad política de estas personas. Esta dinámica forma parte de lo que Haslanger 

(2012, p. 387) denomina formas persistentes de subordinación estructural, en las que 

las instituciones no solo fallan en proteger, sino que “reproducen activamente desigual-

dades al definir quién merece protección y quién puede ser excluido sin consecuencias”. 

La falta de reconocimiento por parte de los mecanismos bilaterales entre México y 

Estados Unidos hacia estas formas específicas de daño evidencia una ceguera institu-

cional que reproduce la injusticia epistémica, en el sentido planteado por Fricker (2007): 

se desestima el conocimiento situado de los propios grupos vulnerables y se ignoran 

sus voces en los procesos de diseño diplomático y jurídico. En este sentido, una ética 

crítica de la migración, basada en el reconocimiento interseccional, no puede limitarse 
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a exigir legalidad formal, sino que debe problematizar los modos en que el derecho y 

la propia diplomacia configuran jerarquías humanas y zonas de exclusión. 

A partir de la filosofía moral, la acción diplomática debería guiarse por principios 

que puedan universalizarse racionalmente, como el respeto a la dignidad humana. No 

obstante, el acuerdo de 2019 respondió más bien a una lógica instrumental, en la que 

el valor de los migrantes se redujo a su función de ser disuadidos, contenidos o retor-

nados. Ello contradice no solo principios deontológicos, sino también los compromisos 

asumidos en el marco del derecho internacional de los derechos humanos. 

Toda acción pública debería orientarse por principios que puedan universalizarse 

racionalmente y que respeten la dignidad inherente de cada persona como “un fin en 

sí mismo, y nunca meramente como un medio” (Kant, 2012, p. 54). Este principio, 

expresado en el imperativo categórico, constituye la base de una ética deontológica 

que limita moralmente el uso estratégico de las personas en aras de fines políticos, 

económicos o de seguridad. En este sentido, la diplomacia no puede considerarse éti-

camente neutra si sus decisiones suponen la instrumentalización de vidas humanas, 

especialmente de aquellas que ya se encuentran en condiciones de vulnerabilidad, 

como es el caso de las personas migrantes y solicitantes de asilo. 

Sin embargo, el acuerdo migratorio entre México y Estados Unidos, firmado en 

junio de 2019, se aleja profundamente de este ideal normativo. La acción diplomática 

que le dio origen respondió no a un principio ético universalizable, sino a una lógica 

claramente instrumental: frenar los flujos migratorios hacia Estados Unidos mediante 

la disuasión y la contención de personas en tránsito, sin asegurar condiciones mínimas 

de protección ni procedimientos justos para determinar su necesidad de refugio (CIDH, 

2021; ACNUR, 2020). Esta estrategia transformó a las personas migrantes en piezas 

funcionales de una arquitectura de control fronterizo, cuyo valor se mide por su capa-

cidad de ser excluidas, devueltas o invisibilizadas (Human Rights Watch, 2021). 

Tal enfoque contradice no solo los fundamentos de la ética deontológica, sino tam-

bién los compromisos jurídicos que México ha asumido en el marco del derecho inter-

nacional de los derechos humanos. De conformidad con la Convención sobre el Esta-

tuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, así como con la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, los Estados tienen la obligación de garantizar el 

principio de no devolución (non-refoulement) y de proteger efectivamente el derecho 

de toda persona a buscar asilo (Corte IDH, OC-21/14, 2014). 

La práctica de retornar a solicitantes de asilo a territorios donde enfrentan un riesgo 

real de daño, como ocurrió con el programa Remain in Mexico constituye una violación 

directa de los compromisos internacionales asumidos por el Estado mexicano. Como 

ha sostenido Martha Nussbaum (2006), la justicia global debe partir de la premisa de 

que todos los seres humanos poseen igual valor moral, independientemente de su na-

cionalidad o estatus legal. La capacidad de vivir con seguridad, planear una vida y 

recibir un trato digno son prerrogativas que no pueden estar condicionadas a la volun-

tad política de los Estados ni a las presiones de la geopolítica. En este marco, la diplo-

macia no puede eludir su responsabilidad moral bajo el pretexto de la soberanía; al 
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hacerlo, perpetúa un orden internacional basado en la desigualdad de derechos y en la 

jerarquización de vidas. 

 

Conclusiones 

El análisis del acuerdo migratorio entre México y Estados Unidos durante el periodo 

2019-2021 permite visibilizar con crudeza las tensiones estructurales que atraviesan a 

la diplomacia contemporánea cuando se enfrenta al fenómeno de la migración forzada. 

Lejos de operar como un espacio neutral de cooperación internacional o como un canal 

efectivo para la protección de los derechos humanos, la diplomacia se revela en este 

caso como una práctica atravesada por asimetrías de poder, racionalidades estratégicas 

y mecanismos de exclusión. La externalización del control migratorio, la aceptación 

tácita de figuras como el tercer país seguro y la subordinación de México a los intere-

ses de contención de Estados Unidos ponen en evidencia una diplomacia que no solo 

falla en su dimensión ética, sino que puede convertirse en un instrumento de opresión 

estructural. 

Desde la perspectiva de la justicia global, este tipo de acuerdos reproduce la de-

sigual distribución de oportunidades vitales entre ciudadanos y no ciudadanos, refor-

zando lo que Joseph Carens denomina un “feudalismo global”, donde los derechos y 

las libertades dependen del azar del nacimiento. Del mismo modo, el marco del reco-

nocimiento, desarrollado por autoras como Iris Marion Young y Sally Haslanger, muestra 

cómo estas políticas diplomáticas no solo vulneran derechos, sino que configuran a las 

personas migrantes como sujetos indignos de acogida, confinándolas a márgenes de 

invisibilidad, sospecha o peligro. 

El caso analizado demuestra que, en contextos de movilidad forzada, la diplomacia 

puede convertirse en una tecnología de gestión del sufrimiento, más orientada a prote-

ger las fronteras que a garantizar la dignidad de quienes huyen. Esta contradicción 

ética, entre el discurso de solidaridad y las prácticas de exclusión, no puede compren-

derse únicamente en términos de incumplimiento normativo, sino como el síntoma de 

una lógica más profunda: la racionalidad instrumental que ha colonizado la política 

exterior en materia migratoria. 

Ahora bien, reconocer esta realidad no implica desestimar la relevancia de la diplo-

macia como herramienta política, sino llamar a su transformación crítica. Si la diplo-

macia ha de tener un lugar legítimo en la gobernanza de las migraciones, debe recupe-

rar su dimensión ética y operar como un espacio de negociación entre intereses, sí, 

pero también entre principios normativos y derechos fundamentales. Ello exige repen-

sar sus fines, sus medios y sus sujetos, integrando un enfoque basado en la hospitali-

dad, la justicia global y el reconocimiento mutuo, que coloque en el centro no la segu-

ridad del Estado, sino la vida humana en situación de vulnerabilidad. 

En tiempos en los que la migración forzada seguirá siendo una constante, el verda-

dero desafío para la diplomacia no es contener, sino cuidar; no es administrar el riesgo, 

sino reconocer al otro como sujeto de derechos. Solo así será posible construir una 

diplomacia coherente con los ideales que proclama y con las obligaciones que los 



Capítulo 6. Diplomacia y migración: un  

análisis ético de sus contradicciones y desafíos 

119 

Estados han suscrito en el marco del derecho internacional.El análisis del caso mexi-

cano revela que la diplomacia del país, tradicionalmente fundada en principios como 

la no intervención, el asilo y la autodeterminación, ha enfrentado crecientes tensiones 

entre su vocación histórica y las exigencias del orden internacional contemporáneo. 

En el ámbito migratorio, estas tensiones se han agudizado. Frente a las presiones 

del poder geopolítico estadounidense, México ha adoptado un papel de contención 

fronteriza que contradice sus compromisos éticos e internacionales en materia de de-

rechos humanos. Este desplazamiento de la diplomacia mexicana hacia una lógica ins-

trumental evidencia el riesgo de despolitizar su dimensión ética. Asumir acuerdos que 

priorizan la seguridad sobre la protección, sin un debate público informado, socava no 

solo la legitimidad del Estado, sino también su capacidad para actuar como un actor 

normativamente coherente en la escena internacional. 

Recuperar una diplomacia ética implica, para México, rearticular su política exte-

rior desde una perspectiva centrada en el respeto a la dignidad humana, el reconoci-

miento de las desigualdades estructurales y la responsabilidad global compartida. 
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Introducción 

La externalización del control migratorio se ha consolidado como una estrategia cen-

tral en la gobernanza de la movilidad internacional, especialmente por parte de los 

países de inmigración. Esta estrategia, entendida como el desplazamiento de funciones 

de control fuera del territorio nacional hacia países de tránsito o de emigración, ha gene-

rado intensos debates sobre sus implicaciones legales, humanitarias y políticas (Cantor 

et al., 2022; Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados [ACNUR], 

2021a). Sin embargo, mucho menos se ha analizado el papel que juegan los países de 

tránsito no solo como receptores pasivos de estas medidas, sino como agentes activos 

que también replican prácticas de externalización hacia sus propios vecinos. 

El presente trabajo tiene como objetivo analizar el proceso de doble externalización 

del control migratorio en el caso de México, a partir del contexto de la Cumbre sobre 

Migración en Palenque de 2023. Para ello, se examinan discursos y estrategias diplo-

máticas que colocan a México simultáneamente como un país receptor y emisor de 

políticas de control migratorio externalizadas, particularmente a través de programas 

de cooperación para el desarrollo. 

Se propone el concepto de doble externalización del control migratorio para carac-

terizar el papel que desempeña México en el contexto de la Cumbre sobre Migración 

en Palenque de 2023. Por un lado, México funciona como un país de tránsito externa-

lizado por parte de Estados Unidos, al contener y desmovilizar flujos migratorios hacia 

el norte mediante políticas de control fronterizo interno y contención; mientras que, 

por otro lado, busca externalizar hacia el sur, específicamente hacia países de emigra-

ción y tránsito como Guatemala, Honduras, El Salvador o Haití, sus propias medidas 

de control migratorio. Para ello utiliza un discurso anclado en la cooperación para el 
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desarrollo más que en la securitización, a través de la articulación de programas como 

Sembrando Vida y Jóvenes Construyendo el Futuro como herramientas diplomáticas. 

Este estudio propone una revisión crítica de las lógicas, discursos y dispositivos 

desplegados por México, y argumenta que el país se traslada hacia un modelo híbrido 

de gestión migratoria que opera tanto como frontera norte como frontera sur, lo que 

reproduce mecanismos de control desde una posición intermedia, pero con claras im-

plicaciones para el derecho a migrar, la protección internacional y la soberanía regional 

en materia migratoria. 

 

Doble externalización del control migratorio 

La externalización del control migratorio se define como un conjunto de prácticas me-

diante las cuales los países receptores trasladan la responsabilidad del control fronte-

rizo y migratorio fuera de sus propios territorios hacia otros Estados, organismos in-

ternacionales o incluso hacia los países de origen o tránsito de los migrantes (Cantor 

et al., 2022; Stock et al., 2019). De acuerdo con ACNUR (2021a), estas medidas im-

piden directa o indirectamente el acceso de solicitantes de asilo y refugiados al país de 

destino, para transferir obligaciones y responsabilidades en materia de protección in-

ternacional a terceros países que a menudo carecen de salvaguardias adecuadas, lo que 

potencialmente viola derechos humanos fundamentales. Las políticas de externaliza-

ción han transformado la política de refugiados de un asunto interno a uno externo, 

desplazando el control hacia arriba en la esfera intergubernamental y hacia afuera en 

los países de tránsito (AutorInnenausis y Lavenex, 2024). 

En el marco específico de la Cumbre sobre Migración en Palenque, México ejem-

plifica un caso de doble externalización del control migratorio. Por una parte, México 

asume el papel de país externalizado por Estados Unidos al implementar políticas 

como el programa “Quédate en México” y reforzar controles migratorios internos para 

impedir que migrantes centroamericanos, sudamericanos y caribeños alcancen territo-

rio estadounidense (París Pombo, 2023). Por otra parte, México también desempeña 

un papel activo como país externalizador al exigir a países vecinos en Centroamérica 

que refuercen sus controles migratorios internos mediante acuerdos bilaterales y mul-

tilaterales que surgen de dicha cumbre regional, lo cual representa una segunda exter-

nalización hacia el sur global. Esto lo hace a través de su propia idea de desarrollo 

reflejada en su Plan de Desarrollo Integral hacia Centroamérica, con la implementa-

ción de políticas como Jóvenes Construyendo el Futuro y Sembrando Vida. Además, 

instrumentaliza en parte el contexto migratorio en América para obtener fondos de 

Estados Unidos. 

Este fenómeno de externalización implica no solo el desplazamiento geográfico del 

control fronterizo, sino una expansión espacial y jurisdiccional de las prácticas migra-

torias restrictivas hacia múltiples niveles territoriales e institucionales (Faist, 2024; 

Casas-Cortes, Cobarrubias y Pickles, 2015). México instrumentaliza así su posición 

estratégica para negociar su relación con Estados Unidos y, al mismo tiempo, genera 

efectos colaterales en sus países vecinos; produce lo que académicamente se denomina 
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un posible “efecto boomerang” (Foucault, 2003; Pries et al., 2025). Esta situación re-

fleja cómo la externalización puede funcionar tanto como herramienta política como 

instrumento de presión diplomática, lo que pone en riesgo la armonización de políticas 

migratorias y la protección internacional efectiva (Lavenex, 2016; ACNUR, 2024). 

La doble externalización del control migratorio ejemplificada en el contexto de la 

Cumbre de Palenque revela una compleja red de relaciones políticas y diplomáticas en 

la que México actúa simultáneamente como receptor y promotor de políticas extrate-

rritoriales. Esto exacerba los desafíos en términos de derechos humanos y muestra las 

ambigüedades y contradicciones inherentes a las políticas migratorias contemporáneas 

(Czaika y de Haas, 2011). 

La estrategia adoptada por México es leída como un reposicionamiento de la mano 

de obra mexicana frente a la mano de obra internacional para la extracción de remesas 

como fuente de ingreso derivada de la precarización y el sacrificio de personas mi-

grantes. México ha colado históricamente espacios de control fronterizo que contienen 

la migración de otras latitudes para consolidar su propia mano de obra en Estados Uni-

dos (Sandoval Palacios, 2004, p. 22). 

La externalización del control migratorio implica trasladar las responsabilidades 

sobre gestión y control migratorio desde los países de inmigración hacia otros países, 

generalmente del sur global, en condición de tránsito o emigración, utilizando diversos 

enfoques discursivos como la seguridad, la protección y la cooperación para el desa-

rrollo (Boyer, 2019). Según Boyer (2019), estos tres ejes –seguridad, protección y 

desarrollo– son los pilares ideológicos fundamentales para legitimar prácticas de ex-

ternalización, presentándose como formas necesarias de cooperación internacional 

más que como medidas restrictivas o punitivas. 

En particular, la cooperación para el desarrollo es movilizada discursivamente por 

los polos de inmigración y es adoptada por países de inmigración y tránsito como Mé-

xico con el fin de justificar y normalizar la externalización. El desarrollo es presentado 

como una alternativa humanitaria que ofrece soluciones a las causas raíz de la migra-

ción, aunque en la práctica se limita a iniciativas selectivas y superficiales que priori-

zan los intereses políticos de los países receptores sobre las necesidades reales de las 

personas migrantes (Vega Macías, 2022). Las políticas de cooperación para el desa-

rrollo frecuentemente instrumentalizan la ayuda económica como un mecanismo de 

presión diplomática hacia los países que deben contener la migración (Pécoud, 2022). 

En el caso de México y Estados Unidos, la presión suele efectuarse mediante la ame-

naza de imponer gravámenes a las remesas o renegociar tratados comerciales. 

En el marco de la Cumbre sobre Migración en Palenque, México externaliza dis-

cursivamente el control migratorio no bajo la tradicional lógica de securitización ex-

plícita, sino enfatizando la cooperación para el desarrollo. Así, retoma la narrativa pro-

puesta por Boyer (2019), Vega Macías (2022) y Pécoud (2022), al presentarse como 

un país que contribuye a la gobernanza migratoria regional mediante el apoyo a inicia-

tivas de desarrollo en Centroamérica. No obstante, esta aparente cooperación opera 
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aún como un mecanismo sutil de control migratorio, en el que México refuerza su 

papel dual como receptor y promotor de prácticas extraterritoriales. 

La doble externalización del control fronterizo es una estrategia implementada por 

Estados de emigración o tránsito bajo sus propios esquemas de control migratorio, con 

la intención de proponer programas o medidas enfocadas en la instrumentalización de 

las políticas provenientes de los países que constituyen polos de inmigración. De al-

guna forma, es la instrumentalización nacional, multilateral, bilateral y/o regional de 

las medidas externalizadas. En el caso de México, se realiza una traslación lógica que 

intercambia seguridad por cooperación para el desarrollo con la intención de imponer 

agenda en el tema migratorio bajo sus propias lógicas, ya sea de control o de obtención 

de financiamiento. 

 

Tango de tres o del contexto migratorio en la región 

Durante la mitad de 2023, el sur de la frontera mexicana registró un incremento en los 

cruces; la cantidad de 16,000 migrantes diarios fue catalogada como una “crisis” mi-

gratoria (Newsroom/Infobae, 22 de octubre de 2023). Las personas provenían en su 

mayoría de Centroamérica, el Caribe y Sudamérica. Sus cruces llamaron mucho la aten-

ción de los gobiernos de todo el continente, de Canadá a la Patagonia, sobre todo por-

que durante 2023 se registró el paso de 520,085 personas, el doble respecto al año anterior 

(Reuters, 3 de enero de 2025). Muchas de las personas en proceso de migración tenían 

como finalidad llegar a Estados Unidos (Vaquero Simancas, 3 de marzo de 2024). 

En respuesta, Estados Unidos implementó diversas políticas. Por una parte, la ad-

ministración de Joe Biden puso fin en mayo de 2023 a la medida de expulsión conocida 

como Título 42, que le permitía deportar en caliente o de manera inmediata a migrantes 

bajo la premisa de un riesgo sanitario. Sin embargo, esta medida fue sustituida por otra 

más estricta bajo un proceso legal conocido como Título 8, que permite a las autorida-

des arrestar y remover personas, pero con la posibilidad de enfrentar un proceso penal 

por cruzar la frontera “ilegalmente” (CNN Español, 2023). 

Otras medidas implementadas fueron vías migratorias selectivas, como los parole 

humanitarios para ciertos países como Cuba, Haití, Nicaragua y Venezuela. Esta me-

dida imponía cuotas mensuales de ingreso legal, mientras endurecía la expulsión de quie-

nes llegaban sin autorización (Global Refuge, 2024). En octubre de 2023, Washington 

anunció la ampliación de 32 kilómetros de muro fronterizo en Texas y la reanudación 

de deportaciones masivas de venezolanos, lo que envió una señal de mano dura (Cam-

haji, 13 de octubre de 2023). Dichas medidas provocaron malestar entre los gobiernos 

latinoamericanos; estos consideraban que tales políticas inconsistentes y selectivas es-

timulaban la migración irregular de quienes no calificaban para las nuevas vías legales. 

Además, la persistencia de sanciones económicas de Estados Unidos contra países 

como Cuba y Venezuela fue catalogada por estos gobiernos como “medidas coerciti-

vas unilaterales” que agravan las crisis económicas y los factores de expulsión de mi-

grantes (Newsroom/Infobae, 2023). 
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En ese contexto, el presidente en turno de México, Andrés Manuel López Obrador 

(AMLO), propuso una respuesta regional coordinada. México, por su posición geográ-

fica, es un país de recepción, expulsión, retorno, circularidad y tránsito migratorio (Vi-

llarreal Cabello, 2024). En el discurso, México hace un llamado a abordar las causas 

raíz de la migración mediante programas de desarrollo (Naciones Unidas, 2021). Sin 

embargo, uno de sus mayores ingresos son las remesas que recibe de sus migrantes en 

Estados Unidos (Banco Bilbao Vizcaya Argentaria Research [BBVA Research], 2024), y 

sus intentos por promover el desarrollo a través de programas estatales son calificados 

de insuficientes (Márquez Covarrubias, 2006). AMLO sostuvo que “el migrante no 

echa a andar por gusto, lo hace por necesidad”, pues busca mejorar sus condiciones de 

vida (Camhaji, 13 de octubre de 2023). El presidente señaló que la prioridad de Estados 

Unidos es colocar muros y militarizar las fronteras sin atender las “causas de la migra-

ción”, e hizo un llamado a “trabajar unidos” en una respuesta regional (Olivares y 

Urrutia, 13 de octubre de 2023). 

 

Cumbre sobre Migración en Palenque 

A inicios de octubre de 2023, tras el anuncio de un muro fronterizo (Amstrong, 2023), 

AMLO reveló que convocaría a líderes latinoamericanos a una cumbre en Palenque, 

Chiapas, titulada Encuentro por una Vecindad Fraterna y con Bienestar, para unificar 

posturas ante la crisis migratoria (Martínez, 2023). La iniciativa tenía la intención de 

presentar una postura regional común al presidente Joe Biden en reuniones programa-

das para noviembre de 2023, con el fin de buscar cooperación de Estados Unidos para 

el desarrollo y más vías legales para migrantes, en lugar de solo medidas de contención 

(Beauregard y Mamhaji, 2023). 

La Cumbre de Palenque se llevó a cabo el 22 de octubre de 2023 en la ciudad de 

Palenque, en el estado de Chiapas. México fue el anfitrión y acudieron representantes 

de 11 países latinoamericanos: México: presidente Andrés Manuel López Obrador (an-

fitrión); Colombia: presidente Gustavo Petro; Cuba: presidente Miguel Díaz-Canel; 

Honduras: presidenta Xiomara Castro; Venezuela: presidente Nicolás Maduro; Haití: 

primer ministro Ariel Henry; El Salvador: vicepresidente Félix Ulloa; Belice: vicepri-

mer ministro Cordel Hyde; Costa Rica: segunda vicepresidenta Mary Munive; Pa-

namá: canciller Janaina Tewaney (Newsroom/Infobae, 22 de octubre de 2023); y “un 

representante del Gobierno de Guatemala” (Secretaría de Gobernación, 2023, p. 2). 

Se esperaba recibir al presidente Guillermo Lasso de Ecuador (Hernández, 2023), 

pero la Secretaría de Relaciones Exteriores no confirmó si recibió a los mandatarios o 

funcionarios de dicho país (Latinus, 2023). Llama la atención la ausencia de Estados 

Unidos y Canadá; hubo quien denominó esto una “cumbre sobre migración sin el in-

vitado central” (Ortuño, 2023). La exclusión de algunos actores se presentó como una 

medida intencional: un espacio latinoamericano para alinear posiciones internas, lo 

que enfatiza la cooperación sur-sur antes de dialogar en Washington. También Nica-

ragua fue una de las ausencias, pues no se aclaró si fue un país invitado. En general, la 
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cumbre congregó a gobiernos afines con posturas de izquierda y centroizquierda para 

buscar consensos en torno a la migración. 

Las motivaciones políticas fueron diversas. La idea central fue gestionar de manera 

conjunta la migración en vez de enfrentarla aisladamente bajo la sola presión estadou-

nidense. Los países centroamericanos y caribeños visibilizaron el argumento de la res-

ponsabilidad compartida, no solo de las naciones de origen, sino también de las de 

tránsito y destino (Presidencia de la República, 2023). 

Los Gobiernos de Cuba y Venezuela denunciaron el impacto de las sanciones de 

Estados Unidos, que consideran causas de la migración económica de sus ciudadanos. 

Nicolás Maduro condenó las 930 mal llamadas sanciones económicas impuestas de 

manera unilateral por Estados Unidos, que calificó como medidas coercitivas, extor-

sionistas, torturantes, criminales e inmorales. Además, el presidente de Cuba remarcó 

la necesidad de retomar el diálogo y señaló que está en Estados Unidos la voluntad de 

hacerlo (Secretaría de Gobernación, 2023). 

El vicepresidente de El Salvador retomó la idea de la seguridad y la protección, 

pues argumentó que, bajo su Plan de Control Territorial, fue posible desarticular es-

tructuras criminales y reducir la tasa de homicidios. El canciller de Honduras comentó 

el incremento de la tendencia a emigrar, pues su país pasó de una expulsión de 300 

personas diarias a 3,000. Haití, sin hacer alusión a su inestabilidad política, atribuyó a 

la pobreza y la inseguridad la creciente salida de personas; por poner un ejemplo de la 

inestabilidad del país, el asesinato de Jovenel Moïse en julio de 2021 permitió a Ariel 

Henry asumir el poder como primer ministro. Por su parte, Colombia condenó las ac-

ciones coercitivas y xenófobas en el norte, donde las extremas derechas vulneran el 

derecho internacional respecto de personas que no han cometido ningún delito, y se 

mencionó el Tapón del Darién como una ruta peligrosa que requiere medidas para 

mitigar los riesgos que allí se enfrentan (Secretaría de Gobernación, 2023, p. 10). 

La vicepresidenta de Costa Rica subrayó la relevancia del crimen organizado pre-

sente en el fenómeno migratorio, porque son estos grupos quienes se aprovechan de la 

migración irregular; destacó que 15% de quienes migran son menores de edad y llamó 

a incorporar a estos encuentros a países no solo expulsores y de tránsito, sino también 

receptores de personas (Urrutia y Olivares, 23 de octubre de 2023). 

En un documento para los medios, Alicia Bárcena argumentó que “factores exter-

nos [Estados Unidos], como las medidas coercitivas unilaterales de naturaleza indis-

criminada, afectan negativamente a poblaciones enteras y en mayor medida a las per-

sonas y comunidades más vulnerables” (Secretaría de Gobernación, 2023, p. 2), en 

alusión a los embargos contra Cuba, Venezuela y otras naciones. En conjunto, se cri-

ticaron las políticas selectivas que ofrecen regularización solo a ciertas nacionalidades, 

pues estimulan la migración irregular de quienes quedan excluidos mediante un “efecto 

disuasivo”, pero también promueven la inmigración por “efectos llamada” (Secretaría 

de Gobernación, 2023, p. 3). 

Si bien los discursos no fueron uniformes debido a la diversidad contextual de cada 

país de la región, el consenso reflejó una postura alineada en torno a la responsabilidad 
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compartida, el enfoque de derechos humanos, el desarrollo económico regional y la 

cooperación mutua. Aunado a ello, México aprovechó la ocasión para reafirmar su 

liderazgo regional en política migratoria mediante la externalización de sus propias 

políticas, justificadas no bajo el enfoque de seguridad, como hace Estados Unidos, sino 

bajo la premisa de la cooperación para el desarrollo, una de las formas mediante las 

cuales también se conciben las estrategias de externalización (Boyer, 2019; Boráro-

sová, 2020). 

 

Los 13 puntos de la Declaratoria de Palenque 

Como resultado de una reunión de aproximadamente dos horas y media (Secretaría de 

Gobernación, 2023; Andrés Manuel López Obrador, 23 de octubre de 2023), suscri-

bieron la Declaratoria de Palenque los gobiernos de Belice, Colombia, Costa Rica, 

Cuba, El Salvador, Haití, Honduras, Panamá y Venezuela (Secretaría de Gobernación, 

2023). En dicha reunión, México ofreció cooperación y asistencia técnica a partir de 

la aplicación de sus programas sociales emblemáticos, Sembrando Vida y Jóvenes Cons-

truyendo el Futuro, que desde tiempo atrás se implementan en Guatemala, Honduras, 

El Salvador, Belice y Cuba (Secretaría de Gobernación, 2023). 

Los principales acuerdos y la Declaración Conjunta de Palenque parten de la con-

ciencia de tres cuestiones. Primero, que las principales causas estructurales de la mi-

gración tienen un origen económico, social, político y climático. Segundo, que las me-

didas coercitivas unilaterales afectan a las personas, sobre todo a aquellas más vulne-

rables. Tercero, que se busca enfrentar conjuntamente el fenómeno migratorio con un 

enfoque de derechos humanos y priorizando el bienestar mediante la responsabilidad 

compartida y la cooperación para la gestión conjunta de los flujos migratorios entre 

los países de origen, tránsito, destino y retorno (Presidencia de la República 2018-

2024, 2023). 

Sobre la base conceptual de la que parten los gobiernos, resulta relevante la incor-

poración de la migración por razones climáticas; en Centroamérica se considera que 

Honduras, Nicaragua, El Salvador y Guatemala se encuentran entre los diez países más 

afectados por el cambio climático (Organización Internacional para las Migraciones 

[OIM], 2015). Los puntos dos y tres hacen partícipe de manera indirecta a Estados 

Unidos de la vulnerabilidad de los migrantes en la región. El tercer punto parte de la 

idea de observar la migración desde un enfoque de derechos humanos y con prioridad 

para el bienestar; en parte utiliza el lenguaje del Gobierno de López Obrador y, al 

mismo tiempo, evoca una medida moral universal que algunos autores critican: “el 

dharma juega el mismo papel que los derechos humanos en Occidente” (Gustavo Es-

teva, 2023, p. 138), pues representa la culpa y responsabilidad que siente Europa tras 

el Holocausto (Esteva, 2023, p. 147). Además, se hace un llamado a la cooperación 

para la gestión, concepto criticado por Antoine Pécoud y Martin Geiger por colocar un 

esfuerzo desmesurado en despolitizar la migración y otorgar un papel excesivo a la 

administración como posible solución incuestionable del fenómeno migratorio (Pécoud y 

Geiger, 2011). 
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El primer punto es un plan de acción para el desarrollo que busca atender las causas 

estructurales de la migración, con énfasis en áreas prioritarias como la autosuficiencia 

y soberanía alimentaria mediante el impulso a la agricultura, la protección del medio 

ambiente, la creación de empleo digno, la educación y capacitación técnica, la seguri-

dad energética (incluidas las energías renovables), la autosuficiencia sanitaria y la pro-

moción del comercio y la inversión intrarregional para el desarrollo. También se in-

cluyó el combate al crimen organizado transnacional, en particular al tráfico de perso-

nas y a la corrupción asociada, lo que refuerza la cooperación en materia de seguridad. 

Para ello, México ofreció cooperación y asistencia técnica mediante los programas 

Sembrando Vida y Jóvenes Construyendo el Futuro, además del compromiso de crear 

una agencia latinoamericana de medicamentos y promover la cooperación en materia 

energética con petróleo, gas, electricidad y energías renovables (Presidencia de la Re-

pública 2018-2024, 2023). 

Los programas Sembrando Vida y Jóvenes Construyendo el Futuro trataron de im-

plementarse en Centroamérica bajo el Plan de Desarrollo Integral (PDI). Son políticas 

que utilizan un fundamento ideológico sustentado en el discurso de la cooperación para 

el desarrollo, práctica común entre los Estados de inmigración al momento de operar 

la externalización hacia países vecinos (Jean-Claude Boyer, 2019; Gabriela Vega Ma-

cías, 2022). En el ámbito internacional, el PDI trató de vincularse con el Pacto Mundial 

para la Migración Segura, Ordenada y Regular; las críticas hacia este pacto señalan 

que intenta despolitizar la migración como estrategia para mantener al margen o silen-

ciar debates, desacuerdos y dilemas (Antoine Pécoud, 2022). 

El programa Sembrando Vida se ha insertado en un proceso de externalización pro-

gresiva de los controles fronterizos desde Estados Unidos hacia el sur de México 

(Paolo Garrapa, 2022). Su relación con el PDI tiene la intención de obtener fondos de 

manera indirecta; se planteó como meta establecer 1,100 plantas en 1,127,000 hectá-

reas tan solo en 2021, lo que implicaba una inversión de 30 millones de dólares para 

dar empleo a 450,000 campesinos (Secretaría del Bienestar, 2021). 

Por su parte, el programa Jóvenes Construyendo el Futuro tiene la intención de 

brindar capacitación laboral a jóvenes de entre 18 y 29 años que no estudian ni traba-

jan. En 2019 se propuso beneficiar a 20,000 personas en El Salvador, Guatemala y 

Honduras como parte del PDI. Hasta ahora, los principales resultados se han registrado 

en Guatemala. El Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación (MAGA) in-

formó que se han creado 1,650 empleos y se ha capacitado a 1,418 productores y 58 

técnicos en prácticas agrícolas sostenibles. Además, en colaboración con ONU Muje-

res, se organizaron 453 mujeres para facilitar su inclusión financiera (Ministerio de 

Agricultura, Ganadería y Alimentación [MAGA], 2024). Por otro lado, el proyecto 

tuvo presencia en 45 municipios distribuidos entre Guatemala, Honduras y El Salva-

dor, con beneficios para más de 4,300 personas. Del total, el 53% fueron mujeres, el 

35% jóvenes y la mitad pertenecía a comunidades indígenas. Las acciones se centraron 

en fortalecer capacidades en agricultura sostenible y desarrollo de negocios, lo que 

permitió que más de 2,700 participantes mejoraran sus habilidades emprendedoras (La 

Prensa, 2024). 
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Además, seis de los doce proyectos prioritarios están directamente relacionados con 

la migración. Primero, la rehabilitación de estaciones migratorias y albergues. Se-

gundo, la creación de casas para familias migrantes bajo la gestión del Instituto Nacio-

nal de Migración (INM), especialmente en Chiapas y Tabasco. Tercero, la promoción 

de los derechos sexuales y reproductivos de las personas migrantes en México me-

diante talleres, distribución de productos para la higiene menstrual y métodos anticon-

ceptivos. Cuarto, un proyecto piloto en el Colegio Nacional de Educación Profesional 

Técnica (CONALEP) de Tapachula, Chiapas, que busca capacitar y certificar técnica-

mente a personas migrantes con estudios de bachillerato mediante el uso de platafor-

mas digitales. Quinto, el reconocimiento de saberes previos a través de certificaciones, 

ya sea mediante evaluaciones orales o escritas, en colaboración con el CONALEP, el 

Instituto Nacional para la Educación de los Adultos (INEA) y la Secretaría de Educa-

ción Pública (SEP). Y sexto, un programa sectorial que apoya el financiamiento de 

micro, pequeñas y medianas empresas, sobre todo encabezadas por mujeres, en el sur 

de México, así como en El Salvador, Guatemala y Honduras (Naciones Unidas, 2021). 

El segundo punto es el comercio y desarrollo regional. El planteamiento consiste 

en fomentar el comercio intrarregional de bienes básicos mediante mecanismos como 

preferencias arancelarias, cuotas y la eliminación de barreras no arancelarias (Presi-

dencia de la República 2018-2024, 2023). Más allá de lo técnico, la intención es forta-

lecer las economías locales y avanzar hacia una integración regional que funcione 

como contención estructural de la migración forzada. Se retoman elementos clásicos 

de los esfuerzos de integración económica latinoamericana, pero aquí se enfatiza el vínculo 

directo entre desarrollo local y migración: a mayor capacidad productiva y autonomía 

económica en los territorios, menor necesidad de migrar por falta de oportunidades. 

Este enfoque dialoga con las propuestas de Raúl Prebisch (2012), quien, desde la 

Comisión Económica para América Latina y el Caribe, planteó que el subdesarrollo en 

América Latina debía entenderse no como una etapa previa al desarrollo, sino como 

una condición estructural generada por la inserción subordinada de la región en el co-

mercio internacional. Desde esa mirada, fortalecer el comercio intrarregional no solo 

es deseable, sino estratégico para romper con las lógicas centro-periferia que históri-

camente han condicionado la dependencia externa. Más recientemente, Saskia Sassen 

(2014) ha advertido cómo los procesos de expulsión, más que los de atracción, están 

en el centro de las migraciones contemporáneas, muchas veces ligados a la desarticu-

lación económica local provocada por tratados de libre comercio mal equilibrados. En 

ese sentido, promover un comercio regional justo y articulado puede ser leído como 

un intento de revertir esas lógicas expulsoras desde una escala intergubernamental. 

El tercer punto es el fin de las sanciones unilaterales: se hace un llamado a eliminar 

las medidas coercitivas unilaterales impuestas a países de la región (Presidencia de la 

República 2018-2024, 2023). Esta medida, impulsada por Cuba y Venezuela, vincula 

las sanciones con las causas estructurales de la migración al poner énfasis en la desar-

ticulación y desvalorización de las cadenas productivas de estos Estados, lo que sería 

entendido como un factor de expulsión. Estas medidas forman parte de un mismo en-

tramado de la política migratoria de Estados Unidos: mientras sostiene dichas sanciones, 
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habilita mecanismos como los parole humanitarios para ciudadanos de los mismos 

países afectados (Global Refuge, 2024). Ese cruce evidencia una doble lógica. Por una 

parte, se contribuye al empobrecimiento de ciertos contextos mediante medidas puni-

tivas contrarias al derecho internacional. Por otra, se abren rutas condicionadas de mo-

vilidad que ofrecen facilidades migratorias, pero que también operan como válvulas 

de control y selección. La denuncia de las sanciones no solo constituye un gesto diplo-

mático, sino una crítica a la arquitectura misma de una gobernanza migratoria asimétrica. 

El cuarto punto exhorta a los países de origen, tránsito y destino a implementar 

políticas migratorias integrales bajo un enfoque de derechos humanos que incluya la 

regularización permanente. Es una aportación interesante en cuanto se habla del dere-

cho a migrar (Ruiz de Santiago, 2004) o incluso del derecho de fuga (Mezzadra, 2005). 

Sin embargo, aún hace falta promover un derecho de recepción o una figura similar 

que permita vincular el derecho a migrar con la posibilidad jurídica de ser aceptado en 

otro espacio bajo una lógica ciudadana y no de excepción. 

El quinto punto plantea la adopción de políticas migratorias acordes con la realidad 

de la región y el abandono de aquellas que son selectivas para evitar lo que se deno-

mina “efectos llamada” y “efectos disuasivos” (Presidencia de la República 2018-

2024, 2023). Aunque el primer concepto puede rastrearse como parte de las teorías 

push and pull provenientes de la teoría neoclásica (Castles y Miller, 2009), lo innova-

dor es el uso del lenguaje del efecto llamada, que hace referencia de manera implícita 

a la producción de la migración; es decir, a que los polos de inmigración buscan atraer 

aquella inmigración que estimule su economía (Wójcik, 2019). Por otra parte, la di-

suasión parte de la idea del deterrence migratorio (Gammeltoft-Hansen y Tan, 2017), 

una noción que añade especificidad al contexto, porque la disuasión no solo se utiliza 

para atraer migración, sino también para evitar que llegue a determinados espacios. 

Aunque no se habla de una selección de perfiles migratorios en términos raciales 

(Ashutosh y Mountz, 2012), sí se plantea una selección en términos nacionales (Gómez 

Izquierdo, 1992), algo que históricamente ha operado respecto de ciertas poblaciones. 

El sexto punto está dedicado a Haití y al apoyo a sus esfuerzos para establecer un 

entorno de seguridad humana que permita avanzar hacia la normalización de su situa-

ción política, económica y social (Presidencia de la República 2018-2024, 2023). His-

tóricamente, Haití ha atravesado diversos periodos que han impactado en la conforma-

ción de una diáspora haitiana en el continente (Báez, 1986; Pérez Narváez, 2023; 

Seitenfus, 2016; Miranda, 2021). La consideración del país caribeño de manera estruc-

tural no solo es regional, sino también internacional, aunque resulta cuestionable, pues 

las misiones de sostenimiento de la ONU en el país, MINUSTAH y posteriormente 

MINUJUSTH, fallaron en sus propios términos (Cabrera Figueroa, 2019), lo que re-

fleja la complejidad de la situación. 

El séptimo punto propone replantear la arquitectura financiera internacional res-

pecto de la deuda soberana, con la intención de que cada Gobierno alcance condiciones 

de desarrollo que reduzcan la necesidad de migrar (Presidencia de la República 2018-

2024, 2023). El nexo entre migración y desarrollo ha sido ampliamente discutido (Ba-

kewell, 2008; De Haas, 2010; Clemens, 2014; Portes, 2011). No obstante, esta relación 
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es cuestionable, pues algunos autores, como Bakewell (2008), consideran el concepto 

de desarrollo una medida paternalista que no toma suficientemente en cuenta la capa-

cidad de agencia de las personas migrantes. 

El octavo punto solicita la ampliación de visas a los países de destino por vías re-

gulares, ordenadas y seguras, con énfasis en la movilidad, reintegración y retorno la-

boral (Presidencia de la República 2018-2024, 2023). La consigna de “seguro, orde-

nado y regular” forma parte del lenguaje promovido por la Organización Internacional 

para las Migraciones (OIM) en el Pacto Mundial para la Migración o Pacto de Marra-

kech. El uso de estos términos remite a dicho pacto y, a su vez, constituye un eufe-

mismo respecto al control de los flujos migratorios en la región (Frelin, 2019). 

El noveno punto consiste en instar al diálogo entre los países de tránsito, cruce y 

destino (Presidencia de la República 2018-2024, 2023). Una condición fundamental 

para iniciar procesos de cooperación más complejos es la existencia de un diálogo que 

muchas veces no resulta posible de manera bilateral; en los casos de Venezuela y Cuba 

con Estados Unidos, la relación atraviesa momentos particularmente álgidos (La Joven 

Cuba, 2024). 

El décimo punto plantea fortalecer el trabajo coordinado con organismos interna-

cionales (Presidencia de la República 2018-2024, 2023). Esto forma parte del proceso 

de construcción de gobernabilidad, que a su vez constituye un concepto socialmente 

construido (Rodríguez Martínez y Sánchez Barreto, 2020; Vigil, 2013; Domenech, 

2010; Düvell, 2005). Desde una bibliografía crítica se cuestiona el papel que desem-

peña el Estado-nación frente a la movilidad internacional y la forma en que delega 

capacidades de acción humanitaria o de protección de derechos a organizaciones in-

ternacionales, como parte de un repliegue del Estado como organización política 

(Düvell, 2005). 

El undécimo punto hace un llamado a profundizar la cooperación sur-sur y de ma-

nera triangular (con Estados Unidos) en la región; la idea es fortalecer políticas migra-

torias con un enfoque de derechos humanos que promueva un tránsito seguro frente a 

actividades ilícitas (Presidencia de la República 2018-2024, 2023). Los modelos de 

gobernanza que propone Lelio Mármora son tres: el modelo de securitización, que 

considera la migración como una cuestión de seguridad nacional y se enfoca en el 

control y restricción de los flujos migratorios; el modelo de beneficios compartidos, 

que busca equilibrar los intereses de los países de origen y destino, promoviendo polí-

ticas que pueden favorecer a ambas partes; y el modelo de desarrollo humano para las 

migraciones, que centra su atención en los derechos humanos de las personas migran-

tes y en la promoción de su desarrollo integral (Mármora, 2011). En teoría, la región 

propone adoptar el marco de los derechos humanos; sin embargo, es prudente consi-

derar el carácter político de conceptos como gobernanza, al tratarse de categorías de 

intervención utilizadas para legitimar políticas de control (Domenech, 2010). 

El punto 12 invita a continuar con el diálogo franco y de alto nivel mediante una 

estrategia de intercambio de información (Presidencia de la República 2018-2024, 

2023). En ese sentido, existen algunos modelos de gestión basados en un solo ente 
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público, dos entes públicos o la transversalidad de las políticas y la gestión migratoria 

(Krieger, 2012). En la región y en todo el mundo, después de la Segunda Guerra Mun-

dial se pasó de un modelo de política migratoria libre, rural y pobladora a otro selec-

tivo, vinculado con el control, el terrorismo y nuevas amenazas (Krieger, 2012). A 

pesar de tener, quizá, buenas intenciones, en algunos casos la información se utiliza 

únicamente para perpetuar medidas selectivas y restrictivas de la migración. Estas me-

didas se materializan a través de acciones como la fortificación fronteriza y el “fil-

trado” (Korte, 2022, p. 108). 

En el punto 13 se planteó vincular los acuerdos alcanzados con el Encuentro de 

Alto Nivel sobre Migración y Desarrollo en América Latina y el Caribe, propuesto por 

Colombia y México (Presidencia de la República 2018-2024, 2023). Estas reuniones 

se llevaron a cabo los días 16 y 17 de abril en la Cámara de Diputados de México; en 

dicho evento participaron 30 legisladores de 16 países de América Latina y el Caribe. 

Se tomaron como base distintos compromisos: el Pacto Mundial para la Migración 

Segura, Ordenada y Regular, la Declaración de Los Ángeles sobre Migración y Pro-

tección, la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y la Ley Marco Regional en 

materia de Migraciones con Enfoque de Derechos Humanos (Organización Internacio-

nal para las Migraciones [OIM], 2024a). El tema quedó bajo un esquema parlamentario 

que intenta resolver y dar seguimiento a las conversaciones sostenidas en Palenque 

(Organización Internacional para las Migraciones [OIM], 2024b). El mismo proceso 

tuvo continuidad el 17 de enero de 2025 en la Secretaría de Relaciones Exteriores 

(SRE) de México, mediante un formato híbrido en el que participaron los Gobiernos 

de Belice, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Guatemala, Haití, Venezuela y Hon-

duras, país que ostenta la presidencia pro tempore de la Comunidad de Estados Lati-

noamericanos y Caribeños (CELAC) (SRE, 2025). El formato pierde fuerza represen-

tativa de alto nivel; incluso, la participación virtual refleja el grado de interés y com-

promiso respecto al tema. 

El punto catorce propone el diálogo entre Estados Unidos y Cuba (Presidencia de 

la República 2018-2024, 2023). Este planteamiento fue bien recibido por Cuba; sin 

embargo, no obtuvo respuesta por parte de Estados Unidos. Además, permite observar 

que, dentro de las reuniones, los Estados latinoamericanos coinciden en respaldar una 

conversación entre Cuba y Estados Unidos. Se trata de un diálogo prudente, no solo 

porque Estados Unidos mantuvo activos los Paroles Humanitarios para ciudadanos 

cubanos (U.S. Citizenship and Immigration Services [USCIS], 2024; U.S. Citizenship 

and Immigration Services [USCIS], 2025), sino también porque existen marcos jurí-

dicos de excepción notorios en la relación con Cuba desde la política de “pies moja-

dos” (Martin, 1988; Roberts, R., 1983). Asimismo, la migración cubana en la región y 

hacia Estados Unidos ha aumentado durante los últimos años (Carrillo, 2024; Gloria 

Colomé, 2024). 
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Conclusiones 

El texto cumple con el objetivo propuesto: ofrece una revisión conceptual robusta so-

bre la externalización, introduce el concepto de “doble externalización” y lo articula 

con evidencia empírica detallada sobre las acciones del Gobierno mexicano antes, 

durante y después de la cumbre. Además, vincula estos elementos con fuentes teóri-

cas y contextos regionales que permiten comprender las tensiones y contradicciones 

de la posición de México. 

El análisis expuesto concluye que México ha adoptado una lógica de doble exter-

nalización que se presenta discursivamente como cooperación para el desarrollo, pero 

que reproduce mecanismos de control migratorio al servicio de intereses tanto externos 

como propios. Esta estrategia refleja una hibridación funcional del papel fronterizo de 

México, que oscila entre cumplir con mandatos de contención del norte global e inten-

tar liderar la región sur del continente. El texto sugiere que esta ambivalencia coloca 

al país en una posición frágil para la defensa efectiva de las personas migrantes y plan-

tea la necesidad de futuras investigaciones sobre el alcance y los efectos de esta política 

en términos de soberanía, financiamiento e impactos en terceros países. 

El eje rector de la doble externalización mexicana es la idea de la cooperación para 

el desarrollo. No opera bajo la premisa de la seguridad y la protección, como se ha 

realizado históricamente, pero sí dentro de los márgenes de lo que el Gobierno en turno 

entiende por desarrollo y construcción de infraestructura. ¿Hasta qué punto puede ha-

blarse de doble externalización? Si se entiende como una lógica adoptada por México 

a partir de la externalización que Estados Unidos ejerce hacia los países ubicados al 

sur de su frontera, entonces constituye una primera reproducción directa de este tipo 

de programas. En el caso mexicano no se han desarrollado esquemas de efecto boome-

rang tan complejos como los implementados por Turquía. Sin embargo, este tipo de 

estrategias regionales adoptadas por México pueden interpretarse como un intento pro-

pio de instrumentalizar determinados mecanismos para impulsar proyectos y obras en 

la región centro y sudamericana. 

Sería prudente medir cuáles son los efectos estructurales, regionales y humanos de 

este tipo de estrategias para las personas migrantes. En el caso de la externalización, 

la vida de las personas migrantes suele verse vulnerada (Pijnenburg, 2024). Pero ¿qué 

efectos se producen cuando intervienen más actores, como ocurre en el caso mexicano? 

Estas son preguntas que podrían abordarse en futuras investigaciones y que ayudarían 

a comprender mejor las consecuencias de las estrategias actualmente implementadas 

en la región. Asimismo, para investigaciones futuras, podría analizarse si México ha 

aprovechado o no la capacidad de generar un efecto boomerang como país tapón, es-

pecialmente mediante programas como el Plan de Desarrollo Integral para Centroamé-

rica y sus dos iniciativas clave: Jóvenes Construyendo el Futuro y Sembrando Vida. 

Contar con informes precisos sobre los recursos aportados por Estados Unidos o sobre 

los efectos concretos en la región podría ofrecer indicios acerca de una avanzada me-

xicana orientada a instrumentalizar su política migratoria, los mecanismos de control 

y, en última instancia, las vidas de las personas migrantes. 
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Introducción 

Los desplazamientos humanos han sido una constante; no obstante, en la actualidad 

puede observarse un incremento del fenómeno migratorio debido a diversas circuns-

tancias, entre ellas causas económicas, sociales, políticas, militares e incluso, hoy en 

día, ambientales. Todo ello ha generado un desplazamiento de amplias magnitudes, 

tanto de migrantes como de refugiados, en todo el mundo. De manera particular, este 

capítulo aborda el tema de la movilidad africana en México. 

En el caso africano, es importante señalar que la migración ha tendido a presentar 

dos variantes. La primera se ha caracterizado por ser un desplazamiento intrarregional 

(Flahaux y De Haas, 2016), principalmente de migrantes económicos o de refugiados 

que huyen de conflictos armados, sobre todo en la región de África subsahariana, y 

que se dirigen a países vecinos. Un segundo patrón corresponde al desplazamiento 

hacia diversos países de Europa. No obstante, en la actualidad dicha tendencia ha cam-

biado, pues los africanos ya no solo se dirigen de un país africano a otro ni únicamente 

a Europa, sino también hacia el continente americano. En este sentido, la movilidad 

humana de africanos y refugiados hacia México no ha sido la excepción. 

Por ello, el objetivo de este capítulo es analizar cuáles han sido las respuestas a los 

desafíos que ha planteado la movilidad humana de africanos hacia México en un 
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contexto de pospandemia y bajo el marco de los compromisos contraídos en la Agenda 

de Desarrollo Sostenible 2030, el Pacto Global para una Migración Segura, Ordenada 

y Regular y el Pacto Global para los Refugiados. El argumento central es que México 

ha intensificado sus políticas de contención ante la movilidad humana; dicho recrude-

cimiento responde a una política de securitización derivada del uso de la Guardia Na-

cional para controlar los flujos migratorios. Esta política se exacerbó con la pandemia 

de COVID-19. En el caso de la movilidad humana africana que se expone en este tra-

bajo, también se presenta una condición estructural de racismo en el trato hacia los 

africanos en México. Todo ello apunta a que México, en materia de movilidad humana 

de africanos en su territorio, ha sido omiso en la aplicación de diversos compromisos 

contraídos en el marco de la Agenda 2030. 

Para lograr lo anterior, el presente capítulo se divide en cuatro apartados. En el 

primero se aborda la metodología utilizada para el análisis del estudio; en el segundo 

se retoma el marco teórico para explicar la situación de los migrantes africanos en 

México; el tercer apartado está dedicado al análisis del contexto de la movilidad hu-

mana de los migrantes africanos en México; el cuarto se centra en el análisis de las 

políticas públicas de México hacia la migración africana en el marco de la Agenda 

2030 y la pospandemia; y, finalmente, se presentan las consideraciones finales. 

 

Estrategia metodológica del estudio 

La metodología empleada para la elaboración de este capítulo es de corte cualitativo, 

con un carácter descriptivo y analítico. Está basada en el análisis documental e inter-

pretativo de fuentes primarias y secundarias. Asimismo, se recurrió al análisis crítico 

de documentos oficiales y marcos normativos nacionales e internacionales (como la 

Ley de Migración de 2011, la Agenda 2030 y el Pacto Mundial para una Migración 

Segura, Ordenada y Regular), así como de informes emitidos por organismos interna-

cionales como la OIM, el ACNUR y la Secretaría de Gobernación de México. 

Además, se consultaron artículos académicos, estudios de caso, datos estadísticos 

gubernamentales y de organizaciones de la sociedad civil, así como testimonios y re-

portajes periodísticos que documentan experiencias de personas migrantes africanas 

en territorio mexicano. La triangulación de estas fuentes permitió identificar patrones, 

contradicciones y omisiones en las políticas públicas mexicanas en relación con la mo-

vilidad humana africana. 

En este sentido, la investigación no pretende ofrecer una visión exhaustiva del fe-

nómeno, sino abrir líneas de reflexión crítica sobre la coherencia entre los compromi-

sos internacionales de México y la gestión efectiva de la migración africana en con-

textos de alta vulnerabilidad, como la pandemia de COVID-19. 

 

Marco teórico para el análisis de la movilidad africana en México 

La conceptualización y teorización sobre la movilidad humana constituyen una base 

imprescindible para comprender las diferentes perspectivas desde las cuales se ha 
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intentado analizar este fenómeno social, tanto en sus causas y características como en 

sus consecuencias (Organización Internacional para las Migraciones, Instituto Nacio-

nal de Migración [OIM-INM], 2009, p. 29). En este trabajo, el concepto de movilidad 

humana se utilizará en su acepción más amplia, es decir, para referirse de manera con-

junta a migrantes, refugiados y asilados. Por ello, en el siguiente apartado se desglosan 

los conceptos más relevantes para una mejor comprensión de la movilidad de africanos 

en territorio mexicano. 

En este sentido, existen diferentes categorías para entender la movilidad humana, 

por ejemplo: la migración interna, internacional, temporal y permanente; pero también 

el desplazamiento forzado, que se refiere a los refugiados y a los solicitantes de asilo. 

Por ello, resulta importante distinguir entre los términos migrante y refugiado. 

De acuerdo con la Organización Internacional para las Migraciones (OIM, 2023), 

el migrante es un término genérico no definido en el derecho internacional que, por 

uso común, designa a toda persona que se traslada fuera de su lugar de residencia ha-

bitual, ya sea dentro de un país o a través de una frontera internacional, de manera 

temporal o permanente y por diversas razones. Este término comprende una serie de 

categorías jurídicas bien definidas, como los trabajadores migrantes; las personas cuya 

forma particular de traslado está jurídicamente definida, como los migrantes objeto de 

tráfico; así como aquellas cuya situación o medio de traslado no están expresamente 

definidos en el derecho internacional, como los estudiantes internacionales. 

Por lo que se refiere al término “migrante en tránsito”, éste se define como la per-

sona que dejó su país de residencia habitual con el propósito de dirigirse a otro, ya sea 

por motivos laborales o residenciales, pero que requiere pasar por un tercer país, o 

varios, con la intención de establecerse en él o en ellos. La condición migratoria de las 

personas en tránsito puede ser regular o irregular (Unidad de Política Migratoria 

[UPM], 2016, p. 97). 

Por otra parte, un refugiado, de acuerdo con la Convención sobre el Estatuto de los 

Refugiados de 1951 y su Protocolo, es una persona que se encuentra fuera de su país 

de origen, tiene un temor fundado de persecución por motivos de raza, religión, nacio-

nalidad, pertenencia a un grupo social particular u opinión política, y es incapaz o no 

está dispuesta a acogerse a la protección de ese país o a regresar a él por temor a ser 

perseguida (Convención de 1951). Una persona puede adquirir inmediatamente el es-

tatuto de refugiado, es decir, en el momento de ser admitida en un país distinto al suyo, 

o puede presentar una solicitud para obtener dicho estatuto después de haber llegado a 

ese país; en este último caso será considerada solicitante de asilo hasta que su solicitud 

sea resuelta. 

Asimismo, en 1969, la Organización de la Unidad Africana (actualmente la Unión 

Africana) adoptó una definición más amplia para incluir a cualquier persona obligada 

a abandonar su lugar de residencia habitual debido a agresión, ocupación externa, do-

minio extranjero o acontecimientos que alteren gravemente el orden público en una 

parte o en la totalidad de su país de origen o nacionalidad (Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Refugiados [ACNUR], 2025). 
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Por otra parte, al adoptar la Declaración de Cartagena en 1984, los Gobiernos de 

América Latina también consideraron como refugiadas a las personas que huían de su 

país porque su vida, seguridad o libertad estaban amenazadas por la violencia genera-

lizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, las violaciones masivas de dere-

chos humanos o cualquier circunstancia que alterara gravemente el orden público 

(OIM-INM, 2009, p. 37). 

Para el caso mexicano, un refugiado es una persona extranjera que se encuentra en 

territorio nacional y que, después de haber formalizado una solicitud de reconoci-

miento de la condición de refugiado ante la Secretaría de Gobernación, obtiene una 

resolución favorable que le reconoce tal condición (Zúñiga, 2022). 

Como se apreciará a continuación, la movilidad humana de africanos en México 

incluye las categorías antes descritas. Debe resaltarse que se trata de un fenómeno que, 

en los últimos años, ha cobrado relevancia debido al creciente número de africanos 

que han llegado al país, ya sea en tránsito o para solicitar asilo. 

Si bien la mayor parte del fenómeno de la movilidad humana africana ocurre dentro 

del mismo continente, el número de africanos que viajan a través del continente ame-

ricano y se encuentran en la frontera entre Estados Unidos y México ha aumentado 

(Yates y Bolter, 2021, p. 1). En este sentido, la movilidad humana de africanos en 

México debe entenderse a partir de diversos factores de expulsión, entre los que des-

tacan los económicos, las guerras civiles, los conflictos étnicos, la persecución política, 

la violación de derechos humanos, los problemas sanitarios, el cambio climático e in-

cluso una combinación de varios de estos factores. Así, puede observarse que la mo-

vilidad africana en México se caracteriza principalmente por ser una migración de ca-

rácter económico y por la presencia de refugiados que huyen de sus países por conflic-

tos bélicos, así como de problemáticas climáticas. Aunado a ello, otro factor de expul-

sión hacia el continente americano son las políticas migratorias restrictivas implemen-

tadas por diversos Gobiernos europeos en sus fronteras terrestres y marítimas. 

Aunque migrantes provenientes de todo el continente africano forman parte de este 

movimiento –incluidas personas de 35 nacionalidades africanas diferentes intercepta-

das en el año fiscal 2019–, aquellos originarios de Camerún, la República Democrática 

del Congo, Eritrea, Ghana y Somalia fueron encontrados con mayor frecuencia por 

funcionarios fronterizos de Estados Unidos y México entre 2015 y 2019 (Yates y Bol-

ter, 2021, p. 1). Por ello, este capítulo analiza la migración contemporánea de africa-

nos, ya que, como se señaló, se trata de un flujo que se ha intensificado recientemente 

en México y que presenta características particulares –como su origen, raza, color de 

piel e idioma– que incrementan su vulnerabilidad durante el proceso migratorio. Todo 

ello ocurre en un contexto de pospandemia, en el que se identifica una “doble vulne-

rabilidad” en esta población, expuesta tanto a la violencia durante el tránsito como a 

condiciones de viaje peligrosas derivadas de la falta de documentos (Ray y Leyva Flo-

res, 2020). 

De acuerdo con Narváez (2015), aunque la migración extracontinental aún no re-

presenta un flujo de gran magnitud, se trata de un fenómeno complejo desde la 
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perspectiva de la política y la gestión migratoria, ya que implica una gran diversidad 

étnica y un considerable distanciamiento geográfico, cultural e idiomático derivado de 

los distintos orígenes continentales, circunstancias que incrementan la vulneración de 

derechos en comparación con otros grupos migrantes. 

Respecto al caso de México y África, se observa un cambio en los patrones migra-

torios. México ha pasado de ser un país con una larga tradición como expulsor de 

migrantes a convertirse también en un país de tránsito, destino y retorno. Esta trans-

formación puede observarse tanto en la migración centroamericana como en la reciente 

migración africana hacia México. 

Por otro lado, en el caso africano, el continente ha pasado de una tendencia predo-

minante de migración intrarregional a una profundización de la migración extrarregio-

nal, no solo hacia Europa o Asia, sino también hacia el continente americano. Estados 

Unidos constituye el principal país de destino, mientras que México funge como país 

de tránsito y, en algunos casos, de destino. 

Lo anterior se ilustra en el siguiente cuadro: 

 

Figura 1. Cambios generales en la migración en México 

 
Fuente: Adaptado de “Los efectos políticos de la migración, cómo responde la sociedad en la era  

de la migración global” (pp. 31-38), por A. Brown-Gort, 2016, Foreign Affairs Latinoamérica. 

 

En suma, puede señalarse que los patrones migratorios han cambiado y que, debido a 

la necesidad de generar políticas públicas al respecto, la conceptualización de las mi-

graciones ha evolucionado de manera paralela a dichos procesos de movilidad pobla-

cional (OIM-INM, 2009, p. 30). Por ello, resulta novedoso analizar las acciones del 

Gobierno mexicano en materia migratoria respecto a la movilidad de africanos, parti-

cularmente en relación con las obligaciones asumidas tras la adopción de la Agenda 

2030 en 2015. 

 

Contexto de la movilidad humana de los migrantes africanos en México 

Nuestro país ha experimentado procesos migratorios y de movilidad humana a lo largo 

de su historia, y este fenómeno se ha incrementado en las últimas décadas. En este 

sentido, México es un país de tránsito y de acogida para migrantes, refugiados y 
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asilados. A lo largo del siglo XX, el país ha sido testigo de la llegada de personas 

provenientes de otros continentes, como África. Esto ha despertado el interés de la 

Organización Internacional para las Migraciones (OIM), la Organización de los Esta-

dos Americanos (OEA) y el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refu-

giados (ACNUR) (Ray y Leyva Flores, 2020, p. 1). De igual forma, las autoridades 

mexicanas han tenido que reorientar sus políticas públicas para atender el fenómeno 

de la movilidad humana proveniente de África.  

No obstante, fue durante la segunda mitad del siglo XX cuando la movilidad hu-

mana en África impactó sus procesos políticos, a medida que diversas naciones con-

quistaban su independencia mediante procesos de descolonización. Con el tiempo, al-

gunas naciones fueron cristalizando diversos niveles de desarrollo, mientras que otras 

experimentaron conflictos internos, pobreza y diversos problemas sociales, económi-

cos y de desarrollo. Este contexto, así como las diferencias en el desarrollo de las na-

ciones africanas, han dado forma a tendencias migratorias divergentes (De Haas et al., 

2020, p. 198).  

Es así como la movilidad humana africana se caracterizó inicialmente por ser pre-

dominantemente intrarregional. En este sentido, África es una de las regiones con me-

nor migración del mundo (De Haas et al., 2020, p. 200), lo cual se debe particularmente 

al aislamiento de algunos países enclavados en el continente y a que muchos de ellos 

se encuentran entre los más pobres del África subsahariana. No obstante, a partir de 

2008 se observa un crecimiento de la movilidad humana extrarregional, sobre todo 

desde la región subsahariana, como resultado de transformaciones sociales, guerras 

civiles, factores económicos e incluso climáticos (De Haas et al., 2020, p. 200). En ese 

momento, Europa constituía el principal destino de la movilidad humana africana.  

Sin embargo, esta tendencia comenzó a cambiar y los africanos también empezaron 

a migrar hacia América, especialmente a Estados Unidos. Uno de los países de tránsito 

es México. Debido a que la llegada de africanos a México constituye un flujo migra-

torio relativamente reciente, identificado a partir de 2013 y con un aumento conside-

rable desde 2016 hasta la actualidad, no existe aún una amplia base de datos ni sufi-

ciente información que categorice y analice el fenómeno de la migración extraconti-

nental africana en sus diversas dimensiones. Por ello, en este capítulo se aborda la 

migración africana de manera general, contemplando todas las categorías de movilidad 

africana presentes en nuestro país.  

Como se mencionó anteriormente, en el caso de México se observa un cambio en 

los patrones migratorios, ya que el país ha pasado de tener una larga tradición como 

expulsor de migrantes a convertirse también en un país de tránsito, destino y retorno.  

Respecto a los migrantes y refugiados africanos en México, este fenómeno de mo-

vilidad humana abarca buena parte del continente americano. En efecto, “desde 2013, 

los migrantes provenientes de África han atravesado más de nueve países de Centro y 

Sudamérica para llegar a la frontera entre Estados Unidos y México y solicitar asilo en 

la Unión Americana” (Yates y Bolter, 2021, p. 1). La movilidad humana africana “in-

gresa a América a través de Ecuador”, y para desplazarse hacia el norte “casi todos los 
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migrantes africanos pasan por Colombia, Panamá, Costa Rica, Nicaragua, Honduras, 

Guatemala y México” (Yates y Bolter, 2021, p. 1).  

Asimismo, resulta pertinente señalar que los migrantes africanos llegan a Brasil, 

Ecuador o incluso, en algunos casos, a Cuba, debido a que muchos de estos países no 

exigen visa para ingresar a su territorio. Posteriormente, realizan un amplio recorrido 

por otros países de América Latina para llegar a Estados Unidos, como se ejemplifica 

en la Figura 2.  

 

Figura 2. Rutas migratorias de los africanos en su travesía hacia América 

 
Fuente: Adaptado de “Migración africana a través del continente americano: impulsores, rutas  

y respuestas normativas” (pp. 8-16), por Yates y Bolter, 2021, Migration Policy Institute. 

 

Es importante mencionar que, si bien el destino final suele ser Estados Unidos, en 

numerosas ocasiones los migrantes africanos permanecen en México. En cuanto a las 

cifras, suele hablarse de una “migración silenciosa” que ha aumentado en los últimos 

años: “en 2013 el Instituto Nacional de Migración de México detuvo a 545 personas 

provenientes de África. Dos años después, en 2015, la cifra aumentó casi cuatro veces: 

los capturados fueron 2,045, en su mayoría somalíes” (Nájar, 2016a). Posteriormente, 

las cifras continuaron incrementándose: “los encuentros de migrantes africanos en 

tránsito irregular aumentaron aún más drásticamente, a 6,000 entre octubre de 2018 y 

septiembre de 2019 […], lo que representa un aumento del 600% con respecto al año 

anterior” (Yates y Bolter, 2021, pp. 4-5).  

Por otro lado, la pandemia de COVID-19 generó diversas restricciones a la movi-

lidad humana, provocando una disminución temporal de los flujos migratorios en la 

región. Sin embargo, posteriormente, “en los primeros seis meses de 2021, más de 

1,650 migrantes de 18 países africanos fueron detenidos en Panamá, lo que representa 

más del doble de migrantes africanos detenidos en el país durante 2020” (Yates y 
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Bolter, 2021, pp. 4-5). En el caso de México, la Secretaría de Gobernación presentó 

un informe sobre eventos de personas en situación migratoria irregular según conti-

nente y país de nacionalidad, correspondiente al periodo 2011-2021. En los últimos 

cinco años del informe, respecto a los migrantes irregulares provenientes de África, se 

reportó un total de 12,224 personas. No obstante, para 2023 la cifra ascendió a 59,498. 

En la Tabla 1 pueden observarse los datos por año.  

 

Tabla 1. Personas en situación migratoria  

irregular en México provenientes de África 

Año Total de personas 

2017 2,178 

2018 2,791 

2019 7,352 

2020 626 

2021 2,066 

2022 6,669 

2023 59,498 

Fuente: Adaptado de “Personas en situación migratoria irregular en México, según  

continente y país de nacionalidad, 2011-2021”, por Secretaría de Gobernación, 2021. 

 

Los datos proporcionados por el Gobierno de México sobre el ingreso de personas por 

vía aérea también muestran un aumento en la llegada de personas provenientes de 

África durante los últimos años. Evidentemente, esto no significa que se trate de ex-

tranjeros en situación migratoria irregular, pero sí constituye un indicio claro del in-

cremento de la movilidad humana africana hacia México. Esto puede observarse en la 

Tabla 2.  

 

Tabla 2. Entradas aéreas de extranjeros según  

residencia por regiones del mundo (África) 

Año Total de personas 

2020 8,822 

2021 14,051 

2022 25,231 

Fuente: Adaptado de “Estadísticas Migratorias.  

Síntesis 2023”, por Secretaría de Gobernación, 2023. 

 

Finalmente, en el caso de México, para enero de 2023 las autoridades migratorias re-

portaron el ingreso por vía aérea de 2,931 personas provenientes de África, lo que 

representó un aumento de 46.8% respecto a enero de 2022 (Secretaría de Gobernación 
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[SEGOB], 2023, p. 15). Resulta evidente que, incluso por la vía aérea, mucho más 

controlada y documentada por las autoridades, las cifras muestran un crecimiento 

constante de la movilidad humana proveniente de África.  

Por supuesto, los riesgos de la movilidad humana africana en el continente ameri-

cano y en México son elevados: “la parte más peligrosa de la ruta es el Tapón del 

Darién, un tramo de selva que se extiende a ambos lados de la frontera entre Colombia 

y Panamá, donde los migrantes deben sobrevivir a grupos criminales, inundaciones 

repentinas, suministro limitado de alimentos y caminos difíciles” (Yates y Bolter, 

2021, p. 1). A su llegada a México, los africanos se enfrentan a los efectivos militari-

zados de la Guardia Nacional, quienes realizan labores de control migratorio desde 

2019. Además, sufren discriminación, lo que pone en evidencia el peligro que enfren-

tan y la falta de políticas públicas eficaces para brindarles el trato que corresponde 

dentro de una perspectiva de seguridad humana.  

 

Las políticas públicas de México hacia la movilidad humana  

africana en el marco de la Agenda 2030 y la pospandemia 

En este apartado se describen y analizan las políticas públicas mexicanas respecto a la 

movilidad humana en general, a partir de su marco normativo. Posteriormente, se abor-

darán la securitización de la agenda migratoria en el país, el reto que planteó la pande-

mia de COVID-19 para la movilidad humana y el problema del racismo hacia los mi-

grantes, refugiados y asilados africanos.  

 

Marco normativo 

Las políticas migratorias mexicanas se han basado principalmente en los instrumentos 

internacionales de derechos humanos, así como en los pactos internacionales suscritos 

por México, como la Agenda 2030, el Pacto Mundial para una Migración Segura, Or-

denada y Regular, adoptado en Marrakech, Marruecos, en diciembre de 2018; el Pacto 

Mundial sobre los Refugiados; y la legislación mexicana en materia migratoria.  

De acuerdo con la Ley de Migración de 2011 (Secretaría de Gobernación [SE-

GOB], 2011), el Estado mexicano acepta la responsabilidad compartida con los Go-

biernos de distintos países, adopta un enfoque integral de las migraciones atendiendo 

sus causas estructurales y asume principios de hospitalidad y solidaridad internacional 

con las personas que necesitan un nuevo lugar de residencia temporal o permanente. 

Asimismo, reconoce la equidad entre nacionales y extranjeros, así como un modelo 

multicultural para la integración de las personas extranjeras a la sociedad mexicana 

(Ortega y Morales, 2020, p. 215).  

La ley plantea integrar cuatro enfoques: derechos humanos, contribución de la mi-

gración al desarrollo nacional, soberanía y seguridad nacional (artículo 1 de la Ley de 

Migración, 2011). En la Figura 3 se ilustran las normas descritas.  
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Figura 3. Marco normativo para la migración en México 

 
Fuente: Adaptado de “Marco normativo migrantes”, por  

Comisión Nacional de Derechos Humanos [CNDH, México], 2025. 

 

Por lo tanto, de acuerdo con la Ley de Migración de 2011, las personas migrantes 

tienen derecho a acceder a diversos servicios mientras permanecen en el país. Por 

ejemplo, quienes solicitan asilo, son reconocidos como refugiados o son beneficiarios 

de protección complementaria tienen derecho a trabajar. Por otro lado, también tienen 

derecho a la atención sanitaria, la cual constituye una prioridad. Además, tienen dere-

cho al acceso a la educación. Sin embargo, en la práctica, las personas migrantes no 

siempre han podido acceder a estos servicios debido a diversas barreras. Asimismo, la 

falta de documentación oficial ha impedido que algunas personas refugiadas se regis-

tren en centros de salud y, posteriormente, se les ha negado la asistencia sanitaria 

(Priya Morley, 2021, p. 36).  

No obstante, en los hechos, el sistema migratorio contemplado en la ley resulta 

limitado para atender las realidades complejas del contexto actual de la migración en 

México, debido a que hoy se observan mayores flujos migratorios, como las caravanas 

de migrantes centroamericanos, pero también la llegada de africanos al país.  

En este sentido, el Gobierno del presidente López Obrador acordó dar un trato dis-

tinto a las personas migrantes, resaltando las causas estructurales, incluida la violencia, 

que las obliga a abandonar sus lugares de origen. Asimismo, se comprometió a respetar 

los derechos humanos de esta población. Si bien dicho discurso se mantuvo, en la 

práctica las acciones implementadas por la administración de Andrés Manuel López 

Obrador no lograron desmarcarse de las realizadas por gobiernos anteriores (Robles, 

2022, p. 19).  

Como se ha señalado, México ha puesto en marcha, durante las últimas dos déca-

das, numerosos instrumentos en materia de política migratoria y asilo –como la Ley 

sobre Refugiados y Protección Complementaria de 2011– con el fin de regular, en un 

primer momento, los flujos de migrantes y refugiados que llegaban a su territorio y, 

más recientemente, desarrollar políticas orientadas a gestionar la diversidad derivada 

de dichos movimientos (Escrich Gallardo, 2018, p. 11), sobre todo porque el país no 

se había caracterizado por recibir una movilidad significativa de migrantes africanos.  

En este sentido, la ley contempla ciertas situaciones particulares. Por ejemplo, si 

una persona migrante no habla o entiende el idioma español, se le asignará un traductor 
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o intérprete. Además, la legislación establece que el Estado mexicano promoverá el 

acceso y la integración de los migrantes residentes temporales y permanentes a los 

distintos ámbitos de la vida económica y social del país, garantizando el respeto a su 

cultura (Secretaría de Gobernación, 2011).  

A pesar de ello, los migrantes africanos se enfrentan a diversas barreras al llegar al 

territorio mexicano, como el idioma, las costumbres, así como la recepción y percep-

ción que tienen tanto la sociedad mexicana como las autoridades migratorias respecto 

de este tipo de migración. Todo ello constituye una realidad compleja a la que se en-

frentan las personas de origen africano a su arribo.  

 

Securitización de la movilidad humana en México 

Entre las acciones del Gobierno mexicano durante el periodo del presidente Andrés 

Manuel López Obrador puede observarse un breve lapso en el que su administración 

adoptó un enfoque migratorio centrado en los derechos humanos. Asimismo, se plan-

teó atender las causas estructurales de la migración. No obstante, en 2019, tras las 

presiones del Gobierno de Donald Trump de imponer aranceles si no se regulaba el 

tránsito migratorio de México hacia Estados Unidos, las políticas cambiaron, ya que 

el Gobierno mexicano desplegó a la Guardia Nacional para realizar labores de control 

migratorio en la frontera sur y frenar el flujo de personas migrantes (Priya Morley, 

2021, p. 37; Ortega Ramírez y Morales Gámez, 2021).  

Por ello, desde 2019, las administraciones de Estados Unidos y México trabajaron 

conjuntamente para externalizar la aplicación de la legislación migratoria estadouni-

dense en territorio mexicano. Esto provocó que miles de mujeres y hombres migrantes 

africanos quedaran varados en la ciudad de Tapachula, Chiapas (sureste mexicano), a 

partir de mediados de ese año. Resultaba difícil o incluso imposible para México de-

portarlos a sus países de origen; además, el Instituto Nacional de Migración (INM) 

tampoco les permitía viajar libremente hacia la frontera entre México y Estados Uni-

dos. Como se establece en el capítulo 6 de la Ley de Migración, el INM en Tapachula 

dejó de emitir oficios de salida que permitían a la población migrante africana y de 

otras regiones desplazarse hacia el norte. En consecuencia, miles de personas se con-

centraron en Tapachula, principal centro de detención migratoria, la Estación Migra-

toria Siglo XXI (Priya Morley, 2021b, p. 11).  

Si bien se ha intentado gestionar la diversidad de las migraciones, en lo referente a 

la movilidad de migrantes africanos en territorio mexicano puede observarse que la 

normatividad se aplica de manera general, ya que en la práctica no existe una política 

migratoria específica ni acciones dirigidas exclusivamente a este flujo migratorio. En 

este sentido, cabe preguntarse: ¿cuáles son las nuevas obligaciones asumidas por Mé-

xico respecto a la movilidad humana a partir de la Agenda 2030? La Agenda de Desa-

rrollo Sostenible 2030 reconoce que la migración es un poderoso agente impulsor del 

desarrollo sostenible, tanto para las personas migrantes como para sus comunidades. 

Sin embargo, la relación entre migración y desarrollo es mucho más compleja: cuando 

la migración carece de una gobernanza adecuada, puede generar impactos negativos 
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sobre el desarrollo. Las personas migrantes pueden quedar expuestas a la explotación, 

la discriminación y la violencia (OIM, 2023).  

Entre los compromisos asumidos por México en materia de movilidad humana a 

partir de la Agenda 2030 se encuentra el establecimiento de una gobernanza basada en 

la dignidad y los derechos humanos. En el mismo tenor, el Pacto de Marrakech “pro-

pone abordar las causas de las migraciones y que los Estados retomen sus responsabi-

lidades en un contexto de crisis neoliberal […]. Asimismo, es en este marco donde se 

insertan las personas migrantes, el crecimiento de la ‘industria’ de la migración y de 

las organizaciones de tráfico y trata de personas, pero también como acuerdo intergu-

bernamental” y de cooperación internacional (Ortega Ramírez y Morales Gámez, 

2021, p. 170).  

Así, uno de los objetivos clave en materia migratoria es el Objetivo de Desarrollo 

Sostenible n.º 8, de la Agenda 2030, que plantea promover el crecimiento económico 

sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo pleno y productivo y el trabajo decente 

para todos, mediante la protección de los derechos laborales y la promoción de entor-

nos de trabajo seguros para todos los trabajadores, incluidos los migrantes, particular-

mente las mujeres migrantes y las personas con empleos precarios (UPM, 2016). Re-

sulta evidente que una lógica de securitización orientada al control de la movilidad 

humana en México contraviene el espíritu de la Agenda 2030.  

Por otro lado, respecto al actual Gobierno de Claudia Sheinbaum, es importante 

señalar que, aunque no existe una política migratoria específica para la migración afri-

cana y que profundice en ella, el actual Gobierno ha implementado una política migra-

toria que se espera esté basada en la promoción y el respeto de los derechos humanos 

de las personas migrantes que transiten por territorio mexicano, independientemente 

de su nacionalidad. En este sentido, una de las acciones anunciadas por la presidenta 

ha sido una reforma profunda al Instituto Nacional de Migración (INM), con el obje-

tivo de transformarlo en un organismo que respete los derechos de las personas mi-

grantes y apoye la movilidad humana, lo que representa uno de los principales desafíos 

de su administración.  

No obstante, el Gobierno de Claudia Sheinbaum enfrenta una encrucijada: por un 

lado, promover y respetar los derechos de las personas migrantes que cruzan por Mé-

xico; por otro, responder a las presiones externas, particularmente las provenientes de 

Estados Unidos. Entre ellas destacan las amenazas de Donald Trump de imponer aran-

celes si no se controla la migración, el narcotráfico y la venta de fentanilo. De esta 

manera, Estados Unidos ejerce una fuerte presión sobre el Gobierno mexicano para 

continuar cerrando sus fronteras a los migrantes que vienen de otros países y que quie-

ren ingresar al vecino país del norte. Con ello, Trump ha vinculado temas sociales con 

asuntos comerciales, una situación compleja de resolver para esta administración. Es 

así como la presidenta se verá en la necesidad de dar respuesta a las presiones estadou-

nidenses, pero la pregunta a futuro será: ¿podrá incluir y respetar los derechos de todos 

los migrantes que lleguen a México, así como promover todo lo establecido en los 

distintos instrumentos internacionales como la Agenda 2030? 
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Seguridad sanitaria y COVID-19 

Por otro lado, la pandemia de COVID-19 marcó un hito en la historia mundial, ya que 

no solo se implementaron medidas restrictivas en el ámbito económico, sino también 

en la movilidad de las personas. Como ejemplo, muchos países comenzaron a cerrar sus 

fronteras a las personas migrantes bajo el argumento de reducir y evitar los contagios.  

Nuestro vecino estadounidense no fue la excepción y, mediante el Título 42, la Oficina 

de Aduanas y Protección de Fronteras (CBP, por sus siglas en inglés) prohibió la en-

trada de ciertas personas que “potencialmente representan un riesgo para la salud”, ya 

fuera por las restricciones de viaje previamente anunciadas o por haber ingresado ile-

galmente al país con el fin de “eludir las medidas de detección médica” (Shoichet, 2022).  

Así, puede destacarse que, al inicio del Gobierno de López Obrador, existía la in-

tención de atender las causas estructurales de la migración mediante un enfoque basado 

en los derechos humanos. Sin embargo, la política migratoria constituye un ámbito de 

intervención pública sujeto a múltiples tensiones. Por ello, la amenaza de imposición 

de aranceles por parte del Gobierno de Trump marcó –y continúa marcando– un giro 

en la política migratoria mexicana, al convertirse en un mecanismo de presión. Como 

resultado, la política migratoria se va a caracterizar por tener tintes restrictivos y de 

violación a los derechos humanos no solo de los africanos, sino también del conjunto 

de la población migrante en México, incluida la migración centroamericana.  

Por otra parte, la pandemia de COVID-19 también dificultó la consolidación de una 

política migratoria basada en los derechos humanos y, por el contrario, profundizó las 

medidas restrictivas aplicadas a los migrantes africanos. En suma, entre los hallazgos 

de este estudio destaca que, aunque México ha firmado diversos tratados internacio-

nales de derechos humanos y pactos como la Agenda 2030, todavía enfrenta importan-

tes desafíos en la protección de las personas migrantes africanas y en la formulación 

de políticas públicas que atiendan este fenómeno, así como problemas estructurales 

sociales, como el racismo, tema que se aborda a continuación.  

 

El problema del racismo 

Un tema que a muchos mexicanos les cuesta reconocer es que el país tiene un añejo 

problema de racismo y discriminación que no ha logrado erradicarse (Nájar, 2016b). 

En un estudio realizado en 2019, investigadores de El Colegio de México encontraron 

que las personas con rasgos físicos racializados, incluido un tono de piel más oscuro, 

sufren discriminación en diversos ámbitos de la vida social mexicana (Priya Morley, 

2021a). Incluso, se habla de “los negros de México que han sido borrados de la histo-

ria” (Nájar, 2016b).  

Es por ello que los migrantes africanos experimentan una doble vulneración. De-

bido a su origen, enfrentan discriminación en nuestro país, ya que los prejuicios rela-

cionados con el color de piel y la raza siguen presentes en distintos ámbitos de la so-

ciedad mexicana y afectan negativamente tanto a migrantes como a ciudadanos afro-

descendientes e indígenas. Este fenómeno, sumado a la securitización de las políticas 

migratorias, agrava la situación de las personas africanas, quienes enfrentan expresiones 
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específicas de racismo antinegro, distintas de las que viven otros grupos migrantes, como 

los centroamericanos.  

De acuerdo con el testimonio de un migrante angoleño, durante los 14 días que 

permaneció en la Estación Migratoria Siglo XXI sufrió actos de discriminación por 

parte de las autoridades migratorias. Señaló que la alimentación se distribuía primero 

entre las personas provenientes de Honduras, Guatemala y Cuba. Sin embargo, la co-

mida era limitada; solo había agua mezclada con algo que no se podía distinguir. Ade-

más, manifestó que las colchonetas se entregaban primero a los ciudadanos de Cuba, 

Guatemala y Honduras, mientras que las restantes, generalmente en malas condicio-

nes, eran asignadas a los africanos (Zúñiga, 2019).  

Incluso, las autoridades migratorias mexicanas han llegado a detener y, en algunos 

casos particularmente indignantes, a deportar a afromexicanos e indígenas mexicanos 

debido a la suposición discriminatoria de que no eran ciudadanos mexicanos (Priya 

Morley, 2021b). De este modo, México enfrenta un doble desafío: promover la inclu-

sión y el respeto tanto de la población afromexicana como de los migrantes africanos 

que llegan al país.  

 

Conclusiones 

¿Ha respetado México las obligaciones asumidas en la Agenda 2030 respecto a la mo-

vilidad humana de refugiados africanos en la era pospandemia? A partir del análisis 

realizado, la respuesta respecto a la administración anterior no puede considerarse afir-

mativa. En el caso de la movilidad humana africana en México, además, el racismo 

constituye un factor que agrava las condiciones de vulnerabilidad de esta población.  

Así, el análisis de la movilidad humana africana hacia México en el marco de la Agenda 

2030 revela profundas tensiones entre los compromisos internacionales asumidos por 

el Estado mexicano y la realidad de sus políticas migratorias. Si bien el país ha suscrito 

diversos instrumentos internacionales que promueven una gobernanza migratoria ba-

sada en los derechos humanos, en la práctica prevalece un paradigma securitario que, 

lejos de garantizar la protección integral de las personas migrantes, refuerza su vulne-

rabilidad estructural, especialmente en contextos de crisis como la pandemia de CO-

VID-19.  

De este modo, en administraciones pasadas se observaron violaciones a los dere-

chos humanos de los migrantes africanos, entre ellas el incremento de la violencia 

contra quienes se encontraban en tránsito, diversas vulneraciones de derechos funda-

mentales y operativos migratorios que implicaron intervenciones y uso de la fuerza 

que pusieron en riesgo a las personas migrantes y disuadieron a quienes tenían derecho 

a solicitar refugio, protección complementaria o asilo. Sin duda, uno de los derechos 

más afectados ha sido el derecho a buscar y recibir asilo. De esta manera, puede iden-

tificarse que las políticas migratorias en México han tendido a ser concebidas desde 

un enfoque de seguridad más que desde una perspectiva humanitaria.  

En este sentido, el caso mexicano refleja los desafíos que enfrentan los Estados del 

sur global para armonizar sus obligaciones internacionales con sus políticas nacionales, 
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especialmente cuando estas se ven influenciadas por dinámicas geopolíticas asimétri-

cas. Resulta urgente, por tanto, una reconfiguración del enfoque migratorio mexicano 

que transite de la contención hacia la protección, incorporando una perspectiva anti-

rracista, interseccional y de seguridad humana, en consonancia con el desarrollo sos-

tenible y los derechos fundamentales de todas las personas en movilidad. Lo anterior 

constituye uno de los grandes retos para la actual administración de Claudia Shein-

baum. En consecuencia, México aún tiene un amplio camino por recorrer para respon-

der adecuadamente a los desafíos asociados con la migración africana. 
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Centroamérica: planes de desarrollo, seguridad alimentaria  

y control migratorio. Lecciones y desafíos (2001-2019) 
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Introducción 

Durante las últimas dos décadas, Centroamérica ha enfrentado desafíos persistentes en 

materia de desarrollo económico, seguridad alimentaria y migración. Diversas iniciativas 

internacionales han intentado responder a estos problemas mediante proyectos que, 

aunque formalmente orientados al progreso, han estado fuertemente influenciados por 

las estrategias económicas, geopolíticas y de seguridad de Estados Unidos en la región. 

Esto ha significado cambios profundos en el funcionamiento interno de los países cen-

troamericanos, cuyas propias crisis estructurales –marcadas por la pobreza, la de-

sigualdad y la debilidad institucional– han amplificado los efectos de tales programas. 

Desde el Plan Puebla Panamá hasta el Proyecto de Integración y Desarrollo de Me-

soamérica, pasando por la Iniciativa Mérida y el Plan Frontera Sur, la cooperación ha 

reflejado una lógica predominantemente orientada a la liberalización económica, la 

contención migratoria y la seguridad hemisférica, antes que a construir bases sólidas 

para el desarrollo humano sostenible. Este capítulo examina esas iniciativas y se pre-

gunta hasta qué punto han cumplido sus propósitos declarados y qué aprendizajes ofre-

cen para repensar el futuro de la región en cuanto al desarrollo, la seguridad alimentaria 

y, especialmente, el control migratorio. 

 

Estrategias de desarrollo y su inserción en marcos institucionales 

 

a) El Plan Puebla Panamá: promesa de integración, pero realidad de fragmentación 

El Plan Puebla Panamá (PPP) fue lanzado por México y los países centroamericanos 

en 2001, con un discurso centrado en el desarrollo integral y sostenible. 
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Los objetivos principales del PPP fueron promover el desarrollo económico y social 

por medio de la inversión en infraestructura, educación, salud y otros sectores clave; 

fortalecer la integración regional mediante la creación de una zona de libre comercio 

y la promoción de la cooperación económica y política entre los países de la región; y 

controlar la migración mediante una serie de oportunidades de empleo y la implemen-

tación de políticas migratorias más efectivas. 

Para Villafuerte Solís (2004), el PPP era un proyecto que traía consigo un trasfondo 

de crecimiento económico sostenido y sustentable, con un aprovechamiento eficiente 

de los recursos y una expansión e integración comercial. En consecuencia, el financia-

miento de este plan ascendía a 8,076.98 millones de dólares estadounidenses y estaba 

destinado a una amplia gama de iniciativas relacionadas con ventajas comerciales com-

petitivas, así como con los sectores de transporte y energía, los cuales superaban con 

creces a los demás (véase Tabla 1). 

 

Tabla 1. Cartera de Operaciones/Plan Puebla-Panamá 2007 

Iniciativas Número de proyectos 
Inversiones previstas 

(millones de US$) 

Porcentaje del 

total 

 Préstamos 
Cooperación 

técnica* 
  

Eje de Integración Productiva y Competitividad 

Energía 10 5 928.34 11% 

Transporte 16 4 6,148.80 76% 

Telecomunicaciones 3 7 21.72 0% 

Comercio y Compe-

titividad 
 8 27.38 0% 

Eje de Desarrollo Social y Ambiental 

Desarrollo Humano 4 7 600.92 7% 

Desarrollo  

Sostenible 
5 20 322.04 4% 

Prevención de 

Desastres Naturales 
1 3 23.67 0% 

Turismo  6 3.20 0% 

Información y  

Consultas 
 1 0.91 0% 

Total 39 61 8,076.98 100% 

Fuente: Tomado de Evaluación del apoyo del BID a la Iniciativa del “Plan Puebla-Panamá Pires”, 

por Pires, 2009, Oficina de Evaluación y Supervisión y Banco Interamericano de Desarrollo. 

 

Con base en lo anterior, la gestión del PPP fue duramente criticada durante mucho 

tiempo, aunque también recibió el respaldo de algunos sectores. Como menciona Ál-

varez Béjar (2001), durante los primeros años del PPP los gobiernos y las empresas 

privadas sostenían públicamente que los principales beneficios del plan radicaban en 

una mayor apertura de los mercados internacionales, el desarrollo económico, la 
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mejora de la infraestructura y el aumento de la inversión extranjera (Álvarez Béjar, 

2001, p. 16). 

No obstante, a finales de 2008 el PPP no cumplía con las metas y objetivos trazados, 

entre ellos la reducción de la desigualdad en la distribución de los beneficios, ya que 

estos no se distribuyeron de manera equitativa entre los países de la región. Además, 

era evidente la falta de financiamiento, que no siempre estuvo disponible, así como 

una limitada participación ciudadana, lo que generó críticas y oposición en algunos 

sectores. A manera de ejemplo, para las organizaciones de la sociedad civil y las co-

munidades receptoras del desarrollo del PPP, este había provocado efectos negativos 

muy severos: 

 

• El factor pobreza se elevó, pues los países de Centroamérica se convertían en 

importadores y no en exportadores; 

• Se generó la destrucción de la agricultura por el deterioro del medio ambiente y de 

los recursos naturales, así como la desaparición de las pequeñas empresas nacionales; 

• Existió el irrespeto y la no aplicación de las leyes nacionales en materia laboral y 

ambiental; 

• La educación, la salud, las pensiones, el agua, la energía eléctrica y las comunicaciones 

se convirtieron en actividades de lucro para las empresas y las transnacionales; 

• Pérdida de la soberanía y la autonomía; 

• Incremento de la deuda externa por los préstamos destinados a la construcción de 

infraestructura física; 

• Apropiación por parte de las transnacionales de los mejores recursos naturales, 

como tierras, plantas y agua, entre otros; 

• Introducción de semillas y productos transgénicos que dañaban la seguridad ali-

mentaria de los habitantes al utilizar organismos genéticamente modificados y un 

alto uso de agroquímicos. 

 

Para Barceló Rodríguez (2002), en el aspecto migratorio el PPP consideraba el derecho 

a migrar de la población centroamericana como un asunto político bajo el control de 

México, país que era visto como subordinado a la economía estadounidense. En con-

secuencia, se establecieron en primera instancia, políticas restrictivas y controles es-

trictos de los flujos migratorios en el sur para impedir que los migrantes centroameri-

canos llegaran a la frontera entre México y Estados Unidos, violentando el derecho a 

migrar (ius migrandi), a cambio de que esta última nación abriera más sus puertas a 

ventajas comparativas regionales –como mano de obra barata, recursos energéticos y 

biodiversidad– y, por ende, a una mayor rentabilidad económica. 

Para 2009, la puesta en marcha del PPP profundizó aún más la crisis económica, 

social y ambiental, así como la pérdida de soberanía nacional y de elementos culturales 

propios de cada país miembro. Todo esto trajo como consecuencia que su diseño se 
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equiparara con intereses geopolíticos orientados a consolidar un corredor comercial 

desde Puebla hasta Panamá, como forma de aprovechar los tratados de libre comercio 

firmados desde la década de 1990 (Salazar y Forero, 2003, p. 29). En México, el PPP 

se institucionalizó a través de la Secretaría de Economía y la Secretaría de Relaciones 

Exteriores, mientras que en Centroamérica se articuló mediante secretarías de integra-

ción económica regional, con el respaldo del Banco Interamericano de Desarrollo y el 

Banco Mundial, organismos que condicionaron financiamientos a reformas de apertura. 

En los últimos años del PPP, la débil presencia de políticas sociales evidenció que 

el desarrollo humano fue relegado. En materia migratoria, el PPP subordinó el ius mi-

grandi al control regional. México fue instrumentalizado como barrera de contención 

para los flujos procedentes del Triángulo Norte de Centroamérica (Guatemala, Hon-

duras y El Salvador), actuando como frontera extendida de Estados Unidos. El plan 

fue desmantelado de facto, pero su lógica estructural persistió. Además, organizacio-

nes civiles denunciaron que este modelo priorizó intereses transnacionales, facilitó la 

apropiación de recursos naturales y debilitó la agricultura local, al tiempo que incre-

mentó la dependencia alimentaria (Álvarez Béjar, 2001; Heredia, 2018). 

 

b) Proyecto Mesoamérica: continuidad con nuevos nombres 

Tras el desgaste del PPP, el Proyecto Mesoamérica (PM) surgió en 2008 con la retórica 

de reforzar la cooperación regional en infraestructura, salud y medio ambiente. Su ins-

titucionalización se dio en el marco del Mecanismo de Tuxtla y se formalizó mediante 

la Declaración de Villahermosa de 2008 (Toussaint y Garzón, 2017, p. 15). Bajo dos 

ejes –económico y social–, el PM retomó gran parte de la cartera de proyectos del PPP, 

sin modificar sustancialmente su lógica orientada a la competitividad y al libre tránsito 

de mercancías (Bastos et al., 2017): 

 

▪ Eje económico - energía, transporte, telecomunicaciones, facilitación comer-

cial y competitividad; 

▪ Eje social - salud, medio ambiente, gestión del riesgo, vivienda, seguridad 

alimentaria y nutricional y migración (Toussaint y Garzón, 2017, p. 16).  

 

De acuerdo con Bastos et al. (2017), estos ejes económicos y sociales permitirían cons-

truir consensos con mayor libertad, articular esfuerzos de cooperación y atraer recursos 

para fortalecer los procesos de los países miembros. 

En 2016, sus iniciativas más importantes fueron el Sistema de Interconexión Eléc-

trica para América Central (SIEPAC), la Autopista Mesoamericana de la Información 

(AMI), la Red Internacional de Carreteras Mesoamericanas (RICAM), el Tránsito In-

ternacional de Mercancías (TIM), el Sistema Mesoamericano de Salud Pública (SMSP) y 

el Sistema Mesoamericano de Información Territorial (SMIT) para la reducción de 

riesgos y desastres. No obstante, para Toussaint y Garzón (2017), dichas iniciativas 

presentaron limitaciones para planificar una estrategia efectiva de cara a las necesidades 
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de las comunidades, debido a que “[…] seguían estando más dirigidas a la creación de 

infraestructura para favorecer el libre tránsito de mercancías y abrir las puertas a los 

capitales privados, que a contribuir a resolver las causas estructurales de los problemas 

sociales que daban sustento al fenómeno migratorio y a buscar una salida conjunta a 

la creciente situación de violencia en la región” (p. 17). 

En materia alimentaria, se adoptaron programas como el Programa Regional de Siste-

mas de Información para la Resiliencia en Seguridad Alimentaria y Nutricional (PRO-

GRESAN-SICA) y el Programa Regional de Sistemas de Información en Seguridad 

Alimentaria y Nutricional (PRESISAN), diseñados en colaboración con la Unión Eu-

ropea, la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura 

y Taiwán, pero con escasa participación comunitaria. Si bien estos proyectos se inser-

taron formalmente en los planes nacionales de desarrollo rural, dependían casi por 

completo de fondos externos (Sistema de la Integración Centroamericana [SICA], 2018). 

Durante la pandemia de COVID-19, el PM continuó con su visión enfocada en el 

desarrollo integral y económico, aunque se sensibilizó en temas nuevos, como la polí-

tica “Quédate en casa” y la creación de un observatorio COVID-19 mesoamericano con 

datos numéricos sobre casos confirmados, fallecidos, recuperados y activos (véase Fi-

gura 1). Según el texto, el objetivo era fomentar el miedo entre la población de la 

región y, de este modo, reducir las cifras de movilidad migratoria durante la pandemia. 

Sin embargo, según la página oficial de Datosmacro (2022), más de 1,060,707 perso-

nas centroamericanas continuaron migrando hacia Estados Unidos, lo que evidenció 

la desconexión entre los objetivos declarados y los impactos reales del PM.  

 

Figura 1. Situación de casos COVID-19 en Mesoamérica 

 
Fuente: Tomado de “Proyecto de Integración y Desarrollo de Mesoamérica”, 2020, Bole-

tín situacional COVID-19 en Mesoamérica (https://www.proyectomesoamerica.org/in-

dex.php/noticias/20-noticiaspm/articulos-noticias/711-boletin-situacional- 

covid-19-en-mesoamerica-29-5-2020). 
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Actualmente, los miembros del Proyecto Mesoamérica se enfocan en seguir forta-

leciendo la cooperación en términos de inversión en educación, transporte, medio am-

biente, vivienda, energía, gestión de riesgos, entre otros ámbitos, sin prestar demasiada 

atención al tema de la migración irregular procedente de los tres países del norte de 

Centroamérica (Guatemala, Honduras y El Salvador), aun cuando la sede del Proyecto 

Mesoamérica se ubica en uno de estos países. 

Ahora pasaremos a estudiar otros tipos de proyectos o iniciativas que, en los últimos 

años, han buscado dar una respuesta más precisa al acelerado crecimiento de la migra-

ción centroamericana procedente de Guatemala, Honduras y El Salvador con destino 

a Estados Unidos, pero que, a la vez, fomentan la idea errónea de adoptar medidas 

excesivas mediante el uso de la fuerza orientada a la securitización de las fronteras.  

 

Control migratorio y externalización de fronteras:  

la imposición geopolítica de Estados Unidos de América 

 

a) La Iniciativa Mérida y la securitización regional 

La Iniciativa Mérida (IM), firmada en 2008 entre México y Estados Unidos, se estruc-

turó como un acuerdo para combatir el narcotráfico, pero rápidamente amplió sus al-

cances hacia el control fronterizo y migratorio. Desde sus primeras fases, México re-

formó su marco institucional de seguridad y justicia para alinearse con los estándares 

exigidos por Washington, incluyendo nuevas leyes migratorias (2008 y 2011), el au-

mento de cuerpos policiales especializados y la construcción de una frontera “del siglo 

XXI” (Chabat, 2010; Ramos García, 2012). Según Ramos García (2012), fue el acuerdo 

de cooperación en materia de seguridad más ambicioso que ha existido hasta ahora 

entre ambos países, sustentado en un enfoque de corresponsabilidad, particularmente 

en lo relativo a la seguridad fronteriza (p. 8). 

Desde su primera fase, entre 2008 y 2010, la Iniciativa Mérida canalizó un fondo 

de 1,500 millones de dólares destinado a mejorar la cooperación y el intercambio de 

inteligencia con Estados Unidos, así como a implementar una estrategia de arresto y 

extradición de los líderes de las organizaciones delictivas (Chabat, 2010, p. 30). 

Entre 2012 y 2017, durante las presidencias de Barack Obama en Estados Unidos 

y Enrique Peña Nieto en México, la IM incorporó cuatro pilares: combatir a las orga-

nizaciones delictivas transnacionales, institucionalizar el Estado de derecho, fomentar 

la protección de los derechos humanos, crear una frontera “del siglo XXI” entre ambos 

países y construir comunidades fuertes y resilientes (Chabat, 2010, p. 32). Desde entonces, 

la Iniciativa Mérida se ha centrado en la transferencia de equipo militar e informático, 

el desarrollo de programas de capacitación militar y el intercambio de información 

para fortalecer las capacidades operativas de las fuerzas de seguridad en México y 

Centroamérica (Benítez y Rodríguez, 2009, p. 48). Sin embargo, también ha permitido 

numerosos abusos e intromisiones por parte del Gobierno de Estados Unidos. 
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Por su parte, León Vargas (2020) considera que, en los últimos años, la IM ha pro-

vocado mayores tasas delictivas y de inseguridad en territorio mexicano, puesto que 

se percibe un incremento en los casos de secuestro de 83%, sin menoscabar otros de-

litos como el robo con violencia (65%), la extorsión (40%), los delitos sexuales (16%) 

y el robo en carretera (100%), entre otros. 

No obstante, defensores del programa, como Wolf (2011), afirman que la iniciativa 

ha contribuido a una mayor profesionalización de los cuerpos oficiales antidrogas en 

México, al fortalecimiento de la aplicación de la ley y de la capacidad antinarcóticos, 

así como a la obtención de certificaciones internacionales en el combate a las bandas 

del crimen organizado (véase Tabla 2). 

 

Tabla 2. Recursos otorgados por la Iniciativa Mérida, 2008-2019 

 
Nota: Con esta tabla podemos observar cómo, durante el gobierno de Calderón, Estados Unidos  

proporcionó la asistencia técnica y financiera requerida para mejorar las capacidades  

institucionales del gobierno mexicano, factores necesarios para cualquier escenario  

exitoso en el combate nacional al narcotráfico.  

Fuente: Tomado de Global Economic Effects of COVID-19, 2020,  

Informe No. R46270, Congressional Research Service (CRS). 

 

En octubre de 2021, la Iniciativa Mérida fue sustituida por el Entendimiento Bicente-

nario sobre Seguridad, Salud Pública y Comunidades Seguras, el cual, al menos en el 

plano discursivo, propone un giro: tratar el consumo de drogas como un problema de 
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salud pública, atender las causas socioeconómicas de la inseguridad y otorgar un ma-

yor énfasis a los derechos humanos y a la participación comunitaria (Gobierno de Mé-

xico y Gobierno de Estados Unidos de América, 2022). 

Por otro lado, se han implementado diversos programas y creado centros para aten-

der la migración procedente de Guatemala, Honduras y El Salvador en el norte de 

México, así como la repatriación de mexicanos desde Estados Unidos. También se 

establecieron nueve centros de atención en la frontera norte de México (Tijuana, Me-

xicali, Nogales, Ciudad Juárez, Nueva Rosita, El Carmen, Matamoros, Reynosa y 

Nuevo Laredo) para recibir a los migrantes repatriados (Benítez Manaut, 2021, p. 15). 

Asimismo, el Gobierno mexicano ha implementado programas de repatriación volun-

taria para ayudar a los migrantes a regresar al país de manera segura y digna. Sin em-

bargo, no se proporcionan cifras específicas sobre el número de personas que han par-

ticipado en estos programas. 

Es importante destacar que la situación migratoria en la frontera norte entre Estados 

Unidos y México es compleja y dinámica. Si se compara la primera fase de la iniciativa 

con la situación actual, para el gobierno de Calderón ésta representaba la solución que 

reconocía explícita y formalmente la responsabilidad de Estados Unidos en el pro-

blema del narcotráfico, además de contemplar apoyo financiero y la ausencia de requi-

sitos previos, como la rendición anual de cuentas. 

Hoy, para Estados Unidos, los principales resultados positivos han sido afianzar el 

tema de la seguridad de sus fronteras más allá de su círculo geográfico y comprometer 

al nuevo Gobierno mexicano en la lucha contra el crimen organizado, el fentanilo y el 

narcotráfico, aunque dentro de los esquemas impulsados por Washington. 

Ahora pasaremos a estudiar el Plan Frontera Sur, implementado en 2014. 

 

b) El Plan Frontera Sur, 2014. México como muro extendido 

La frontera sur de México ha experimentado en las últimas tres décadas un proceso de 

transformación caracterizado por la creciente complejidad y dinamismo de los movi-

mientos poblacionales, insertos en diversas dinámicas locales y regionales. Este fenó-

meno ocurre en una franja geográfica donde se hacen cada vez más visibles problemá-

ticas vinculadas con el crimen organizado, la seguridad y los derechos humanos. En 

este contexto, el concepto de “frontera” en el sur de México ha adquirido significados 

plurales y variados, moldeados por factores históricos, sociales, económicos y políti-

cos que trascienden las meras delimitaciones territoriales. Incluso, ha funcionado como 

un espacio de paso obligado para miles de personas migrantes, principalmente prove-

nientes del Triángulo Norte de Centroamérica, que huyen de contextos de violencia 

estructural, pobreza extrema y desastres climáticos. 

Dentro de esta heterogeneidad, se ha conceptualizado la frontera sur de México 

como una línea geopolítica que incluye los estados de Quintana Roo, Campeche, Ta-

basco y Chiapas, los cuales limitan con Belice y Guatemala y abarcan una extensión 

total de 1,149 kilómetros: 956 kilómetros con Guatemala y 193 con Belice (Castañeda, 

2015, p. 11). En contraste, Armijo (2015) amplía esta noción al definirla como un 
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espacio marcado por la diversidad ecológica, cultural, étnica, histórica y productiva, 

además de su compleja interacción con Guatemala y Belice. Esta concepción más am-

plia permite comprender la frontera no solo como un límite físico, sino como una zona 

viva de interacción donde se entrecruzan políticas migratorias, intereses económicos y 

disputas geopolíticas. 

Sin embargo, fue en 2014 cuando el debate en torno al significado y la función de 

la frontera sur cobró mayor relevancia debido a la implementación del Plan Frontera 

Sur. Este plan, formalmente denominado Plan Integral para la Frontera Sur, fue fir-

mado el 8 de julio de 2014 por el entonces presidente de México, Enrique Peña Nieto, 

junto con los mandatarios de Guatemala, El Salvador y Honduras. Su objetivo princi-

pal consistió en “atender y controlar” el flujo migratorio de menores no acompañados 

mediante la creación de tres cinturones de contención, reforzados por la Guardia Na-

cional y el Ejército (Morales Vega, 2016, p. 56). No obstante, para el propio Morales 

Vega (2016), el plan derivó en una especie de “cacería de migrantes”, pues abordó la 

migración desde un enfoque eminentemente securitario, equiparable al aplicado al nar-

cotráfico y a otros delitos conexos. 

En términos operativos, implicó el despliegue de miles de efectivos militares y po-

liciales, así como el establecimiento de múltiples retenes y operativos de inspección 

en carreteras, estaciones de tren y puntos de tránsito informal (Morales Vega, 2016, p. 

58). De manera coherente con ello, Castillo (2000) advierte que, para 2024, se desple-

garon 36,000 elementos de las Fuerzas Armadas para contener la migración, en el 

marco de un programa que ha contado con un robusto financiamiento proveniente de 

Estados Unidos, estimado en 3.7 mil millones de dólares (Castillo, 2000, p. 24). Tal 

despliegue no constituye un fenómeno aislado, sino que debe comprenderse dentro de 

un contexto más amplio vinculado a la política estadounidense de externalización de 

fronteras. Se trata de un proceso mediante el cual se busca trasladar la gestión migra-

toria y los dispositivos de contención lo más lejos posible del territorio estadounidense. 

De esta forma, México –especialmente su frontera sur– ha funcionado como un 

muro que filtra los flujos migratorios antes de que alcancen el umbral de la frontera 

entre México y Estados Unidos. Este modelo de externalización responde a una lógica 

de seguridad nacional estadounidense que prioriza la detención y la deportación tem-

prana por encima de los principios de protección internacional, los derechos humanos 

o las garantías mínimas de non-refoulement. Basta observar la Figura 2, donde se apre-

cia que, en el periodo comprendido entre julio de 2014 y junio de 2015, las detenciones 

alcanzaron las 93,613 personas, prácticamente el doble en comparación con los años 

previos. Estos datos revelan el impacto inmediato del plan en términos de represión de 

la movilidad humana, aunque por sí solos no permiten dimensionar plenamente el 

costo social y humano de estas políticas.  

En estos tiempos, el Plan ha consolidado tres cinturones antiinmigrantes a lo largo 

de aproximadamente 1,500 kilómetros. El primero se ubica en la línea Sabancuy, entre 

Campeche y Ciudad Hidalgo, Chiapas; el segundo, en el límite virtual entre Tabasco 

y Arriaga, Chiapas; y el tercero, en el Istmo de Tehuantepec, entre Salina Cruz, Oaxaca, y 

Coatzacoalcos, Veracruz. Estos cinturones no solo funcionan como filtros de contención, 
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sino también como espacios donde se concentran abusos por parte de autoridades y 

grupos criminales que explotan la vulnerabilidad de las personas migrantes. Según el 

Segundo Informe Semestral de la Fuerza Armada Permanente en Tareas de Seguridad 

Pública, México ha tenido que reconfigurar su política migratoria, subordinándola a la 

lógica estadounidense de disuasión y deportación temprana. Este giro estratégico se ha 

traducido en un incremento exponencial de detenciones y retornos, sin que existan po-

líticas integrales orientadas a la protección efectiva de las personas migrantes. 

 

Figura 2. Detenciones en la Frontera Sur 2012-2015 

 
Fuente: Tomado de “Estadísticas migrantes”, 2009, por El Colegio  

de la Frontera Norte, Observatorio de Legislación y Política Migratoria. 

 

Desde una perspectiva crítica, el Plan puede entenderse como un claro ejemplo de se-

curitización de la migración, donde el desplazamiento forzado es tratado primordial-

mente como un problema de seguridad nacional y no como un fenómeno humanitario 

o de derechos humanos. Este enfoque perpetúa narrativas que asocian a las personas 

migrantes con amenazas potenciales, justificando su criminalización y el uso de la 

fuerza para restringir su tránsito. En consecuencia, se consolidan prácticas que norma-

lizan la detención arbitraria, la extorsión, el despojo y la violencia sistemática contra 

quienes ejercen su derecho a migrar. 

En síntesis, lejos de constituir un instrumento para garantizar derechos, el Plan ha 

institucionalizado la violencia fronteriza, configurando a México como un “muro ex-

tendido” al servicio de los intereses de seguridad de Estados Unidos, a expensas de la 

dignidad y los derechos humanos de las personas migrantes. Así, la frontera sur de 

México se erige como un espacio donde convergen intereses nacionales y transnacionales, 
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tensiones entre soberanía y subordinación y, sobre todo, como el escenario tangible de 

un paradigma de control que privilegia el cierre y la represión por encima de la solida-

ridad y la protección de los más vulnerables.  

 

El Sistema de Integración Centroamericana (2018-2019): ¿una iniciativa  

de solución a los problemas migratorios y de seguridad alimentaria? 

El Sistema de la Integración Centroamericana (SICA) es un mecanismo de desarrollo 

regional e integración creado el 13 de diciembre de 1991, cuyo objetivo es lograr una 

efectiva unificación de Centroamérica para que sea una región de paz, libertad, demo-

cracia y desarrollo (SICA, 2018, p. 2). 

Desde su fundación, el SICA se ha constituido por ocho miembros plenos (Costa 

Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá, Belice y República Do-

minicana), nueve observadores regionales (Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Esta-

dos Unidos de América, Ecuador, México, Perú y Uruguay) y quince observadores 

extrarregionales (Alemania, Australia, China, Taiwán, Corea del Sur, Francia, España, 

Italia, Japón, Nueva Zelanda, Orden de Malta, Catar, Turquía, Reino de Marruecos, 

Reino Unido, Serbia, Unión Europea y la Santa Sede). En cuanto a la cartera de pro-

gramas y proyectos de desarrollo, sus presupuestos han sido variados y la mayoría se 

ha ejecutado en su totalidad o en casi un 50% (véase Tabla 3). 

 

Tabla 3. Listado de proyectos del SICA 1991-2018 

Proyecto  

regional 

Monto  

aprobado  

Monto  

desembolso 

Monto  

ejecutado 

Período 

de ejecu-

ción 

Beneficiario 
Instancia 

eje 
Donante Pilar 

Programa de 

fortaleci-

miento insti-

tucional de la 

SG-SICA 

para contri-

buir al fun-

cionamiento 

sistémico del 

SICA 

$2,163,300.00 $1,232,420.33 $676,124.17 2014-2017 

Belice, Guate-

mala, El Salva-

dor, Honduras, 

Nicaragua, 

Costa Rica, Pa-

namá y Repú-

blica Domini-

cana 

SG-SICA 

España a 

través del 

Fondo Es-

paña - 

SICA Fase 

III 

Fortaleci-

miento Ins-

titucional 

Programa de 

apoyo al Pro-

grama SICA 

de capacita-

ción en inte-

gración regio-

nal 

$1,170,000.00 $507,142.98 $455,676.23 2014-2017 

Belice, Guate-

mala, El Salva-

dor, Honduras, 

Nicaragua, 

Costa Rica, Pa-

namá y Repú-

blica Domini-

cana 

SG-SICA 

España a 

través del 

Fondo Es-

paña - 

SICA Fase 

III 

Fortaleci-

miento Ins-

titucional 

Módulo de 

Gestión 
$2,000,000.00 $931,330.71 $692,738.72 2014-2017 

Belice, Guate-

mala, El Salva-

dor, Honduras, 

Nicaragua, 

Costa Rica, Pa-

namá y Repú-

blica Domini-

cana 

SG-SICA 

España a 

través del 

Fondo Es-

paña - 

SICA Fase 

III 

Fortaleci-

miento Ins-

titucional 
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https://www.sica.int/sica/vistazo/grid1.html
https://www.sica.int/sica/vistazo/grid1.html
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Proyecto  

regional 

Monto  

aprobado  

Monto  

desembolso 

Monto  

ejecutado 

Período 

de ejecu-

ción 

Beneficiario 
Instancia 

eje 
Donante Pilar 

Fortaleci-

miento de la 

Capacidad 

Consultiva y 

Asesora del 

CC-SICA 

$122,000.00 $84,897.34 $84,976.26 2014-2017 

Belice, Guate-

mala, El Salva-

dor, Honduras, 

Nicaragua, 

Costa Rica, Pa-

namá y Repú-

blica Domini-

cana 

CC-SICA 

España a 

través del 

Fondo Es-

paña - 

SICA Fase 

III 

Fortaleci-

miento Ins-

titucional 

Profundiza-

ción de la ca-

pacidad de la 

gestión coor-

dinadora del 

SICA 

$1,000,000.00 $250,000.00 $15,797.79 2015-2016 SG-SICA SG-SICA Taiwán 

Fortaleci-

miento Ins-

titucional 

Acuerdo en-

tre la Repú-

blica de Tur-

quía y el Sis-

tema de la In-

tegración 

Centroameri-

cana sobre la 

admisión de 

la República 

de Turquía 

como Obser-

vador Extra 

Regional del 

SICA 

$800,000.00 $700,000.00 $0.00 

PEN-

DIENTE 

POR PRO-

GRAMAR 

SG-SICA SG-SICA Turquía 

Fortaleci-

miento Ins-

titucional 

Apoyo insti-

tucional para 

el fortaleci-

miento de la 

Dirección de 

Cooperación 

Internacional 

del SICA 

$355,000.00 $355,000.00 $188,103.83 2012-2016 

Belice, Guate-

mala, El Salva-

dor, Honduras, 

Nicaragua, 

Costa Rica, Pa-

namá y Repú-

blica Domini-

cana 

SG-SICA Taiwán 

Fortaleci-

miento Ins-

titucional 

Moderniza-

ción institu-

cional basado 

en la imple-

mentación de 

servicios de 

información 

electrónicos 

$277,325.60 $277,325.60 $198,357.24 2013-2016 

Belice, Guate-

mala, El Salva-

dor, Honduras, 

Nicaragua, 

Costa Rica, Pa-

namá y Repú-

blica Domini-

cana 

SG-SICA Taiwán 

Fortaleci-

miento Ins-

titucional 

Iniciativa 

Mesoameri-

cana de res-

cate de Arre-

cifes 

$188,963.00 $155,963.00 $113,111.60 2014-2015 

México, Hondu-

ras, Belice y 

Guatemala, 

KFW / 

MAR-

FUND / 

SE-CCAD 

Alemania 

Gestión In-

tegral de 

Riesgo y 

Cambio 

Climático 

Uso Racional 

y Sostenible 

de la leña 

$758,764.07 $189,691.02 $80,804.58 2015-2017 

El Salvador, 

Honduras, Nica-

ragua. 

SE-CCAD Taiwán 

Gestión In-

tegral de 

Riesgo y 

Cambio 

Climático 

Reducción de 

las emisiones 

producidas 

por Defores-

tación y De-

gradación fo-

restal 

$8,671,200.00 $6,513,000.00 $6,513,000.00 2014-2017 

Belice, Guate-

mala, El Salva-

dor, Honduras, 

Nicaragua, 

Costa Rica, Pa-

namá y Repú-

blica Domini-

cana 

SE-CCAD 

/ GIZ 
Alemania 

Gestión In-

tegral de 

Riesgo y 

Cambio 

Climático 
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Proyecto  

regional 

Monto  

aprobado  

Monto  

desembolso 

Monto  

ejecutado 

Período 

de ejecu-

ción 

Beneficiario 
Instancia 

eje 
Donante Pilar 

Proyecto 

Conservación 

de la Diversi-

dad Biológica 

y Desarrollo 

Local en el 

Corredor Bio-

lógico Me-

soamericano 

$6,503,400.00 $2,432,007.00 $2,432,007.00 

INFOR-

MACION 

PEN-

DIENTE 

CCAD 

Honduras, Nica-

ragua. 

KFW / 

MAR-

FUND / 

SE-CCAD 

Alemania 

Gestión In-

tegral de 

Riesgo y 

Cambio 

Climático 

Protección 

del Clima 

mediante la 

Conservación 

de Bosques 

$5,961,450.00 $2,985,125.00 $2,985,125.00 2014-2017 

Belice, Guate-

mala, El Salva-

dor, Honduras, 

Nicaragua, 

Costa Rica, Pa-

namá y Repú-

blica Domini-

cana 

SE-CCAD 

/ GIZ 
Alemania 

Gestión In-

tegral de 

Riesgo y 

Cambio 

Climático 

Promoción 

del potencial 

económico de 

la biodiversi-

dad de ma-

nera justa y 

sostenible 

para poner en 

práctica el 

Protocolo de 

Nagoya en 

Centroamé-

rica (Acceso 

y Participa-

ción en los 

Beneficios) 

$5,419,500.00 $542,750.00 $542,750.00 2015-2019 

Guatemala, El 

Salvador, Be-

lice, Nicaragua, 

Honduras, Pa-

namá, Costa 

Rica 

SE-CCAD 

/ GIZ 
Alemania 

Gestión In-

tegral de 

Riesgo y 

Cambio 

Climático 

Programa 

Biodiversidad 

y Negocios 

$4,877,550.00 $976,950.00 $976,950.00 2014-2018 

INFORMA-

CIÓN PEN-

DIENTE (SE-

CCAD) 

SE-CCAD 

/ GIZ 
Alemania 

Gestión In-

tegral de 

Riesgo y 

Cambio 

Climático 

Gestión de 

recursos y 

paisajes diri-

gida a la cap-

tación de car-

bono -REDD 

Landscape- 

$4,335,600.00 $651,300.00 $651,300.00 2014-2017 

INFORMA-

CIÓN PEN-

DIENTE (SE-

CCAD) 

SE-CCAD 

/ GIZ 
Alemania 

Gestión In-

tegral de 

Riesgo y 

Cambio 

Climático 

Protección y 

uso sostenible 

de la Selva 

Maya II 

$3,251,700.00 $325,650.00 $325,650.00 2015-2019 
Belice, Guate-

mala, México 

SE-CCAD 

/ GIZ 
Alemania 

Gestión In-

tegral de 

Riesgo y 

Cambio 

Climático 

Fuente: Tomado de “Informe de avance sobre programas regionales en seguridad  

alimentaria y nutricional”, por Sistema de la Integración Centroamericana, 2018. 

 

 

De hecho, en sus últimos años el SICA ha contado con un presupuesto de USD 

248,592,891, cantidad que ha sido aportada por sus principales donantes: Unión Euro-

pea, Banco Centroamericano de Integración Económica, Taiwán, Fondo para el Medio 

Ambiente Mundial, Turquía, Luxemburgo y Estados Unidos. 
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No obstante, Vargas Maza (2020) explica que, dada la complejidad del esquema de 

integración, se han generado condiciones de inequidad en la calidad de vida de las 

poblaciones, así como pobreza, violencia y otras problemáticas. Ante tales aserciones, 

el SICA ha reconocido estas limitaciones y continúa trabajando en su transformación 

institucional. En consecuencia, para 2018 modificó su perspectiva de integración re-

gional y se inclinó por apoyar una serie de acuerdos y tratados en materia migratoria, 

como el Acuerdo de Colaboración entre la Secretaría General del SICA y el Alto Co-

misionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, con el fin de diseñar estrategias 

conjuntas frente al crimen organizado transnacional y otras situaciones de violencia 

relacionadas con el desplazamiento forzado y la protección de derechos (SICA, 2018, 

p. 8). Asimismo, impulsó el Convenio Centroamericano de Libre Movilidad (CA4), 

firmado por Guatemala, El Salvador, Honduras y Nicaragua. 

El CA4 ha sido un mecanismo de facilitación migratoria que ha permitido a los 

ciudadanos de los países firmantes transitar presentando únicamente su documento de 

identidad, sin restricciones adicionales. Se trata de un esfuerzo de homologación de 

políticas migratorias dentro del proceso de integración regional y de apoyo a las per-

sonas migrantes visitantes (Sistema de la Integración Centroamericana [SICA], 2021, 

p. 12). No obstante, según Vargas Maza (2020), en materia migratoria el SICA cuenta 

únicamente con instrumentos jurídicos de carácter declarativo, sin un verdadero poder 

vinculante ni presupuestos internos significativos (Vargas Maza, 2020, p. 52). Por ello, 

su efectividad ha sido y continúa siendo limitada, pues las violaciones a los derechos 

de las personas migrantes en la región siguen siendo numerosas y de amplio alcance. 

En cuanto a la seguridad alimentaria, el SICA se ha centrado en el desarrollo de dos 

programas regionales (SICA, 2018): 

 

• El PROGRESAN-SICA, que cuenta con un financiamiento de USD 266,666.67 

proveniente de la Unión Europea, entre otros organismos. No obstante, sus resul-

tados no se han hecho públicos en su página oficial, donde únicamente aparecen 

gestiones administrativas y notas informativas sobre resiliencia ante el cambio 

climático a nivel gubernamental. Tampoco ha sido posible localizar información 

clara sobre la opinión de las comunidades rurales respecto de este programa 

(SICA, 2018, p. 25). 

• PRESISAN, cuyo objetivo principal es desarrollar un sistema de información en 

seguridad alimentaria y nutricional que incida en la población más pobre y vulne-

rable de la región centroamericana. Actualmente cuenta con un financiamiento de 

USD 2,314,245.74; sin embargo, también se desconocen los resultados concretos 

obtenidos entre los beneficiarios directos (SICA, 2021, p. 10). 

 

Como puede observarse, el SICA ha sido un sistema con proyectos que, en sus inicios, 

fueron destinados al ámbito del desarrollo regional y a la integración. Sin embargo, 

durante los últimos años también se ha convertido en una iniciativa orientada a atender 

problemas migratorios y de seguridad. De hecho, estos temas adquirieron relevancia 
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principalmente entre 2018 y 2019, cuando al interior del organismo se produjo un cam-

bio en la percepción del desarrollo, en la identificación de las necesidades regionales 

y en la atención de nuevas problemáticas, como las caravanas migrantes que alcanza-

ron su mayor visibilidad en 2018, especialmente aquellas procedentes de zonas rurales. 

 

Conclusión: lecciones, alcances y algunas alternativas 

Este capítulo muestra que los grandes proyectos implementados en Centroamérica en-

tre 2001 y 2019 estuvieron inmersos en un entramado geopolítico dominado por Esta-

dos Unidos. Aunque fueron presentados bajo marcos institucionales nacionales o re-

gionales, en la práctica relegaron los temas de seguridad alimentaria y migración a un 

plano secundario. 

En el caso del Plan Puebla Panamá y del Proyecto Mesoamérica, los fenómenos 

migratorios y la violencia quedaron prácticamente fuera de su enfoque principal. Por 

otra parte, los intereses políticos de México se concentraron en atender problemas del 

sur del país y de la región, al tiempo que buscaban fortalecer su presencia política y 

económica en el istmo centroamericano. 

En cuanto a la securitización fronteriza, la Iniciativa Mérida (2008) contribuyó a 

profundizar la violencia asociada al narcotráfico y al crimen organizado. Posteriormente, 

el Plan Frontera Sur (2014) impulsó la creación de fiscalías especializadas pro migran-

tes en cuatro estados fronterizos. Sin embargo, este plan también generó cuestionamientos 

debido a la participación del Gobierno de Estados Unidos, que financió deportaciones 

masivas a cambio de importantes transferencias de recursos hacia México. 

En conclusión, al priorizar el libre comercio, la atracción de capitales y el control 

migratorio, estos proyectos contribuyeron a perpetuar problemas estructurales como la 

pobreza rural, la dependencia alimentaria y la migración forzada. No obstante, existen 

oportunidades para replantear la integración regional mediante el fortalecimiento del 

SICA, la promoción de políticas de seguridad alimentaria basadas en la producción 

local y el diseño de estrategias migratorias con enfoque de derechos humanos, alejadas 

de la lógica securitaria estadounidense. De este modo, será posible avanzar hacia un 

desarrollo humano sostenible, centrado en las necesidades de la región y no en intere-

ses externos. 
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Capítulo 10 

 
Remesas en Chiapas: patrones atípicos y su posible  

asociación con el lavado de dinero (2018-2023) 

 

Jorge Alberto López Arévalo• 

 

 

 

 

Introducción 

El neoliberalismo causa efectos desiguales en la República mexicana. En estados como 

Chiapas, más desfavorecidos, han desaparecido actividades productivas, se han rees-

tructurado algunas regiones y se ha provocado la expulsión de parte de su población 

hacia algunas entidades federativas, Estados Unidos de América y otros países. Las 

remesas internacionales han sido la contrapartida de tal fenómeno migratorio. En 2003, 

según los datos oficiales del Banco de México (Banxico), representaban 3.2% del PIB 

de Chiapas, mientras que, a nivel nacional, alcanzaban 2.1%. En 2023, este porcentaje 

se elevó a 3.8% del PIB nacional, mientras que en el estado alcanzó un sorprendente 

16.3%. Estos datos reflejan cómo, en un corto periodo, las remesas se han convertido 

en un rubro fundamental de la actividad económica de la entidad.  

Las remesas y el lavado de dinero han sido temas ampliamente debatidos en diver-

sos estudios. Desde la aparición de las remesas en Chiapas, esta relación ha sido objeto 

de análisis (Tuirán et al., 2006; Garavito Elías y Torres Baños, 2004). Estos autores 

sostenían que los montos enviados al estado eran desproporcionadamente altos en 

comparación con el número de hogares registrados como receptores o con participa-

ción en la migración.  

Sin embargo, incluso en aquella época, los chiapanecos ya migraban, aunque los 

especialistas en migración no lograban encontrar evidencia suficiente que reflejara este 

movimiento. En ese contexto, nos dedicamos a demostrar que las remesas eran conse-

cuencia de una explosión migratoria en Chiapas y que las posturas negacionistas no 

correspondían con la realidad.  

Hoy, en contraste, nadie cuestiona el éxodo de la población chiapaneca hacia Esta-

dos Unidos. No obstante, ahora parece que el volumen de remesas es desproporcionado 

en relación con los flujos migratorios de los chiapanecos en los últimos años.  
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Este trabajo se divide en tres apartados. El primero aborda la crisis estructural y la 

pobreza como las causas fundamentales de la migración. El segundo analiza la migra-

ción como la otra cara de la globalización, explorando sus características y transfor-

maciones dentro del modelo neoliberal. El tercero examina el crecimiento de las reme-

sas en Chiapas durante el periodo de la llamada Cuarta Transformación, con el propó-

sito de determinar si dicho aumento es consistente con el número de emigrantes en ese 

mismo lapso. Finalmente, se presentan las conclusiones.  

 

Chiapas: crisis estructural y pobreza 

El 1 de enero de 1994, coincidiendo con la entrada en vigor del Tratado de Libre Co-

mercio de América del Norte (TLCAN), el Ejército Zapatista de Liberación Nacional 

(EZLN) se levantó en armas, haciendo que el mundo prestara atención a Chiapas. La 

acción visibilizó los problemas y la pobreza de su población (López Arévalo y Peláez 

Herreros, 2023, p. 13). A la entidad empezaron a llegar recursos internacionales y fe-

derales para combatir la falta de desarrollo, pero también apareció la política contrain-

surgente (López Arévalo y Peláez Herreros, 2023, p. 13).  

En 2003, las transferencias y participaciones federales representaban el equivalente 

al 16.7% del PIB y, 20 años más tarde, en 2023, al 25.2% (con base en el Instituto 

Nacional de Estadística y Geografía [INEGI]). No obstante, tres décadas después, con-

tinúa siendo el estado con mayor pobreza y rezago social del país y, desde 1991, la 

entidad con menor producto interno bruto (PIB) per cápita. En 1980 aún superaba en 

producto por habitante a Puebla, Guerrero, Michoacán y Zacatecas (López Arévalo y 

Peláez Herreros, 2023).  

El problema no era solo el TLCAN. No se trataba de un elemento disruptivo ni de 

una crisis coyuntural que se pudiera paliar hasta el restablecimiento de la normalidad. 

El problema era la pobreza enraizada, heredada, vinculada a la tierra y la etnia, con 

desigualdad extrema y carencia de oportunidades (López Arévalo y Peláez Herreros, 

2023, p. 14).  

Ahora bien, si se sigue la metodología de Silva Lira (2005), mediante dos ejes car-

tesianos se configuran cuatro cuadrantes con dinámicas de crecimiento que permiten 

elaborar una tipología acerca de lo que ocurre en el país. En el periodo 1980-2023, 

Chiapas se ubica en el cuadrante 3; es decir, un territorio no dinámico y con bajo PIB 

per cápita, en el peor de los escenarios, partiendo de uno inferior al promedio del país 

y con una tasa de crecimiento negativa durante todo el periodo.  

No existe convergencia entre las entidades federativas del país y las disparidades 

territoriales se mantienen o aumentan levemente. En la Figura 1, en el cuadrante 1 se 

encuentran los territorios con alto PIB per cápita y altas tasas de crecimiento econó-

mico; en el 2 están los dinámicos que partieron de uno bajo y que, por lo tanto, son 

potencialmente ganadores. En el 3 se encuentra Chiapas, cuyo punto de partida fue 

inferior al promedio nacional y con tasas de crecimiento también inferiores; esto es 

negativo y coloca a la entidad en el peor escenario, entre las de menor desempeño. Por 

último, en el 4 se localiza a las entidades que partieron de un PIB per cápita superior 



Capítulo 10. Remesas en Chiapas: patrones atípicos y  

su posible asociación con el lavado de dinero (2018-2023) 

179 

al promedio nacional, pero con tasas de crecimiento inferiores. En resumen, durante 

1980-2023 el estado ha presentado el tercer peor desempeño del país.  

 

Figura 1. Ln del PIB per cápita y tasa de crecimiento media anual  

1980-2023 (pesos de 2018). Tipología de territorios de las entidades federativas 

 
Fuente: Adaptado de INEGI (2024) y “Bases de datos de la Conciliación Demográfica 1950 a 2019 y 

Proyecciones de la población de México 2020 a 2070”, por Consejo Nacional de Población, 2024. 

 

Si se practica el mismo ejercicio sin considerar el petróleo, para eliminar el sesgo que 

provoca la inclusión de este sector en el cálculo del PIB per cápita –lo cual otorga a 

Campeche uno comparable al de un país desarrollado–, se observa que la situación de 

Chiapas no mejora, pues sigue ubicado en el tercer cuadrante, con el peor comporta-

miento económico del país.  

Si eliminamos el petróleo, por las distorsiones que su imputación genera en el PIB, 

el PIB per cápita de Chiapas continúa en el sótano del país y es el que menos crece; de 

hecho, decrece. Si la tendencia persiste, su rezago respecto al promedio nacional se 

incrementará y la brecha con los estados más ricos y de mayor crecimiento se ampliará.  

Según se argumenta en este capítulo, el problema de Chiapas es estructural, como 

lo evidencian las Figuras 1 y 2. Durante el siglo XX apenas hubo corrección a los 

desajustes y los nuevos problemas no fueron atendidos. Mientras México experimen-

taba transformaciones, la entidad permanecía en un estadio casi feudal (López Arévalo 

y Peláez, 2013). La adopción del modelo neoliberal en los años ochenta agravó, aceleró 

y evidenció la irrelevancia de esta estructura para la economía global, el capital y la 

generación de riqueza, incluso mínima.  
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Figura 2. Ln del PIB per cápita sin petróleo y tasa de crecimiento media anual  

2003-2023 (pesos de 2018). Tipología de territorios de las entidades federativas 

 
Fuente: Adaptado de INEGI (2024) y “Bases de datos de la Conciliación Demográfica 1950 a 2019 y 

Proyecciones de la población de México 2020 a 2070”, por Consejo Nacional de Población, 2024. 

 

En 2022, después de décadas de promoción del desarrollo y millones de pesos inverti-

dos en el combate a la pobreza, más del 36.6% de los chiapanecos carecía de ingresos 

suficientes para una nutrición adecuada (Consejo Nacional de Evaluación de la Política 

de Desarrollo Social [Coneval], 2024); el 70.0% no contaba con los recursos para sa-

tisfacer sus necesidades alimentarias y no alimentarias (Coneval, 2024), y el 91.6% de 

los trabajadores ganaba menos de dos salarios mínimos (Encuesta Nacional de Ocupa-

ción y Empleo [ENOE], 2025).  

 

Otra cara de la globalización neoliberal: la emigración 

El capitalismo implicó la integración de la empresa en todas sus dimensiones, pero con 

base nacional; es decir, se organizaba en mercados imbricados en uno tridimensional 

en función del Estado-nación: de productos (bienes y servicios), trabajo y capitales. El 

neoliberalismo estableció un comercio global que prioriza la fragmentación productiva 

y la libertad de los mercados de capitales, bienes y servicios, pero restringe la movili-

dad internacional de personas (López Arévalo y Peláez, 2013). Por ello, parte de la 

producción se ubica en países globalizados de la periferia, mientras que los más indus-

trializados demandan mano de obra no calificada para sus sectores de baja productivi-

dad (agricultura, construcción y servicios de baja calificación).  
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Estos puestos precarios, con escasas posibilidades de promoción y desacoplados de 

la calificación del trabajador, generalmente son ocupados por inmigrantes, quienes 

perciben salarios mucho más altos que en sus países de origen (Piore, 1979). La seg-

mentación del mercado de trabajo y “la utilización de los trabajadores inmigrantes 

como ejército industrial de reserva, como masa asalariada tapón, como mano de obra 

volante, forma parte constitutiva de la política de empleo de los países más industria-

lizados, que regulan la oferta de trabajo modulando la rigidez de los controles migra-

torios” (Meillassoux, 1985, p. 174).  

Eso implicó un cambio significativo en el sentido de las migraciones, pues en el 

siglo XIX é iban de naciones industrializadas a países en desarrollo emergentes (Esta-

dos Unidos, Canadá, Argentina y Australia). Hoy van de la periferia al primer mundo 

(López Arévalo y Peláez, 2013). Por eso, mientras en 1960 los segundos recibían 58% 

de los inmigrantes (el 42% restante era absorbido por los desarrollados) (López Aré-

valo y Peláez, 2013), en 2024 las proporciones se habían invertido: las economías de 

altos ingresos recibían el 81.0% de los migrantes y las de ingresos medios y menos 

desarrolladas, el 19.0% (United Nations Department of Economic and Social Affairs, 

Population Division [UNFDP], 2024).  

En el último cuarto de la centuria antepasada, Chiapas fue una zona a la cual llega-

ron colonos alemanes, ingleses y estadounidenses ligados a la economía de plantación 

–básicamente café y hule–, algunos japoneses y trabajadores chinos para la construc-

ción del ferrocarril. Se le veía como una región emergente y, por ello, atraía flujos 

migratorios. Ahora es al revés: se ha convertido en expulsora de población, sobre todo 

hacia el ámbito internacional (López Arévalo y Peláez, 2013).  

La migración de los chiapanecos, hasta cerca de 1990, se reducía a flujos internos 

y a los estados vecinos; más tarde, a la frontera norte y, desde comienzos del siglo 

XXI, a Estados Unidos. En la globalización neoliberal hay territorios integrados como 

productores y consumidores (países desarrollados o algunas de sus regiones); otros, 

como productores y menos como consumidores (emergentes, también con territorios 

excluidos); y unos como reserva de mano de obra (o áreas menos desarrolladas), ex-

cluidos de toda la dinámica económica y en condiciones peores que las del modelo 

anterior (Martínez Peinado y Cairó, 2014). 

En América Latina y el Caribe se presenta el caso de Haití, que al capital interna-

cional no le interesa como productor o consumidor ni siquiera como reserva de mano 

de obra. Chiapas no ha resultado atractivo para la inversión productiva ni para los flu-

jos comerciales. La principal vía por la cual se ha insertado en las dinámicas globales 

ha sido la emigración de quienes no encuentran oportunidades en su tierra. Este ha sido 

el cambio estructural más relevante que la globalización neoliberal operó en el estado: 

el éxodo de parte de su población hacia otras entidades del país y hacia Estados Unidos. 

La Encuesta sobre Migración en la Frontera Norte de México (Emif) y los datos del 

Banco de México (Banxico) indican que los chiapanecos empezaron a emigrar a la 

nación vecina y a enviar remesas en el segundo lustro de los años noventa. El modelo 

agroexportador, operando como economía de enclave, dio paso a la exportación directa 
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de mano de obra (Delgado Wise y Márquez Covarrubias, 2007; Delgado Wise, 2020; 

López Arévalo y Peláez Herreros, 2023, p. 15). En poco tiempo, Chiapas pasó de ser 

un lugar de destino y tránsito a convertirse en expulsor de población hacia Estados 

Unidos (Anguiano Téllez, 2008) y, recientemente, en receptor de población de retorno 

desde la crisis de 2008-2009. 

Por eso, el principal cambio estructural en la economía chiapaneca en tiempos de 

globalización fue el éxodo de un segmento de su población hacia otras entidades fede-

rativas o hacia Estados Unidos (Oliva Velas y López Arévalo, 2019). Es decir, fue 

integrada a los mercados globales mediante la mano de obra deslocalizada en otros 

estados del país o en el extranjero, a miles de kilómetros de su territorio, provocando 

flujos de dinero en forma de remesas; flujos simbólicos (por ejemplo, los “mashes” de 

San Juan Chamula que se presentan en Orlando, Florida [véase la Figura 3] y otras 

entidades de la Unión Americana); el comercio de la nostalgia en Chiapas, visible en 

los nombres de negocios de quienes retornaron, etcétera. 

El caso más emblemático es el de los chamulas, quienes se han establecido en un 

barrio de Tampa, Florida, y tienen un tianguis donde venden chujes y otras prendas y ar-

tículos, pero también intercambian bienes simbólicos asociados a las tradiciones origi-

narias y al sincretismo religioso. Al asentamiento se le conoce como “Pequeño Cha-

mula”, Bik’it Chamula en tsotsil (López Arévalo, 2014). Si se quiere buscar a la clase 

obrera de Chiapas, hay que ir a la frontera norte o a Estados Unidos. Muchos chiapanecos 

pasaron de campesinos a obreros industriales. En Cairo, Georgia, entrevisté a habitan-

tes de la Sierra que trabajaban en la construcción de barcos (López Arévalo, 2014). 

 

Figura 3. Mashes chamulas en Tampa, Florida 

 

Fuente: Tomado de Romeo Gómez Gómez,  

expresidente de la Casa Chiapas en Tampa. 
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Romeo Gómez, quien aparece en la fotografía sin el traje ceremonial, fue presidente 

de la Casa Chiapas de Tampa. Junto con él trabajan sus dos hermanos y dos hermanas 

en el área de jardinería, tanto en residencias como en centros comerciales de Tampa, 

Florida. Todos son originarios de Nichnamtik, Chamula, Chiapas. En su lugar de ori-

gen residen sus padres y tres de sus hermanos (una hermana y dos hermanos). Además, 

Romeo envía entre 1,500 y 2,000 dólares mensuales en remesas a Chiapas, y sus her-

manos poco menos, ya que ganan 850 dólares a la semana (entrevista, 23 de febrero 

de 2025).1 

 

Las remesas y su explosivo crecimiento en Chiapas desde 2018 

Las remesas han sido estudiadas desde múltiples enfoques, principalmente en los paí-

ses receptores, que en buena medida son expulsores de población. Constituyen una 

fracción del salario que los migrantes envían a sus familias de origen para el consumo 

y, en mucho menor medida, para el ahorro y la inversión (Cano Christiny y Martínez 

Pizarro, 2023). Algunas investigaciones señalan su irrelevancia en esos rubros (Arroyo 

y Berumen, 2000), mientras que otras se esfuerzan por definir instrumentos para pro-

mover ese uso específico (Garavito Elías y Torres Baños, 2004), casi siempre desde 

las ópticas gubernamental y de organismos internacionales, enarbolando la idea de su 

configuración como instrumento o motor de desarrollo, porque sus efectos dotan a los 

pobres, en este caso a los migrantes y sus familias, de poder económico (De Soto, 2001; 

Ratha, 2003; Orozco, 2003, citados en Márquez Covarrubias, 2007; López Arévalo et 

al., 2011, p. 58). 

Estudios recientes han demostrado que el componente de la demanda agregada que 

más estimulan es el consumo y menos la inversión (Escobar Rosas et al., 2006), lo cual 

sirve para argumentar por qué no se puede ni debe asignárseles funciones que no cum-

plen, pues a menudo el Gobierno mexicano desea que se canalicen a inversión produc-

tiva o ahorro, ya que así tendrían un efecto multiplicador en el crecimiento económico. 

Es decir, se les atribuyen propiedades falsas. 

Como señalan algunos autores, constituyen un fondo salarial utilizado preferente-

mente en la reproducción social (Canales y Montiel Armas, 2004; Canales y Gaspar 

Olvera, 2022; Canales, 2021); son transferencias privadas y solo los migrantes y sus 

familias pueden decidir su destino. Los dueños de esos recursos son ellos y no el 

 
1Romeo Gómez tiene su propia empresa de jardinería en Tampa. Llegó a Estados Unidos 

cuando tenía 17 años y, el 4 de marzo de 2025, cumplió 37. En 2024 regresó a Chiapas por 

primera vez, pero actualmente se encuentra de nuevo en Tampa. Su viaje de regreso a Estados 

Unidos le costó 200,000 pesos, utilizando los servicios de coyotes conocidos, originarios de 

San Juan Chamula. Muchos chiapanecos en Estados Unidos han logrado establecer sus propias 

empresas o trabajan como subcontratistas en la industria de la construcción, lo que les permite 

enviar más de 1,000 dólares mensuales a sus familias. Sin embargo, la mayoría de los trabaja-

dores gana entre 600 y 900 dólares a la semana, por lo que no pueden enviar esas cantidades. 
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Gobierno (Lozano, 2004; López Arévalo et al., 2011). Por eso, se comparte la idea de 

que el consumo es su destino fundamental (López Arévalo et al., 2011). 

Su impacto en los hogares es relevante para mejorar las condiciones de vida (Cano 

Christiny y Martínez Pizarro, 2023) y contribuye a salir de la pobreza. México capta 

montos significativos de divisas mediante las remesas, las cuales conformaron, en 

2023, el 3.8% de su producto interno bruto. De éstas, Chiapas recibe niveles absolutos 

menores que otras entidades federativas, pero representan una significativa proporción 

de su PIB (véase Figura 4). En Chiapas equivalían al 16.3% en 2023; Oaxaca (10.3%) 

y Guerrero (14.4%) tienen, respecto a México, dos características comunes: sus eco-

nomías son pequeñas (dado el tamaño de su PIB) y sus fuentes de ingresos externos no 

son muy diversificadas; además, los niveles absolutos de los otros veneros existentes 

–distintos de las remesas– son reducidos, una variable relevante en el análisis macro-

económico de la entidad (López Arévalo et al., 2011) y en los indicadores de pobreza. 

En 2003, Chiapas superaba el promedio nacional como porcentaje del PIB, pero no 

fue así siempre; por ejemplo, en 1995 las remesas representaban para la entidad el 

0.4% y para México el 1.4%. Sin embargo, en 2001 Chiapas superaba a la nación en 

ese rubro, en el contexto de la explosión de la emigración de los chiapanecos a Estados 

Unidos, y se ha convertido en uno de los estados con mayor dependencia de las reme-

sas (López Arévalo et al., 2011; Consejo Nacional de Población, Fundación BBVA y 

BBVA Research, 2025). 

 

Figura 4. Remesas/PIB en Chiapas y México, 2003-2023 

 
Fuente: Adaptado de “Consideraciones en torno a la iniciativa de modificación a la Ley  

del Banco de México relativa a operaciones con divisas en efectivo”, por Banxico,  

2024, y Banco de Información Económica, por Banco de México, 2024. 

 

Para tener una idea del grado de importancia de las remesas como fuente de financia-

miento de la economía chiapaneca, se calcula el índice que mide su intensidad si-

guiendo el método utilizado por Mendoza Cota y Calderón Villarreal (2006): 
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ÍIR =
𝑅𝑖/𝑃𝐼𝐵𝑖

𝑅𝑛/𝑃𝐼𝐵𝑛
 

Donde: 

 

ÍIR = Índice de Intensidad de Remesas. 

Ri = Remesas del estado i (en este caso, Chiapas) a dólares corrientes. 

PIBi = Producto Interno Bruto del estado i (Chiapas) a dólares corrientes. 

Rn = Remesas nacionales a dólares corrientes. 

PIB n= Producto Interno Bruto de México a dólares corrientes. 

 

Si el índice es de 0 a 1, no existe intensidad en el flujo de remesas; si es superior a la 

unidad, sí la hay. De acuerdo con esto, Chiapas pasa de 1.5 en 2003 a 4.3 en 2023 

(López Arévalo et al., 2011). En 1995 era de 0.3 (López Arévalo et al., 2011). 

 

Figura 5. Índice de intensidad de las remesas 

 
Fuente: Adaptado de “Consideraciones en torno a la iniciativa de modificación a la Ley del  

Banco de México relativa a operaciones con divisas en efectivo”, por Banxico,  

2024, y Banco de Información Económica, por Banco de México, 2024. 

 

La creciente dependencia de Chiapas de las remesas y los recursos federales refleja 

una tendencia rentista, en la que el crecimiento económico no se basa en actividades 

productivas internas, sino en flujos de dinero externos. Este fenómeno, intensificado 

desde 2003, adquiere mayor relevancia en el contexto del Gobierno de la Cuarta Trans-

formación, donde el ritmo de crecimiento de las remesas ha superado al de las aporta-

ciones federales. 

El hecho de que en 2023 el 41.4% del PIB de Chiapas proviniera de recursos exter-

nos, como remesas, transferencias y participaciones federales, evidencia una estructura 
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económica poco diversificada y altamente dependiente de estos factores. Esta depen-

dencia genera desequilibrios, ya que, si bien contribuye al bienestar de los hogares 

chiapanecos, no fomenta los incentivos necesarios para el desarrollo de sectores pro-

ductivos internos. Además, perpetúa un ciclo de ingresos relativamente constantes sin 

promover la creación de empleos sostenibles ni un crecimiento económico real. 

 

Figura 6. Porcentaje de remesas en Chiapas respecto  

a transferencias públicas y privadas (2003-2023) 

 
Fuente: Adaptado de “Consideraciones en torno a la iniciativa de modificación a la Ley  

del Banco de México relativa a operaciones con divisas en efectivo”, por Banxico,  

2024, y Banco de Información Económica, por Banco de México, 2024. 

 

El aumento de las remesas influye en la creación de una economía no basada en la 

productividad interna, sino dependiente de las transferencias externas, lo cual genera 

dependencia en lugar de crecimiento autónomo. Esto, aunque con beneficios inmedia-

tos para la población, puede resultar vulnerable a factores externos, como las fluctua-

ciones en las políticas migratorias, la situación económica en los países de destino y 

los cambios en los envíos. 

La ligera disminución de las aportaciones federales indica un cambio en la dinámica 

entre estos recursos y las remesas, haciendo que estas últimas sean aún más cruciales 

para el sostenimiento de la economía chiapaneca. 

Resulta fundamental atender este desequilibrio y buscar estrategias para que Chia-

pas diversifique su estructura productiva, mejorando su capacidad interna para generar 

riqueza mediante el fortalecimiento de sectores locales, la industrialización, el empren-

dimiento y la inversión en infraestructura orientada al desarrollo económico autónomo. 

Por ello, este análisis resalta la necesidad de políticas públicas orientadas a reducir 

la dependencia de flujos externos y a promover una economía más equilibrada y resiliente. 

La reducción de la pobreza en Chiapas entre 2018 y 2022 resultó de una combina-

ción de factores: transferencias públicas, remesas nacionales e internacionales e 
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incremento del salario mínimo; sin embargo, el efecto de este último fue relativamente 

menor en comparación con el promedio nacional debido a la alta informalidad y la 

prevalencia del trabajo no asalariado, lo que limitó el alcance del aumento salarial en 

la economía estatal. 

Es relevante el papel de las remesas nacionales, pues, aunque no es posible rastrear-

las con precisión, quizá sean más significativas que las internacionales debido a la alta 

migración interna de chiapanecos hacia otras entidades o municipios de otras ciudades, 

por ejemplo, Tijuana y Benito Juárez. Según el Censo de 2020, el primero era hogar 

de 74,090 chiapanecos y el segundo de 56,063, destacando cómo los flujos de envíos 

dentro del país también constituyen una fuente clave de ingresos (Instituto Nacional 

de Estadística y Geografía [INEGI], 2020). Este fenómeno indica que, si los chiapane-

cos residentes en esas ciudades formaran una ciudad chiapaneca, ésta ocuparía posi-

ciones altas en términos de población. 

Además, durante la Cuarta Transformación y el Gobierno de Donald Trump hubo 

un repunte significativo de las remesas, a pesar de las políticas antiinmigrantes de Es-

tados Unidos. La tasa de crecimiento de las remesas en Chiapas ha sido mucho más 

alta que en el resto del país (38.9% frente a 13.0%), lo que indica una fuerte depen-

dencia de esos flujos externos (Banco de México, 2023). Tal crecimiento acelerado 

sugiere que, si la tasa se mantuviera –lo cual es poco probable a largo plazo–, las re-

mesas se duplicarían aproximadamente cada dos años. Este aumento, junto con las 

migraciones interna y externa, subraya la necesidad de reflexionar sobre la estructura 

económica estatal. Aunque ayudan a reducir la pobreza en el corto plazo, la dependen-

cia de estos recursos externos plantea riesgos para el desarrollo autónomo y sostenible 

del estado, poniendo de manifiesto la importancia de crear políticas que fomenten la 

producción interna, el empleo formal y la inversión en sectores productivos, con el fin 

de reducir la vulnerabilidad y promover un crecimiento que no dependa exclusiva-

mente de los flujos migratorios y las remesas. 

El fenómeno expresa la interdependencia de estados y regiones mexicanas y cómo 

las políticas internas e internacionales afectan las economías locales, en particular en una 

entidad con altos niveles de migración y dependencia de flujos externos, como Chiapas. 

El avance de Chiapas en la recepción de remesas, pasando del lugar decimosexto 

en 2018 al cuarto en 2023, es significativo en términos del flujo de recursos hacia el 

estado. Este cambio muestra un crecimiento acelerado relacionado con diversos facto-

res, como la intensificación de la migración durante y después de la crisis económica 

de 2008-2009 y la pandemia de COVID-19, cuando muchas personas que vivían en 

otros estados o países aumentaron sus envíos de dinero. 

La tasa de crecimiento promedio anual de las remesas en Chiapas (12.2%) entre 

2003 y 2023 fue significativamente superior a la nacional (7.4%), lo que colocó al 

estado en una posición destacada, segundo detrás de Baja California. Esto subraya la 

importancia de estos envíos para la economía chiapaneca. Lo más interesante es que 

el periodo de 2018 a 2023 ha sido clave para el impulso exponencial de este creci-

miento. 
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Figura 7. Lugar de Chiapas en la recepción de  

remesas entre las entidades federativas de México 

 
Fuente: Adaptado de “Consideraciones en torno a la iniciativa de modificación a la Ley  

del Banco de México relativa a operaciones con divisas en efectivo”, por Banxico, 2024. 

 

 

Figura 8. Tasa de crecimiento de las remesas, 2003-2023 

 
Fuente: Adaptado de “Consideraciones en torno a la iniciativa de modificación a la Ley  

del Banco de México relativa a operaciones con divisas en efectivo”, por Banxico, 2024. 
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En resumen, la Cuarta Transformación desempeñó un papel clave en la aceleración del 

proceso de consolidación de redes migratorias, en un contexto de condiciones interna-

cionales favorables para el aumento de las remesas. Esto resalta su impacto en la eco-

nomía chiapaneca y la necesidad de implementar estrategias que diversifiquen y forta-

lezcan la economía local, reduciendo su dependencia de los flujos externos y promo-

viendo una mayor estabilidad a largo plazo. 

 

Figura 9. Tasa de crecimiento de las remesas, 2018-2023 

 
Fuente: Adaptado de “Consideraciones en torno a la iniciativa de modificación a la Ley  

del Banco de México relativa a operaciones con divisas en efectivo”, por Banxico, 2024. 

 

 

Chiapas no tiene competencia en cuanto a la tasa de crecimiento promedio anual de 

las remesas durante el periodo analizado, alcanzando un 38.9%. Esto sugiere que una 

parte de los ingresos registrados como envíos podría provenir de fuentes ilícitas. En 

algunos casos, los flujos de dinero están vinculados a actividades informales o no re-

gistradas, lo que añade complejidad a la interpretación de los datos, los cuales no solo 

reflejan los ingresos de migrantes legales, indocumentados o transmigrantes de otros 

países que pasan por Chiapas, sino que también incluyen recursos procedentes de eco-

nomías paralelas. 

En 2023, los municipios de Chiapas con el mayor número de detenidos y 

deportados por las autoridades migratorias de Estados Unidos se concentraron 

principalmente en el sur y el centro del estado, en especial: Tapachula, Chiapa de 

Corzo, Ocosingo, Frontera Comalapa y Motozintla. Esta distribución refleja una 

dinámica migratoria compleja, dado que dichas localidades representaron el 44.3% de 

las deportaciones de chiapanecos, lo que indica que una proporción significativa de los 

migrantes proviene de estas zonas. 
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Figura 10. Chiapanecos detenidos por la Patrulla  

Fronteriza (personas y porcentaje respecto a los mexicanos) 

 
Fuente: Adaptado de “Encuesta de Migración de la Frontera Norte” (2000-2015), por El Colegio de la 

Frontera Norte [EMIF-Norte], 2024 (http://www.colef.mx/emif), y de “Matrículas Consulares de Alta 

Seguridad, Boletines Estadísticos, mujeres y hombres”, por Unidad de Política Migratoria-Secretaría de 

Gobernación [UPM-SG], 2024 (https://portales.segob.gob.mx/es/PoliticaMigratoria/Boletin_MyH). 

 

Figura 11. Municipios de Chiapas con más deportados  

por las autoridades migratorias de Estados Unidos, 2023 

 
Fuente: Adaptado de Matrículas Consulares de Alta Seguridad, Boletines Estadísticos,  

mujeres y hombres, 2024, https://portales.segob.gob.mx/es/PoliticaMigratoria/Boletin_MyH 
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Ese mismo año, San Cristóbal de Las Casas se convirtió en el principal municipio del 

país en recepción de remesas, mientras que Comitán ocupó el noveno lugar. Entonces, 

si también se considera que los migrantes en tránsito de terceros países reciben remesas, 

este fenómeno debería ser aún más evidente en ciudades como Tapachula o Tuxtla 

Gutiérrez, donde la proporción de migrantes es mayor. 

El 44.3% de las deportaciones en estos municipios evidencia la alta vulnerabilidad 

de Chiapas ante la migración irregular, lo que plantea interrogantes sobre la gestión de 

estos flujos y las políticas públicas necesarias para abordar sus implicaciones socio-

económicas. Este análisis resalta la urgencia de replantear la comprensión del fenó-

meno, considerando no solo a los migrantes internacionales, sino también a las pobla-

ciones locales afectadas por las políticas migratorias. A pesar de la percepción gene-

ralizada de que la migración concierne principalmente a extranjeros, los chiapanecos 

representan un grupo significativamente impactado por las detenciones, deportaciones 

y estrategias migratorias. Esto pone de manifiesto la interconexión entre lo internacio-

nal y lo local, así como el papel clave del estado en el flujo migratorio hacia el norte 

(véase Figura 10). 

Por su parte, Blanco et al. (2024) sostienen, con base en registros judiciales de in-

migración, que mientras en el pasado la migración estaba dominada por mexicanos y 

centroamericanos, en los últimos años se ha diversificado a nivel global. Además, afir-

man que el número de migrantes que logra ingresar a Estados Unidos ha disminuido 

en comparación con el número de detenidos en la frontera y que la migración mexicana 

ha ido en descenso desde el año 2000. 

El hecho de que menos migrantes hayan ingresado a Estados Unidos en compara-

ción con los detenidos en la frontera –como señalan Blanco et al. (2024)– evidencia 

una desconexión entre las detenciones y el crecimiento de las remesas en Chiapas. 

Aunque las detenciones han registrado una tasa de crecimiento promedio anual del 

14.2%, esta cifra es considerablemente menor al 38.9% de aumento en las remesas. 

Esto sugiere que el incremento de las remesas no depende exclusivamente del número 

de aprehensiones o de la migración irregular. Su crecimiento sostenido, a pesar de la 

baja correlación con las detenciones fronterizas y el número limitado de matrículas 

consulares, indica que una parte significativa de estos recursos podría provenir de fuen-

tes no rastreables, incluidas actividades ilícitas (Rentería Nolasco, 2023; Saldívar y 

Juárez, 2025). 

Las redes migratorias que conectan Chiapas con Estados Unidos no solo incluyen 

a migrantes legales, sino también a personas vinculadas a economías informales e in-

cluso a actividades ilícitas. La discrepancia entre la tasa de crecimiento de las matrí-

culas consulares de chiapanecos (1.3%) y el incremento exponencial de las remesas 

(38.9%) entre 2018 y 2023 refuerza la hipótesis de que una parte de estos flujos finan-

cieros opera fuera de los circuitos oficiales, dentro de una dinámica económica más 

compleja y menos visible. 
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Figura 12. Matrículas consulares expedidas a originarios de Chiapas en Estados Unidos 

 
Fuente: Adaptado de “Estadísticas. Población Mexicana en el Exterior”,  

Instituto de los Mexicanos en el Exterior, 2024 (https://ime.gob.mx/estadisticas). 

 

 

Figura 13. Chiapanecos que obtuvieron matrícula  

consular en Estados Unidos, 2018-2022 (%) 

 
Fuente: Adaptado de Matrículas Consulares de Alta Seguridad, Boletines Estadísticos,  

mujeres y hombres, 2024, https://portales.segob.gob.mx/es/PoliticaMigratoria/Boletin_MyH 

 

 

https://ime.gob.mx/estadisticas
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Las matrículas consulares de chiapanecos en Estados Unidos –que promediaron 

14,599 por año entre 2018 y 2023– no reflejan un crecimiento que justifique el au-

mento exponencial de las remesas. Dado que estas matrículas tienen una vigencia de 

cinco años, el número total de migrantes beneficiados por este documento no se alinea 

con el volumen de envíos en el corto plazo ni con las cifras extraordinarias registradas. 

Además, incluyen a personas que no forman parte de la población económicamente 

activa, como niños, estudiantes, mujeres fuera del mercado laboral y adultos mayores, 

quienes no necesariamente generan ingresos ni realizan envíos. 

Chiapas es un estado emergente en términos de migración internacional, especial-

mente en el contexto de la emigración indocumentada. Diversos estudios, como los de 

Nájera y López Arévalo (2012), López Arévalo y Arrazola (2014), López Arévalo y 

Martínez Cuero (2018), Durand (2007) y Anguiano Téllez y Trejo Peña (2007), desta-

can el papel cada vez más relevante del estado en los flujos migratorios recientes. Ac-

tualmente, se encuentran chiapanecos en 49 estados norteamericanos, así como en Wa-

shington, D. C. Alaska es la única excepción, aunque en los registros de matrículas 

consulares de 2014 aparece un chiapaneco originario de Mazatán. 

 

Figura 14. Desplazamientos de chiapanecos a Estados Unidos (personas) 

 
Nota. No se realizaron encuestas en 2018, 2019 y 2021, y los datos de 2023 aún no están disponibles. 

Además, el registro de información presenta limitaciones debido a la presencia del crimen  

organizado en los puntos fronterizos donde se lleva a cabo la pesquisa, así como a  

la dispersión de los flujos migratorios a lo largo de la frontera. 

Fuente: Adaptado de Encuesta de Migración de la Frontera Norte [EMIF-Norte],  

2024, por El Colegio de la Frontera Norte et al., http://www.colef.mx/emif. 

http://www.colef.mx/emif
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A su vez, Truax (2006) relata la historia de Víctor, un migrante originario de San Juan 

Chamula, quien viajó hasta Alaska para reunirse con sus primos y aprovechar una 

oportunidad laboral. Este caso ejemplifica cómo los chiapanecos se han dispersado por 

prácticamente todo el territorio de Estados Unidos. 

Al analizar el flujo migratorio hacia Estados Unidos a través de la EMIF-Norte, no 

se observa evidencia de un crecimiento desproporcionado de la migración en esa di-

rección. Por el contrario, los datos indican una tendencia a la disminución. 

Si tomamos en cuenta las 73,180 matrículas consulares emitidas a chiapanecos 

desde 2019 y asumimos que todos ellos envían remesas cada mes hasta alcanzar el 

total registrado en 2023, el cálculo sería el siguiente: 

 

• Total de remesas en 2023: 4,367.3 millones de dólares (Banxico, 2024); 

• Monto mensual por persona: al dividir esta cantidad entre los 73,180 chiapane-

cos registrados, cada uno tendría que enviar 4,973.2 dólares mensuales, una cifra 

poco realista. 

 

Además, dado que el número real de chiapanecos en Estados Unidos es mayor que el 

registrado en la matrícula consular, el cálculo se torna aún más complejo. Si la cifra 

real ronda los 500,000 y, de ellos, 363,941 enviaran regularmente 1,000 dólares al mes, 

se alcanzaría el total de remesas de 2023. Sin embargo, este escenario sigue siendo 

poco probable. Para justificar dicho monto, tendría que haber al menos un millón de 

chiapanecos en Estados Unidos, ya que no todos envían remesas y, dentro de la pobla-

ción migrante, hay niños, estudiantes, ancianos, amas de casa y otras personas que no 

trabajan ni perciben un salario. 

Según estimaciones de El Colegio de la Frontera Norte (2025), hasta 2024 había 

246,459 chiapanecos indocumentados en Estados Unidos, lo que equivale al 5% de la 

población mexicana en esta condición. Se trata de una cifra significativa, en especial 

si se considera que Chiapas es un estado emergente en la migración internacional. 

Diversas fuentes, como encuestas, registros de detenciones y deportaciones, matrí-

culas consulares y estadísticas sobre mexicanos indocumentados, señalan que no ha 

habido un incremento significativo en el número de chiapanecos en Estados Unidos. 

Esto sugiere que Chiapas podría haberse convertido en una región donde las remesas 

se utilizan para el lavado de dinero procedente de fuentes ilícitas, a menos que la ma-

yoría de los remitentes envíe los montos que menciona Romeo Gómez en la entrevista. 

 

Conclusiones 

Chiapas enfrenta una contradicción crítica: aunque aporta petróleo y otros recursos 

naturales estratégicos, su participación en la economía nacional sigue siendo marginal. 

Esta abundancia de capital natural no se traduce en desarrollo; el estado registra el PIB 

per cápita más bajo de México y un ritmo de crecimiento insuficiente para absorber su 

demanda laboral. 
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Las consecuencias son dramáticas: la incapacidad de generar empleos dignos ex-

pulsa a su población económicamente activa. El éxodo masivo –tanto hacia otros esta-

dos mexicanos como hacia Estados Unidos– se ha convertido en el principal meca-

nismo de supervivencia para miles de chiapanecos, evidenciando el fracaso del modelo 

económico regional. 

En el marco de la globalización, Chiapas ocupa una posición paradójica: marginado 

como productor y consumidor de bienes y servicios, pero integrado al sistema econó-

mico global mediante la exportación de mano de obra. Los datos del Coneval (2024) 

revelan que solo el 8.1% de su población logra escapar de la pobreza y la vulnerabili-

dad, lo que consolida al estado como un territorio de exclusión estructural. Lejos de 

constituirse como una región productiva con cadenas de valor integradas, su principal 

función económica radica en abastecer de trabajadores no calificados a otros estados 

mexicanos y a Estados Unidos. 

Cabe destacar que existe una minoría de profesionales chiapanecos insertos en mer-

cados laborales de alto valor agregado –tanto en economías avanzadas (Estados Uni-

dos, Europa y Japón) como en polos de desarrollo nacional–. Sin embargo, esta migra-

ción calificada constituye una excepción. La verdadera aportación de Chiapas a los 

flujos económicos transnacionales sigue siendo, predominantemente, la fuerza de tra-

bajo precarizada que sustenta sectores primarios y de servicios en los mercados labo-

rales receptores. 

Este patrón responde a lo que la teoría del desarrollo regional denomina “creci-

miento empobrecedor” (Schuldt, 2005): la extracción de recursos sin encadenamientos 

productivos locales, sumada a la ausencia de políticas industriales, perpetúa la condi-

ción periférica. La migración, lejos de ser una opción, opera como válvula de escape 

de un modelo económico excluyente y como mecanismo de ajuste laboral. 

Las remesas son una de las principales fuentes de ingresos del estado. Sin embargo, 

su reciente crecimiento no puede explicarse únicamente por la migración regular, la 

migración indocumentada, el número de detenciones en la frontera o los migrantes de 

otros países que se encuentran en la entidad. A pesar de los bajos flujos migratorios y 

de la estabilidad en las matrículas consulares, el aumento de las remesas entre 2018 y 

2023 ha superado ampliamente las proyecciones basadas en estos factores. 

Esto sugiere que una parte significativa de estos recursos podría provenir de fuentes 

ilícitas. Hay indicios, pese a la existencia de leyes antilavado en ambos países, de que 

parte del dinero registrado como remesas tiene orígenes distintos a los tradicionales y 

está vinculado a actividades ilegales, a menos que la mayoría de los migrantes chiapa-

necos enviara el monto que Romeo Gómez afirma remitir personalmente. La situación 

de Chiapas refleja una estructura económica asimétrica y una exclusión persistente de 

los procesos globales. Aunque la migración ha sido una solución para muchas familias, 

el uso de las remesas como indicador de bienestar genera dudas sobre su procedencia 

y sobre la continua dependencia del estado de flujos externos cuya transparencia no 

siempre está garantizada. 

 



Jorge Alberto López Arévalo 

196 

Referencias 

Anguiano Téllez, M. E. (2008). Chiapas: Territorio de inmigración, emigración y tránsito mi-

gratorio. Papeles de Población, 14(56), 215–232. 

Anguiano, M. E. y Trejo Peña, A. (2007). Políticas de seguridad fronteriza y nuevas rutas de 

movilidad de migrantes mexicanos y guatemaltecos. LiminaR, 5(2), 47–65. https://doi.org/ 

10.29043/liminar.v5i2.250 

Arroyo, J. y Berumen, S. (2000). Efectos subregionales de las remesas de emigrantes mexica-

nos en Estados Unidos. Comercio Exterior, 50, 522–530. 

Banco de México (Banxico). (2021). Consideraciones en torno a la iniciativa de modificación 

a la Ley del Banco de México relativa a operaciones con divisas en efectivo [Archivo PDF]. 

https://www.banxico.org.mx/portales-de-usuarios/informacion-sobre-reme-

sas/d/%7B9C64A160-127A-7534-FAC8-8150726D89D2%7D.pdf 

Banco de México (Banxico). (2024). Ingresos por remesas por entidad federativa y municipios. 

Sistema de Información Económica. Banxico. https://www.banxico.org.mx/SieInter-

net/consultarDirectorioInternetAction.do?sector=1&accion=consultarCuadro&idCua-

dro=CE100&locale=es 

Blanco, A., Rico, S., Miroff, N. y Sacchetti, M. (2024, 26 de junio). 4.1 millones de migrantes: 

De dónde son y dónde viven en Estados Unidos. The Washington Post. https://www.wash-

ingtonpost.com/immigration/interactive/2024/us-immigration-where-migrants-live/ 

Canales, A. I. (2021). El malestar con las migraciones. Perspectivas desde el Sur. Anthropos. 

Canales, A. I. y Montiel Armas, I. (2004). Remesas e inversión productiva en comunidades de 

alta migración a Estados Unidos. El caso de Teocaltiche, Jalisco. Migraciones Internacio-

nales, (6), 142–172. https://doi.org/10.17428/rmi.v2i6.1265 

Canales, A. I. y Gaspar Olvera, S. (2022). Contribuciones a la crítica del discurso dominante 

sobre migración y desarrollo. Migración y Desarrollo, 20(38), 5–39. https://doi.org/ 

10.35533/myd.2038.aic.sgo 

Cano Christiny, M. V. y Martínez Pizarro, J. (2023). Contribuciones de la migración interna-

cional al desarrollo en América Latina y el Caribe: Buenas prácticas, obstáculos y reco-

mendaciones [Documentos de Proyectos (LC/TS.2023/127)]. Comisión Económica para 

América Latina y el Caribe (CEPAL). 

Cervantes González, J. A. (2024, 24 de abril). ¿Hay lavado de dinero en México por vía de 

remesas? IMEF. https://www.revista.imef.org.mx/articulo/hay-lavado-de-dinero-en-me-

xico-por-via-de-remesas/ 

Consejo Nacional de Población (Conapo). (2024). Bases de datos de la conciliación demográ-

fica 1950 a 2019 y proyecciones de la población de México 2020 a 2070. https:// 

www.gob.mx/conapo/documentos/bases-de-datos-de-la-conciliacion-demografica-1950-a-

2019-y-proyecciones-de-la-poblacion-de-mexico-2020-a-2070?idiom=es 

Consejo Nacional de Población, Fundación BBVA y BBVA Research. (2025). Anuario de Mi-

gración y Remesas México 2025 (132 pp.). Conapo-Fundación BBVA-BBVA Research. 

Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval). (2024). Medi-

ción de la pobreza. Pobreza en México 2022. https://www.coneval.org.mx/Medi-

cion/MP/Paginas/Pobreza_2022.aspx 

Delgado Wise, R. y Márquez Covarrubias, H. (2007). Para entender la migración a Estados 

Unidos. El papel de la fuerza de trabajo barata mexicana en el mercado laboral 



Capítulo 10. Remesas en Chiapas: patrones atípicos y  

su posible asociación con el lavado de dinero (2018-2023) 

197 

transnacional. Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía, 38(149). 

https://doi.org/10.22201/iiec.20078951e.2007.149.7662 

Delgado Wise, R. (2020). Replanteando la cuestión del desarrollo y su relación dialéctica con 

la exportación de fuerza de trabajo de cara al siglo XXI. Migración y Desarrollo, 19(35), 

7–24. https://doi.org/10.35533/myd.1835.rdw 

De Soto, H. (2001). El misterio del capital. Diana. 

Durand, J. (2007). Remesas y desarrollo. Las dos caras de la moneda. En P. Leite, S. Zamora y 

L. Acevedo (Eds.), Migración internacional en América Latina y el Caribe. Consejo Na-

cional de Población. 

El Colegio de la Frontera Norte. (2025, 15 de enero). Los mexicanos en Estados Unidos. Ni 

ilegales ni indocumentados (escenarios ante el discurso Donald Trump 2.0) (Boletín Esta-

dístico No. 1). https://www.colef.mx/boletinesestad%C3%ADsticos/los-mexicanos-en-es-

tados-unidos-ni-ilegales-ni-indocumentados/ 

Encuesta sobre Migración en la Frontera Norte de México (EMIF Norte). (2024). Encuesta 

sobre Migración en la Frontera Norte de México. El Colegio de la Frontera Norte, Unidad 

de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, Consejo Nacional de Población, 

Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, Secretaría del Trabajo y Previsión So-

cial, Secretaría de Relaciones Exteriores y Secretaría de Bienestar. http://www.co-

lef.mx/emif 

Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE). (2025). Encuesta Nacional de Ocupación 

y Empleo (ENOE), población de 15 años y más de edad. http://www.colef.mx/emif 

Escobar Rosas, H., Sovilla Sogne, B. y López Arévalo, J. (2006). Pobreza, desastres naturales 

y migración en las regiones Istmo-Costa, Sierra y Soconusco de Chiapas. Observatorio de 

la Economía Latinoamericana, (70). 

Garavito Elías, R. A. y Torres Baños, R. E. (2004). Migración e impacto de las remesas en la 

economía nacional. Análisis Económico, 19(41), 243–275. 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI). (2024). Banco de Información Econó-

mica (BIE). https://en.www.inegi.org.mx/app/indicadores/?tm=0 

Instituto de los Mexicanos en el Exterior (IME). (2024). Estadísticas. Población mexicana en 

el exterior. https://ime.gob.mx/estadisticas 

López Arévalo, J., y Peláez Herreros, Ó. (2013). Globalización neoliberal, mercado de trabajo 

y emigración desde Chiapas. En J. A. López Arévalo y Ó. Peláez Herreros (Coords.), Bus-

cando el norte: Declive económico y emigración en la región Sierra de Chiapas. Plaza y 

Valdés; Universidad Autónoma de Chiapas. 

López Arévalo, J. A. (2014, 10 de febrero). La emigración de chiapanecos en Tampa. Chiapas 

Paralelo. https://www.chiapasparalelo.com/opinion/2014/02/la-emigracion-de-chiapane-

cos-en-tampa/ 

López Arévalo, J. A., y Arrazola, E. (2014, 9-11 de abril). Flujos de migración de chiapanecos 

a los Estados Unidos: Una visión desde la Encuesta sobre Migración en la Frontera Norte 

de México (EMIF Norte) [Ponencia]. Cuarto Congreso Internacional sobre Pobreza, Migra-

ción y Desarrollo, San Cristóbal de Las Casas, Chiapas, México. 

López Arévalo, J. A., y Martínez Cuero, J. (2018). Estructura económica y emigración interna-

cional en Chiapas. Economía UNAM, 15(43), 88-109. https://www.scielo.org. mx/sci-

elo.php?script=sci_arttext&pid=S1665-952X2018000100088 



Jorge Alberto López Arévalo 

198 

López Arévalo, J. A., y Peláez Herreros, Ó. (2023). Chiapas en el laberinto: Estancamiento secular 

y crisis estructural de su economía. Universidad Autónoma de Chiapas; Juan Pablos Editor. 

López Arévalo, J. A., Sovilla Sogne, B., y García Fernández, F. (2011). Efectos macroeconómicos 

de las remesas en la economía de México y Chiapas. Papeles de Población, 17(65), 57-89. 

Lozano, F. (2004). Tendencias recientes de las remesas de los migrantes mexicanos en Estados 

Unidos (Working Paper No. 99). Center for U.S.-Mexican Studies. http://reposito-

ries.cdlib.org/usmex/lozano_fernando 

Martínez Peinado, J., y Cairó i Céspedes, G. (2014). La semiperiferia como necesidad del ca-

pitalismo global: Una aproximación a través del análisis factorial. Revista de Economía 

Mundial, (38). https://doi.org/10.33776/rem.v0i38.4724 

Márquez Covarrubias, H. (2007). Migración y desarrollo en México: Entre la exportación de 

fuerza de trabajo y la dependencia de las remesas. Región y Sociedad, 19(39), 3-29. 

Meillassoux, C. (1985). Mujeres, graneros y capitales. Siglo XXI. 

Mendoza Cota, J. E., y Calderón Villarreal, C. (2006). Impactos regionales de las remesas en 

el crecimiento económico de México. Papeles de Población, 12(50). 

Nájera, J. N., y López Arévalo, J. A. (2012). Migración de chiapanecos a los Estados Unidos 

de América: Una visión desde la Encuesta sobre Migración en la Frontera Norte de México 

(EMIF Norte). En S. Berumen y J. A. López Arévalo (Coords.), Pobreza y migración: En-

foques y evidencias a partir de los estudios regionales en México. Editorial Tilde; Instituto 

Nacional de Migración. 

Oliva Velas, A., y López Arévalo, J. A. (2019). Crisis estructural: Pobreza y migración en 

Chiapas. Revista Espacio I+D, Innovación más Desarrollo, 8(20), 84-100. 

https://doi.org/10.31644/imasd.20.2019.a05 

Orozco, M. (2003, 28 de febrero). Worker remittances in an international scope [Archivo 

PDF]. Inter-American Dialogue. 

Piore, M. (1979). Birds of passage: Migrant labor in industrial societies. Cambridge University 

Press. 

Ratha, D. (2003). Workers’ remittances: An important and stable source of external develop-

ment finance. Global Development Finance, (7). https://ssrn.com/abstract=3201568 

Rentería Nolasco, S. (2023, 21 de agosto). Reuters muestra cómo cárteles del narco lavan di-

nero vía remesas. El Economista. https://www.eleconomista.com.mx/sectorfinan-

ciero/Reuters-muestra-como-carteles-del-narco-lavan-dinero-via-remesas-20230821-

0004.html 

Saldívar, B., y Juárez, E. (2025, 20 de febrero). Sistema financiero mexicano deberá recalibrar 

sus modelos de riesgos. El Economista. https://www.eleconomista.com.mx/sectorfinan-

ciero/sistema-financiero-mexicano-debera-recalibrar-modelos-riesgos-20250220-

747349.html 

Signos Vitales. (2023). Euforia de las remesas: Éxodo, lavado de dinero y auge económico. 

https://signosvitalesmexico.org/euforia-de-las-remesas-exodo-lavado-de-dinero-y-auge-

economico/ 

Silva Lira, I. (2005). Desarrollo económico local y competitividad territorial en América La-

tina. Revista de la CEPAL, (85). 

Schuldt Lange, J. (2005). ¿Somos pobres porque somos ricos? Recursos naturales, tecnología 

y globalización. Fondo Editorial del Congreso del Perú. 



Capítulo 10. Remesas en Chiapas: patrones atípicos y  

su posible asociación con el lavado de dinero (2018-2023) 

199 

Truax, E. (2006, 26 de junio). La esperanza se llama El Sásabe. La Opinión. https://eileen-

truax.wordpress.com/2006/06/21/tercera-parte-la-esperanza-se-llama-sasabe/ 

Tuirán, R., Santibáñez, J., y Corona, R. (2006). El monto de las remesas familiares en México: 

¿Mito o realidad? Papeles de Población, 12(50). https://www.scielo.org.mx/scielo.php? 

script=sci_arttext&pid=S1405-74252006000400008 

United Nations Department of Economic and Social Affairs, Population Division. (2024). In-

ternational migrant stock 2024. https://www.un.org/development/desa/pd/content/interna-

tional-migrant-stock 

Unidad de Política Migratoria-Secretaría de Gobernación (UPM-SG). (2024). Matrículas con-

sulares de alta seguridad: Boletines estadísticos, mujeres y hombres. http://www.politica-

migratoria.gob.mx/es/PoliticaMigratoria/CuadrosBOLETIN?Anual=2024 

U.S. Department of State. (2023). International Narcotics Control Strategy Report (Vol. 2, 

Money Laundering) [Archivo PDF]. Bureau for International Narcotics and Law Enforce-

ment Affairs. https://www.state.gov/wp-content/uploads/2024/09/2023-INCSR-Vol-2-

Money-Laundering-Accessible.pdf 

 

 



200 

Capítulo 11 

 
Movilidad humana. Tránsito migratorio por territorio  

poblano en el contexto de la 4ª. Transformación 2019-2024  

 

José Luis Sánchez Gavi• 

Adriana Sletza Ortega Ramírez 

 

 

 

 

Introducción: migrantes en tránsito en el gobierno de la 4ª. Transformación 

Si bien es cierto que la política migratoria tiene un marco de aplicación federal, los 

Gobiernos estatales y municipales deben coadyuvar adoptando políticas no solo de 

asistencia, sino de actuación proactiva, reconociendo y otorgando derechos básicos a 

este grupo humano que transita por territorio mexicano. Nos referimos, en primer tér-

mino, al tema de la seguridad en su tránsito, especialmente ante las amenazas del cri-

men organizado y común (tratantes, secuestradores, robo, etc.), que incluyen muchas 

veces a autoridades de distintos niveles, sobre todo a policías estatales y municipales. 

Asimismo, se deben impulsar normas jurídicas y acciones de sensibilización dirigidas 

a la población frente a la migración en tránsito, especialmente en las rutas y localidades 

de paso más frecuente, donde se replican expresiones de xenofobia y discriminación. 

Destacamos la atención a grupos vulnerables como niñas, niños y adolescentes (NNA), 

mujeres e indígenas. También corresponde a la actuación gubernamental la cobertura 

en materia de salud, educación y espacios laborales que puedan brindarse a este sector 

(programas que se impulsan, acciones que se implementan). Esto constituye una polí-

tica incluyente, de seguridad humana, que desestima aquella que excluye a los migran-

tes en tránsito. 
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Conviene recordar que el artículo 2º de la Ley de Migración establece como prin-

cipio central de la política migratoria el: 

 

Respeto irrestricto de los derechos humanos de los migrantes y la congruencia del Estado 

para garantizar la vigencia de los derechos que reclama para sus connacionales en el exte-

rior, la hospitalidad y solidaridad internacional con las personas que necesitan un nuevo 

lugar de residencia temporal o permanente debido a las condiciones extremas en su país de 

origen que ponen en riesgo su vida. 

 

También es relevante el señalamiento de que no es delito, sino solamente una falta 

administrativa, encontrarse en el territorio nacional sin la documentación migratoria 

necesaria.1 

El Gobierno federal no solo se dispuso al cumplimiento de estos ordenamientos 

jurídicos, sino que mencionó que acataría también los acuerdos emanados del Pacto 

Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regular, por lo que se apegaría a la 

protección de los derechos humanos, así como a la cooperación y colaboración para el 

desarrollo de los países centroamericanos. Se anunció una reestructuración y moder-

nización del Instituto Nacional de Migración, organismo señalado reiteradamente por 

su corrupción. Pero, sobre todo, se adujo que habría una nueva visión que ya no crimi-

nalizaría al migrante, por lo que la política migratoria no se basaría en la contención 

de las personas en tránsito migratorio. El Instituto Nacional de Migración emitió un 

Plan Estratégico (2020), cuyo objetivo sería fortalecer y proteger los derechos huma-

nos de los migrantes nacionales. 

Sin embargo, los buenos propósitos coincidieron con la irrupción de una nueva mo-

dalidad en el flujo migratorio: “las caravanas migrantes”. Viajar en grupos numerosos 

representó para el Gobierno mexicano un reto mayúsculo, pues no se había enfrentado 

a un fenómeno similar, y mucho menos cuando apenas se suponía que asumiría una 

postura diferente en el tema. Ante la presión de esta movilidad en masa y de las orga-

nizaciones nacionales e internacionales, se propuso entregar Tarjetas de Visitante por 

Razones Humanitarias. 

La entrega de estas tarjetas pudo significar un avance en la aplicación de una polí-

tica migratoria de protección, pero también fue discrecional y temporal, un recurso 

para apaciguar la presión antes que enfrentar un problema de largo plazo. Al atraer la 

atención mediática, estos grupos pudieron moverse en México sobrellevando con éxito 

 
1 Ley de Migración. No obstante, el mismo artículo 2º establece que se debe pugnar por forta-

lecer la contribución de la autoridad migratoria a la seguridad pública y fronteriza, a la seguri-

dad regional y al combate contra el crimen organizado, especialmente al tráfico o secuestro de 

migrantes y a la trata de personas en todas sus modalidades. Entre sus objetivos estratégicos 

menciona, por un lado, consolidar los mecanismos que facilitaran el flujo migratorio regular, 

pero por otro, consolidar las acciones de control y verificación de los flujos irregulares, lo que 

ya parece contradictorio.  
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el riesgo de toparse con secuestradores y policías extorsionadores (Torre Cantalapie-

dra, 2021). 

Lo cierto es que las caravanas desbordaron las fronteras sur y norte del país, lo que 

orilló al Gobierno a implementar un plan de contención con la participación de policías 

federales y la Guardia Nacional, medidas que ya no se ajustaron al discurso inicial del 

Gobierno. Estados Unidos mostró su preocupación por esta modalidad migratoria y, 

con Donald Trump en la presidencia (2017-2021), se asumió un discurso sumamente 

agresivo y de chantaje contra México bajo la amenaza de la imposición de aranceles, 

lo que arrinconó al Gobierno para modificar su postura y contener el flujo migrante. 

Poco después se sumó inesperadamente la crisis de la pandemia mundial de COVID-

19, lo que modificó radicalmente todos los escenarios, incluido el tema migratorio. 

 

Puebla en el tránsito migrante: detenciones, presentaciones 

Puebla, como otras entidades del centro del país, presenta un rezago en el estudio de 

la migración en tránsito, en buena medida por la menor incidencia en el número de 

migrantes detenidos y presentados en la estación migratoria. De acuerdo con el Anua-

rio de Movilidad y Migración en las Entidades Federativas de México, el 1% de los 

migrantes que ingresaron al país sin documentación migratoria fueron presentados ante 

la autoridad migratoria en el estado de Puebla en 2018, 2020 y 2021 (Gobierno de 

México, UPMRIP-Dirección de Estadística, 2024). 

Históricamente, Puebla ha ocupado de la mitad hacia abajo en la tabla de registros 

de migrantes presentados al INM. Por lo general, se encuentra entre los lugares 15 y 

20 entre las 31 entidades.2 Este hecho no debe restarle importancia, particularmente 

para conocer cómo se enfrenta, en términos locales, esta modalidad migratoria. Por la 

geografía poblana transita el flujo migratorio que ha logrado salvar los filtros de los 

estados del sureste; quienes evitan la ruta del Golfo de México ante la presencia del 

crimen organizado, pero también aquellos que han contratado a bandas dedicadas a 

transportarlos o, en el peor de los casos, quienes van secuestrados. 

Veamos en la Tabla 1 el número de migrantes capturados y presentados en la esta-

ción migratoria frente al total de presentados en el país. Partimos del año 2001, en que 

inician los registros del INM, hasta el año 2014, cuando se puso en marcha el Plan 

Frontera Sur (PFS). 

El Instituto Nacional de Migración señalaba que entre 2015 y 2018 Puebla era una 

de las cinco entidades con menos revisiones migratorias, con apenas 584, mientras que 

en otras entidades se efectuaron hasta tres mil.3 El menor número de revisiones segu-

ramente incidió en un menor número de migrantes detenidos. 

 
2 Tres veces ha ocupado el 6º lugar; una vez el 8º; una el 9º; en dos ocasiones el 10º; dos veces 

el 11º; una el 12º; tres el 13º; dos el 15º; tres el 16º; una el 18º, y una el 19º. 
3 Por año, Puebla sumó 160 en 2015, 125 en 2016, solo 35 en 2017 y en 2018 subieron a 264 

revisiones. Además de Puebla, las entidades con menos revisiones migratorias fueron: la Ciu-

dad de México con 330, Yucatán con 345, Nayarit con 482 y Jalisco con 548 inspecciones. En 
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Tabla 1. Aseguramientos (2002-2014) 

Año 

Total de migrantes no 

documentados asegu-

rados en el país 

Total de migrantes 

no documentados 

asegurados en Puebla 

Puebla, lugar  

nacional* 

2002 138,061 770 18 

2003 187,614 891 19 

2004 215,695 2,134 16 

2005 240,269 4,156 10 

2006 182,705 1,529 16 

2007 120,455 2,590 6 

2008 94,723 1,936 8 

2009 69,033 1,347 6 

2010 70,102 1,004 13 

2011 65,583 582 15 

2012 88,506 792 15 

2013 86,298 1,025 9 

2014 127,149 2,362 6 

Fuente: Adaptado con datos de la UPMRIP. 

 

En la Tabla 2 mostramos la evolución de las capturas y presentaciones en la entidad 

en el contexto del Gobierno de la 4ª. Transformación y la pandemia. 

 

Tabla 2. Aseguramientos (2019-2024) 

Año 

Total de migrantes no 

documentados asegu-

rados en México 

Total de migrantes no 

documentados asegu-

rados en Puebla 

Puebla lugar nacio-

nal 

2019 182,940 2,804 11 

2020 87,260 957 12 

2021 309,692 4,994 12 

2022 444,439 6,566 12 

2023 778,907 5,069 14 

Fuente: Adaptado con datos de la UPMRIP. 

 

Las estadísticas que aporta la Unidad de Política Migratoria nos permiten ver el nú-

mero total de asegurados a escala nacional y los asegurados en Puebla. Con estos datos 

podemos observar la evolución y el crecimiento del número de asegurados en ambas 

dimensiones. 

 
contraste, del 2015 al 2019, Estados como el de Baja California sumaban 3 mil 81 revisiones 

migratorias, Baja California tiene 6 mil 776 y Chiapas 24 mil 880 (Gobierno de México, UM-

PRIP-Dirección de Estadística, 2025).  
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Observamos que, entre 2001 y 2005, hay un crecimiento constante de aseguramien-

tos a escala nacional. Para el caso de Puebla, vemos reflejado este aumento al pasar de 

564 capturas en 2001 a 4,156 en 2005; es decir, la cifra prácticamente se cuadruplicó. 

A partir de 2006 se da una reducción notable en las detenciones a nivel nacional, ten-

dencia que se acentúa en los años siguientes y se extiende hasta 2011, situación que 

solo volvería a observarse en 2020, en medio de la pandemia de Covid-19. Puebla 

refleja esa disminución en 2006 con 1,529 migrantes asegurados; sin embargo, en 2007 

aumenta a 2,590 y en 2009 baja otra vez a 1,347 (véase Tabla 1). 

Hacia 2012 se aprecia nuevamente un crecimiento constante de los capturados en 

el país, pero a partir de 2014 hay un salto extraordinario. Este crecimiento exponencial 

coincidió con la puesta en marcha del Plan Frontera Sur (véase Tabla 2). Puebla nue-

vamente presenta un comportamiento atípico, pues mientras las cifras crecen en gene-

ral, aquí se reducen entre 2010 y 2012 a 1,004 y 792, respectivamente, para recuperarse 

en 2013 con 1,025 y crecer relativamente hasta 2016 con 1,935, aunque por debajo de 

otros años. Un elemento que desconocemos para Puebla y que no proporciona la UPM 

es si los migrantes eran detenidos en territorio poblano, pero trasladados a otras esta-

ciones o centros de detención, particularmente a Iztapalapa, en la Ciudad de México, 

lo que podría explicar esos números. Esto es relevante porque es importante señalar 

que en la ciudad de Puebla se contó con estación migratoria hasta 2011, por lo que no 

tenemos claro dónde eran alojados o detenidos antes de ese año. 

Si se precisan los datos para el estado de Puebla, en 2001 se retuvo a 564 migrantes, 

pero para 2005 esa cifra se cuadruplicó al alcanzar 4,154. Esta había sido la cifra más 

alta hasta entonces, pues en 2011 y 2012 descendió abruptamente a 582 y 792, respec-

tivamente, para recuperarse en 2014 con 2,362 y mantenerse relativamente estable en 

2015. La recuperación a partir de 2014 se relaciona nuevamente con el Plan Frontera 

Sur, que comenzó a dar resultados, por lo que el segundo filtro en el centro del país, la 

frontera vertical que incluyó al estado de Puebla, rendía sus frutos. 

Al entrar en vigor el Plan FS, se incrementó significativamente el número de ase-

gurados en el país. En Puebla, entre 2015 y 2018, las capturas pasaron de una etapa de 

estabilidad a una caída significativa en 2017, para experimentar un crecimiento cer-

cano al 50% en 2018.  

 

Detenciones en Puebla en la 4ª. Transformación (2019-2024) 

Ya en el contexto de la 4.ª Transformación, periodo que nos interesa enfatizar, obser-

vamos cómo el incremento en las capturas en el país siguió creciendo entre 2018 y 

2019, lo que también se observó en la entidad. Para 2019, ya con el nuevo Gobierno 

federal, en Puebla se alcanzaron casi 3,000 asegurados, cifra solo superada en 2005, 

cuando se rebasaron los 4,000 (véase Tabla 2). 

Para 2020, en pleno contexto de la pandemia, las presiones de Estados Unidos y el 

cierre de fronteras provocaron una evidente disminución del flujo y, por tanto, de las 

capturas. Puebla registró un descenso a poco más de la mitad de la cifra del año ante-

rior, con 957 asegurados. Sin embargo, para 2021 volvió a darse un salto cuantitativo 
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al sumar 3,531, superando las cifras anteriores, y para 2022 se rompería el récord his-

tórico de capturas con 6,566. Ya nos encontramos en la etapa pospandemia, superando 

las 4,000 capturas registradas en 2005. Finalmente, para 2023, a pesar de que la cifra 

de asegurados a escala nacional llegó a niveles extraordinarios con 778,907, en Puebla 

se observó un descenso, con 5,069 capturados. 

 

Figura 1. Histórica de Presentaciones en Puebla 

 
Fuente: Adaptado con datos de la UPMRIP. 

 

Con la emergencia sanitaria, una de las primeras acciones del Gobierno mexicano res-

pecto a los migrantes en tránsito fue ordenar el vaciado de las estaciones migratorias, 

una petición impulsada por organizaciones de la sociedad civil. El INM instruyó, el 26 

de abril de 2020, la salida inmediata de las personas extranjeras albergadas en estancias 

y estaciones migratorias. Sin embargo, la medida también significó la expulsión o el 

abandono de estas personas. En Puebla, la disposición fue atendida, como también 

sucedió en las demás entidades. En marzo de ese año había 3,759 personas alojadas en 

los 65 centros de detención. 

 

Puebla en la Frontera Vertical 

Veamos ahora dónde son capturados los migrantes en el estado de Puebla. Para ello, 

la UPMRIP da cuenta de los municipios que figuran en los registros a partir de 2017. 

Con esos datos ubicamos 18 municipios: Acajete, Acatzingo, Amozoc, Nicolás Bravo, 

Ciudad Serdán, Tlacotepec, Esperanza, Cañada Morelos, Xoxtla, Huejotzingo, Palmar 

de Bravo, Santo Tomás Hueyotlipan, Tehuacán, Tepeaca, Nopalucan, San Martín Tex-

melucan, Soltepec y la ciudad de Puebla. 
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Generalmente son capturados en las carreteras que ascienden desde el sureste del 

país, principalmente la autopista que comunica Veracruz con la Ciudad de México, la 

vía más directa, y en tramos específicos de esta, como los de Tehuacán y Córdoba. 

También se registran capturas en la carretera Puebla-Teziutlán, la Puebla-Tlaxcala y 

la carretera federal de Tehuacán. En la ruta del tren, a su paso por Puebla, continúan 

produciéndose capturas, aunque ya en menor número. En otras ocasiones se les rescata 

y captura en “casas de seguridad” ubicadas en alguno de los municipios mencionados 

o en terminales de autobuses, como la Central de Autobuses de Puebla (CAPU). Este 

escenario geográfico nos permite identificar las rutas que siguen los migrantes y, con 

ellas, las redes de tráfico que operan en la entidad. 

 

Figura 2. Rutas y municipios donde se producen las detenciones 

 

  

Ahora bien, de acuerdo con la Ley de Migración, en su artículo 81, las “inspecciones 

migratorias” y, por tanto, las detenciones o aseguramientos, pueden realizarse en los 

distintos medios de transporte –terrestre, aéreo y marítimo–, después o durante el viaje 

de las personas. Estas revisiones podrán realizarse de forma aleatoria o en puntos es-

pecíficos.4 Añade la ley que, en dichas acciones, la Policía Federal actuará en auxilio 

del INM. 

 
4 La ley establece las disposiciones de verificación y regulación migratoria y señala que son 

acciones de control migratorio la revisión de la documentación, así como la inspección de los 

medios de transporte utilizados para tales fines. 
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Sin embargo, en Puebla, como en otras entidades, no solo la Policía Federal acude 

en auxilio del INM; actualmente también lo hacen la Guardia Nacional y distintas cor-

poraciones policiacas, entre ellas la policía estatal, las policías municipales e incluso 

la policía auxiliar. Es decir, existen evidentes violaciones a la ley y a los derechos 

humanos al intervenir cuerpos policiacos no autorizados y sin capacidad para atender 

a migrantes y, menos aún, a grupos vulnerables como mujeres, NNA, indígenas o per-

sonas de la diversidad sexual. 

Bajo estas circunstancias, los aseguramientos reportados por el INM se registraron 

en 2018 únicamente en dos municipios: Esperanza, con 23 casos, y la capital poblana, 

con 1,287. En 2019 se reportaron en tres municipios: 2,795 en el municipio de Puebla, 

10 en Acatzingo y 1 en Amozoc. Para 2020 ya eran siete los municipios con registros 

de captura, lo que evidencia un radio más amplio de acción del INM: Huejotzingo, 

Hueyapan, Palmar de Bravo, Santo Tomás Hueyotlipan, Tehuacán, Tepeaca y la ciu-

dad de Puebla, concentrándose casi la totalidad en este último municipio. Para 2021 se 

reducen nuevamente y solo aparecen tres municipios: San Martín Texmelucan, con 6; 

ciudad de Puebla, con 3,433; y Soltepec, con 95. Extrañamente, en 2022 solo aparece 

la capital del estado como único municipio de presentaciones, por lo que deducimos 

que no existe un registro adecuado, pues en años anteriores los municipios se habían 

multiplicado. 

Las acciones de verificación y detención se efectúan en las carreteras que ingresan 

desde los estados del sureste para cruzar la entidad. Las operaciones se realizan en 

casetas de cuota o en retenes previamente establecidos o instalados de manera repen-

tina. Las revisiones incluyen camiones de carga, tráileres, autobuses de pasajeros o de 

turismo y automóviles, especialmente camionetas. Asimismo, se llevan a cabo en el 

tren, como ya se mencionó (Pérez, 2020). Otra estrategia consiste en capturarlos en las 

casas de “seguridad”, donde son “alojados o están secuestrados”. También son deteni-

dos en la Central de Autobuses y, eventualmente, en la vía pública. 

En algunas ocasiones se detiene al presunto traficante de personas, pero poco se 

sabe del seguimiento jurídico de estos casos y, por tanto, de las probables redes dedi-

cadas al tráfico de personas en la entidad. Tampoco se conoce si los migrantes acorda-

ron de conformidad ser trasladados mediante un pago a una red o persona, o si fueron 

sujetos de un forzamiento o secuestro. Conocer estos aspectos permitiría desarticular 

la lucrativa industria de la migración. El Comité Internacional de la Cruz Roja (2022) 

reportó que, entre 2018 y 2019, los migrantes fueron objeto de diversos delitos, seña-

lando a la capital poblana y a Ciudad Serdán como lugares caracterizados por la desa-

parición de migrantes, lo que coincidió con la presencia de fuerzas policiales y milita-

res. Además, ese año un menor migrante de Guatemala fue asesinado a golpes y aban-

donado en terrenos de cultivo en Nenetzintla, municipio de Acajete, hechos que per-

manecieron en la impunidad (Gómez, 2019). 
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La 4ª. Transformación en Puebla: gestión del  

fenómeno migratorio. Normatividad y prácticas 

Con el contexto expuesto, Puebla estrenó gobernador en la persona de Luis Miguel 

Barbosa Huerta, quien pertenecía a las mismas filas del presidente, el Movimiento de 

Regeneración Nacional (MORENA). Tomó protesta el 1 de agosto de 2019, pero su man-

dato quedó inconcluso debido a su súbita muerte en diciembre de 2022. El Gobierno 

estatal y el municipal de la capital poblana llegaron de la mano del liderazgo de Andrés 

Manuel López Obrador. Su arribo a la presidencia generó expectativas entre los secto-

res preocupados por el tema migratorio, que esperaban cambios significativos en la 

aplicación del entramado jurídico y una especial atención a la protección de los dere-

chos humanos, particularmente de los migrantes en tránsito. Sin embargo, circunstan-

cias internas y externas complicaron el proceso y dieron lugar incluso a retrocesos 

importantes. 

En Puebla, al iniciar su mandato, el nuevo Gobierno estableció sus prioridades de-

jando de lado el tema migratorio. Lo más cercano fue el compromiso asumido para 

combatir la pobreza en la región de la Mixteca poblana, una de las principales zonas 

expulsoras, mediante la instalación de una destiladora de mezcal en el municipio de 

Atlixco. Se anunció que sería la más grande de América Latina y que otra más se ins-

talaría en Tepeaca (Landa, 2020).5 Sin embargo, un año después los proyectos no pros-

peraron, bajo el argumento de que no se encontraron terrenos adecuados, y pronto que-

daron en el olvido (Juárez, 2020). Esta fue una de las escasas acciones del Gobierno 

vinculadas indirectamente con el tema migratorio, en este caso mediante un intento de 

contener el flujo de poblanos, aunque sin el éxito esperado. Por tanto, el Gobierno 

prosiguió únicamente con una política de gestión migratoria dirigida a los poblanos en 

el extranjero y a quienes retornaban a la entidad, dando continuidad a programas de 

administraciones anteriores. 

Dos años antes de la llegada del Gobierno barbosista ya se encontraban en marcha 

algunas acciones en materia migratoria, como el funcionamiento del Instituto Poblano 

de Asistencia al Migrante (IPAM), creado durante el Gobierno de Antonio Gali Fayad 

(2017-2018).6 Un antecedente se había dado en marzo de 2011, cuando se creó la Coor-

dinación Estatal de Asuntos Internacionales y Apoyo a Migrantes Poblanos. Con el 

IPAM, Puebla se sumaba a las 29 entidades del país que contaban con oficinas de 

atención al migrante, ya fuera bajo la figura de secretarías o institutos. Estos espacios 

 
5 Este desarrollo se proponía que 40 mil hectáreas de la mixteca se destinarán para la siembra 

de agave de mezcal; también construirán represas en esta zona para tener ecosistemas pequeños. 

Otros eran: El aeropuerto, Proyecto San Francisco, Agencia estatal de energía, y Ciudad Modelo. 
6 El 13 de diciembre de 2017 el gobernador Antonio Gali de filiación panista anunció como 

parte de su compromiso para respaldar a los connacionales que la Coordinación Estatal de 

Asuntos Internacionales y de Apoyo a Migrantes se convertiría en el Instituto Poblano de Asis-

tencia al Migrante, lo que permitirá impulsar acciones en beneficio de esta comunidad, en co-

laboración con Mi Casa es Puebla en Los Ángeles y Nueva York (El Sol de Puebla, 19 de 

diciembre de 2017). 
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han operado obedeciendo a leyes estatales y coyunturas políticas, lo que los convierte 

en instancias inestables y poco eficaces. Además, carecen de vínculos sólidos con or-

ganizaciones de la sociedad civil, iglesias o representantes de la academia interesados 

en la temática (Ortega Ramírez, 2023). 

El Instituto, conforme al Plan Estatal de Desarrollo 2017-2018, estableció en uno 

de sus ejes redoblar las acciones a favor de los migrantes poblanos frente a las necesi-

dades derivadas del fenómeno migratorio. Especialmente se aludió a los migrantes po-

blanos repatriados y a quienes residían en Estados Unidos. 

Una primera mirada permite observar que su prioridad se centró en los migrantes 

poblanos que emigran a Estados Unidos y en aquellos que regresan voluntaria o forza-

damente. Es comprensible debido al importante flujo de poblanos hacia ese país y al 

aumento en el número de retornados. Sin embargo, en ninguna parte se muestra preo-

cupación por los migrantes en tránsito. Existe un olvido, intencional o no, que en todo 

caso refleja el doble rasero con el que se aborda el tema migratorio entre los nacionales 

y los extranjeros, principalmente centroamericanos. Pareciera que la entidad fuera 

ajena al tránsito migratorio.7 El Instituto continuó operando en los mismos términos 

durante el Gobierno de Miguel Barbosa. 

 

Inclusión o exclusión: iniciativas frustradas 

Con el nuevo Gobierno y una mayoría en la Cámara de Diputados local, un grupo de 

diputados emprendió los trabajos de una iniciativa de ley denominada “Ley de Movi-

lidad Humana, Interculturalidad y Atención a Migrantes del Estado de Puebla”. Im-

pulsada años atrás por grupos de la sociedad civil, buscaba que Puebla se sumara a 

otras 13 entidades que ya contaban con un marco legal en esta dirección. Destacaba el 

caso de la Ciudad de México, pionera con su Ley de Interculturalidad para la Protec-

ción de los Derechos Humanos de las Personas en Situación de Movilidad Humana. 

La iniciativa poblana tomaba como referencia dicha legislación.8 

A finales de 2019 ya se contaba con un borrador del proyecto, en el que se consi-

deraba, para los fines de nuestro estudio, un título sobre la movilidad humana en trán-

sito, referido a las personas que llegan a territorio poblano con fines de tránsito, per-

manencia temporal o definitiva. Destacaba que todas las personas en movilidad deberían 

 
7 El Instituto comenzó a publicar algunos datos sobre personas que regresan tratando de apo-

yarlas para encontrar empleo. Para lo que están en los Estados Unidos les recomienda acudir a 

las oficinas de representación en el extranjero “Mi casa es Puebla” que se encuentran en Los 

Ángeles, California; Nueva York y Passaic en Nueva Jersey, para recibir servicios de docu-

mentación, salud, y educación entre otros (http://ipam.puebla.gob.mx/). 
8 Encabezados por la diputada Mónica Lara Chávez del entonces Partido Encuentro Social y en 

alianza con diputados de MORENA. Las entidades que ya contaban con un marco legal eran: 

Aguascalientes, Baja California, Coahuila, Ciudad de México, Durango, Estado de México, 

Guanajuato, Oaxaca, Michoacán Hidalgo, San Luis Potosí, Sonora y Tlaxcala. 

http://ipam.puebla.gob.mx/


José Luis Sánchez Gavi / 

Adriana Sletza Ortega Ramírez 

210 

gozar del derecho de acceso a programas y servicios públicos del Gobierno estatal y 

municipal, así como a aquellos que se acordaran con autoridades federales. 

Ahora bien, sobresale en el proyecto la propuesta de crear un Instituto Poblano de 

Movilidad Humana, que sustituiría o modificaría al creado en 2017. En un apartado 

compuesto por tres artículos se mencionaba que el futuro instituto sería el encargado 

de garantizar los derechos humanos de los migrantes en tránsito, así como de asistirlos 

en sus necesidades básicas, de acuerdo con los recursos disponibles. El artículo 16 

permitiría al instituto crear políticas especiales para atender las necesidades que sur-

gieran, en coordinación con las autoridades competentes. 

Es de destacar que se implementaría un padrón voluntario de personas en tránsito 

para acceder a sus programas y servicios, así como para ayudarlas a regularizar su 

situación migratoria. Se trata de un punto complejo, ya que los migrantes suelen tener 

poca o nula confianza en un registro de esta naturaleza, pues puede constituir un arma 

de doble filo al facilitar a las autoridades su captura y expulsión; pero, por otro lado, 

supondría facilitar el acceso a los derechos señalados. 

El artículo 17 aludía a la niñez migrante y buscaba reforzar el papel del DIF estatal 

en la atención de NNA migrantes no acompañados, aunque aún no especificaba cómo 

se instrumentaría. Un aspecto destacable era la intención de apoyar a los albergues, 

pues se señalaba que se proveería, directamente o en coordinación con organizaciones 

civiles, la instalación de albergues de acceso temporal, así como la garantía del respeto 

a la vida familiar. En general, las disposiciones jurídicas reproducían lo señalado en la 

Ley de Migración, su reglamento y la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes (LGDNNA). Lo interesante, además de contar con el financiamiento ne-

cesario, sería conocer su instrumentación, evitando empalmar funciones con otras de-

pendencias o invadir ámbitos de competencia. Inacabado por su propia condición, el 

proyecto presentaba limitaciones y falta de claridad en algunos puntos, pero represen-

taba un avance en el abordaje de la problemática migratoria en general y de la migra-

ción en tránsito en la entidad. 

El proyecto de ley se discutía con la participación de distintos sectores, incluidos 

actores religiosos y académicos; sin embargo, las medidas adoptadas ante la pandemia 

de COVID-19 detuvieron los trabajos, que intentaron reanudarse en julio de 2020. Fi-

nalmente, el Congreso poblano no dio entrada al proyecto y éste quedó archivado, con 

la posibilidad de retomarse en la siguiente legislatura.9 No obstante, no se mostró in-

terés en avanzar en esa dirección, dejando a la entidad rezagada en la materia. 

Sin contar con una regulación explícita, el 1 de agosto de 2022 el Gobierno del 

Estado inauguró en el centro de la ciudad un albergue para niñas, niños y adolescentes 

acompañados. Esto significa que, mientras sus acompañantes –padres u otros familia-

res– permanecen en la Estación Migratoria, los menores son trasladados al albergue. 

Entre sus objetivos, este espacio ofrece servicios para que puedan descansar, alimentarse, 

 
9 Entre 2019 y 2022 se aprobaron 19 leyes. Entre ella se destacaban la Ley de Víctimas del 

Estado de 2019 y la Ley de Búsqueda de personas en 2021.  
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recibir atención médica y psicológica, y garantizar sus derechos ante una condición de 

vulnerabilidad. De este modo se cumpliría con la disposición legal que prohíbe que los 

menores permanezcan detenidos en la Estación Migratoria; sin embargo, ello implica 

su separación de los familiares acompañantes. Previamente, la Federación, a través del 

DIF nacional, destinó 23 millones de pesos al Gobierno estatal para fortalecer las ac-

ciones en materia de infancia migrante. 

El Gobierno municipal de la capital, por su parte, habilitó el dormitorio municipal 

para alojar a migrantes, sobre todo durante la llegada de las caravanas a Puebla, e in-

formó que entre octubre de 2021 y marzo de 2022 había brindado albergue a 700 mi-

grantes, en su mayoría originarios de Guatemala y Honduras. El dormitorio aclaró que 

los migrantes se encontraban bajo custodia del Instituto Nacional de Migración (INM) 

y que únicamente proporcionaban este servicio (Cervantes, 2022). Como puede apre-

ciarse, las acciones de los Gobiernos municipal y, sobre todo, estatal fueron mínimas 

y de carácter asistencial, por lo que continuaban excluyendo a los migrantes en tránsito 

del acceso a derechos básicos, dejando de lado la normatividad nacional e internacional. 

Por lo que respecta al trabajo de las organizaciones no gubernamentales, destaca en 

primer lugar el desarrollado por la Iglesia católica, institución que ha desplegado la 

Pastoral de Movilidad Humana, una importante labor a lo largo del país, y Puebla no 

ha sido la excepción. En la entidad, su trabajo ha consistido principalmente en abrir 

albergues como espacios para recibir migrantes y brindarles apoyo asistencial. A lo 

largo de cuatro décadas se ha contado con distintos albergues que han operado en con-

diciones de precariedad. En menor medida, también se ha trabajado en visibilizar y 

denunciar violaciones a los derechos de los migrantes, así como en labores de inciden-

cia mediante la vinculación con otros grupos civiles y académicos. Desafortunada-

mente, el padre Gustavo Rodríguez, quien condujo incansablemente esta labor y a 

quien realizamos una entrevista en 2019, falleció en 2021, por lo que actualmente se 

intenta recuperar su legado. La Pastoral solo excepcionalmente ha contado con res-

paldo gubernamental; por el contrario, ha enfrentado presiones en mayor o menor me-

dida, dependiendo del Gobierno en turno. 

Una institución académica de perfil humanista que ha desarrollado trabajo con mi-

grantes en tránsito es la Universidad Iberoamericana Puebla, específicamente a través 

del Instituto de Derechos Humanos Ignacio Ellacuría. Este organismo se ha encargado 

de realizar estudios sobre diversos grupos sociales particularmente vulnerables, entre 

ellos los migrantes en tránsito. Destacan las visitas efectuadas a la Estación Migratoria 

de Puebla, cuyos resultados han sido documentados en diversos informes que exponen 

condiciones de precariedad y violaciones a derechos humanos (Yrizar, Ayala, Villa-

grana, Casillas, Velázquez y Macías, 2022; Yrizar, 2022). 

En cuanto a las organizaciones internacionales, ACNUR, agencia dependiente de 

la Organización de las Naciones Unidas (ONU) encargada de atender a las personas 

refugiadas, abrió una oficina en Puebla en 2021 e inició de inmediato un Programa de 

Integración Local con el propósito de fomentar la creación de comunidades de acogida, 

la vinculación laboral, la búsqueda de vivienda y el acceso a la educación, la e infor-

mación sobre servicios de salud y la justicia, entre otros servicios. También emprendió 
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un mapeo de 18 municipios con comunidades de personas refugiadas (Hernández, 

2022). Ese mismo año, junto con la Fundación Juconi A.C. (Juntos con Niñas y Niños), 

presentó un programa de familias de acogida temporal para niñas, niños y adolescentes 

refugiados o solicitantes de asilo. Lamentablemente, el trabajo se truncó debido al cie-

rre de la oficina por falta de presupuesto, por lo que en su informe de 2022 ya no se 

consideraba a Puebla entre sus 21 oficinas en el país. Ese año, la capacidad operativa 

de ACNUR se vio limitada por la disponibilidad de fondos frente a la magnitud y 

complejidad de los fenómenos migratorios y de refugio (ACNUR, 2023). 

Otra organización que desarrolla actividades con migrantes en tránsito y en retorno 

es Iniciativa Ciudadana, que, a través del Observatorio Ciudadano sobre Políticas Pú-

blicas para Migrantes Puebla, se ha constituido como un espacio de información aca-

démica, política y estadística sobre las distintas dimensiones de la migración. Entre 

sus proyectos destaca un diplomado dirigido a personas que trabajan con población en 

situación de vulnerabilidad, particularmente en contextos de movilidad humana. En su 

séptima edición se impartió el Diplomado de Primeros Auxilios Psicológicos para Per-

sonas Migrantes, Refugiadas y Desplazadas. Más recientemente, se ha impulsado una 

Red de Movilidad Humana a la que se han sumado distintas organizaciones y acadé-

micos de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla (BUAP), la Universidad de 

las Américas Puebla (UDLAP) y la Universidad Iberoamericana, cuyo objetivo es in-

cidir en la protección de los derechos humanos tanto de migrantes internos como de 

personas migrantes foráneas. 

 

Conclusiones 

Puebla es una entidad por la que cruza un volumen importante de migrantes, pese a no 

registrar cifras tan elevadas de detenciones y presentaciones como otras entidades, es-

pecialmente las del norte y sur del país. Probablemente, ese menor registro ha contri-

buido a subestimar el papel de los Gobiernos estatal y municipal, aunque ello no los 

exime de actuar conforme a las normas nacionales e internacionales. 

Los cambios de Gobierno en la entidad poblana bajo la llamada 4ª. Transformación 

no representaron un giro significativo en materia migratoria y, menos aún, frente a los 

flujos migratorios en tránsito provenientes principalmente de Centroamérica. El Go-

bierno poblano dejó escapar una oportunidad importante para sumarse a otras entida-

des que han desarrollado acciones más concretas, especialmente mediante una legisla-

ción que incorpore a los migrantes de paso, a quienes solicitan refugio y a quienes 

deciden establecerse en la entidad. Resulta necesario dotar a Puebla de un organismo 

o instituto que desempeñe una labor integral e inclusiva, que no solo contemple a los 

migrantes poblanos, sino también a quienes transitan por su territorio. Asimismo, es 

indispensable promover derechos fundamentales en materia de salud, educación, em-

pleo y, desde luego, respeto a los derechos humanos. En otras palabras, continúa pre-

valeciendo una política de exclusión. 

Lamentablemente, siguen replicándose prácticas violatorias de los derechos huma-

nos de los migrantes desde el momento mismo de su detención, en la que participan 
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corporaciones policiacas no autorizadas. Son frecuentes los hechos de violencia contra 

esta población, incluso dentro de la propia estación migratoria, como expresión de una 

cultura xenófoba y discriminatoria. Así lo ha documentado el Instituto Ignacio Ellacu-

ría al señalar la falta de cumplimiento de acciones mínimas relacionadas con el debido 

proceso migratorio y el respeto a los derechos humanos por parte de los agentes mi-

gratorios. 

Asimismo, Puebla no ha escapado a la tendencia de estigmatizar a los migrantes en 

tránsito, alimentada por un temor xenófobo que generaliza diferencias reales o imagi-

nadas respecto del otro al que se busca excluir. Se ha documentado no solo el uso de 

la fuerza, sino también prácticas discriminatorias basadas en el color de piel o el acento 

de las personas en movilidad, mediante perfiles raciales sustentados en estereotipos de 

raza, color o nacionalidad, pese a ser contrarios a los estándares internacionales de 

derechos humanos. 

No obstante, deben reconocerse algunos avances, como el intento de impulsar una 

normativa local sobre migración que incluía a los migrantes en tránsito, iniciativa que 

no logró consolidarse, pero que debería replantearse. Asimismo, destaca el funciona-

miento del Instituto Poblano de Atención al Migrante, aunque con la limitación de no 

incorporar explícitamente a la migración en tránsito. Más recientemente, sobresale la 

creación del albergue para niñez migrante acompañada. Se trata de pasos aún insufi-

cientes y carentes de una estructura legal e institucional sólida. 

Es imprescindible que los migrantes en tránsito y los solicitantes de refugio que 

buscan protección internacional puedan recibir atención adecuada ante el incremento 

de las solicitudes de refugio, escenario en el que Puebla debe asumir su responsabili-

dad. El trabajo con estas poblaciones requiere la participación de distintas instancias, 

como las delegaciones federales de la Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE) y las 

oficinas de la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados (COMAR). Asimismo, deben 

involucrarse las dependencias estatales y municipales responsables de la atención trans-

versal de estas poblaciones, entre ellas la Secretaría de Educación Pública, la Secretaría 

de Salud, el Sistema Estatal de Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes y 

los sistemas estatales de empleo y capacitación para el trabajo. Resulta necesaria, ade-

más, la vinculación y participación abierta de organizaciones civiles, académicas y 

religiosas comprometidas con la defensa de los derechos de las personas migrantes. 
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Introducción 

En México converge una compleja realidad migratoria de origen, tránsito, destino, re-

torno y remigración. Dentro de esta, diversas tipologías conforman un proceso de mo-

vilidad humana que trasciende las fronteras entre Estados Unidos, México, Centroa-

mérica e incluso Sudamérica. 

Concomitante con lo anterior, y dado el contexto migratorio contemporáneo que 

viven México y Estados Unidos, en el presente capítulo los argumentos crítico-propo-

sitivos se dirigen no solo a una tipología migratoria específica (como, por ejemplo, los 

migrantes de retorno), sino también a aquellas poblaciones vulnerables en situación de 

movilidad humana que enfrentan realidades complejas para ingresar y/o continuar en 

el sistema educativo mexicano. Un sistema que, dicho sea de paso, carece de una po-

lítica de atención integral para estas poblaciones. 

Por lo anterior, en este capítulo se presentan experiencias educativas regionales que 

vive esta población para ingresar, permanecer y egresar de la Universidad Veracru-

zana, la cual, si bien cuenta con un programa de atención a estudiantes migrantes de 

retorno, podría enriquecerse o recontextualizarse al considerar entre sus objetivos y 

estrategias de atención a otros universitarios que se encuentran en una compleja reali-

dad de movilidad humana y, por lo tanto, en una marcada situación de vulnerabilidad. 

Nos referimos a los universitarios refugiados, desplazados, internacionales y foráneos. 

 
• Profesor investigador del Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales de la Universidad 

Veracruzana. Correo de contacto: cgarrido@uv.mx. 

 Egresada de la Facultad de Pedagogía de la Universidad Veracruzana. Colaboradora del proyecto 

de investigación Migración y educación. Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales UV. Co-
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Carlos Alberto Garrido de la Calleja / 

Alexa López Hernández 

216 

Asimismo, y con el propósito no solo de visibilizar, sino también de considerar e 

incorporar a estas poblaciones universitarias, al final del capítulo se propone el pro-

grama denominado Comunidad Universitaria en Movimiento (CUM),1 iniciativa que 

reconoce la diversidad de las poblaciones universitarias en situación de movilidad hu-

mana y, por ende, propone su atención educativa integral mediante diversas estrategias 

educativas, psicológicas y sociales. 

Sin embargo, para comprender el contexto migratorio que trastoca la cotidianidad 

de estas poblaciones, en el siguiente apartado se aborda brevemente la realidad que 

viven México y Estados Unidos. 

 

Contexto migratorio México-Estados Unidos 

La Organización Internacional para las Migraciones (OIM, s.f.) conceptualiza la mi-

gración como un movimiento de personas fuera de su lugar de residencia habitual, en 

el que éstas traspasan una frontera internacional o nacional. Como resultado de ello, y 

tal como explican Gutiérrez et al. (2020), la migración es un proceso social y demo-

gráfico general, regularmente motivado por factores de índole económica, social o po-

lítica, en el que una o varias personas realizan un desplazamiento desde su lugar de 

“origen” hacia otro que es designado como su “destino”. Dependiendo de la ubicación, 

estas pueden catalogarse como migraciones “internas” (dentro de un mismo territorio 

nacional) y “externas” (cuando implican el cruce de una frontera internacional). Por lo 

tanto, el fenómeno migratorio debe visibilizarse como una realidad social compleja 

que genera impactos en las poblaciones y los territorios donde acontece. 

México, en lo que a materia migratoria se refiere y debido a su ubicación geográ-

fica, tal y como argumentan García-Ortiz et al. (2018), es una nación asumida como 

territorio de tránsito migratorio, donde cientos de miles de personas originarias de Cen-

troamérica y Sudamérica emprenden una travesía a lo largo y ancho del país para llegar 

a Estados Unidos, considerado todavía como el lugar del sueño americano (Garrido, 

2021b). 

Sin embargo, como explican Navarro et al. (2024), lejos de esta consideración, los 

migrantes indocumentados en Estados Unidos son percibidos como una población 

fuera de lugar y desfavorable. Todo ello es resultado de ideologías y discursos políticos 

antimigrantes que los presentan como una amenaza en diversos ámbitos, señalándolos 

también como causantes de mayores tasas de desempleo, pérdida de empleos, afecta-

ciones a la identidad nacional por el uso del idioma español, entre muchas otras cues-

tiones. Ejemplo de ello lo constituye una declaración de Donald Trump realizada en 

2015 durante su campaña por la candidatura republicana a la presidencia de Estados 

Unidos:  

 
1 Esta propuesta resulta de los trabajos parciales de investigación comprendidos dentro del Pro-

yecto SIREI/UV 2023-2027: “Estudiantes migrantes en retorno, desplazados y refugiados en 

la Universidad Veracruzana. Propuestas de atención integral para su ingreso, permanencia y 

egreso”, adscrito al Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales (IIHS-UV).  
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Cuando México envía a su gente, no envía lo mejor, no los envía a ustedes. Están enviando 

gente con montones de problemas. Están trayendo drogas, están trayendo crimen, son vio-

ladores y algunos asumo que son buenas personas, pero yo hablo con guardias fronterizos 

y eso tiene sentido común (Vega, 2015, p. 1). 

 

En 2017, este asumió por primera vez la presidencia de Estados Unidos, donde hizo 

de la migración una prioridad de su agenda pública. Actualmente, estos ideales se han 

exacerbado con el segundo mandato presidencial de Trump, quien continúa con sus 

agresiones lingüísticas hacia las poblaciones migrantes, en especial aquellas de origen 

mexicano. 

 

El impacto migratorio en el sistema educativo mexicano: de Trump a Trump 

En consonancia con el apartado anterior, aquí se realiza una breve contextualización 

de los periodos que han tenido mayor impacto en materia migratoria. Para ello, se 

abarca una temporalidad que va de 2017 a 2025, iniciando con el primer mandato de 

Donald Trump2 y finalizando con su actual segundo Gobierno. 

Ahora bien, cabe señalar que el primer mandato presidencial de Donald Trump 

(2017-2021) se caracterizó por la inmersión en una historia de nativismo estadouni-

dense, en la cual parte de la ciudadanía temía los efectos negativos sobre la economía 

neoliberal y comenzaba a sonar las alarmas ante la perspectiva de un país cuya pobla-

ción no fuera totalmente caucásica, así como una supuesta invasión extranjera. Todo 

ello se vio incrementado por la atmósfera creada por el Partido Republicano, en la que 

se incitaba al desprecio, el miedo, la rabia y la desconfianza dirigidos hacia las pobla-

ciones inmigrantes (Navarro et al., 2024). 

En materia migratoria, sus agresiones lingüísticas se reflejaron en la realidad. Las 

políticas de Trump consistieron en el reforzamiento de la frontera sur y el inicio de la 

construcción del muro fronterizo, todo ello desde su perspectiva para salvaguardar la 

integridad y la identidad de los ciudadanos estadounidenses. A estas medidas se suma-

ron la criminalización y deportación de migrantes indocumentados, la cancelación del 

Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN)3, los impuestos a las re-

mesas enviadas por los migrantes a sus lugares de origen y la obstaculización de una 

reforma migratoria integral que protegiera los derechos humanos de los migrantes in-

documentados (Carrasco, 2017). 

 
2 Es importante destacar el papel fundamental que tuvo el gobierno de su predecesor Barack 

Obama, quien por medio de una acción ejecutiva en 2012 creó el programa DACA (Deferred 

Action for Childhood Arrivals), que consistía en un programa migratorio que brindaba protec-

ción temporal a migrantes que llegaron a Estados Unidos desde niños para no ser deportados, 

además de otorgar apoyos como números de seguridad social, becas estudiantiles, permisos de 

trabajo, licencias para ejercer su profesión, entre otros.  
3 Posteriormente, tras una negociación fue sustituido por el Tratado entre México, Estados Uni-

dos y Canadá (T-MEC), el cual fue firmado en 2018 y se encuentra en vigor.  
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En este mismo periodo se incrementaron acciones xenofóbicas, extremistas e inhu-

manas, como el uso de celdas y jaulas para detener a niños y padres migrantes. Cre-

cieron exponencialmente las aprehensiones en la frontera, lo que provocó la separación 

de familias enteras, y se potenciaron las funciones del Programa de Repatriaciones 

Laterales (ATEP)4, que colocaba a los inmigrantes en ciudades lejanas al lugar de de-

tención para, mediante el miedo, disminuir los cruces ilegales en la frontera sur (Na-

varro et al., 2024). 

Estas políticas antimigrantes, como indica Hines (2019), afectaron gravemente a 

jóvenes de 15 años en edad escolar, debido a que no podían incorporarse como bene-

ficiarios del programa DACA. Asimismo, se recalca el hecho de que no se tiene un 

registro exacto sobre cuántos dreamers5 retornaron a México o, en su defecto, fueron 

deportados (Navarro et al., 2024); sin embargo, se conoce la existencia de estos jóve-

nes migrantes en edad escolar que retornaron al país y que fueron registrados como 

estudios de caso en algunas universidades, como la Universidad de Guadalajara y la 

Universidad Veracruzana (Garrido, 2021a). 

No obstante lo anterior, con la llegada de Joe Biden a la presidencia de Estados 

Unidos (2021-2024), algunas políticas migratorias “trumpistas” fueron revocadas. En-

tre ellas destacó la firma de una orden ejecutiva para crear grupos de reunificación 

familiar y poner fin al programa MPP6, también conocido como “Quédate en México”. 

Biden autorizó además la aplicación móvil gratuita CBP One, a través de la cual los 

migrantes podían concertar citas en los Puertos de Entrada Terrestres (POE) de la fron-

tera sur de Estados Unidos y presentarse con una cita agendada por ICE.7 A su vez, restauró 

el Programa para Menores Centroamericanos (cancelado durante el Gobierno de Trump) 

y buscó incrementar el acceso de ciudadanos del Triángulo Norte a los programas H2A 

y H2B para trabajadores temporales agrícolas y no agrícolas (Sigmon, 2024). 

A pesar de haber criticado al Gobierno antecesor durante su campaña, Biden tam-

bién retomó algunas de sus medidas y las implementó, como el uso del Título 428. Por 

lo tanto, continuó tramitando y rechazando con rapidez a los inmigrantes, negándoles 

la oportunidad de solicitar asilo y manteniendo esta disposición hasta abril de 2022, 

cuando ya no pudo justificarse su aplicación. 

 
4 Acrónimo de Alien Transfer and Exit Program. 
5 Término derivado de la Ley Dream Act, que tuvo su origen durante el mandato de Obama 

(2009-2017) que se utiliza para referirse a jóvenes migrantes menores de edad que llegaron a 

Estados Unidos sin un estatus legal.  
6 Acrónimo Migrant Protection Protocols. Los Protocolos de Protección al Migrante imple-

mentado en el 2019 durante la administración de Trump.  
7 Acrónimo de U.S. Inmigration and Customs Enforcement (Servicio de Control de Inmigración 

y Aduanas de los Estados Unidos). 
8 Disposición de salud pública invocada por el gabinete de Trump en la cual se restringía, ne-

gaba y rechazaba la entrada a inmigrantes irregulares provenientes de la frontera sur, debido a 

la crisis mundial sanitaria por la propagación del virus COVID-19. 
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En este contexto, el Centro de Intercambio de Información sobre el Acceso a 

Transacciones Registradas (TRAC, por sus siglas en inglés) de la Universidad de Sy-

racuse calculó, a finales de 2022, que para la tramitación de una solicitud de asilo por 

parte del tribunal de inmigración el tiempo promedio de espera era de 4.3 años. Esto 

demostró que, a pesar de los intentos por “regular” la inmigración ilegal, las alternati-

vas creadas por el Gobierno de Biden no aportaron soluciones inmediatas a los solici-

tantes de asilo, dejándolos a la deriva como poblaciones flotantes y a la espera de poder 

ingresar al país vecino. 

En este mismo escenario, Sigmon (2024) señala que los flujos migratorios, por pri-

mera vez en décadas, no se atribuyeron a la presencia de inmigrantes indocumentados 

mexicanos o pertenecientes al Triángulo Norte Centroamericano (El Salvador, Guate-

mala y Honduras); en realidad, el 25% de las detenciones fronterizas durante el primer 

semestre de 2024 correspondieron a ciudadanos de Cuba, Haití, Nicaragua y Venezuela. 

Por otra parte, este autor subraya la existencia de un número creciente de individuos 

que no pertenecen al hemisferio occidental, como ciudadanos chinos, indios y rusos. 

Como es bien sabido, desde los inicios de su segunda campaña presidencial, Trump 

posicionó la inmigración y la frontera como temas centrales de su agenda pública, por 

lo que prometió llevar a cabo la deportación interna más grande que los ojos estadou-

nidenses hayan visto. En abril de 2024, en una entrevista con la revista TIME, afirmó 

que había creado una nueva categoría denominada “delincuencia migratoria”, en la que 

no escatimaría en hacer uso de la Guardia Nacional e incluso del Ejército, argumen-

tando que los migrantes no son civiles, sino personas con estatus ilegal que llegan por 

millones a invadir el país. 

Como presidente electo, en materia migratoria afirmó que tomaría medidas contun-

dentes contra los inmigrantes indocumentados, como la extensión del muro fronterizo, 

propuesta que viene mencionando desde 2016 durante su primera campaña como parte 

de “el programa de deportación masiva más grande de la historia” (Ventas, 2025). 

El lunes 20 de enero de 2025 quedará marcado en la historia no solamente por el 

inicio de la llamada segunda era de Trump, sino también por haber encendido las alar-

mas en el contexto nacional e internacional una vez pronunciado su discurso desde la 

rotonda del Capitolio: 

 

La soberanía de Estados Unidos está bajo ataque. Nuestra frontera sur está invadida por 

cárteles, pandillas, criminales, terroristas reconocidos, traficantes de personas, contraban-

distas, hombres en edad militar provenientes de países que son adversarios y cuyos antece-

dentes no han sido revisados, y de narcóticos ilícitos que perjudican a los estadounidenses 

(Ventas, 2025, p. 1). 

 

A la luz de lo anterior, Kanno-Youngs et al. (2025b) documentaron que, horas después 

de la toma de posesión y ya instalado en la Casa Blanca, el presidente Donald Trump 

se dedicó a firmar una serie de órdenes ejecutivas en materia de inmigración mediante 

las cuales transformó radicalmente el papel que fungía Estados Unidos como santuario 
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y refugio. Declaró una “emergencia nacional”, iniciando con el cierre de fronteras y 

una ofensiva sistemática contra inmigrantes indocumentados, acompañada de una serie 

de órdenes ejecutivas cuyo objetivo era iniciar la completa restauración del país y cum-

plir la promesa de devolver a millones y millones de extranjeros a sus lugares de origen. 

Al respecto, diversos expertos argumentan que las actuales órdenes ejecutivas de 

Trump tienen la intención de marcar un cambio drástico respecto de las políticas mi-

gratorias de su predecesor, al intentar revocar alrededor de 80 acciones ejecutivas en 

el corto tiempo que lleva de mandato (Kanno-Youngs et al., 2025a). 

A continuación, se presentan algunas de las acciones implementadas por el gabinete 

de Donald Trump en materia migratoria: 

 

1) Prohibición de asilo, bajo cualquier circunstancia, a personas provenientes de la 

frontera sur, justificada en el término “invasión” (WOLA, 2025); 

2) Suspensión del Programa de Reasentamiento de Refugiados; 

3) Cancelación de la aplicación móvil CBP One; 

4) Reinstauración del programa “Quédate en México” o MPP (WOLA, 2025); 

5) Declaración de una “emergencia nacional” ante los cruces de inmigrantes en la 

frontera con México (Hayes y McCausland, 2025); 

6) Designación de los cárteles mexicanos y de bandas salvadoreñas y venezolanas 

como “organizaciones terroristas extranjeras” que atentan contra la “seguridad 

nacional” (Ventas, 2025); 

7) Anuncio del despliegue de 1,500 soldados e infantes de marina en servicio a la 

frontera, acompañado de la frase: “esto solo es el principio” (WOLA, 2025, p. 1); 

8) Firma de una orden ejecutiva para habilitar la Base Naval de Guantánamo, en 

Cuba, como centro de detención para migrantes clasificados como “delincuentes 

de alta prioridad” (BBC News, 2025); 

9) Derogación de la normativa implementada en 2021 durante el Gobierno de Biden, 

que restringía las acciones de seguridad migratoria de organismos como ICE o 

CBP9 en lugares considerados “sensibles”, como iglesias, escuelas u hospitales10; 

10) Ataque a las políticas de las ciudades santuario durante su discurso de toma de 

posesión, argumentando que limitan la cooperación con ICE o CBP y que alber-

gan delincuentes peligrosos, además de amenazar con reducir su financiamiento 

(La Nación, 2025); 

 
9 Acrónimo de U.S. Customs and Border Protección (Aduanas y Protección Fronteriza de los 

Estados Unidos). 
10 Este derecho es respaldado por la 4ta Enmienda, ya que esta establece que se brindará protec-

ción a las zonas y lugares en donde las personas tengan una expectativa razonable de privacidad.  
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11) Intención de eliminar la ciudadanía por derecho de nacimiento para los hijos de 

inmigrantes indocumentados, derecho otorgado por la Decimocuarta Enmienda11; 

12) Registro de operativos o redadas de agentes federales en ciudades como Chicago, 

Denver, Houston, San Antonio, Miami y Atlanta (Brooks, 2025); 

13) Amenaza de deportar a universitarios extranjeros simpatizantes de Hamás12 o del 

movimiento propalestina.  

 

Como se observa, las políticas antimigrantes de Donald Trump han impactado profun-

damente en las comunidades migrantes, y las mexicanas no son la excepción. El inicio 

de las deportaciones ha generado estragos significativos en la ciudadanía nacional, por 

lo que nos encontramos ante un panorama incierto respecto a lo que se avecina en el 

futuro próximo y a los posibles escenarios que podrían derivarse, entre ellos el ingreso 

al país de poblaciones mexicanas y no mexicanas. 

Trasladado este contexto al caso mexicano, una de las principales preocupaciones 

para las instituciones educativas es la posible cancelación del Programa DACA, situa-

ción que afectaría a alrededor de 700,000 jóvenes dreamers mexicanos en edad esco-

lar, limitando sus oportunidades de desarrollo al impedirles el acceso a permisos de 

trabajo o a la educación superior, además de incrementar el riesgo de deportación (La 

Verdad Noticias, 2025). Asimismo, debe destacarse el intento de Trump por revocar 

la ciudadanía por derecho de nacimiento para hijos de inmigrantes indocumentados, 

quienes, de prosperar esta orden ejecutiva, podrían ser deportados en cualquier mo-

mento. Por ello, no se descarta la posibilidad de que algunos de estos NNA y jóvenes 

en edad escolar lleguen a México en busca de continuar sus estudios. 

A la luz de este dilema, especialistas y académicos de instituciones de educación 

superior de todo el país se han pronunciado sobre este fenómeno. Tal es el caso de El 

Colegio de la Frontera Norte, El Colegio de Sonora y la Universidad de Sonora, cuyos 

representantes han subrayado que, derivado de las políticas restrictivas de nuestro ve-

cino del norte, es necesaria la creación de metodologías que faciliten el retorno y la 

estancia segura de los migrantes. No obstante, hacen especial énfasis en abordar la 

migración desde una perspectiva integral, pues se trata de un asunto global que no 

concierne únicamente a Estados Unidos y México. En consecuencia, enfatizan que el 

reto no consiste solamente en atender a quienes cruzan fronteras, sino en crear políticas 

públicas que garanticen justicia, humanidad e inclusión, sin importar el país de origen 

o la nacionalidad (Gómez, 2025). 

La Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior 

(ANUIES), mediante un comunicado, externó que las universidades pueden y deben 

 
11 Esta acción ejecutiva se encuentra actualmente pausada por un juez; no obstante, no se des-

carta que llegue en un futuro próximo a los tribunales.  
12 Acrónimo en árabe para el Movimiento de Resistencia Islámica, formado en 1987, cuyo ob-

jetivo es la liberación de Palestina. Es una organización política y militar palestina considerada 

como un grupo “terrorista” por diversos países, entre ellos Estados Unidos e Israel. 
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incorporarse al trabajo que realiza el Gobierno de México, demostrando su compro-

miso con el desarrollo del país a partir del talento, la creatividad, la investigación, la 

innovación, así como de las aportaciones de creadores, artistas, críticos y pensadores, 

entre otros integrantes de la comunidad universitaria (La Jornada, 2025). 

La Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), a través de su rector Leo-

nardo Lomelí, convocó a la sociedad mexicana a cerrar filas y apoyar las iniciativas 

del Gobierno de México, manifestando su preocupación por la situación y reafirmando 

su disposición para desarrollar acciones de acompañamiento dirigidas a las personas 

migrantes afectadas (Hernández, 2025). 

La Universidad Autónoma Metropolitana (UAM) y el Instituto Politécnico Nacio-

nal (IPN) también expresaron su respaldo a la presidenta de México, Claudia Shein-

baum, y al Gobierno federal (Villaseñor et al., 2025). 

La Benemérita Universidad Autónoma de Puebla (BUAP), mediante un comuni-

cado difundido en su perfil de X (antes Twitter), expresó que, frente al panorama de la 

relación bilateral entre México y Estados Unidos, el Gobierno de México contaba con 

su respaldo en la construcción de soluciones basadas en el diálogo y el entendimiento 

(BUAP, 2025). 

Por su parte, la Universidad Veracruzana respaldó las acciones de la presidenta de 

México y externó, mediante un comunicado, su compromiso con los derechos huma-

nos, por lo que continuará apoyando la colecta de víveres, medicinas y ropa para los 

albergues de migrantes ubicados en territorio veracruzano (UV, 2022). Asimismo, sus 

académicos Daniel Romero, coordinador del PEAN13, y Argelia Ramírez, coordina-

dora del PAMIR14, reiteraron que uno de los mayores obstáculos para la incorporación 

de estudiantes al sistema educativo mexicano es el desconocimiento de los trámites 

administrativos, por lo que la función y atención del PAMIR será fundamental. De 

igual modo, reconocen y visibilizan otra problemática relacionada con las poblaciones 

flotantes detenidas en las fronteras y compuestas por migrantes de diferentes países, 

respecto de quienes aún no existe certeza sobre su destino (Sandoval, 2025). 

Este tipo de poblaciones “flotantes”, que quedan a la deriva en el país, están con-

formadas por niñas, niños, adolescentes y jóvenes en edad escolar, así como por adul-

tos, adultos mayores y familias enteras en situación de movilidad humana (Garrido, 

2021a). Debe destacarse que el Gobierno mexicano ya ha respondido a algunas de las 

necesidades de estas poblaciones; sin embargo, conforme se avance en la lectura del 

siguiente apartado, podrá observarse que dichas acciones han estado dirigidas única-

mente a grupos específicos. Por ello, resulta de vital importancia extenderlas hacia 

otras poblaciones en condición de movilidad humana que, por la naturaleza de su si-

tuación, presentan altos niveles de vulnerabilidad. En consecuencia, hacemos hincapié 

en la necesidad de crear e implementar estrategias públicas de atención integral para 

estas poblaciones. 

 
13 Programa de Estudios sobre América del Norte.  
14 Programa de Atención a Migrantes de Retorno.  



Capítulo 12. Estudiantes universitarios en situación de movilidad humana en  

México: migrantes de retorno, desplazados, refugiados, internacionales y foráneos 

223 

La respuesta del gobierno mexicano: ANUIES-SEP-SRE-PUENTES 

Los párrafos anteriores evidencian que la realidad migratoria entre México y Estados 

Unidos es hoy sumamente compleja. Las acciones de Donald Trump desde el primer 

día de su segundo mandato encendieron las alarmas nacionales y llevaron al Gobierno 

mexicano a reaccionar mediante una estrategia inmediata de repatriación denominada 

“México te abraza”. Esta iniciativa está dirigida a todos los connacionales deportados 

como consecuencia de las políticas migratorias de Trump. Su objetivo es “recibir a las 

mexicanas y mexicanos con calidez y humanismo” (Gobierno de México, 2025, dia-

positiva 3), responsabilidad que recae en el INM, institución encargada de recibir a los 

repatriados, entregar cartas de repatriación, apoyar su traslado y proporcionar la tarjeta 

Bienestar Paisano.15 

Todo ello se complementa con diez centros de mando que cuentan con servicios 

básicos (agua, luz, internet, drenaje y vías de comunicación) y que operan las 24 horas 

del día para recibir y canalizar reportes. Estos centros están distribuidos en seis estados 

de la República mexicana y actualmente se encuentran en funcionamiento. 

Sin embargo, expertos como Guillén (como se citó en Eslava, 2025) han señalado 

que estos centros podrían funcionar únicamente como una solución de corto plazo, por 

lo que no resolverían las problemáticas de los migrantes más allá del quinto día de 

estancia, cumpliendo una función limitada y poco atractiva para quienes son deporta-

dos o retornados. En concordancia, Vásquez (como se citó en Eslava, 2025) indicó que 

estas poblaciones suelen encontrarse en estado de shock, por lo que les resulta extre-

madamente difícil tomar decisiones respecto a su futuro. Asimismo, se enfatiza la ne-

cesidad de incorporar atención psicológica en estos centros (Eslava, 2025) y, nueva-

mente, se observa la ausencia de atención educativa, la cual ya había sido planteada 

como necesaria en los albergues durante el primer mandato de Donald Trump. 

En alusión a lo anterior, específicamente en la dimensión educativa de la población 

deportada y retornada, para comprender su contexto actual y la pertinencia de este 

capítulo, es menester echar una mirada retrospectiva al primer mandato de Donald Trump. 

Recordemos que, en marzo de 2017, la Asociación Nacional de Universidades e 

Instituciones de Educación Superior (ANUIES), en coordinación con la Secretaría de 

Educación Pública (SEP), la Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE) y la Federación 

de Instituciones Mexicanas Particulares de Educación Superior (FIMPES), diseñó el 

Programa Universitario Emergente Nacional para la Terminación de Estudios Supe-

riores (PUENTES). Este programa estuvo dirigido a estudiantes mexicanos universi-

tarios o en edad universitaria que, debido a su situación migratoria o a diversos facto-

res, no podían continuar con su formación profesional en Estados Unidos y, en conse-

cuencia, decidían hacerlo en México. 

 
15 Apoyo monetario otorgado por el Gobierno de México en el que se hace entrega de una 

tarjeta con una transferencia de $2,000 a migrantes retornados para cubrir su traslado a sus 

comunidades de origen.  
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En este sentido, PUENTES surgió como una iniciativa de carácter extraordinario y 

temporal cuya finalidad era incorporar a estos estudiantes a instituciones de educación 

superior que formaran parte del programa. PUENTES se regía por principios educati-

vos y cumplía la función de enlace entre los jóvenes que deseaban continuar sus estu-

dios en las instituciones de educación superior (IES) del país, a través de medios de 

comunicación como su página web, la cual permitía a los solicitantes visualizar la 

oferta educativa nacional y establecer comunicación con los responsables de PUEN-

TES y con la institución educativa de su elección (Asociación Nacional de Universi-

dades e Instituciones de Educación Superior [ANUIES], 2017). 

No obstante, esta iniciativa tuvo un alcance limitado entre las IES mexicanas. Ra-

mírez y González (2024) señalan que cada institución de educación superior en el país 

atendió –y continúa atendiendo– a sus poblaciones migrantes mediante políticas edu-

cativas, estrategias o programas de atención creados específicamente para ello. Esto 

fue resultado de la fragmentación y de la ausencia de estrategias claras dentro de 

PUENTES, situación que finalmente condujo a su desaparición. 

En la actualidad, el programa ha sido sustituido por el Consorcio de Instituciones 

de Educación Superior para el Desarrollo de las Personas Mexicanas en el Exterior 

(CIESDEMEX), organización sin fines de lucro coordinada por la Secretaría de Edu-

cación Pública (SEP) y el Instituto de los Mexicanos en el Exterior (IME), pertene-

ciente a la Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE) del Gobierno federal. CIESDE-

MEX tiene como objetivo impulsar el desarrollo integral de la diáspora mexicana que 

radica en el extranjero, principalmente de quienes se encuentran en situación de vul-

nerabilidad. Esto se busca mediante redes de colaboración y la difusión de la oferta 

educativa de las IES mexicanas, la cual debe ser de calidad, accesible y comprensible 

para las poblaciones mexicanas residentes en el extranjero. Todo ello con la intención 

de brindar apoyo y facilidades a los migrantes retornados que deseen ingresar a las 

universidades del país (CIESDEMEX, s.f.). 

 

El caso de la Universidad Veracruzana 

  

a) Programa Emergente de Atención  

Educativa a Migrantes de Retorno (PROMETE) 

El contexto precedente ofrece argumentos para conocer y comprender una de las ac-

ciones específicas que la Universidad Veracruzana puso en marcha con el fin de aten-

der las posibles deportaciones masivas de jóvenes en edad universitaria. En este sen-

tido, nace en su seno el Programa Emergente de Atención Educativa a Migrantes de 

Retorno (PROMETE), creado durante los primeros meses del primer mandato presi-

dencial de Donald Trump. 

Dicho programa tuvo como principal foco de atención a los jóvenes migrantes de 

retorno interesados en cursar alguno de los programas educativos de la Universidad 

Veracruzana. Para atender sus necesidades educativas, PROMETE se apoyó en tres 

proyectos: “Quiero ser UV”, “Soy UV” y “Siempre UV”, con el propósito de brindar 
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asesoría, seguimiento, apoyo y orientación en los procesos de adaptación, permanencia 

y conclusión de estudios. Estos proyectos estaban destinados a atender a los estudian-

tes en tres momentos fundamentales de su vida universitaria: ingreso, permanencia y 

egreso (Garrido, 2021a). Cabe destacar que la Universidad Veracruzana fue pionera y 

una de las primeras IES del país en reconocer a estos estudiantes y en presentar una 

iniciativa dirigida a su atención educativa (Garrido, 2021b). 

 

b) Programa de Atención a Migrantes de Retorno (PAMIR) 

En 2018, el PROMETE-UV fue reestructurado y dio origen a lo que actualmente se 

conoce como Programa de Atención a Migrantes de Retorno (PAMIR) de la Universi-

dad Veracruzana, el cual inició formalmente en 2019. Su objetivo principal es “visibi-

lizar a diferentes niveles la respuesta de la universidad a la creciente participación de 

la comunidad de retorno en la educación superior y de sus necesidades específicas” 

(Ramírez y González, 2024, p. 67). El PAMIR constituye una respuesta de acción y 

atención educativa dirigida a estudiantes migrantes en edad escolar que desean cursar 

sus estudios en la UV y formar parte de su comunidad estudiantil. 

Como externa Ramírez (2024), el PAMIR se encuentra conformado por tres pro-

yectos: “Quiero ser UV”, “Soy UV” y “Siempre UV”. El primero está dirigido a aspi-

rantes y los apoya en trámites administrativos, como revalidación de estudios, solici-

tudes e información, entre otros. El segundo atiende a estudiantes matriculados en la 

UV, brindándoles apoyo y orientación respecto a problemáticas académicas, informa-

ción sobre cursos y actividades culturales, ayuda en los procesos de adaptación, así 

como acompañamiento en casos de violencia o problemas de salud. El tercer proyecto 

realiza un seguimiento de los estudiantes egresados con el propósito de conocer su 

desempeño académico y, posteriormente, laboral tras concluir sus estudios. 

Al respecto, Ramírez (2024), actual coordinadora del PAMIR, señala que las acti-

vidades del programa se dividen en cuatro ejes: atención a estudiantes, difusión, inves-

tigación y docencia. El primer eje busca acercarse a los aspirantes y trabajar con ellos 

mediante actividades al interior de la UV. El segundo promueve actividades culturales 

inclusivas, además de la difusión externa a través de plataformas digitales, redes so-

ciales y la coordinación del suplemento mensual “Veracruz: tierra de migrantes”, pertene-

ciente al periódico La Jornada Veracruz. El tercer eje cuenta con siete publicaciones 

originales, además de la participación en congresos nacionales e internacionales donde 

se difunde el trabajo del PAMIR. Finalmente, en el cuarto eje se imparten cuatro Ex-

periencias Educativas16 de AFEL17, mediante las cuales se busca sensibilizar y concienti-

zar a los estudiantes de la comunidad universitaria sobre el contexto migratorio actual. 

 

 

 
16 Término utilizado en la Universidad Veracruzana para referirse a las materias y/o cursos  
17 Área de Formación de Elección Libre de la Universidad Veracruzana. 
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c) Plan de Apoyos a Población Estudiantil en Condiciones de Vulnerabilidad 

A los impactos generados por el contexto migratorio antes descrito se sumaron los 

efectos de la pandemia de COVID-19. Como resultado, la Universidad Veracruzana 

creó el Plan de Apoyos a Población Estudiantil en Condiciones de Vulnerabilidad, 

mediante el cual busca disminuir las condiciones de vulnerabilidad que presentan al-

gunos estudiantes durante su ingreso, permanencia y egreso (Universidad Veracru-

zana, 2022). 

Este plan reconoce tres características centrales en su población universitaria: de-

sigualdad social, vulnerabilidad y acciones afirmativas. La primera contempla la exis-

tencia de estudiantes que quedan excluidos de oportunidades educativas, laborales y 

de calidad de vida, por lo que se encuentran en condición de vulnerabilidad. La se-

gunda asume la vulnerabilidad no como un problema individual, sino como una con-

dición originada por factores externos y sociales que escapan al control de los estu-

diantes, lo que puede derivar en bajo rendimiento académico o rezago escolar. La ter-

cera busca que los estudiantes universitarios hagan uso de su perspectiva de justicia 

social, de la mano de acciones afirmativas orientadas a atender las necesidades de los 

estudiantes en condición vulnerable. 

Las poblaciones reconocidas como vulnerables dentro de este plan son: migrantes 

de retorno, madres solteras, trabajadores, estudiantes en condición de discapacidad o 

en condición socioeconómica precaria, estudiantes provenientes de zonas marginadas, 

afrodescendientes, integrantes de pueblos originarios y mujeres en áreas de ciencia, 

tecnología, ingeniería, artes y matemáticas. Cabe destacar que, desde 2023, también se 

reconoce a los estudiantes en condición de refugio. 

El plan se integra por ocho programas de apoyo y acciones afirmativas, divididos 

en tres momentos de la trayectoria escolar: ingreso, permanencia y egreso. Durante el 

ingreso se brindan apoyos como la exención o ampliación de plazos para el pago del 

examen de admisión y las cuotas de acceso mediante acciones afirmativas dirigidas a 

grupos específicos. Durante la permanencia se reducen los pagos de inscripción, reins-

cripción y cuotas voluntarias, además de otorgarse equipo tecnológico –también des-

tinado a estudiantes con discapacidad– y becas de transporte. Finalmente, en el egreso 

se reducen los costos de titulación y se concede la ampliación del plazo para el pago 

del Examen General de Egreso. 

Como puede observarse, tanto el PAMIR como el Plan de Apoyos a Población Es-

tudiantil en Condiciones de Vulnerabilidad constituyen una respuesta no solo coyun-

tural, sino también estructural para atender algunas de las necesidades de la población 

universitaria. Sin duda, ambos establecen un precedente histórico al apoyar a estudian-

tes en situación de vulnerabilidad, lo cual, dado el contexto migratorio actual, no solo 

permite, sino que exige a la Universidad Veracruzana ampliar su mirada hacia otros 

universitarios que también se encuentran en condiciones de vulnerabilidad por estar en 

situación de movilidad humana. 

Nos referimos a universitarios desplazados, refugiados, internacionales y foráneos, 

quienes actualmente ya se encuentran matriculados en distintas carreras ofrecidas en 
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las cinco regiones de la universidad. Sabemos que el surgimiento de estos programas 

respondió a un contexto histórico específico, marcado por el primer mandato presiden-

cial de Donald Trump y la pandemia de COVID-19. Sin embargo, dada la compleja 

realidad migratoria mundial, que en el caso de México y Estados Unidos se ha inten-

sificado con el segundo mandato de Trump, no solo sugerimos, sino que proponemos, 

a partir de la experiencia acumulada, que la Universidad Veracruzana incorpore al PA-

MIR o al Programa de Universitarios Vulnerables a los otros grupos migrantes aquí 

mencionados o, en su defecto, considere la creación de un programa específico de 

atención para universitarios vulnerables en situación de movilidad humana. Para ello, 

en el siguiente apartado se presenta una propuesta basada en CUM: Comunidad Uni-

versitaria en Movimiento. 

 

d) Comunidad Universitaria en Movimiento (CUM).  

Población universitaria en situación de movilidad humana  

Con el propósito de enfatizar nuestra propuesta, sostenemos que el panorama migra-

torio actual sugiere a la Universidad Veracruzana dirigir también su atención no solo 

a las poblaciones migrantes que retornan a México, sino a todas aquellas que se en-

cuentran en situación de movilidad humana. 

El contexto migratorio contemporáneo permite contemplar la posibilidad de una 

nueva e inminente ola de deportaciones, tanto de aquellas que ya están ocurriendo 

como de las que podrían presentarse en el futuro. A ello se suma la restauración del 

programa “Quédate en México”, situación que contempla la llegada de poblaciones no 

mexicanas al país, es decir, familias enteras, niñas, niños, adolescentes y jóvenes en 

edad escolar que buscarán obtener asilo en Estados Unidos y que deberán permanecer 

en territorio mexicano hasta recibir una cita. De esta manera, pasarán a formar parte 

de una población flotante. Asimismo, existe la posibilidad de que estas personas soli-

citen la condición de refugio en México. 

Sin embargo, paralelamente a lo anterior, no debe descartarse la doble vulnerabili-

dad a la que se enfrenta esta población. Además de las razones que motivaron su des-

plazamiento, estas personas deben afrontar los altos índices de violencia e inseguridad 

que afectan al país. Tan solo en 2024 se registraron alrededor de 6,117 víctimas mi-

grantes de secuestro, homicidio, accidentes fatales en tránsito, desapariciones y ejecu-

ciones extrajudiciales, documentadas por distintos medios de comunicación (Difusión 

FJEDD, 2024). Ante esta realidad, muchas de estas personas podrían verse en la nece-

sidad y obligación de desplazarse a lo largo y ancho del país hacia zonas o lugares que 

consideren más seguras y respetuosas de sus derechos humanos. Al experimentar otro 

desplazamiento –Desplazamiento Interno Forzado (DIF)– pasan a formar parte de po-

blaciones doblemente migrantes con necesidades humanas, sociales, materiales y edu-

cativas cada vez más apremiantes. 

A la luz de este contexto, específicamente en el nivel de educación superior, existe 

la posibilidad de que en el proceso de ingreso 2025 a la Universidad Veracruzana au-

mente considerablemente el número de aspirantes en situación de movilidad humana. 
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Es precisamente en este escenario donde se propone la creación de CUM (Comunidad 

Universitaria en Movimiento), iniciativa que busca priorizar el reconocimiento de la 

diversidad de las poblaciones en movilidad humana y brindarles atención en el ámbito 

educativo superior. 

CUM es producto de la primera etapa del “Proyecto SIREI/UV 2023-2027: Estu-

diantes migrantes en retorno, desplazados y refugiados en la Universidad Veracru-

zana. Propuestas de atención integral para su ingreso, permanencia y egreso”, ads-

crito al Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales (IIHS-UV). Durante el semestre 

agosto de 2024-enero de 2025 se realizó un pilotaje del programa, el cual involucró a 

estudiantes universitarios en situación de movilidad humana con experiencias escola-

res en la UV. La muestra estuvo integrada por cinco estudiantes pertenecientes a cada 

una de las tipologías sociales identificadas dentro de la población estudiantil: migran-

tes de retorno, refugiados, internacionales, foráneos y desplazados. 

Asimismo, CUM se fundamenta en los resultados obtenidos en una investigación 

de licenciatura, en modalidad de tesis, desarrollada durante los años 2024-2025, titu-

lada: “La realidad educativa de estudiantes en situación de movilidad humana: migrantes 

de retorno, refugiados, desplazados, internacionales y foráneos. El caso de la Univer-

sidad Veracruzana”. La información se generó a partir de experiencias educativas re-

lacionadas con tres categorías principales: ingreso, permanencia y egreso. Los hallaz-

gos obtenidos respaldan y subrayan la pertinencia de poner en práctica esta iniciativa, 

orientada a atender la educación integral de estos estudiantes. 

Para ello, CUM propone generar condiciones accesibles en distintos ámbitos en los 

que se desenvuelven los estudiantes, ya sean escolares, administrativos o financieros 

(becas), brindando apoyo a estas poblaciones durante su ingreso, permanencia y egreso 

de la Universidad Veracruzana. 

 

Figura 1. Objetivo del Programa CUM 

 
Fuente: Tomado de “La realidad educativa de estudiantes en situación de movilidad humana: migrantes 

de retorno, refugiados, desplazados, internacionales y foráneos. El caso de la Universidad Veracruzana” 

(p. 202), por A. López, 2025, tesis no publicada, Universidad Veracruzana. 
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En este mismo orden de propuestas, las metas del Programa CUM buscan generar ac-

ciones como la creación de bases de datos para identificar a estudiantes de la UV en 

situación de movilidad humana (Carrasco, 2017), inexistentes hasta ahora. Asimismo, 

se propone establecer un grupo de trabajo denominado “Gru-CUM”, integrado por 

académicos, funcionarios y estudiantes universitarios que se conviertan en redes de 

apoyo dirigidas a estudiantes en movilidad. A través de diversos medios de difusión y 

divulgación, se busca sensibilizar a la comunidad estudiantil de la UV respecto de las 

poblaciones en situación de movilidad humana, las cuales también forman parte de 

esta institución. 

 

Figura 2. Metas del Programa CUM 

 
Fuente: Tomado de “La realidad educativa de estudiantes en situación de movilidad humana: migrantes 

de retorno, refugiados, desplazados, internacionales y foráneos. El caso de la Universidad Veracruzana” 

(p. 203), por A. López, 2025, tesis no publicada, Universidad Veracruzana. 

 

El reconocimiento de estos estudiantes en situación de movilidad humana permitiría a 

la Universidad Veracruzana contextualizar y fortalecer las acciones sociales que dirige 

a su alumnado y, además, posicionarse como referente en el desarrollo de programas, 

propuestas y actividades orientadas a atender los dilemas contemporáneos. 

En este complejo contexto migratorio, tales propuestas buscan fortalecer y conso-

lidar acciones institucionales cuya pertinencia continúe atendiendo educativamente la 

paulatina llegada de poblaciones estudiantiles que también se encuentran en situación 

de movilidad humana y, por ende, en una marcada condición de vulnerabilidad. 

Al respecto, es menester señalar que las investigaciones mencionadas en párrafos 

anteriores han puesto de manifiesto, a través de las experiencias escolares de los estu-

diantes, que quienes se encuentran en alguna situación de movilidad humana enfrentan 

barreras de índole estructural, social, cultural, escolar y psicosocial, pero, sobre todo, 

económica al momento de su ingreso, permanencia y egreso de la Universidad 
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Veracruzana. Estas dificultades repercuten e influyen significativamente en su vida 

académica. Por ello, resulta de suma importancia diseñar estrategias de apoyo y aten-

ción educativa dirigidas a estas poblaciones, incluyendo becas o estímulos, protocolos 

de atención, talleres y actividades que fomenten la creación y el establecimiento de 

redes de apoyo en conjunto con la comunidad estudiantil de la UV (estudiantes, aca-

démicos, administrativos, directivos, personal de apoyo, entre otros). Todo ello con-

tribuye a fortalecer sus procesos de participación, adaptación e integración a la insti-

tución, favoreciendo el ejercicio de su derecho a la educación de manera libre y sin 

obstáculos durante su paso por la UV, desde el ingreso y la permanencia hasta el egreso 

(Garrido, 2021a; Cervantes, 2025; López, 2025). 

Con el propósito de traducir esta propuesta en acciones más específicas que puedan 

llevarse a cabo y reflejarse en la vida cotidiana universitaria de estas poblaciones, el 

CUM propone quince proyectos caracterizados por el fomento del sentido de comuni-

dad en la UV mediante diversas acciones, prácticas y talleres. 

Estas acciones comprenden, por ejemplo, actividades de bienvenida y orientación, 

apoyos económicos, entrega de despensas o productos de la canasta básica, creación 

de grupos de apoyo y proyectos culturales como intercambios de libros, series, pelícu-

las, idiomas o muestras gastronómicas. Asimismo, se busca impulsar espacios en los 

que predomine el diálogo y fomentar el uso del arte como medio para estimular la 

expresión emocional de los estudiantes. También se contemplan talleres sobre empren-

dimiento y habilidades vocacionales, grupos focales, colectas humanitarias, becas de 

alimentos, huertos comunitarios, promoción de comedores especiales y muchas otras 

iniciativas. A continuación, se presenta un esquema de estos proyectos: 

 

Figura 3. Proyectos del Programa CUM 

 
Fuente: Tomado de “La realidad educativa de estudiantes en situación de movilidad humana: migrantes 

de retorno, refugiados, desplazados, internacionales y foráneos. El caso de la Universidad Veracruzana” 

(p. 204), por A. López, 2025, tesis no publicada, Universidad Veracruzana. 
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Así pues, como puede observarse, Comunidad Universitaria en Movimiento (CUM) 

constituye una propuesta que nace de investigaciones académicas que registraron el 

hacer, pensar y sentir de estudiantes universitarios (Garrido, 2021a; Cervantes, 2025; 

López, 2025). Por ello, esta propuesta comprende no solo a estudiantes migrantes de 

retorno y refugiados –ya reconocidos por la Universidad Veracruzana–, sino que plan-

tea ampliar su agenda y foco de atención hacia estudiantes que también se encuentran 

en situación de movilidad humana y en una marcada condición de vulnerabilidad (des-

plazados, internacionales y foráneos), quienes hasta el momento no han sido recono-

cidos oficialmente dentro de los programas y estrategias de atención estudiantil de la 

Universidad Veracruzana. 

 

Conclusiones 

Los principios de equidad, inclusión y justicia social deben regir en todo momento el 

quehacer formativo de las instituciones de educación superior para contribuir a la for-

mación integral de sus estudiantes, especialmente de aquellos cuyas vidas y proyectos 

educativos se ven aún más vulnerados debido a su condición de movilidad humana. 

Sin duda, este rol fundamental de las universidades es posible gracias al trabajo cola-

borativo de los actores escolares que las conforman, quienes promueven y participan 

en modelos educativos inclusivos capaces de responder a la diversidad humana. En 

este sentido, las propuestas presentadas en este capítulo, resultado de estudios sobre expe-

riencias escolares, podrían convertirse en una referencia para la creación y el desarrollo 

de estrategias de atención dirigidas a poblaciones en situación de movilidad humana. 

En consonancia con lo anterior, se hace especial hincapié en que las universidades 

mexicanas no pierdan de vista el complejo contexto migratorio que vivimos como país, 

no solo en relación con Estados Unidos, sino también en el ámbito global. 

Por ello, este capítulo, sin pretender constituir una generalización, pero sí una refe-

rencia de caso, representa una experiencia que puede orientar a las universidades me-

xicanas en el diseño de políticas y acciones integrales e inclusivas que favorezcan la 

creación de redes transnacionales destinadas a la protección de los derechos educativos 

de estas poblaciones vulnerables, las cuales hasta el momento no forman parte de un 

protocolo, programa o modelo de atención educativa integral de esta naturaleza. El 

programa CUM podría constituir un primer paso para atender a otros universitarios 

que también se encuentran en condición de movilidad humana, como los estudiantes 

refugiados, desplazados, internacionales y foráneos. 
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